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de pena el haber pagado los derechos correspondientes a di- 
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nes que surjan con c! Ferrocarril Central Argentino, rela- 
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aplicable a las que proceden de denuncia sobre artículos no 
usados, importados con la franquicia acordada en el contra- 
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Chaqué — Véate : [tuque. 

Circulación de híltete* falsas. — lis justa la pena de cinco años de pre- 
sidio impuesta á ese delito. Página 40. 

Comiso, — La introducción j expendio de mercaderías extranjeras sin 
el despacito de aduana j pago de los correspondientes dere- 
rechos, hace pasible á la nicrcaderia importada de la pena 
de comiso. Página 183. 

Comiso. — La omisión de La traducción del manifiesto de carga y rela- 
ción del rancho presénta lo por el agente de una barca, hace 
pasible de la pena de comiso los artículos omitidos, Pági- 
na 393. 
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Comiso. - Hace incurrir en esta pona, el error en el manifiesta de 
despacho, que pudo pasar desapercibido con perjuicio de la 

renta fiscal, lupina MI. 

Comiso - La diferencia en la inanimación de artículos, hace incu- 
rrir en la pena del artículo U3C de las Ordenanzas de aduana. 
Página 418. 
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Consejo de ihnkne. — Véase : Justicia federal. 

Contrabando. intervención del empleado denunciante, conce- 
dida por la ley de aduana de 2 Enero de 18<J5, procede solo 
, n los juicios de contrallando, no en otros, aunque se trato 
de defraudación de rentas fiscales. Página 50. 

Contrato. - El que tiene por objeto una mgoriacion promiscua pan 
distribuir la utilidades una vez liquidada, es nulo J no pro- 
duce efecto, si el aporte de uno de los contratantes consisto 
solamente en su influencia y crédito. Página 1Ü5. 
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Danos y perjuicios. — Kl uso del agua de una fuente, hecho contra 
la vuluntad de su propietario, importa la violación de un de- 
recho y somete á su autor á la responsabilidad por los danos 
y perjuicios que fije el Juez. Página ft8. 

Delito. — Cuando el misino hecho puede constituir el delilode coac- 
ción, injuria y lesiones corporales, debe juzgarse y penarse 
este último, como más grave. Página 113, 

Di recrió» de Ferrocarriles. — Véase ; Fianza. 

Dobles derechas. — Procede la imposición del pago de ellos en la ma- 
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nifestacion de fardos bolsas de arpillera, en lugar de fardos 
arpillad y al solicitar una guia de removido. Página 367. 
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Ejttncion. — El auto de solvendo no c* apelable: y las excepciones 
contra el Ululo ejecutivo deben oponerse después de la ci- 
tación de remate. Pagina 5. 

EjtrurioH. — El perito tajador no puede cobrar su honorarios al eje- 
cutante antes de venderse los bienes embargados; y deposi- 
tado su precio, es sobre éste que debe ser pagado con la 
debida preferencia que corresponda á las costas de la ejecu- 
ción, salvo la existencia de motivos especiales quu funden la 
responsabilidad del ejecutante. Paginas 53 y 73. 

Ejecutioi*^- No puede ejecutarse contra un socio una letra protestada 
contra la sociedad» sin haberse antes ejecutado á ésta. Pá- 
gina 338. 

tfecueion. — Iniciado el juicio ejecutivo contra el firmante de una 
letra, & quien se intimó el pago, el que se presente y es 
aceptado como deudor de la misma, no puede pretender que 
se vuelva á intimar el pago. Página Ul 

Ejecución. — Véase i ¡tama Nacional ; Provincias . 

Escrituricion . — Ningún comprador de inmuebles puede ser campe- 
Jido ix escriturar, sin la previa exhibición de los instrumentos 
que acrediten el derecho de propiedad del vendedor. Aun- 
que nada se haya dicho en el bótelo, la exhibición previa ó 
la escrituración de dichos documentos, debe considerarse 
comprendida en la estipulación. Página 8a, 

Eviccion. — Véase : Interdicto. 

Excusación. — So procede aquella respecto de la cual, no se cita por 
el juez ni aparece existir en autos, hecho alguno determina- 
do que la justifique con arreglo á la ley. Página 14. 

Expropiación . — En las causas traídas á la justicia federal por razón 
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de las personas, debe observarse el procedimiento estableci- 
do por las leyes provinciales. Página 16. 

Expropiación . — Debe asignarte el mismo precio á terrenos que se 
bailan inmediatos y en análogas condiciones, sin diferencia 
nolable entre ellos. Página 122. 

Expropiación. — Debe resolverse no solamente sobre el precio de la 
cosa expropiada, finó también sobre los perjuicios precé- 
danles de la expropiación. Página 4b8. 

Expropiación, — Siendo equitativa la fijación del precio y de la in- 
demnización berba pur el juez, debe confirmarse. Pági- 
na 433. 

Extradición* — Todas las causas de esta naturaleza, son de compe- 
tencia federal. Página 35. 

Extradición . — Los recaudos necesarios para que proceda, son : el 
mandato de prisión expedido por juez competente, la desig- 
nación y fecha del delito, los dalos precisos para estable- 
cer la identidad del requerido y la copia de Jas disposicio- 
nes aplicables según las leyes del país requirente. Página 129, 
Extradición. — tina vez presentados los recaudos necesarios para 
que proceda, y no resultando que el delito sea de los excep- 
tuados por la ley de la materia, no puede impedirse ta extra- 
dición, poniendo en cuestión el delito mismo, extensión, y 
las probabilidades ó justificación de su existencia. Pá- 
gina 129. 

F 

Faltificadon de billetes. — Es justa la pena de cinco años y medio de 
trabajos feriados y dos mil pesos de multa, impuesta al reo 
de falsificación de billetes de banco de curso legal. Página 
432. 

Fianza. — Con arreglo á la ley especial de Ja materia, Ja Dirección 
General de ferrocarriles no está obligada á afianzar las resul- 
tas dej juicio ordinario, para recibir el importe de multas co- 
brado por la vía de apremio. Página 222. 
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Fianza. — Véase : Lometón . 

fuero. ~~ Para detcrminai en uuu acción personal, es el domicilio 
porsount del demandado el que debe tenerse en «isla y no el 
fijailu á la empresa que explota. Pagina ¿01. 

I 

Impuestos internes. — No |»uede considerarse romo faWa la inauifesla- 
cien hecha por el propietario de «na fábrica, de que iba á 
suspender tes trabajos de elahuranon. p-r razo» de ednas de 
nn-joramienlti, si risilla que la elábefaden hertin durante el 
término de la Mispeusioi», lia precedido de los ensayos de ¡Ü- 
chas obras, máxime cuando después de haber regido el es- 
tado de i u>ayo m que se efirnnlraha la fábrha, ha manifes- 
tado el aícqfrol elaborado y vendido, y oír. cidfl pagar el im- 
puesto correspondiente. Página -05. 

¡«puestos provinciales. - Él ffá|o de ellos debe ser previo á la cues- 
tión sobre ríin>litiicioiial¡dad ile los iu¡stw>s; y mientras no 
se verilique, no debe runmlerse el recurso del artículo 14 
de la ley sobre jurisdicción y rmnnelcncia de los tribunales 
federales. Página ÜON. 

Incompetencia. — Es correcto el rechazo de la eicepcion de incompe- 
tencia de los tribunales locales, si se ba dictado por no ha- 
berse probado los hechos en que se fundó. Página 349. 

Inkibiáon.— La posterior á la hipoteca, debe levantarse, si se vendo 
el inmueble para satisfacer el crédito hipotecario. Si el 
acreedor favorecido por la inhibición» cree que la hipoteca 
es nula ó fraudulenta, debe hacer saber su oposición ante el 
juez que conoce de la ejerucion hipotecaria. Página 76. 

Interdicto. — Comprobada la pusesioii, y losados perlurbatorios, pro- 
cede la acción posesoria de retener y el interdicto de obra 
nueva. Página §£; 

Interdicto. — El que se funde en hechos personales del demandado, no 
le da derecho para citar de eviciou al dueño del inmueble del 
cual es locatario. Página 288. 
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InUrdi'to. - La apertura tic una puerta eii el tapial existente hecha 
por el demandado con ta intención ile poseer terreno situado 
dentro Je la cerca, importa un acto perturhatorio que el po- 
seedor tiene derecho á hacer cesar por medio de la corres- 
pondiente arción posesoria. Página 

tfttcrdkto, — Véase: Posesión; Restitución. 

É 

.1 

Jurtoltrcio». - 1* remisión del preso y de la cansa al juez, que en su 
meiilu procede á dictar providencié Huerta la prevención 
que, en .-I caso del articulo 36 <*él ¡Mw de l'^eedimien- 
los en lo Criminal, determina la jurisdicción. Página i 06. 

Mina federal .-So es competente para juzgar el delito de abuso y 
usurpación d c autoridad atribuido á empleados provinciales. 
Página t IB. 

Justina federal. - No corresponde á ella, el conocimiento de recursos 
cmitra las resoluciones del Consejo de Higiene 'le la Capital. 
Pagina -J:Hk 

justicia ffÉml. - Véase . Aturro, 

JuttirinfetteraL — No puede invocar la jurisdicción de ella por iiiluln- 
toria, el extranjero que lia contestado la demanda ante el Juez 
local. Página 3¿7. 

Justina federal. — No corresponde á ella, la causa de un argentino y 
un extranjero, coniza otro extranjero, aunque lus demandan- 
te v el demandado sean vecinos de distintas provincias. Pi- 
gina 130. 

L 

Lando. — Véase: Nulidad, 

Uude Cl¡iHú\, - Kl artículo :t de día, importa que la Provincia de 
Buenos Aires en su capacidad política, tendrá tas facultades 
que le acuerda la Constitución; no ha creado á su favor un 
derecho especial referente á la legislación y gohierno de stt 
IJauco. Página 13». 
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Liquidación. — Mandada escriturar una venta por sentencia ejecuto- 
riada, la liquidación que se pide y ordene, del precio, no per- 
tenece al procedimiento da apremio y es apelable. Pági- 
na 343. 

Liquidación. — No siendo observada en si misma, sinó en cuanto á su 
oportunidad, debe ser aprobada. Página 343. 

Locación. — El locatario, una vez concluido el término de la locación, 
no puede retener el inmueble locado por razón de mejoras, 
si el locador afianza el pago de éstas á gu liquidación. Pági- 
na 233. 

Locación. — Probada la calidad de localario del ejecutado, no procede 
la excepción de inhabilidad del titulo, fundado en el desco- 
nocimiento del derecho de propiedad en los locadores. Pá- 
gina 420 . 

Locación . — La que baga el padre da las cosas de sus lujos menores 
y en el interés de ellos, cesa al llegar éstos á la mayor edad. 
Página 42G. 

M 

Marca d* fábrica. — La lucuciou pasada al uso general para designar 
eierla clase de cigarros, no puede considerarse por si sola 
como marca de fábrica: % el que la emplea en el expendio de 
cigarros de esa dase, no comete falsificación de marca. Pá- 
gina 80. 

Marca de fabrica. — Sin la prueba de ser falsificados los artículos em- 
barjjados al demandado y los que él hubiere vendido, y de 
ser el mismo el autor de la falsificación, ó de haberlos ven- 
dido con conocimiento de su falsedad, debe rechazarse la 
acusación. Páginas 193 y 206. 
Marca de fábrica. — Cuando se considera que no es posible la confu- 
sión de los producios, no procede la acción por imitación ó 
falsificación de marca de fábrica. Página 330. 
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ü 

a/titiiaoV — Es nulo el lamió dictado *¡n juicio arbitral voluntario, 
sin haber los arbitros formado tribunal, no teniendo por el 
compromiso facultad Dará dictarlo en esa forma. Página 242. 

miidíid. — Véase : Contrata. 

V 

Personan juriUca», — Véase: Posiciones, 

Personería, -r- No procedo oponer esta excepción coulra la persone 
capaz que entabla una acción á nombre propio. Página 288. 

Posesión. — Cuando la posesión y uso de una acequia resulta ser 
común para el servicio de dos predios, no puede reconocer» 
á ninguno de los dueños de estos, el derecho de atribuirse 
su uso exclusivo, y procede reciprocamente la acción y la ex- 
cepción posesorias para que se restablezcan y mantengan las 
cosas en el estado anterior á los actos de perturbación. Pá- 
gina 312. 

Posiciones. — Las personas jurídicas están en el deber de absolver 
posiciones por el órgano desús representantes, sobre hechos 
que éstos conozcan ó deban conocer. Página 304. 

Prisim. — fio puede dictarse la del procesado, cuando se tratado 
una infracción que sólo tiene pena pecuniaria en primer tér- 
mino, y no resulla la semiplena prueba requerida por el Có- 
digo de Procedimientos. Página 330. 

Privilegios. — La cuestión reierente á la aplicación de las leyes sobre 
privilegios, con relación á los actos anteriores á la sanción 
«le la ley fed¿ralizando el territorio de la Capital, es regida 
por el derecho común, y no es susceptible del recurso auto- 
rizado por el artículo 14 de la ley subre jurisdicción y com- 
tcncia de los tribunales federales. Página 133. 
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Procurado™ focales. - Los nombrados por decreto del Poder Ejecu- 
tivo, no necesita» acreditar su personería con poder ó escri- 
tura pública. Tágina 411. 

Provincias. — Pueden ser ejecutadas por él cumplimiento de sus obli- 
gaciones. Páginas 19 y 409. 

Provincias. — La parte final del articulo 31 j el 104 de la Constitu- 
ción, no pueden interpretarte basta extender lo* poderes do 
Provincia más allá de sus límites territoriales. Pagina 133. 



It 



toameion — So es admisible la deducía sin los requWtos estable- 
cidos en los articulo* 215 y 21 de la ley de procedimientos. 
P.iginaJM. 

ticghtroiiiiblito. - Debe precederse en el dia y por la fuerza publica 
ü restituirse h su regente el archivo, protocolo y dependen- 
cias d^l h gistrn di. que oti-o l-mtíLíhio s.- haya apoderado sin 
autorización. Pájjina 4it>. 

mmMéá&an. -No procedo, sin la prueba del dominio aetual en el 
demandante. Página 3ÜU. 

H-sei***,». - La cláusula reseisoria r|iie. por talla de pago de alguna 
de las cuotas correspondentes, la ley de lionas públicas do 
Corrientes impone á las ventas de loríenos fiscales, dehe 
entenderé subordinada al vencimiento do los plazos según 
los fija la misma ley, y no al do los que resulten de las letras 
otorgadas por ol comprador, de manera que si el pago de la 
cuota adeudada fu} ofrecida antes de vencer el plazo, contado 
segun las disposiciones de la ley, no procede la resciciun de 
q lamenta v debe admitirse el pago ofrecido. Página 400. 

}k$?¡t>tfi»n. - Ksla acción concedida al tenedor de una cosa de la que 
ha sido despojado violentamente, licite por objeto suprimir 
los objetos de la violencia, y reslableeor las cosas al estado 
anterior, sin dar al despojado mayores derechos de los que 
tenía entonces, y sin quitar los que tenia el despojante. Pá- 
gina 388. 
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Sentencia. — Es nula la que en causa seguida contra varios, dicta el 
sobreseimiento provisorio respecto de uno de ellos. Pági- 
na 353. 

Sentencia. — Véase : Sobresfimtwto finn imrm 
Sobremmittttn definitivo.— Procede, no resultainje pruebas del delito. 
Página 21. 

Sohresritaienfaproviwrfa- ~£"U¡u\a hi cania á plenario, y tramitado 
basta llamarse autos para sentencia, debe dictarse ésta con- 
denando ó absolviendo; el sobreseimiento provisorio, no im- 
porta más que h absolución df la instancia, que es absolu- 
tamente prohibida. Papua :I52. 

Sobre&eimiMto ¡>rori$urh. — Yé;ise: Svut 'm iti. 

Suprema Cor tí. — No esta, encargada de evacuar consulta?. Página 97. 

Suprema Corte. — No puede apreciar en segunda instancia la causa de 
nulidad fui i dada en la ¡ueouslituciunalidad de la ley aplicada 
por l;i sentencia recurrida, cumulo en primera instancia no 
se lia suscitado ni resuello esa cuestión. Página 295. 

Suprema C<ai", — Procede el reeuiso ante ella, contra las sentencias 
de los tribumdts locales que no hacen lugar al fuero federal 
invocado. Página 349, 

T 

Termino e.rtraordinario . — No procede la concesión de él, par5* la 
prueba de testigos, si n«se ba cumplido con lo dispuesto por 
el inciso U\ artículo 95 de la ley de procedimientos. Página 
324. 

Testigos . — K! reconocimiento de peritos sobre lacturas ú objetos, no 
puede considerarse como una mera declaración testifical, y 



puede ser pedido después de los primeros dfe* días del ter- 
mino probatorio, en las causas criminales. Pagina 47 . 
-,mw. — Véase: Término extraordinario. 
~f aligo* — Hecha la presentación de ellos en causa criminal, dentro 
de los primeros diei dias del lérmino probatorio, y consen- 
tido el auto que mandó acompañar el interrogatorio, no pue- 
de negarse la prueba testimonial por haberse acompasado el 
interrogatorio después de esc término. Pagina 334. 
Trawaecion; - El acto por el cual durante un juicio ejecutivo, las par- 
. tes condenen en arreglar todas las cuentas pendientes, de- 
biendo el actor desMir de la ejecución, no es una transacción 
sino un arreglo de cuentas, sin que altere su naturaleza, el 
haber renunciado el actor ala mitad délas costas procesales. 
Ese acto debe ser observado, aunque el documento que lo 
contiene, no haya sido presentado al juez de la causa. Pagi- 
na 383. 

v 

Vapores paquetes. - Los vapores con privilegio de paquetes, pueden 
formalizar su entrada cou sólo el maniliesto de carga» y no 
están obligados a presentar la relación del rancho. Pagin» 
360. 
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VI ^curador fiscal euntra don Emilio ¡eelerc, sobre cobro 
oj<>cutivu de multa; por infracción de h ley de sellos 



Sumario ~li auto de «olwndo »o éS apelable; y las acep- 
ciones contra t-l título ejecutivo deben nnonerse después de la 
citación de remate. 

Caso. — I'* expli a la 



HOJA COMPLEMENTARIA 



Estz hoji nimpjempniarb se eucuEotn a lo: efectos de peiuuiic 
Li bóiqii&da por pjfma deilro dej yotornaa 




H E Pira LIC ^IB'Q'EKTLTlíji 



HOJA COMPLEMENTARIA 



Estz hoji nimpjempniarb se eucuEotn a lo: efectos de peiuuiic 
Li bóiqii&da por pjfma deilro dej yotornaa 




H E Pira LIC ^IB'Q'EKTLTlíji 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



PtTICIOK FISCAL 



BuetlOS Airo*, Jlftyo 8 d> 1HÍW. 

Señor Juez: 

El procurador flscal, á mérito del decreto que precede, en la 
denuncia hecha contra don Emilio Leclerc, sobre defraudación 
de rentas lineales, á V, S s , como mejor proceda, digo: 

Que segó i! aparece de las constancias que acompaño, la casa 
Leclerc, llamada «La L'izarra», se ocupa entre otras cosas (le la 
venta de oro amonedado, otorgando documentos que hacen cons- 
tar esas ventas en la forma que denuncian h»s documentos 
acompañados do foja i , 

Esos documentos, por su objeto y por la forma en que están 
concebidos, son verdaderos boletos de venta, tos que e>t¡ío ver- 
daderamente comprendidos dentro de U di&p-isicien del artíi ulo 
20 inciso 6 ,J de la ley de papel sellado para t893, dictada en 2ti 
de Diciembre do 1802, y promulgada en ÍÍ0 del riíhuo. 

Según esa disposición cada uno de los boletos que se acompa- 
ñan han debido llevar nna estampilla de 0.50 eu la forma que 
lo establece el citado inciso. 

Ahora bien, como el artículo 48 de la misma ley castiga á 
los que infrinjan sus disposiciones, con una inulta igu;il al dé- 
cuplo del valor del sello ó estampilla que debieron usar, cur res- 
ponde, se aplique al meucionadu Loclrrc, la dicha pena tomando 
como base la estampilla de 0.50 que debió usar en los boletos 
de foja 1 . 

Así pues» siendo esos boletos acompañados en número de 
ciento cuarenta y uno y estableciendo*! décuplode la estampilla, 
que cada uno debió de llevar, la multa que debe pagar el señor 
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Emilio Leclerc asciende á la suma de setecientos ciñen pesos 
moneda nacional. 

En consecuencia y á efecto de hacer efectivas las disposicio- 
nes citadas, rengo á pedir á V. S. se sirva librar mandamiento 
contra don Krnilio Leclcro para que dentro del tercero día dé y 
pilguo la mencionada cantidad bajo apercibimiento de ejecneion 
y embargo. 

Otrosí digo: Que para satisfaz ion de lo ordenado por el artí- 
culo 50 de la luy de Procedimiento Nacional, informo á V, S. 
que el domicilio del expresado Leclerc, don Emilio, es en la calle 
de líivadavia al lado do la Bolsa, en el escritorio denominado 
«La Pizarra». 

Julio üotet. 



Fallo 4el Jur* fr>der»l 

Buenos Airo*. Mayo 38 183-1. 

De acuerdo con lo pedido por el señor Procurador Fiscal en el 
presente escrito, intímese Ad»n Kmilio L ■■clere dé y pague den- 
tro de tercero día la suma une se le reclama, b;ijo apercibimien- 
to de ejecución y embargo. 

Juan del Campillo. 

rail* <l> la «upreata Carie 

HinMioa Aires, Agosto JO ile 18í*á . 

Yutos en el acuerdo y considerando: Que según lo expret» 
el recurrente, la apelación interpuesta no ae dirige contra el 
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o por el inferior, sinó que tiene por 
habilidad del título en que se basa 



Que en el estado de la chusa y segun resulta de los untos re- 
mitidos, el Juez no ha dictado aún sinó el auto de solvemlo, lo 
que no puede dar lugar al recurso de apelación, de cimformídnd 
¿lo dispuesto en los artículos doscientos cincuenta y dos, dos- 
cientas cincuenta y cuatro y trescientos de la ley de procedí- 
mientes. 

Que esa misma ley Jija la oportunidad para opones excepcio- 
nes, entre las que íigura la de inhabilidad de título, oportuni- 
dad que aún no ha llegado. 

Por esto, se declara bien denegado el recurso. Devuélvanse, 
debiendo reponerse ios m líos ante el inferior. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN . — 
OCTAVIO ilLSCE.— JUAN E. TO- 
RILENT. 



< UNA 4 € VII 



Criminal contra don Sacmto tHiw^por violación de una tarta 

ivrtitk 



Sumario. — Debe ser absuelto id acusado contra quien no 
resultan pruebas de autor del delito, 
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r **l lo del Jum Fetlernl 

Pamná, Junio ¿Nile. 1HH3. 

Y victos: la causa iniciada pur la Din-eeion Weneral de Ce- 
rreos, y seguida ante esteTribunal ¿i instancia Fiscal, sobre ex- 
travío y vio'a'iou d<- correspondencia, resulta : 

(¿ue don Rainon ' ';tutn, no encontrando utro medio de enviar 
dinero desde la Ksperanza, provincia de Santa Vé, al Rosario 
Tala de esta provincia, lo hizo en una curta i\tiv puso en el co- 
rreo con fecha di- Eaero de 1892. 

Como la curta tío llegase al destinatario, don Andrés Santa 
María, en 10 de Febrero dirigió otra sin pmier dinero dentro de 
ella, la que fué entregada á su líiular. 

En 20 del mismo mes puso en el Correo una tercera con te - 
niendo 10 pesos* y esa no llegó tampoco $ SU destino. Resol- 
vióse entonces certilicar otra, conteniendo 10 pesos, lo que ve- 
rificó el día 28 de Febrero bajo el número 4H0, dirigida al mis- 
mo señor Santa .María, «le Rosario Tala. 

Pasados algunos día-, Santa María escribe á Canto, dicién- 
dole one se había negado á recibir la t arta de los empleados del 
Correo, porque presentaba signos man ineptos de violación. 
Canto rech mu ¡i la oficina de Esperanza, y ésta á la de líos.irio 
Tala, haciendo además un despa- lio tejí-gráfico sin tener con- 
testación ha^ta el 15 de Marzo, fecha en que devolvió el certifi- 
cado violado á la oficina de origen. 

Del sumario y ratificaciones durante el pSetiario aparece ple- 
nam -rite probad" : 
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Que en 28 de Febrero de 1892, don Ramera Canto Hi tó á la 
oficina de Cúrreos de Esperanza, ó hizoi vrtilu'ar la caria que 
corre agregada i foja.. . ; que al día siguiente, á Las 2 y 30 
minutos después de medio tifa, el empleada Ramón C. Tul<-río. 
en presencia de lus telegrafistas .José í>. Kigoli y SI a reos Cas- 
tro, colocó dicha caria en la mai* ta qm* cerró y sellú á su vi-:a, 
verificando los tres en e-e ¡icio id perfecto estado de ella, la que 
no presentaba ningún signo de violación (dectaraeioueís de fojas 
29 á 39 y foja 106); 

Que llegada la correspondencia al Ku-arin Tala el día 3 de 
Marzo á la I y 30 minutos p. m., el auxiliar de la Oli-ina de 
Correos y Teb'^rjfos de aquella ciudad don Jacinto Oí i ver, 
abrióla batij : uertilie.idu niimcru Ü9I de Ksperanza. '-n que se 
contenía la carta número -i 30 de foja .... em-ont r¡ind>»-e dii-ha 
balija lacrada y en perfecto estado de cierre (cnufe-ion del 
mismo Olivef, Toja 18 vuelta, ratificada» foja . , . j, mi :i|i<r- 
ciñiéndose en ese acto i<l estado en que se encontraba la "-arla 
aludida, notando recién media hora después que presentaría 
signos manifiestos de haber sido violada, 

El Procurador Fiscal, haciendo mérito de las circunstancias 
del sumario acusa a Jacinto Olivar, ex-anxiliar de Correos y 
Telégrafos del Tala, ñor violación de i-orn-spondencbi. y pid«> 
para él la pena de tí meses de trabajos forz ni os y id pago de las 
costas. 

El defensor de Uliver ai acá la prueba en que >e basa la acusa- 
ción, por ser informaciones meramente adiui nitral iva-, que no 
hacen fó en el juicio, excepción hecha d*' la confesión del acu- 
sado, judicialmente ratilicada, de la cual resulta que la carta cu 
cuestión llegó á ií osario Tala con las señales que hoy presenta. 

Escusa a Oliver del cargo de haber abierto él solo la ba- 
lija, y mala certificada, diciendo que uo podía hacerse de 
otro modo dada la escasez de personal en la oficina, y termina 
pidiendo se le absuelva, 
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Y considerando: <¿ue til cuerpo del delito se encuentra com- 
probado cnn la lurtu violada de foj¡i . . , 

Que "tí* los liedlos establecidos piir la prueba legal, se deduce 
como única y necesaria coaoluslop, que el autor do la violación 
es el auxiliar de la oficina de Correos y Telégrafos del Rosario 
Tala, -Ion .la< mío Ol¡v<-r. Kn efecto, consta que la carta fué en- 
tregada y recibida eu id correo de K -.paraliza, en perfecto esta- 
llo y en id mismo fué cj>|ueada p'irelempleado Toledo en ta mala 
que cerró y selló en presencia d<* líigoli y Cuatro, cuino lo dis- 
|joue id reglamento uV Correos, í nul u_v é n<h>si* eu la liaüja gene- 
ral número c ui destino :i Paraná, de modo que la viola- 
ción un ha podido tener tugar en l¡i oljcina de l^peranza; y no 
ha podido hacerse tampncu en capital, desde que id emplea- 
do OliviT, que recibió y abrid la correspondencia en Rosario 
Tala, confiesa que el p.iqm te ó mala fertilizada lle^ó sin alte- 
ración en >u cerradura, ni desperfecto en los sellos ó lacre; 
si>-ndu forzoso concluir entonces '|ii* la carta fué violada en la 
oficina de Rosario Tala, en ia que Oliver solo f abrió lámala 
certificada y f-acó lu carta en cuestión; siendo remarcable la 
circunstancia de que este empleado prescindiese de las formas 
reglamentarías al abrir id paquete, sin que sea atendible la 
excusa de que id jefe so encontraba en cama, porque así como 
pudo llegar llanta él á exhibirle la carta violada una hora des- 
pués de extraída de la balija, podo también hacerlo presenciar 
td acto de apertura. Y es igualmente significa) ívo, que recién 
media hora después de abrir el paquete notase ios signos de vio- 
lación, siendo ;lsí ipie el hecho de abrirla él solo, le imponía el 
deber de ser más escrupuloso en la i crisacion del estado en que 
llegaba la correspondencia, mayormente cuando éüta no podía 
ser muy numerosa eu un pequeño centro de población como el 



Que no resulta prohado que de la carta violada se haya sus- 
traído el billete de Hanco, valorde 10 pesos, como lo afirma el 
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remitente señor Cunto en su denuncia, como no se ha probado 
tampoco el tíitravín $S cartas din-idas anteri >rmentc por las 
mismas oficinas, conteniendo dinero. 

Que la pena que corresponde al autor de este delit o dadas las 
condiciones en que se lia cometido, es la que milite la ley espe- 
cial de 14 de Si ti ml>re de 1863 en su artículo 52. 

Por esta* coñsidorátáouss, declaro á Jacinto Oliver, autor 
del crimen de violación de correspondencia privada; y atenta 
la frecueneia con que se cometen cu el país delitos este gé- 
nero, lo condeno á sufrir la pena d<- trabaos forzados p..r G me- 
ses y además á pagar una inulta de 100 pesos uro. con costas, 
Notiffquese en él original y repónganse lo* sellos. 

M. tle rézanos Vinin. 



Vista DEL seSoh pnota n a non ckneral 



Din-lio:- Aires, Enero Vi de IBW, 

Supremo Corte: 

Las numerosa, actuaciones en e^le proceso, no han alcanzado 
á comprobar la culpabilidad que, pof violación de correspon- 
dencia, se atribny al euc¡itis..do Jacinto ' >lh* r. 

No se ha comprobado las r pelidas sustracciones de cartas 
ron dinero, que podrían constituir un antecedente sospechoso 
contra el procesado; tampoco, que eu la eertilic.ida que se dice 
violada se contuviera dinero que hiciera presumir un interés 
inductivo d<* la perp- tiacion del AeUfrh 

Sólo n-ulta que la « arta mi i uestb n fué e< rtificadu en la 
oficina de *Kspcianza en IMjmo del af;0 pásalo; que al día 
siguiente íué colocada en la mala de eut rc> pendencia, en per- 
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fento estado, mala que se cerró y se selló en presencia de los 
empleados Castro y Itig-di, ífigttn diligencia de foja 29 ade- 
la nte. 



Que los sellos no fueron quebrantado* antea de la II egida do 
tu mala á su destino, «El Tula., y allí fu.- abierta la mala y de 
ella tomada la « arta por d auxiliar de correos Ohver sin hacer 
presenciar el acto, como es de reglamento, por otro .mpleado ó 
testigo. 

Reconozco ante estos hechos que im habiendo mediado ínter- 
Tención de otros empleados, las sos peonas recaen sobre el em- 
pleado que abrió la mala de corresponden.!* en Itosario Tala», 
y que esas sospechas se agravan por la infracción al tteglameu- 
to, al abrirla sin constatar su estado en presencia de otro em- 
pleado. 

Veto estas sospechas no reúnen las condiciones requeridas 
por el artículo 358 del Código de Procedimientos, pira consti- 
tuir plena prueba. 

Carecen de conexión, de ex; resioiulirccta, de tendencias ine- 
quívocas, mucho más cuando el procesado explica la falta de la 
presencia de otro empleado, por enfermedad del jefe; y esta 
probado que al apercibirse de la violación una uu-Ha hora dns- 
pties de la apertura de la correspondencia, M8 cuenta de ello, 
llevando la carta al mismo jefe de la repartición, que se ODCOn- 
trahíi en cama. 

pnr ello, no encontrando pr >bad.i en las constancias reuni- 
das, la culpabilidad del enciusado, creo deber pedir á V. E. la 
Revocación de la sentencia recurrida, de foja 128, y la consi- 
guiente absolución del encausado, comí enrrespende, con su- 
jeción á lo prescrito en el artículo 497 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

Sabi titano Kicr, 



9P¡ 
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Buifnos Aires, Agosto 1:; do 

Vistos y con si ile ra n<1 o : Que ¡Dtígttri lo dio.»- el destinatario de * 
Ja curta, cuya violación tía motivad" cslr profeso, «'listado ex- 
terior du ta misma revelaba que dicha violad-ion hul>ia tímido 
lugar con nnteriodad a la futr ida do la exprésala carta en la 
oficina de Cúrreos de Kns.ino Tula. 

Por esto, y du acuerdo con lo expnest'i y pedido por el señor i 
Procurador General, se revirón la sentencia nielada do foja cien- 
to veinte y ocho, &bsoIvtend"$e en consecuencia, demlpay 
cargo, al procesado. Devuélvanse. 

|!| >J.\MI> PAZ. — Alitl llAZVÍf. — 
OCTAVIO Ul'NtiE. — JUAN E. TO- 
HIlKNT. 



( AU*A 4 < VIII 



El doctor ftoit f).svm Httiiiíizú, coitír- ir* fifatinda V. do Vi ¡la- 
nuera, por reivindicación; sobre excitación de! Juez 

Sumario. — No procedo la excusación respecto de la cual no 
ae cita per el Juez, ni aparece existir en autos, lieefco alguno 
determinado que la juslilsque ton arreglo ála ley. 



Cll!iiK ki apoderada del doctor Guiñazú solicito regulación 
de üiis honorarios y los de la defensa. 

Kl Jn. z nombró al doctor frita* ( L ue 1** eátim0 - eu ™ n j utt_ 
to, en la cantidad de250U pesoa. , 

Observada esta regulación ñor las pifie*, !» celebró el jut- 
ri» verbal a que fueron convocadas, dictándose después el si- 
guiente 



Mewlnga, Si'lii-ui!ir<- 1 dv \VO\. 

\percibuiidose el infranseripto que es interesado en estos au- 
tos el señor 1 «mingo Yhlam.evn, i on quien pueden haber cau- 
sales de implicancia, en razón de gestiones judiciales relaciona- 
das con la tttttftw de la e.posa del primero, depárase que el 
espediente sobre regulación de costas, como taml-n el princi- 
pal deb.n ,-asar al abestio de la lista que corresponua ,,;r sn 
Órden* Hágase saber. 

Castillo* 



n Unenos Aires, Agosto 13 de 1893. 

Victos : No expresándose en el unto de foja siete, de una ma- 
nera explícita y determinada, hecho alguno que funde una cau- 
sal de recusación dentro de las disposiciones de la ley de la ma- 
teria, y no apareriendo de autos, por otra paite, la existencia 

de tal',-8 
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en el conocimiento de 1 la causa, debienio ante £1 reponerse los 
cellos, sin perjuicio ríe ulterioi idades á que hubiera lugar. 

UtNJAMI> PAZ. — LUI* V. VA HELA, — 
ABEL BAZAl*. — OCTAVIO ÜLPiGE. — 
JUAN E, TORUEST, 



La faitprrsa del Ferrocarril del tiesle de la jitoiiiuiti de Miíe» 
nos Aires , contra don ttuuurti f'erez, por expropiación; sof/re 
aplicación de leya provinciales. 

Sumario, ~Fn las causas de expropiación traídas ¡i la Jus- 
ticia Fi'dcrul por razón de las pe rsonas, debe oi>ser?ar>e el pro- 
cedimiento establecido por las tejes nacionales y no el fijado por 
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n 



titilo dr* Jurz »Vder»l 

l.n IM,ii,i. SHii'iiihrr ¿í de 18ÍKÍ. 

Considerando: Vrimtrat %W itnibaa partes se muestran 4l 
amerdo en un punto cnpiinl. «-nal es el de que el terreno de don 
li anión Péreü ^ ocupado pr tfí Ferrucrril del Oeste a virtud 
de una ley pruvineiat que áfilo le auton.".at>a, 

Setjmulú : Que no es dado sostener, pueda reputarse aquella 
ley üü fondo, como lo pretende el representan^ «tel da manda- 
do, pues que precisamente fué en mérito y en virtud de ini 
prescripción es que Pérez quedó desapropiad» y el Keirooarril 
convertido en dueño del inmuoble en la partí' reclamada. 

Trn-n'n: ijue el procedimiento de la justicia federal, lia de 
aplicarse aquí. Um sólo porto i/ue respecta ú la manera de con- 
ducir t>l juicio llanta su solución en definitiva, piles que ese es 
se objeto y in> i>tr«:el procedimiento ó ley de furnia prima 
desde Un'fjo en el sith-judice . 

t'anrto: vj u** sobre la materia no cubo discusida y tnntimás, 
«liando U Suprema Curte lia resuelto el cu so declarando debe 
aptirnr.se la tn/ de furnia t cuando el terreno maleria de lo Uttt 
fue expropiado en virltid de una ley de provincia y siendo éstas 
constiHicionalment» , las que legislan f el punto, prima el 
procedí intento mareado por ella, en todo aquello que no pugne 
ron la ley dr fondo, pues entonces en tal emergencia sería ésta 
y no aquella la á aplicarse. 

Por e>tos fundamentos fallo: no unciendo lugar á la articu- 
lación promovida á foja. . . , por hiparte demandada, y una 
ve/, ejecutoriada la presente sentencia, comparezcan las partes 
á juioiu \erbal ú objeto de procederá ta designación de peritos, 
preceptuada por la ley de 21 de Octubre de 1881 de la provin- 

T. XI 



Í8 
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cia lio Buenos Aires. X.liííqiiese e<m el <>r¡jíin;iK rc^trese i'ii 
el libro de sentm ¡ias y reponga»*- las íojas . 

Wtin'tttHt S. Ittrn'riurhm. 



H-'hIIw dr la Ku|irfiun C nrlr 

Ilmriif» Arres, Alista lí¡ 1895, 

Vistos: Por ios fiindamfntos d-.» la r<-.üli(C,on que >e n ííí -ir;i 
en Los Tallos. *éi\i> coarta, tumo cuarto, pagina ilus-'i-ntas 
ciiicuríitii y eiwce, y tó'd* &eba Ma>» treinta 4*1 Wfrl^at? ano, 
recaída en la causa soguilla ñor A Ferrocarril ÚA O-ste nm Ar- 
niilfo Mi-^rkaq iy y otros, se retoca, el ntito apelado de foja vein- 
tiuna, con decíuracíoa de pte nombramiento ríe peritos debo 
nacer-e coa el carácter qiiK- ;íé-tus atribuyen las tefes de pn 
diminutos en nntena f-"leral, Duvnélransf, dtoiiTuJo r-ponorstí 
los Bellos ante i inferior. 

RESJAMIN l'AZ. - M IS V- VAUEI A- — 
ADKL ÜHtiM. — OHTAVIO 1'iTpiCE. — 

n \\ e. roiiHKST ( «■« disulftirin t. 



DISl PESCIA 

En disidencia por lo< fuitidttintótes éxpuéstfti por el infrans- 
cripto, en la causa seguida por «loa Alejandro Uillon contra 
el Ferrocarril del Ueste, »*-' registra en los Fallos, serio 
coarta, tomo cuarto, página doscientas cincuenta y cinco. 

J-uAN E. tokuem. 
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C ALNA Vi X 



Ihm José Mina S^nrin, contra la pmmm'm 'lo iiuenos Aires; 
f,.,r mbro ejecutiva de pe&i 



'Sumario. - Las provincias pueden ser ejecutadas pura el 
eumpSim;' nlu I-* hi- .-bliiM.-iune*. 



l-'nlU» I» *U|»remn t'iirle 

lluenos Aires; Agosto 13 de 

Vistos y considerando: l'rimw): Que el pres nte juicio se 
sigin- ¡.or l-1 s»'ñor don José María Segovia, extranjero, en ca- 
lidad de demandante eontra lo provincia de Buenos Aires, de- 
mandada, por c-tbru de pesos procedente de las letras de cam- 
bio de f'jas una y tres. 

Smuntlo : Que en consecuencia la competencia originaria de 
esta Suwuma lurte se hulla del) idamente acreditada de confor- 
midad á lo dispuesto por el artículo ciento uno de la Consti- 
tución nacional ven e! inciso primero del artículo primero de la 
ley sobre jurisdicción y competencia. 

Tercero: Que se demanda cantidad de moueda líquida Ua- 
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liándose comprobada la deuda por instrumento que trae apa- 
rejada ejecución, según el inciso quinto, artículo doscientos 
cuarenta y nueve de la ley de la materia, en cuyo cas», el proce- 
dimiento ejecutivo está prescrito el artículo doscientos 
cuarenta y ocho de la diada ley. 

^Cífía ; Que citadu de rúñate el ejecutada, scopo;ic á la eje- 
cución, basándose en que las provincias u- pueden ser cjecu- 
taaas, 

tjuinto: yue las personas jurídicas se equiparan en general, 
á les simples particulares |«ara adquirir «1* rechos V contraer 
obligaciones (articulo cuarenta y uno (leí l odigo Civil) pnd-en- 
do ser d. mandadus y haí-erse ejei-ticien en sus bienes (artículo 

cuarenta y dos). 

Sexto: t¿ue en conformidad con esos principios la jurispru- 
dencia de esla Suprema Corte tu ne invariable mente estable- 
cido en rvpetidud tallos que las provincias pueden ser ejecuta- 
das para el cumplimiento desús obligaciones. 

l'or estos fundamentos: no se hace lugar á la excepción opues- 
ta en el escrito de foja sesenta y dos, y llévese adelante la eje- 
cución basta hacerse payo al acreedor ejecutante dtel capital, 
intereses y costas. S-Ufíquese original f fepóngase el pap«l. 

behjamih paz.— i us v. va hela.— 
ABEL HAZAS.— ik íavio BrjKCE, 

— JL'AS 1. - TUUIiEST. 
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CALMA rVXM, 



Criminal contra h Umíikria * La Estrella*, por 
ciun de tmfiucstos internos 



Sumario. — N<> resultando prueba* del delito, procede e! so 
bre*ehni<nto definitivo. 

Caso, — Kesulta 'leí 



Pallo del Jum Mwmt 

Líi Piala, JttníoSde 1J^5. 

Y vistos: los seguido* por denuncia de don Augusto Van- 
ih-rsiiiide, sobri' defrauda- ion de impuestos internos veritkada 
por la destilería La Estrella, ubicada en San Pedro. 

Y resultando: Primero : Que el 9 de Febrero de 1893, a mé- 
rito de la denuncia referida, hecha al Administrador General de 
Impuestos Internos, se inició la presento investiga! ion sumaria 
á fin de averiguarla verdad d<- lus hechos consignad os ]ior Augus- 
to Yandersande, en au escritg de denuncia (vúase foja 1 }. 



Wf.i'-" * 
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Segundo: Que desde aquella fecha hasta hny, la Empresa de- 
nunciada no ha formulado artículo ninguno malicioso, tenden- 
te a demorar la terminación de) juicio, antes al contrario, tole- 
ró hasta principios de Diciembr-; de 180 i, es decir, durante 
veinte y dos meses la intervención indebidamente asumida del 
pretendido mandatario del denunciante, consentida y defendida 
posteriormente por e) Procurador Fiscal, quion recurrió di la 
sentencia que mandaba ev$-\r dicha representación (vl ase foja 
321); Bentencia <jue fué coniiruiada con costas por la Suprema 
Corte de Justicia Nacional. 

Tercero : Que se nota á primera vista, que la destilería ¡.a 
Estrella, al asumir una actitud tan pasiva, ha permitido, tanto 
á la repi > sentacion indebida ¡M demandante Augusto Vander- 
sande, cuino á la acusación del Procurador Fiscal, pedir durante 
más de dos años todo yéneío de pruebas tendentes ¡I esclare- 
cimiento de. la verdad, sin poner obstáculo alguno a RiMinUs pe- 
timones formularon, el referido ministerio público y el titulado 
querellante particular. 

Cuarto : Que todos los recursos de revocatoria, sobre provi- 
dencias del juzgado y (odas la^ apelación--.-! deducidas, lo fue- 
ron siempre ó pur el Prueuíador Kiscal, ó por el titulado man- 
datario del denunciante Augusto Vandersaude, siendo también 
muy de tenerse eu cuenta que la Suprema (,'nrte X achina! - on* 
firmó todns ios autos recaídos, demostrándose así la sin razón 
de íliciioá recursos. 

Quinto: \¿ue el volumen de ■ sta sumaria, que consta de 
cuatrocientas tres fojas y el larg.. tiempo transcurrido, desde 
que se inició, es decir, más de dosauos y tres meses; del mismo 
modo que toda la prueba producida por tus dns acusadores, de- 
muestra que se encuentra en estudo do ser resuelto de una m i- 
nera definitiva, poniéndose así término á un juicio qu«- menos- 
caba la reputación y crédito de una empresa como la destilería 
la Estrella. 



de justicia Nacional 



Sexto: Que el Juzgado se encuentra en condiciones de pro- 
nunciar el falto definitivo, acerca de la denuncia formulada por 
don Augusto Vandursandc, apoyándose para rilo, en la miama 
prueba que solicitaron ej titulado apoderado de aquel y el 
Procurador Fiscal, durante la larga tramitación de la presente 
sumaria. 

Y considerando: I* Que el artículo C09 delCúdign de Proce- 
dimientos en lo Criminal establece que toda causa deberá ter- 
minarse completamente, en el término dedos anos, no compu- 
tando^ las demoras á que se relicre el artículo U'2 del citado 
Código. 

2° Que este artículo excluye de los tbs años las articulacio- 
nes del procesado y el tiempo transcurrido en dili^eneiamientos 
de oficios 6 exhortos que causaren un n -tardo independiente de 
la voluntad del Juzgado. 

3" Que todo ello no ba sucedido en el presente caso, puesto 
que no hubo ni dili^enciamientosde oluáos, ni exhortes, ni tam- 
poco articulaciones maliciosas, deducidas por parte de la Em- 
presa denunciada, como sena visto, debiéndose atribuir la ma- 
licia, por articulaciones que retardaron el procedí i miento, á la 
parte acusadora, no ú la Km pn su acusada, la cual jamas objetó 
el procedimiento, ni dedujo recurso al^unu, 

4* Que la mente ¿el legislador, al sentar las disposiciones del 
artículoTO, no bu podido ser entre muchas otras consideracio- 
nes, sinú la de impedir la excesiva duración de los juicios crimi- 
nales, porque perjudican no tan sólo los intereses privados que 
se hallan bajo el peso de una acusación criminal, sinó también 
inten ses más elevados, como que so reíieren |( orden social, a" la 
pronta administración de justicia, á la inmediata satisfacción 
de la vindicta pública y castigo de los culpables, cosas que no 
^e conseguirían si la resolución delinitiva fuere tardía, con re- 
lación al tiempo en que se produjeron los hechos incrimi- 
nados. 
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5° Que si la disposición del articulo 699 debiera entenderse 
aplicable a los juicios abiertos á plenurio, con sentencias de pri- 
mera y de última instancia, con mucha mayor nucn ue&e re^ir 
para el raso presente, iniciado en ít de Kebreru de 1893 y to- 
davía en sumaria, máxime si se considera que el artículo 44*2 
establece que ésta no debe durar más dii Lrein'a día» en la Ca- 
pital y sfsmta. en las demás secciones. 

6" que en id de Julio de fS9i, el re prest' litante de la Em- 
presa de la Destilería La Etirtttia solicitó td sobn sriniíi uto de- 
finitivo (véase foja 241 á mérito de los informes que habían 
presentado los peritos doctor don Pedro J, Pando y don Kmi- 
liu Pelb-t y la nik-iua química nacional, suscrito este último, 
por el doctor don Pedro X. Arala. 

7 o Que nombrada de otiein (véase foja 151) lo< peritos doc- 
tor en ciencia- dun Pedro J. Pando y el práctico especialista 
doctor Emilio Pellet, una vez vencida la oposición qm» á ello 
hizo td Procurador Fiscal, estos presentaron t i informe que 
corre de foja Ífr2 rí foja 209. 

8 o Qne en e' mencionado informe, los peritos citados prese n- 
tan las eursti mh-s que se les lia sometido á su estudio, remellas 
con entera Caridad y lirmeza deconvicciones, sin que las conclu- 
siones á que arriban se presten á iluda*, ni cavilaciones ; en 
ellos se ve, ha pesado puramente el criterio científico y las prue- 
bas materiales que ban recogido y precisan eu su laborioso 
trab.ijo. 

9' Que ahí. donde habla la ciencia y no el calculo ineotiscíen- 
te ó intencionado, la justicia hade sujetarse á esas operaciones, 
ajotando el criterio jurídico iV la voz de las ciencias exactas, y 
no á otras apreciaciones extrañas átoda verdad, á todo derecho, 
a toda justicia, 

10" Que el yan ferido informe fué hecho previa compulsa 
de los libros y demás documentos de la Destilería La Estrella, 
y préfia traslación del doctor Pando a 8au Pedro, sitio del es- 



DE JUSTICIA NACIONAL 25 

tablee i miento, donde hizo os per i mi- utos relativos á la contrac- 
ción y dilatación del aicubol ¡i diferentes temperaturas, para 
conocer el espacio libre que debe dejara en las tercerolas. 

II o Que del estudio presentado por lo* peritos doctor Pando 
y señor Pellet, re sultán e.laro como la luz dd día los fjrnvcs 
errores en yac fui inrtinidú el cantador Tnrmtteí, en sus apre- 
ciaciones acerca del ¡jrado dáüt alcohol; errores sustanciales, 
elasiflcados ele tamentaltlex nur no bnber comprendida la signi» 
fieaciott científica de li s datos que presenta el informo leí se- 
ñor don Yak-rio 1*'. Chaves, de foja 11 á foja 15. 

12" QuHas explicaciones eientíuVas suministradas en los pá- 
rrafos 25, 20 J '¿" del informe tic foja 104, evidencian de una 
muñera irrefutable L.i ealilieacion di' lamentables dado en el con- 
siderando anterior, estimando t») $ uzeado innecesario insistir 
mayormente al respecto. 

13* Que la falta de eone .rdancia, eti cuanto a los resultados 
á que arriban, rd contador Tarante! y el tenedor de libros señor 
Valerio V, Chaves en sus respectivos informes» estriba no t;in 
sólo en la e¡iusa fundamentul de Vi rro, producido por cálculos 
basados en la existencia de un aloohed de cien grattox (absoluto), 
que no se fabrica para el consumo diario en niAftín destilería 
del mondo, sinó también en errores "le suma-i y de datos toma- 
dos de los libros de la casu denunciada como defraudadora, des- 
tilería í.« Ext relia. Notándose que el aleoliol da cien arados, 
queso elabora, todo es destinado para uso de laboratorio* quí- 
micos y vale cuatro veces más que el usado en las industrias y 
economía doméstica. 

iA" Que el aleoliol elaborado y romiti lo par l i destilería La 
Estrella, fué «le tres clases, conm aparece demostrado claramente 
de las notas de remisión de los libro-, del establecimiento y del 
estudio hecho por el perito doctor Pando, el que demuestra 

[¡¡unes. Documentos y datos que, 

contra 
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ha querido hacerse, introduciéndose la más. lamentable confu- 
sión, donde la verdad se impone, como la justicia misma. 

f Que desde luego, si el tUeohol elaborado se había clasifi- 
cado en tres clases y graduaciones, para la facilidad del expen- 
dio y elaboración misma, uo sucedía otro tanto al producírsela 
declame ion jurada de la cantidad enfastia é introducida en el 
comercio, sin que esto permita, al ser reducido todo á un tipo 
único de graduación (cuarenta gradas) adulterar la cantidad 
real de alcohol producido por la fábrica. 

16" Que ¡I demo>trar la afirmación anterior bastará un ejem- 
plo, dándose más acabada cuenta de las alinmi' iones pi aduci- 
das en el considerando anterior; ella* se basan en una verdad 
científica y desde luego uo admiten otra refutación que la de 
los números, lo que no Micede en el Sltb-judice, desde el momea» 
to que, li¡t, ta en tas sumas más insignificantes y »¡nfpta*¡ los 
peritas contadores se lian lamentablemente equivocado. 

17° <Jue si tunamos HMX) litros de aWliol ¡i 38 grados t'ar- 
tier, Si' ve que esta ta ni ¡dad :<quiv;ile á 050 htTos de alcohol á 
40 grados; que >j tomamos IÜ0U litros <l- alcohol ;i 'A\i grado* 
ésta equivale á Üfio litros de ale diol á 10 grados, y así lendre- 
m - que 1000 litios de alcohol a 38 grados, 1000 litros de al- 
cohol á 39 grados y 1000 litros de alcohol á 40 grados, equiva- 
len á 2025 de alcohol á iÜ grados. 

18 u Que la Destilería l.n Estrella, al hacer la declaración 
jurada de elaboración j expendio de un alcohol á 40 grados, 
Cartier, reduciendo por consiguiente la cantidad obtenida í 38 
V 39 grados, tía pagado por rror, impuesto de más al Fisco* 
pues por la ley de Impuestos int* Trios de 1802, el alcohol de 38 
grados pagaba 0.085 moneda ii.eioin! pur litro y el alcohol de 
40 grados pag.iba 0.00 mimada nacional por litro; luego 1000 
litros de alcohol á ;18 grados, pagahaSQ pesos moneda nacional; 
mil litros de alcohol á 39 grados pagaba 85 pesos moneda na- 
cional; de lo que resulta que los :1U00 litros de alcohol á 38", 
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39 fl y 40" C iriier, pagaban 255 pesos moneda nacional y como 
estos 3000 litros de esas tres graduaciones equivalen á 292;> 
litros ile 40 grado*, tendremos que la destilería /<« fcstreila* 
por h;ib>*r lucho la declaración jurada .i 40 grados, lia pagado 
203,25 pesos moneda uecional, abonando al Fisco 8,25 pesos 
moneda uneioiial di* más, por onda 30001 ¡tros de alcohol, atm- 
que deehraba " 5 litros de menos, por reducir el fie 38" y 30* 
á 40", creyendo en vilo, era lu mismo para el pago del im- 
puesto. 

19' (¿ne si (riláramos dt» r, iiisifjnar en l.i presente, sentencia, 
tmJas las Contradicciones, c<>uio yerras di* cítenlo á que se ha 
henio referen ia, to las las delicie na as de "slal.o de U (Muta- 
bilidad y papeles de la empresa, todos h<s errores técnicos, y 
oieutíucus en que se apoyan tas conclusiones á que arriban M 
eoniador Tarante] y tenedor de libros Chaves, fuera necesario 
transcribir la c.isi tut;ilidad del informe de los peritos doct r 
Pando y señor l'ellet : Ju que no es posible en los estrechos lí- 
mites fie una sentencia, 

20' (¿He desde litegn, el Juzgado se limit:t á remitirse á diehu 
ín forme, el que asertivamente d celara cque hi Destilería i.ti Es- 
trella uu ha defraudado a! ÜVa», aún más, que más bn-n ha 
entrega lo al fisco exceso de impuesto, como se demuestra en el 
cuusiderando 18; lo que demuestra, en derecha, la más com- 
pleta buena fé en id productor, y que sí lia habido errores en 
el modo y forma de hacer las declaraciones juradas, ha sido en 
contra d»- los intereses de la empresa, favoreciendo al Fisco. 

21 u Que i pesar de lo terminantemente asertivo, como se ha 
dicho, de la pericia practicada por los señores ductor P. J. Pan- 
do y señor Já. Pellet, el Procurador Fiscal, reconociendo, no 
obstante, la competencia de dichos peritos, solicitó nuevamente 
de oficio que el Juzgado encomendara «al jefe de la oficina quí- 
mica nacional, un estudio prolijo de la materia que motiva 
esta sumaria», cosa á que accedió el Juzgado, por cuanto era 
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teaileiitu' á dejar ampliamente eompr&IiáÉB Inexactitud ó ¡nes ac- 
titud de los informes yu producidos, según todo ello cousta de 

autos (véase foja 210), 

£jga Q UL . informando el doctor don l*e 1ro N. Arala (véase foja 
25«), Jefa de la Oficina qutmie* nacional, maniliesta que ta con- 
ducta de la empresa *h;ice presumir una iogenuidád de proce- 
der que ali ja la idea de fraude por p¡irte de los encausados». 

2:i* Que continuando en esta liihicion de conceptos, m¡is ade- 
lante agrega el mismo doctor Arata que: cía manera de decla- 
rar el alcohol, demuestra una gran buena Té en la empresa», 
hechos son estos que precisamente interpretados uor el criterio 
racional, fuera del criterio jurídico, tienen necesariamente que 
pesar éii el ánimo del Juez, de tal manera, que forma rii sí un 
correcto juicio. 

24" Que por lin, resulta: *que durante el período denuncia- 
do, la destilería Ln Estrella, ha papado al luco nacional la 
enorme suma de 281 .üS(i pesos moneda nacional, miei.tras que 
los derechos que se dicen defraudados por la misma, alcanzarían 
si una cifra iiisignilicante, si >e compara con la oblada, y que 
una empresa de la magnitud que revelan osas cifras, no hubie- 
se dejado de abonar, pues ia complicidad del silencio de todos 
los empleados de la casa, le hubiesen exigido uua Ct1Sfa«Íoo 
mucho mayor». 

25" Qu« esa misma buena fé, notada por <d señor jefe de la 
Oficina química nacional, doctor don Pedro N. Arata. igual- 
mente fue reconocida en los nmieuzos de esta sumaria, pues el 
empleado nombrado por el señor administrador de impuestos 
internos dijo (véase foja %) : que la empresa < no había tenido 
ninguna oíase de inconvenientes en suministrarle los datos que 




26* (¿ue es de toda evidencia que el contador Taran tel, no 
encontró tampoco obstáculo alguno, de pirie de la »p»éft 
estudio, que do olicio le había encomendado el 
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Juzgado y a*í se desprende de la introducción de su infirme 
(véase foj;i «:>). 

27° Que ahí m vi- que el ilueno del eslaMeeiipiento no opuso 
diti-'ttltales para que llevara :i eab * mi cometido, facilitándole 
todos |n* fletlH'ntüs de que allí H' podían disponer y esln ¿qué 
demuestra? una cúmplela tranquilidad, en la empresa, d e sus 
proe-diae*; tranquilidad qnu ¡lu l;» produce sin Üailti alguna el 
í/n/o auih, siné el cortecto proceder iíü síi inircha comercial y 
eti su. üperauimie* de elabiirueion. 

W> (¿up la empresa d^num-iada lia presentado m»hi ¡tmpio t 
hasta libros de érden puramente interno, que no estaba en ¡a 
obligación úé "l'r-cer ¡i la consid«*ruri.oi y examen del contjadq*, 
cuya existeueia podía h asta negataei por no ser conocida; reve- 
lando esto también una rectitud de proceder que todos le rucu- 
niM-en. 

29" tjue <d método de reducir á 40 grados í 'artier, e| alcohol 
de 1 grato iricuor empleado por la d.-stil-ría hi Estrella, faci- 
lita indudablemente rlcuni rol du lo .pie debe abonarse al tiseo, 
según vi- il.-sprende del estudio de la cuestión sometida á la pe- 
ricia de Ins doctores Pando, Arala y señor Prllet, por el Juzga- 
do; resultando \wt otra parle del ettíeuie UeeluMvéas.- foja 31)1), 
nite la destilería hi Estrella, ha abonado un poco más de r»(KM) 
pg$s morí- da nacional de impuestos eri tez de defraudar al liseo, 
según se denunció falsamente p-»r Augusto Vaudrr.sande (véase 
foja 1), como también >u lia demostrado en tos considerandos 
i" y 18 que aft|ecedej 

.SO' Que posteriormente ol dictamen de los informes presen- 
tados pi>r los p-ritus señor Pedro J. Pando y don Kmilío Pellet 
y por 1 1 oheina química nacional, de la petición (véase foja 
Sil) de sohreseitnie.ito deliuitivo, de acuerdo con el artículo 
411 del Código de Procedimientos en lo Criminal, .ve din vista 
al l'roatmdor Fiscal. 

31" <¿ue sustanciado debidamente el punto y teniendo en 
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cuenta que el artículo 316 del C Viligo citado establece que la 
fuerza probatoria del dictamen pericial sení estimada por el 
Juez, teniendo en consideración la competencia del los peritos, 
1» conformidad ú disconformidad desús opiniones, los principios 
científico* en que se fundan, la concordancia de su aplicación 
con las reglas de la saualógi-'u y demás pruebas y elementos de 
convicción que el proceso ofrezca. 

32° Que estos principios aplicados fríamente á esta denuncia 
producen la plan* con vi re ion de que la destilería hi Estrella, 
no es culpable de la denuncia que contra ella formuló Augusto 
Vandt rsande, opinión que han compartido ratfjr "o*¡i miih nte los 
peritos doctor Pedro J. Pando y don Emilio VéíeU 

33 u Que otro tanto puede decirse en el sentido apuntado en 
el considi -raudo anterior, del jt fe de la Um iini química na- 
cional, pues s. ha inclinad» á pensar sobre la negación abso- 
luta di- un delito, eií la forma fomo han procedidu á hacer la 
denuncia jurada á la oficina de impuestos internos los propie- 
tarios de la destilería La Estrella. 

34° Que hay más, la autoridad que inviste la palabra -I ni doc- 
tor don Pedro X. Arata t como jefe de una oficina nación . I, tío 
puede ser desconocida, aumentando esta convicción el hecho do 
que se trata de un hombre de ciencia é insospechable de parcia- 
lidad como empleado de la Kacion, hasta cierto punto inclinado 
a favorecí* los intereses del fisco que representa ; pero cuya 
también insospechable autoridad moral, le pone al abrigo de 
toda duda al respecto, dada la personalidad del caballero que 
la dirige. 

35* Que aún existiendo alguna duda, respecto á la interpre- 
tación moral, legal ó material de los hechos, cosa; que el Juz- 
gado no tiene, debiera estarse siempre A lo favorable, de acuer- 
do con la prescripción del artínlo 13 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, 

36* Que finalmente, h\ en los primeros momentos de la de- 
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tiuncia de un extraño, fué deber de ta justtók, proseguir por 
to*os los medios que eraban a su alcance l¡i investigación de un 
(1 edito y más cuando se apuntaba por el representante di- la ac- 
ción pública en él, la defraudación de impuestos liscales; hoy 
qiie tas pruebas «cumula iiis, imu-st r;»ii en ello, la mía absoluta 
inocencia délos acusados, ron mas fytuid $í encuentra en el sa- 
grado deber de suspender toiio procedimiento, imponiéndose la 
declaración de que la formación de esta iutr icctou sumaria, no 
nlcunza á destruir la buena fuma y reputación de. que siempre 
U \ guando la destilen i La Kstrplfa. 

p..r esto, y consideraciones aducidas en los escritos de la de- 
fensa (véase foja 357 y f»ja Í03), que el Juzgado estima en lo 
pertinente, ful lo : sobreseyendo delinif ¡vam-nte, d«> conformi- 
dad con lo preceptuado por el artículo 4.11, inciso I o , del Código 
de Procedí mí en ios i n lo Criminal, la presente instrucción suma- 
ria formada contra la d.-slilería La Estrella, por so puesta de- 
fraudación de impuestas internos con especial declaración de 
que la formación de esta .sumaria no p«rjudica la buemi fama 
y n-putaeion dé la ya mencionada destilarla. Sotifíquese con 
el original; regístrese en el ]¡brod< sentenci ;is y una vez ejecu- 
toriad* la presente sentencia, ar- bíroM' el expediente, expi- 
diéndole a l-»s interesados íoft l^timftni&a que solicitaren. 

Mañano S. tlr Áurn'cocchea. 



VISTA DEL SCSOIt Plt«CWtAl>QU GE%EIÍAL 

Uociios Aires, Julio U'dc 1895. 

Suprema Corte: 

Tudoid esfuerjso posible par¡i llegar alcono< imiento de los he- 
dí s denunciadas como defraudación de ios impuestos fiscales, 
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se ha puesto en práctica, como lo demuestra este voluminoso 
sumario. Sus resultados, no pienso, sin i -mhargn, qnc baj un 
correspondido ú los propósitos de 1» acción liseal. 

fc>i bien es cierto que de los conformes ¡HUr-st^s: jior el director 
técnico Üe la lúbrica alfié de les apúntese* fcptciadus por eleia- 
pl- a.io Valerio Chaves, resultaría mayor cantidad produenla 
por (a destilería La fíitreUá, que la raunilV-tadn p..ra el payo 
de impuestos, es preciso reconocer que < >o> extractos no lieion 
en situamos, la fueuw d>* la confesión judicial, ya que no 
emanan de los libr-s necesarios que requiere la ley, ni (tan si- 
do ráttttcatios ante Juez ni siquiera ha p-didu comprobar-e su 
exactiluil en el confronto con las constan ¡as de lo^ libros, de 
que debieron resultar. 

El contador don Juiiu Tarante!, en su informe en ieute á foja 
«5, kq establecido su> ea culo* >ül>re la base de 40 grados <a - 
tier para determinadas eantid .de- d- alcohol expmdido. y Jado 
05 grados centesimales Uay Lu-a . para lo,, -aros, deducá nd- 
de ello La existencia de mn>or cintilad du litros que la ma- 
nifestada. 

La cuestiun así colocada, fué apreciada tajo la Ut de una 
cuestión técnica, pur el auto de toja Í51, y sometida, en conse- 
cuencia al eximí n d.- p-ritos en materia quimiea. 

De ios análisis producidos por Lus señores doctor Pando y 
EmUio k. Peltel, ú foja 172, ie>ulu la contradicción y errores 
nnuiiljestos de las anteriores exposiciones, deim-i rándnse que 
el error de las i oiMii* iones del contador T mantel, procede de 
no haber tenido presente m la dírcrsiduí! de grados en las tres 
eatidiides de alcoholes exp. ndidos m la expansión \ -'iiaiucion 
por causa de la-. Farlaci<»m - ;.lmisíéneas. 

No creo mcesario analizar de tal lamen te el método observad. i 
por l*»s peritos, que es metería de competencia técnñ a; V. E¿ 
lo encontrará consignado en SU voluminoso informe. 

Aceptando como exactas sus operaciones, debo aceptar sus 
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consecuencias, 1*011 sujeción ;í !:i doctrina del artículo <l-16 del 
l.'ódig.» de Procedimientos en lo Criminal . 

Estas conclusiones son: que la diferencia de 154.108 litros 
qth* aparci-n caire las cantidades anuladas en lus libros y do- 
cumentos particulares de la Destilería y las declaraciones ju- 
radas j es debidu : 

Í l Al espacio libre <lejud<> en hs tercerolas por l,i dilatación 
riu<- experimenta el alcohol s á diferentes temperaturas; 

2" A la reducción de grado, puesto ijue ludas las declaracto- 
nes juradas se han hecho á 10' < arlier y la destilería ha ulabíi* 
radu y expendí lo una parte de su alcoh >í á menor ^ra. I nación; 
por lo qne los perita declaran que es su convicción, ijae la 
destilería La Estrella no lia defraudado A fiséO. 

Kl Procurador Fiscal pulió ú Toja 20 vuelta, no obstante el 
respeto que merecían los peritos autores di- aquel informe, el 
estudio prolijo de la büfteriu <■ informe dtd j^t« di-la Oficina 
química nacional que funciona en la Capital de la República; y 
ese informe fué producido á foja 230. 

Ninguna coneiusiou lia podida alirmar ese in forme, ante las 
couira-tieciuji-s, di-iies n ias y errores dequ aéolee< n loj ttflter 
cedetttes que debieron servirle d B base, llegando á comprobar, 
lio obstante, por la transcripción dfl la Tabla de RecknágeJ, la 
dilatación real de lo* alcoh- les, al variar la t-mperal ura. 

gsu dilatación se li.i uerodíludo, además, por los informes de 
respetables d.-stil-rias naei .nales por el informe de la Cámara 
de GomSCÍík, de foja 170, y aun por las prescripciones de la ley 
do impuestos número 3057, que la reconocen al conceder en su 
artíeul'. 18, una diminución del 2 al 4 por ciento ¡>ubie la can- 
tidad declarada. 

A truvósde las díSíiosieifffie* ó informas, y agotados todos lus 

medio* de comprobación, uu ha podido sin embargo llegarse á 

la demostración de la existencia del delito denunciado. 

Teniendo entonces en cuenta la decisión pericial, la natura- 
t. xi ;i 
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leía de la causa q«c i-btign á la aceptación de sus conclusiones, 
la importancia di- la casa acusada y el valor de sus gran des ope- 
raciones, qyutq lian producido valiosa* sumas al Tesoro; la poca 
importancia relativa de la suma de la defraudación denunciada, 
que ¡alinee improbable, y las prescripciunos délas leyes, favo- 
rables, en la duda, al procesado, adinera á ¡as emidus&tffts del 
auto recurrido, que con sujeción á lo establecido por el artículo 
4S4 del Código de Procedimientos en lo Ciiminal dispone el 
sobreseimiento definitivo. 

No encontrando mérito legal para la condena, ni nuil ío de 
adelantar el sumario, no creo dalier sustentar id recurso ínter* 
puesto por el Procurador Fiscal, á mérito de la orden del Mi- 
nistro de Hacienda di* la NaHon, corriente :i foja i;il, y al con- 
trario, crio deUer inclinarme á la contirmaci leí auto recu- 
rrido le foja Í05, como lo solicito de V. 11. 

Sttttininnv Kter. 



t'nllu de f» *<i|ir**«»» Vori* 

Buenos Aires, Agnsio 17 uV 1HíC>. 

Vistos: De conformidad ion lo expuesto y pedido por pj se- 
ñor Procurador General y fumlam.-nlo-* concMidantes de la sen- 
tencia apelada de toja cuatrocientos cinto, se conlirma esta. 
Devuélvanse* 

flfcSJANIK t"AZ. — ABEL MAZAN. — 
OCTAVIO IÍLX.E. — JLAP¡ E. TO- 
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CAUSA CCS II 



Crimina/ contra Podro Itwtsi, procesado por homicidio; sobre 
e.rtratlici'm y comf/ctcucia 



Sutitario. — i* Todas las causas de í-xtrauVi-ui son de compe- 
tencia federa L 

2" No procedí- la extradición inientrus uo se acompañen los 
documentes previstos por el tratado correspondiente. 



Caso. — Resulta de la 



vista nscu. 

fotudio, Julio 39 de 189-V 

Señor Jitrz ¡ 

El articulo 2" del tratado de extradición celebrado con la Re- 
pública Oriental del Uruguay, el 11 de Julio de 1865 .dispone: 
que los gobiernos de la provincia de Corrientes y Eutre-Rios y 
jefes políticusde los departamentos de Paysandú, Salto y So- 
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ria no, podrán reeíprocn mente flédií la tft&tg* de los crimína- 
les iju« ae hubieran evadido de! u*rri torio de esas provincia* y 
departamentos. 

Pusierionnente á ese tratado, se crió el departamento fie l¡>o- 
Kegrq con t< rritori.. ^regalu del de Pajsandu : ron tll) >" ütivo 
los gobiernos i¿p.«.*hw J orienta! convinieron en haeer exien- 
si\o áe>tc mmvüdepsttamei.lo le disjWésIo en el artimlo qu.> 
dejo filado, eoótb püedo versé a finjas 1 y 2 4« estos autos. 

Ahora el Jefe Político deBfo-ls'egroattIiettil deistñor<íoüet- 
nad..rdr la provincia la extradición ¿el prófugo Pedro Russi, 
acusado tlu homicida, Kl P, K . , después de «.ir ai Fiscal de 
Estado. reSüelfe remitir est»s aiilcccdeiites-á V. fe ¿ virütd tí 
qu,-el asunto corresponde d ía justicia nai-ioiml. conforme a la 
jurisiírttdenoia establecida ¡-orla Suprema ¡'orle en U «entéj- 
ela qii. corre en -I tornea, pflffta , de la 3' de los Fa- 
llos. En vis a de estos anlect'dente^di ln. -uaoariiie previamente 
de la competencia deV. S. para entendí r en este pedido de ex- 
^adieioii. En ninguno de los tratados de extradición celera- 
do, entre la Argcntínay las demás poterías amigas, se encuw- 
tí a una disposición pareada á la jueeOfttiene ti artículo 2"' ya 
jecordado. If* .jiu> lisie-, por lo m-nos, nrr>umir pe s" trata de 
i,na eiéepcíon que las altas partes cimtToMnté* han querido 
rstal.kMM-, para laeilitar l a eitrad icion de erimmales, en los 
cas..s espresameny aetetmiiiades en ese articulo; el que, de lo 
contrario» perfectamente demás en el tratado, poruña 
su presencia >,olo se espUea eon el irropMto de « vitar oue i% 
pedidos de extradición, beenos por las autoridades en él espeeir 
licadas, .sigan U tramita, i -ii establecida para los demás caso* 
ordinarios, v mjQ proeediiniento debe aju-tai e ú lo estatuido 
t-n los artíceos ¿' y 7" del misino tratado. Y convence aún mas 
uequ. - tr .ladi- una * \eepciun la interpMáCioii dada al ;.r- 
tiéuto S' s ya W ordado por las auturidade* orientales, la que so 
desprende de la manera de tramitar este pedido. 
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l-s usualque el lvm%v» enfciendé en la causa que M sigue al 
prófugo si- dirija al de i^iuil «'Uso d" ta na.-ini: en qtltí se eneueu- 
tiCj sulieiluudo 8U extradición, y en niiesfcrp caso so h i precedi- 
do de distinto modo. El Juez tifiado solícito del Jefe Político 
il(¡l dep*r$ameij|o de Uío-Ne-ro que so dirigiese al señor Go- 
betimdor düesta Provincia. it iulo la extradición d<- Itussi,á 
fittufl deestar acnsaJttode delito de homicidio, ¡erpretrado den- 
tro del territorio de rsedepart amento. 

AaViuis, no se han remitido lo* recaudos exigidos en el artí- 
culo U" del l Hitado, lo que hace suponer que las autoridades 
orientales opinan que no d«W s< irse, en este caso, el procedí* 
mieiitu establecido en el artículo 7" del mismo tratado, lo que 
importa excluir la interTí-ncion judicial, 

La -eutencia de la Suprema fiarte, ritada p.r el señ->r 1'iseal 
de Estado, recayó en asunto distinto «leí que nosoenpá, como 
éoníuncé su simple leetura. Kn e<a senteiieia se resuelve un 
r.-nlli to suscitado entre jue^ a y ¡i virtud «le un pedido . manado 
ríe mt Jiiez, y en nuestro caso, se trata de antigua* si el cono- 
cimiento del asunto corresponde á Uaut"rí iad administrativa ó 
¡I ta judicial y ta solicitud de extra lición os dirigía por un Je- 
U- Pulítieo de departain-nto. No puede, pues, invocarse esa sen- 
tí- ncia pata revolver ti ca-u suh-jmlicc . Los mismos documen- 
tos de fojas una y do* están indicando que este a sonto del>e ser 
resuelto administrativamente por el l\ K. de ta Provincia, pues 
de otra manera no tendrían obj.-tn práctico alguno. Fundado en 
lo riu-* dejo expuesto, ^oy dñ opinión que Y. S. debo declararse 
ioeompeteiiíe para entender en este pedido de extradición, por 
corresponder su conocimiento al señor líobcrnalor de la Pro- 
vincia, de acuerno con lo establecido en el artículo 2" del tratado 
en la RepuMoa Oriental ya moneionado. 

Juan i. Lubary, 




FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallí» 4el Jufi Federal 

Corrientes, Jlnvo lo do 18ító. 

Vistos y considerando: Que según los artículos 2 y 12 di? la 
ley subí e jurisdicción y competencia de los Tribunales naciona- 
les, los jueces de sección deben conocer en primera instancia de 
la< ansas especialmente regidas por ios tratados públicos con 
las naciones extranjeras, siendo su jurisdicción, cu tal caso, 
privativa y excluyante Je la de los Juzgados de Provincia. 

Que estas prescripciones, en manera alguna, pueden conside- 
rarse derogadas por el artículo á del Lrritadn de extradición ce- 
lebrado con la República Uñenla! -lid Uruguay en II de Junio 
dt- I8f¡5, en el sentido de atribuir ¡i la justicia provincial el co- 
nocimiento ile lo> pedidos de extradición, no sido porque e>ta 
materia i s de aquellas que pueden comprometerla yaz pública 
de la naeinn, sino porque es iin acto de soberanía nacional. Kl 
artículo 2 del tratado no tiene otro objeto ni otro alcance que 
permitir la introducción de ¡o* pedidos tic extradición por inter- 
medio de las autoridades allí uiptvsadas, en atención a la inayor 
brevedad en su expedición, m vese de hae< .seeotno GS d<_> priicti- 
ca internacional, por los agentes diplomática consulares res- 
pectivos y, en defecto de estos, dir.elam-ute de gobierno á go- 
bierno, lo que caucaría en muchos casos retardos perjudiciales 
y frustratorio* de los pi-dido* ; pi*ro de ningún modo c onceder a 
los gobiemoa de las provincias de Corrientes y Kntre-líios, po- 
der, autoridad y juri -dicción para expedir la urden formal de 
arresto de la persona reclamada y tomar en consideración las 
pruebas de su criminalidad» invistiéndolas así de un carácter 
judicial peligroso J violatorio de nue-tra ley fundamental, Se- 
gún esto, la interpretación lógica y racional del artículo 3 cita- 
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do, no puede ser otra que considerar al gobierno de ta provincia 
autorizado sólo á recibir los pu lidos de extradición que hagan 
tos Jefes Políticos de los departamentos de Salto, Paysaudú y 
Soriaun, y pasar, para su conocimiento, al Juez de Sección, 
quien previo examen de los documentos exhibidos por la parte 
nquirente y demás formalidades establecidas las estipula- 
ciones del tratado público, resolverá, y si resulta procedente, lo 
liará saber así para que libre la urden formal de entrega. 

En consfcueneia se declara qm- este Juzgado es competente 
para en temí *r en el pulido de extradición hecho por el J«fe 
Pulítii o de Rin-Xegro(Il. Oí)j y considerando que dicho funcio- 
nario no acompaña úsu pedido los documentos deque habla el 
artículo del tratado recordado, se resuelve, de conformidad al 
mismo, no hacer lugar A la extradición solicitada. 

litigase saber asi al S'-ñor Goburnadnr de la Provincia para 
que U ponga en conocimiento del Jefe Político de Rio-Negro. 

E. A. Lujamhm. 



VISTA DtL SftSült PllOCUllADOn «ES Eli AL 

Bueno* Aires, julio 10 de 1895. 

Suprema du-ta : 

Creo ajustada á la ley sobre competencia de la justicia nacio- 
nal y al t-spíntu del tratado sobre extradición con la l' «pública 
del Uruguay de 1805, lo dispuesto en el auto del Juez Federal 
de Corrientes, que « orreá foja 10. Adema* del tratado de dere- 
cho penal internacional sancionado en el congreso internacional 
do 1889. y aprobado por la ley del Congreso Argentino de H 
de Noviembre de 18'Ji, en su título 4, relativo á los «procedí- 
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m ientos para la extradición * corrobora la doctrina Je aquel 
fallo. Xo creo, por ello, poder sustentar el recurso interpuesto 
por el Procurador Fiscal á foja Ití, ¡n lin¡índ<»mc en consecuen- 
cia, ¡i pedirá V. K. U eunfirmaciun del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 

ralis de Im Muprrmn Curie» 

Buenos Aires. Agosto 17 de 

Vistos: De i f^ntiidíid co;i lo espm^to y ludido por ■■! señor 

Procurador general y por sus fundninenios se confirma td auto 
a ¡i e t ad o d e lo j ;i d i *-z . Ut? v u é l van se . 

DEMAMI3 PAZ. — Al! ti. RAZAN . — 
OCTAVIO BUNGE. — JIJAS i. TO- 
UHENT. 



4' AIS A 14 VIH 



Criminal cmitra José Ferrita *j José \ticelh, por circulac/on 
y cspmdio de billetes falsos de curso leyat 

Suttmrio.— Ks jusU la pena de ciñ o siíios de prendió im- 
puesta por e! delito de circulación y expendio de moneda falsa 
de curso legal. 
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Fallo 4el Jh«i f ederal 

Mendoza, Agesto ¿7 de IS&¿ 

Vistos : e*tos ftttfós >oguidos á instancia fiscal eonfTa José 
Ferrúa, italiano, de cincuenta y tres año-; de edad, casado, agri- 
cultor y r!umicil¡ad-t en M^iiduza. calle Perú esquina * Las Ho- 
ras», y contra Tose Micelli. italiano, do ■ uareuti y tres inios de 
edad, casado, silletero, dnmie-i liado tiinibién en MondoSa, calle 
Perú esquina * Las lleras fonda Citá de Tiento, sobre cir- 
culación de moneda nacional falsa. 

Producida la denuncia, instruido el sumario, secuestrado el 
dinero de ambos procesados y detenidos estos, y terminado el 
sumario judicial» formula su acusación el señor Fiscal (foja 45) 

Que según consta de Lis declaraciones de, los procesados y du 
los testigos, Ferrúay Micelli han hecho circular moneda falsa 
del lianeo Nacional, ron completo conocimiento de cau>a; que 
el delito se encuentra lisa y llanamente confesado por los delin- 
cuentes; que no obstante tratarse de una peqmña suma, el de- 
lito no purc^o es menos grave; que de conformidad sil artículo 
62 de la ley nacional de I8<33, corresponde que en oportunidad 
se condene á José Ferrúa y José Micelli á la pena de cinco años 
de trabajos fornidos y mnltade cinco mil pesos m/n. 

Corrido traslado, cont esta & foja 47 el doctor Luis Silreti, 
defensor del procesado Micelli, manifestand o que íste debe ser 
puesto inmediatamente en libertad no haciéndose logar á la 
acusación Fiscal ; que es inexacto qne el delito resulte probado 
de las declaraciones de lis testigos, pues no se refiere ájllicelli 
sinó á Ferrúa, que es quien hizo las compras; que tampoco es 
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exacto que se haya confesado delincuente, porque «¿lo ha dicho 
queSaladiui lo entregó un paquete de billetes falsos para que 
los entregara á José Ferrúa, añadiendo que un era interesado en 
el negocio ni ganaba un centavo de comisión; que Micclii lia 
sido víctima de Furnia 6 un instrumento inconsciente de él ; que 
MicclU es hombre di* trabajo y ha observado siempre una con- 
ducta intachable, que debe conpurgarse su culpa con el tiempo 
sufrido de prisión y ponérsela en libertad. 

A foja 57 contesta la acusación el procesado Forrúa soste- 
niendo: que debe absolvérsele, jorque no hay antecedente alguno 
en los auh* que pruebe el delito porque se te persigue; que 
no puede aplicársele la ley de 18(53 sinó el artículo 285 
del Código Penal, eximiéndole de la inulta, porque no conocía 
la falsedad de los billete-; al tratar de eircurlarlos y entonces uü 
hay intención criminal ; que su vida fué siempre la de un honra- 
do trabajador del campo, que ha>la el I" de Setiembre de 1893 
trabajó en la linea del señor Joaquín Yill mueva y tratando do 
volver á so casa éti Buenos Aires, se alojó en la fonda donde 
Conoció á Micclii, eon quien luz » amistad : que poniendo igual 
capital convinieron en comprar vino; ^ae el dinero ijne tenía 
era 490 pesos m o y 130 pesos á eohr.ir, o sean j 570 pesos, que le 
fueron cambiados por Mieelti en billetes faUtu que ■■ » » ji toda 
buena fé empleó en la compra de vino ; que so declaración en la 
Comisaría no ba sido líbp', sinó impuesto á golp» s por el i'omi- 
sario; que Salad ini era amigo de Mi<-e11i y no de él; que la ac- 
ción no lia producido daño alguno á nadie y que el Código Pe- 
nal atribuye criminalidad el que ¡i sabiendas pone en circula- 
ción billetes «le Banco falsos; quede todas maneras nunca podría 
apliears-le el imUimun de la pena ; que puede probar la proce- 
dencia de su dinero y que en tres días que estuvo con Micellí 
después de conocerlo no es cuacebible que te confiara e! secreto 
de su falsificación, pues se tratad? un abuso de su ignorancia, y 
concluye pidiendo se estime las circunstancias del proceso para 
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rechazar como manifiestamente exagerarla la penalidad recla- 
mada por el señor Fiscal. 

Abierta la causa á prueba, se produce la que corte de faja 72 
ú foja 110, A foja 122 vuelta se llaman los auto* para senten- 
cia y se produce el informe ¡u voce á que se reliere el artículo 
492 del Cnligo de Procedimiento Criminales, agregan lose el 
< scrito de foja 131 . 

Y considerando : 1° Que el procesado José Kerrúa ha hefthó 
circular billetes falsos del Uanco Nacional, ver i lie ¡indo con ellos 
la compra do vino á lo^ señores Eugenio Pranlina y J«»se* Oos- 
tellü, en cantidad de diesi bordalosas al primero y tres al secundo, 
por los días cinco y seis de Setiembre de 1893. mando fué des- 
cubierto, conducid» á la comisaría y se secuestraron en su po- 
der los billetes que expresan los números uuo t dos y tres de la 
lista de foja 15, conteniendo sesenta y nueve billetes fuimos de 
diez pesos, uno de cien pesos, uno de chímenla y uno de veinte 
pesos, designación íiue correspondí* exactamente á las declara- 
ciones del mismo procesado (declaraciones de los raíanlos testi- 
gua José Miguel Cunto, rojas 1 y 2Ü, José CasUlla, fojas 2 :í 26 
vuelia, Kngenio l'randma, Tojas 4y 25 vuelta, y do los procesa- 
dos Ferrúa, fojas G, 22 vuelta y 35, y Mieelli, lujas 1 1 á 2t vuel- 
ta, Toja 28 vuelta y constancias dé foja* 14 á 17). 

2'* Que José Mieelli ha proporcionado los billetes puestos en 
circnlaeioti por Ferrúa y los encontrados en su poder, venlién- 
doselos al precio de tres pesos cincuenta centavos cada billete 
de diez pesos, en número de sesenta, y los demás, uno de ríen 
pesos, uno de cincuenta y otro de veinte, prui-ort iunaliueiite, 
hasta formar en total el precio de 291 pesos, encontrándosele 
además, en su habi* *cUm, dentro de uiiaramiüta, los nuevos bi- 
lletes falsos, cada uno de diez pesos, ojie expre a el número seU 
de la lista de foja 15, reconocida como la de toja 15 por el mis- 
mo Mieelli (declaración de ambos procesados. ron ^rJanle con 
las demás emislaueias de la causa). 
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3 fl Qui? tanto Micelli conM IVrrúu lian tenido perfc-'ío cono- 
cimiento lie que se trataba ile billetes falsos, siendo de notar que 
si bien la procedencia de diclius billetes r--ulí;i explicada res- 
pecto de Ferrúa, do sucede otro tanto respecto de Micellí, que 
no ha explicado en forma alguna satisfactoria el origen de lo* 
misuius pues sus dcd Lraeioues subn- - 1 particular suu vagas* 
decisas y basta contradictorias, 

l i¿ui* la prueba piodueida por ambos procesados, durante 
el plennrín, tendente á acreditar su honradez y bw na cundueta, 
ademán de reducirse al cort " tiempo de su permanencia en Men- 
doza no es de ningún «iodo excluyénte 4el hecho criminosa que 
origina este proceso, y no altera en nada las condiciones de la 
im potabilidad del hecho por ojies cometido. 

5" tjue nijigano de los procesados ha probado ni siquiera ha 
intentado probar, que sus declaraciones primeras fueron arran- 
cadas p<*r la fuer/a, y además no sólo se lian reproducida en la 
misma forma * n <■! sumario judicial, sinó que basta el último, 
á pesar de bis modifica -iones que han agregado con * l ¡ vagaciones 
ó evasivas, resultan en el fundo completamente concordantes 
subielos hechos principales. 

6* Que no obstante lu dispuesto p»r el artículo 385 dtd Códi- 
go Pénalj losd-litos de circulación ó falsificación ó expuidio do 
billetes falsos de banco- autorizados en la República deben ser 
jttjsgados con arreglo á las prescripciones de la ley de 14 de Se- 
tiembréde IKG;>, -obre erímums contra la Nación, segun lo c>- 
blecido en la ley nacional d- 3 de Noviembre fe l«87, sancio- 
nando la penalidad del titulo diez de !a l-y M 03 ant-s citad», 
y lo ha declarado recientemente lu Suprema C$rtfi nacional <n 
el caso de Faustino Sanche*, expediente número ZUiYl ÚÉ este 
Juzgado (véase adema* Fallos d,: la Supr-iua Corte nacional, 
serie 2*, tomo 17. 
f* ijue contra 

sas ( no ha> i n el proceso circurstuncin alguna que pueda auto- 
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rizar la presunción cíe que ti br.-ho se baya carnet ¡Jo inocente- 
mente contra \\\ p * unción general de la ley que supone la 
voluntad criminal en la ejecución de los liculi-ts clasificados de 
delitos. 

H 1 i¿uti no existen iampueo circunstancias agravantes ni ate- 
nuantes que puedan modificar la penalidad lijada por la ley en 
ca>os ordinario;». 

9" t,¿ue sobre ios proejado- pesa iiju.il rc-ponsaljilidad co- 
mo codelincuentes, y Ies c^rioponde en equseciteneií? el timii- 
no medio (Jé la pena lijada al delito por el articulo CÜde lu ley 
de 14 de Setiembre de I8tíik 

Pot estas fuudaiii.-nio^, hilo : coiiflen:tiidu á lo* procesados 
José I" - mía y José Miceili a Mifiir la pena de eiu«u años de 
presidie y .i satisfacer cada uno la multa «le Ü/TtO gesoj m u f 
con i-osla-; computándose, con arreglo al articulufJ, Código Te- 
nal, el tiempo de prisión sufrida y (bjuiduen m\m las acciones 
áque hubiere liigfti por daños y perjuicios, ¿¿«gando en deliní> 
tiva asi lu declaro y ordeno en Mendoza a $7 de AgQft$0 do Í8'J4. 

Solífíqu se original \ en .>poUunt$Sd archiv.se. 

Srn'r» &. úel Ci^tfftft 



mm tm suson MiocinAnoit gokiul 

Unenos Ain-í. Hayo 37 do 1*95. 

Su ¡irruía fur/e; 

y Hrculaeion debilites falsos del lianco Nacional us un 
hecho constante efi autos y confesado además poT lus mismos 
cususa los. 

Ferrúa, á foja 23, declara que MiceUi le vendió cuarenta bille- 
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tes de diez posos, á tres pesos y medio cada muí, treinta más de 
las mismos al mismo tiempo, y posteriormente uno de den en 
29 pe<os. 

Hicelli reconoce haber intervenido directamente en esa ven- 
ta por sus declaraciones de Toja II, ratificadas y ampliadas ú 
fojas 24 y 25. 

Lávenla de billetes falsos, sabiendo su origen, y cualquiera 
que fuera la procedencia de que le vinieran, es una forma de cir- 
culación unís ciraetoriíada aun en el caso en que el comprador 
Ferrúa consta los adquiriera para darlos f n pago ¡í sn vez de los 
vino- comprado^ al efecto. 

Micelli circulaba billetes falsos vendiéndolos por vi) precio \ 
Fenúa los circulaba también entregándolos á su vez en pago, 
uno y otro ¡>on igualmente autores del hecho criminal clasilica- 
do y penado por el artículo (i2 de ley «Mu crímenes contra Ift 
Nación, 

Aún cuando ambos hechos se relarionen, es dMinta ta venta 
ej. « utaiKi por el uno de la úVion en pago ejecutada por el otro. 

Ks.os hechos diversos no constituyen entonces la simple uyn- 
da par.i la consumación del delito, que es lo que esencialmente 
constituye la complicidad. lüEées de aplicarse entonces )a dispo- 
sición del artículo 84 del Código lVnal.á Micelli, que es reo del 
delito d rirctilai'ioti y responsable directamente, según el arti- 
culo 62 de la ley del ÍÍ3. 

En cuanto á la penalidad imi'uesta á ambos reos en la sen- 
tencia, no mediando circm^taneias atenuantes de las qui- el 
Código califica como clientes para la disminución de pena, el 
Juzgado ha precedido rectamente aplicando el término medio 
entre el ináximuu presento por la ley. Mu mi mérito, pido á 
V, K. la cumlirmaeion, por mis fundamentos, de la sentencia re- 
currida corriente de fojas 198 á 213. 
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t'ntlw ile I» Mii|irrm» C orle 

llut'iios tffcres, Agoslo 17 di* 1SÜ5. 

Victos : De conformidad ccd \» expuesto y pedido pnr el señor 
Procurador General, v fundamentos concordantes de la stmten- 
afa n pelada de foja cunto noventa y ocho, se confirma con cos- 
ta*. Deun-lvanse. 

|ft>JAMlM 1"AZ. — ABKL KAZAN . 

— octavio niNce. — jüah 

K. TOIUIKST. 



< USA II XIV 



Itotfcr tlalfct contra Pedro ¿amhrano, ¡mr falsificación de 
marca (fe (rubrica : sobre reet ¡lucimiento de ¡ten' tos 

Sumario.— VA reconocimiento de peritos sobre facturas ú 
nl.jwus no puede considerarse como una nuera declaración tes- 
Líliral, y puede ser pedido después de ios primero* diez días del 
término probatorio. 
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Diifuo.* Aire*, Jultó 2Hth> Í8*tl. 

Autos y vistor : la presente solicitud de revocatoria, itttet pues- 
ta por hi parte de L «ni, del uutu qm- ordenaba el reconoci- 
miento de unas facturas y ¿abones, pedido por Zaitibrano. 

Y considerando: Qin- el reclamante funda su solicitud en que 
ese reconocimiento im |<ortü una pi u» ha, testifical, la cual, según 
el artículo ÍHA del Código de i'rocedimi. nt< s en lo criminal, 
debe ser presentada necesariamente dentro délos diéa dfassip 
guíeutes á ti de la recepción do la « ansa :í prueba, y que ese 
término lia vencido, 

(¿ur, sin embargo, el carácter de prueba lestiiir»! atübuida 
por liorróá la pedida por Zambrano, es contrarío á la letra y 
espíritu del aftlcitlü citado, el cual al establecer preceptivamen- 
te que con la lista de testigos se acompañará los interrogato- 
rios ¡i que éstus deberán responder, le atribuyo un alcance y 
tenpo bien limitado y circunscripto, que m podría por analo- 
gía hacerse extensivo á cualquier "tro acto, como el reconoci- 
micnlo de facturas úobjetos ; que si bieu importan una aiirma- 
cion personal (¿obre üo hecho, revisle otra importancia y signi- 
ficado juridiees que el di? una raerá decíaraj ton. 

Que en todo caso, suponiendo qiifi las medida* do prueba 
pedida- por Zambrano, no tuvieron carácter claramente distin- 
to que el de una declaración de testigos, cu U duda se debe 
adopta* la interpretación más favorable á la amplitud de la 
controversia judicial, máxime teniendo en cuenta que se trata 
de uu juicio criminal y que los medidas de prueba solicitadas 
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por ol acusado, al cual toda interpretación debe serle favo- 
rable. 

Que eltérmino do diei días establecido por el artículo 481* 
del Código de Procedimiento* en lo Criminal, tiene únicamente 
por objeto reglamentar, y de esta manera facilitar la prueba. 
Por tanto, seria contrario á su espíritu darle una aplicación 
tan extensa como la que quiere el recurrente, con la que se lle- 
garía tal vez basta á hacer imposible la discusión judicial de 
los hechos, ó por lo menos, la restringiría cousidcrablem nte, 
restringiendo al mismo tiempo el derecho de la defensa, decla- 
rado inviolable por la Constitución. 

Por estos fundamentos, no lia lugar á la revoca» oriu pedida 
y concédese en relación elTecurso de apelación interpuesto sub- 
sidiariamente, debiendo elevarse erni oficio loa autos ante la 
Suprema Curte. N*>I ifíquése original y repóngase el papel. 

./, I", latanne. 



FmUm ttr !■ «nprem* €'«rle 

Ita'ntis Aires, AgoíloSM du 1895. 

Vistos : Por los fundamentos del auto de foja l iento cuaren- 
ta, se eoulinua, con costas, el apelado de foja cien, lJevuí irnnse, 
debiendo reponérselos sello? unte el Inferior. 

ItENJAMlN t'Ait. — AÜEL IIAZAN.— 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 

uutvr. 
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CAUSA tt XV 



Criminal contra Don Etias Hornera liíaz. por defraudación 
de realas - sobre intervención en el jntcio del empleado 
denunciante 



Sumario. — La intervención del empleado denunciante, con- 
cedida por la ley de Aduana de2<le Knero (le 181*5, procede sólo 
en los juicios de contrabando, y nu en otms gjiS no sean tales, 
aunque so trato de defraud ación de renta» fiscales. 



Cuso- — &Q, indica el 



Ful lo évi Jiiei t>4rr*al 

Buenos Aires, N«yc 6de 1895, 

Autos y vistos : Considerando ojie los hechos denunciados en 
el parte de foja I", que furnia n el objeto de esta causa, no cons- 
tituyen el delito de contrabando definida por ei artículo 1036 do 
tas Ordenanzas de Aduana. 
Que el artículo 33 de la ley do Aduana vigente en el co- 
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rriente año, cualquiera que sea oí alcance que deba atribuírsele 
en cuanto á áti aplicación á la- causas pendientes al tiempo de 
su sanción, ¡>ól© concede personería á los empleados denuncian- 
tes, en la* causas sobre contrabando. 

Que no puede haber duda respecto al iignificado de esta dis- 
posición, toda vez que la palabra contrabando, empli-ada doa 
Teces en el artículo, tiene m el artículo 1036 de lasÜrdenaruaa 
lijada su acepción propia, precisa j tanto más *i se observa que 
el citado articulo 33 e*t;í eolnendo en la ley en seguida de las 
disposiciones relativas á los autores del delito de contrabando. 

Eot estos fúndame ritos de conformidad < ou lo pedido por el 
Procurador Fiscal, déjase sin efecto el auto de foja 208 vuelta, 
declarándose no haber lagar á la personería reclamada en estos 
niitns por el denunciante. Uraco. Y corran los autos según su 
estado. 

J. V. Lalannc 



VISTA DEI. SESOU rllOCURADOR GENfcUAl. 

Dueños Aires, Julio ¡iO lio 1895, 

Suprema Corte : 

Antes del raimen de la 1< *f de Aduana de 2 de Enero de 
J895. la intervención del denunciante en las causas sobre de- 
fraudación de sus rentos, estaba proscripta de los juicios. 

Esa proscripción, emana del carácter esencialmente criminal 
de 'as causas de «'se género , como lo lian establecido fallos de 
V. E. Y es, miedo decirse, expresa en las Ordenanzas de Adua- 
na, puesto que el artículo 1070 prescribe al Juez do Sección el 
deber de sentenciar lu causa, cun audiencia del reclamante y 
del Procurador Fiscal . 
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La ley de Aduana de 3 Ue Enero do 1805, modificó eu paite 
aquella legislación, estableciendo por su arlít ulu 33: tQue los 
empicados de Aduana denunciantes do «entrabando, sean consi- 
derados independientemente ue la aeeiun fiscal, como parte en 
tos juicios de contrabatido, cuando lo soliciten*. 

cDeiiunciantef. de contratando. .. parto en el juicio de eon- 
$ru bando» ( repite esa prescripción \ lo que significa <iue, es res- 
pecto de esa especialidad de de ■ ocias y juicio, que el artículo 
citado crea uua excepción do las realas generales preexistentes. 

El juicio actual uu persigue propiamente el eontrabaudo, <|ue 
deiine claramente el artículo 1030 de las ordenanzas, sino la 
sosülueion de mercaderías, ya existentes en los depósitos de 
aduana, delito ú que se bu referido la resolución de su adminis- 
trador general de toja 10*5. 

Por ello, de conformidad con los fundamentos de la resolución 
apelada, pidu á V. E. su continuación. 

Sabiiiiánó Kiéti 



t Mil» dr 1m «iuiiraii» tari* 

UuenOS Aires. ÁgOStO de ISííj. 

Vistos : De conformidad con lo exput^to y pedido por el 
señor rrucuiador General y por sus fundamentos se eoníirma 
el auto apt lado de íeja doscientos cuarenta y nueve vuelta. De- 
vuélvanse, dib;eudu n ponerse los sellos ante él Inferior. 

U¡1S V. VAUEU. — A DLL RAZAN. — 
JIAS E. ÍOllttEST. 



DB JUSTICIA NACIONAL 



53 



-L 



CÁUfttA €*« X VI 



El Banco de la \aeion contra Don Víctor Saenz Lo ja, por co- 
ttro ejecutivo de pesos ; sobre pago de honorarios at perito 
tasador. 



Sumario. — El perito tasador no puede cobrar sus honorario* 
n! ejecutante antes fie f6tt$ém$ tos fetenes embargado* y depo- 
sitado su precio : es sobre 6*te que debo ser pagólo con la debi- 
da preferencia que corresponde á las costas de la ejecución, 
saltó ta existencia de motivo* especíao s '[iie funden la respon- 
sabilidad del ejecutante. 



ffljo.— Kl perito tasador Don Oronte Valerga ejecutó al 
Banco de la Nación por ta suma de 250 pesos, que le fueron re- 
gulados por la tasación hecha en U ejecución del líanco contra 
Saenz Tinza. 

El Banco opuso la excepción de inhabilidad del título. 

Evacuando el traslado de ta excepción. Vülerga dijo: Que su 
nombramiento se ha hecho de oiie.io por el Juez, sin oposición 
dei li¡mco; que éste observó sus honorario*, los que fueron lija- 
rios en 250 pesos, con su intervención, lo cual demuestra que se 
reconocían sus trabajos y el Ututo para cobrar su importe : que 
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el hecho de haber resultado no ser del deudor la propiedad em- 
bargada, no le priva de su derecho para reclamar el pago de bus 
honorario*, pues el Banco debe soportar su propia culpa de ha- 
ber verificado una falsa denuncia ; que los servicios han sido 
prestados al Banco, pues nada importa que ul bien tacado no 
sea del deudor ; tfue el articulo ¿85 de la ley de Procedimientos 
no es de aplicación, por rcfvi irse " l«a defensores, cargo que él 
no tía desempeñado; que al citarse por el Banco el artículo 298 
de la misma ley , se le reconoce el titulo para eligir el pago de 
sus honorarios, pues si de su parte no ha recibido servicio algu- 
no, tampoco los habrá recibido de) perito Clerice; que eú la hi- 
pótesis de haber trabajado para el deudor, él tiene derecho pura 
reclamar al Banco sus honorarios, por tratarse de un juicio se- 
guido en rebullía y no está obligada á esperar la terminación 
del juicio ; que la tasación lia sido practicada á betietieio del 
Baucu, y éste debí* pagarle sus honorarios, podiendo repetirlos 
á su vez de Sa uz Loza ; que si su declarara que el Hunco im es- 
tá obligado al pago que le exige, tu mismo ¡nidria oponer el de- 
maudadu, diiietido que la propiedad tasada no lu pertenecía. 

Vmiim del Jn«r »>d*ral 

Buenas Aires, Diciembre l J2 de l&H. 

Y vi-tos; l J or los fundamentos aducido» por el ingeniero 
Valerga en el precedente escrito, que el Juzgado encuentra ajus- 
tados á derecho, no ha lugar á la excepción de inhabilidad de 
titulo opuesta p^r el Banca de la Nación Argentina, á foja 47. 

Ka consecuencia mando se lleve la ejecución adietante basta 
hacerse electivo pago al ingeniero Valeria de loa honoraria 
que se le adeudan, sus intereses y las costas del juicio. Be pan- 
gase el sello. 

Juan del Cu Hipido. 
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Huenos Airvs, ArosIo 21 de 1*493. 

Vistos y considerando: Que el honorario pericia» cuyo pago 
se demanda, furnia parte de las costas de la ejecución. 

Que conforme al artículo doscientos noventa y tres de !u ley 
de Procedimientos, es después de liecha la venta de los Cienos 
embargados y depositado su precio, quu llega la oportunidad de 
hacerse la liquidación del capital, intereses, costas y costosque 
se adeuden. 

Que según el artículo doscientos noventa y oeho de la misma 
ley, las costas de la ejecución son de preferente pago en rela- 
ción al crédito. 

Que esas disposiciones demuestran que el pago de las mencio- 
nadas costas debe hacerse con el producto de los bienes ejecu- 
tados, y aunque con la debida preferencia, á la vez que se paga 
la deuda que motiva la ejecución, lo que se desprende también 
del articulo doscientos noventa y cuatro de la citada ley. 

Que esos principios son de aplicación mientras no se demues- 
tre, como no se ha demostrado eu el presente caso, la existencia 
de motivos especiales que funden la responsabilidad del ejecu- 
tante. 

l»or estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja se- 
senta vuelta. Devuélvanse, delmmdo reponerse los sellos ante 
el Inferior. 

BmiAMIN PAZ. — UJI& V. VARELA* — 
ABEL BAZAK. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN £■ . TOIIREKT. 




CAI7BA C'CXVII 



El ¡tanca Nacional en liquidación, contra don Antonio F. fta- 
mayan, por cobro ejecutivo de pesos; sobre excepción de 
espera. 



Sumario. — VA deudor del Banco Nacional ejecutad" con arre- 
glo á la ley número 28 L1 , pued-j m vivar la ley número 3037 
dictada ante* d.i ser citado de ruínate, y fundar en ella la ex- 
cepción <íc espera. 



Caso. — Reconocida por Kamayon la deuda de 23.755 pesos, 
áTavordel Banco Nacional, el representante de éste solicitó en 
18 de Setiembre de 1893 el auto de solvendo por 396? pesos 
6 centavo!», según la siguiente planilla formulada ooti arre- 
glo al articulo 42 de la ley número ¿841 do 10 de Octubre de 
1891 : 

intereses correspondientes al primer año de inte- 
resa hasta el 10 de Octubre de 1892, contado desde 
Enero 4 de 1892, fechada! vetieimiento de la letra, 
28 v 2 días ú ü por l iento anual ;»'yj¡ 1 .116 48 

Intereses de 3 trimestres vencidos durante el prí- 
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mer año de vigeucia de la ley t 6 sea desde el 16 de 

Octubre hasta el 16 de Julio de 1893 S I 068 97 

Amortización correspondiente Ú3 trimestres ára- 
zon del 10 % anual desde Octubre 16 de 1892, en 
que empieza el segundo año do la vigencia, hasta el 

16 de Julio de 180J ■ S 1 781 61 

Suma total... S 3-967 06 

El Juez dictó auto de soleen lo, y no habiéndose veri liedlo el 
pago, se libró mandamiento de ejecución y embargo. 

Trabado éste s-' citó de remate al deudor, quien expuso : que 
la ley número Í81I , primera que ordenó la liquidación del Ban- 
co, estableció la forma y plazo* en que debían exigirse las deu- 
das; que posteriormente la ley número 3037, modificándola an- 
terior, en su artículo 1 1 dispuso que la cobranza de todos los 
valores que se adeudan al ltanco Nacional sería efectuada en la 
forma qué ella prescribe; que la expresión ttodos los valores 
queso adeudan», no admite distinciones y por «onsigniente lo 
adeudado por capital, intereses y cosita debió acumularse en la 
fecha de la promulgación de la ley, precediéndose á exigir el in- 
terés y amortización total que resulte en la forma que ella de- 
termina; que el Bau«o le exige más que eso, y es por tanto, 
legítima su opisicion, deduciendo la excepción legis que 
resulta de lo expuesto; que además, en virtud de un llamado 
que ha hecho el Banco ú sus deudores, ha presentado y tiene 
pendientes proposiciones do arreglo que debieron suspender ta 
ejecución. Pidió que no se haga lugar á ésta, con costas. 

El representante del Banco, evacuando el traslado conferido, 
dijo: Que tratándose de una letra de cambio, no son admisibles 
otras excepciones que las determinadas en el articulo 676 del 
Código de Comercio, entre las que no se halla la de ügü, que 
se opone, por lo cual debe str rechazada. 

Que es indudable que si se hubiese procedido como lo sostie- 
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ne el demandado, capitalizando los intereses adeudados y las 
costas lia-ta la fecha de la promulgación de la 2* ley (número 
9087) para cobrar así acrecentados los intereses y las costas, se 
habría cabrado mí* á Ramayon, que cobrándole simplemente 
el capital primitivo con los intereses corrientes; que si el de- 
mandado reconoce que el flaneo tiene derecho de obrarle más, 
en la forma que él pretende, no se explica cómo pueda negársele 
la facultad de cobrar menor cantidad; ipe el Banco acogiéndose 
á lo dispuesto por el artículo 19 de la citado 1er número 3037, 
y aceptando la decisión del demandado, quo prefiere abonar el 
total délo adeudado, pide se amplíe la ejeeuoiou por el total 
del capital, intereses y costas, y que se proüuciü sentencia de 
remate mandando Iterar adelante la ejecución hasta el íntegro 
pago de J;i deuda, sin que nbste ;í ello las proposiciones de arre- 
glo que alega el ejecutado liabof hecho, rechazando la excep- 
ción opuesta, con costas. 



del Jura t>«l?r«l 



Corriente». Setiembre ¿8 iJe 1H!IL 

Vistos y considerando : Que la demanda de foja 10 por cubro 
ríe intereses y imortizaciones vencidas dé la obligación de foja 
2, se halla ajustada á ta ley numera 2841 , bajo tuyo imperio se 
interpuso aquella, y á la jurisprudencia de la Suprema Corte, 
estable ida en varios casos cometidos á su decisión; que si bien, 
coi posterioridad ;i dieti i demanda, se dictó la ley número 3037, 
modificando la anterior en cuanto á los intereses y amortizacio- 
nes que el Ha tico puede robrar, debe entenderse, sin embargo, 
que estas modificaciones son de aplicación solamente á los inte- 
reses devengados desde U f«*eha de la ley y tí las amortizaciones 
vencidas después de«u vigencia. 
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Que bajo este concepto, la excepción opuesta por el ejecutado 
aun cuando se considerase procedente, atenta la naturaleza del 
juicio, seria infundada, con tanto mayor raznn, en presencia de 
la ampliación de la demanda, hecha á foja 20, por el total de 
la deuda, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 10 de la ley 
número 3U37 fundada en el protesto «le laouügauon menciona- 
da de foja 2. 

Por estos fundamentos, no se ha-:e lugar ú la excepción opues- 
ta, y se declara qw; esta ejecución debe seguir adelante, poi el 
total de la deuda, á la que deben acumularse ios intereses do- 
veiig Mos del per ciento anual hasta la fecha de la ley número 
3037 y súHié la cantidad que Tesulte cobrarse del 3 por cien- 
to anual desde dicha Techa, cotí arreglo a lo dispuesto por el 
artículo 11 de la ley citada número 3037, y lo resuelto por la 
Suprema Cort-- en lo> casos expresados, que son análogos al 
presente, Goíi cortas al ejecutado, de conformidad al artículo 
¿77 de la ley nacional de procedimientos. Blgas« saber, y re- 
pónganse. 

E. A. iMjambw. 



frailo 4*1» ftHpr*M»r«rtc 



¡Jui'iio» Aire*, Ajínalo 21 de 1895. 

Vistos y considerando : l'nmcro ; <¡ae la acción ejecutiva de- 
ducida por él Jianco Nacional en liquidación se hallaba expre- 
sameote autorizada por los artículos doscientas cuarenta y 
ocho y doscientos cuareutay nuevede la ley de procedimientos, 
así flbmo por las disposicioues i oncordanti s del Código de Co- 
mercio, pues que dador demandaba el payo de suma de dinero 
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por razón de un crédito que, reuniendo tas condiciones del cita- 
do artículo doscientos cuarenta y ocho, estaba comprobado por 
instrumento que trac aparejada ejecución. 

Segundo: Que, en consecuencia, el mencionado Banco ha po- 
dido promover el juicio y requerir las diligencias ulteriores del 
procedimiento hasta poner la causa en estado de solicitar la ci- 
tación do remate del deudor ejecutado. 

Tercero: Que, eso estado de cosas, en relación á los derechos 
del ejecutante, ha venido á ser modiliendo por las disposiciones 
de la ley número tres mil treinta y siete, dictada después del 
embargo, y autes de la citación de remate, que acuerda esperas 
dios deudores del Banco, y que refiriéndose, según se Te en su 
artículo once, á todos los valore* que se adeuden al estableci- 
miento no consiento dar á la prescripción legal una interpreta- 
ción que excluya al crédito demandado en esta causa. 

Cuarto: Que la excepción de espera opuesta por el ejecutado 
en r un tito i ■nana de una ley, está auténticamente acreditada y 
forma entre las admisibles en el juicio ejecutivo, con arreglo 
al artículo doscientos setenta d«- la ley de procedimientos, sién- 
dolo aun en tratándose de letras de cambio 6 papeles de comer- 
cio que se le asimilan (artículo seiscientos setenta y si is del 
Código de Comer cin). 

tjninto: Que no habiéndose protestado las letras del deudor 
con posterioridad ala vigencia de la recordada ley número tres 
mil treinta y siete, 6 lo que i-s lo mismo, no habiéndose reque- 
rido infructuosamente, el pago en las condiciones de esa ley, 
no puede invocarse el artículo diez y nueve de la misma para li- 
mitar los beneficios acu-dados al deudor, pues que esa limita- 
ción debe tener como antecedente el protesto mencionado. 

For estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
veintidós, declarándose admisible la excepción opuesta por e! 
ejecutado, sin especial condenación en costas, por reputarse 
compensadas las que lian debido ser recíprocamente á carjjo del 
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ejecutante y ejecutado. Devuélvanse, debiendo reponerse los 
sellos aute el ¡ufi-nor. Notiffquese cmel üíigioal. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
AUELDAZaN. — OCTAVIO UtlíCE. — 
HAN ti Tü II HE NT. 



Caso. — Resulta del 



tullo d*l Jura fr>der«l 

Buenos Aires, n L -mbr^ M de 18TM. 

Y listos: estos autos seguidos por duña Muría Gttida de Fer- 
tincse, contra la compañía de vapores § La líeuioleudorn », 
sobro indemnización de daños y perjuicios, resulta: 



CAMA t < X VIII 



Ihím Marta (i. de Fertincse contra ta Empresa * La /ícwío/- 
eaúnra >; sobre, indemnización de da iros y fie r juntos 

Saman'». — Kl buqiu- declarado responsable de un c!iou,ue 
por laudo dictado en juicio de arbitraje forzoso, tiene ojie res- 
pondef de todos los daños produeidus a consecuencia del ctio- 
qur. El laudo arbitral liacu cosa juzgada á ese respecto. 
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I o Doña María Guida expone : que el dia seis de Diciembre 
del aüode mü ochocientos noventa sucedió en este puerto un 
choque entre los vapores « Paraguay * y « Cardiff i* », del 
cual resultóla muerte de su esposo, que iba en el segundo de los 
Toporos, del que era maquinista, hallándose en e-e momento 
cumpliendo su deber en el pauto de columbre, cuando su bu- 
que iba en marcha, debajo de la eubierta, en la máquina. Que 
con motivo dt- ese choque ;>c siguió un juicio arbitral i-ntre los 
representantes de ambos y sustanciado se declaíó inocente ál 
* Paraguay », y por tanto culpable al * Cátdiff 1" », que fué 
píen debió cargar con sus averías y danos, según las determi- 
naciones del lando, cuyo juicio tramitaba por la Secretaría dei 
actuario. Que la responsabilidad civil que nace de dicho cho- 
que y á favor de la actora, aun cuando en el caso no ha habido 
inleiieion de efectuarlo, obliga il la reparación del mal ó perjui- 
cio causado, según así lo dispone el artícuñ 1109 del róili-zo 
Civil. Que esta responsabilidad sería ilusoria si futra & exigir- 
se contra el patrón del vapor «CardíA*»; pero procede lepíti- 
luuruente contra loa dueños de éste, de conformidad al artícu- 
lo 1 122 deleitado cúdigo t Que la Compañía « La Remolcadora >, 
prupietarin de este limpie responderá entonces de la indimni- 
laeion del perjuicio pe se ba ocasionado por ia muerte de su 
esposo Fef tíñese* perjuicio que sé aprecia en la suma de cuaren- 
ta mil pesos moneda nacional, ta que es por demás equitativa, 
si se tiene presente que la pérdida de un esposo es irreparable 
en la generalidad de los casos y máxime si se tiene presente que 
el fallec ido era un hombre jóven, de excelentes condiciones, y 
que ejercía una profesión por demás respetable y productiva con 
la cual contribuí aá llenar con holgura todas sus necesidades 
de la vida, así como también las de su familia. Que en virtud de 
todo lo expuesto, deduce esta demanda contra la empafua 
c La llemolcadora », dueña del * Cardiff I" *, cuyo gerente es 
don Salvador liotey, y pide que en su oportunidad se le conde- 
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ne á pagar ú la demandante, la cantidad de cuarenta mil pesos 
moneda mciunaf. con in.ís Lis costas del presente juicio. Qtie 
la jurisdicción procede, porque el hecho se ha producido en el 
puerto Je esta Capital ¡ finalmente, que no habiendo podido 
conseguir la partida de matrimonio de laactoraeon el fallecido, 
pide al Jungado se le admita ta reserva de que oportunamente 
In presentará. 

2" *iue corrido trucado de la demanda, el Gerente de la 
sociedad anónima * L i ^íifeloadora «i opuso la excepción do 
falta de personería en la demandante, fundada en que no 
se había acreditado en forma el carácter de viuda que ésta 
invoca. 

3' Que cumplido e>te requisito por ta presentación de la 
partida que obra a foja !Q de estos autos, c-mio igualmente la 
de defunción de Fertilice, corriente á foja 14, el Juzgado, á 
f..ja2l vuelta, rechazó la excep. iuii optt. sta, y ordenó se con- 
testara la demanda en el término legal, resolución que fué con- 
firmada por la Suprema Corte a foja SS Suelta, 

4* Que al evacuar el traslado de foja 40, la Componía de- 
mandada expone: Qm- debe sir rechazada oportunamente, con 
costas, la acción deducida, pot 'las siguientes razones: Que el he- 
cho que lia causado ta muerte del esposo demandante no es impu- 
table á til Compañía, y en consecuencia, no es ésta la re-ponsable 
de los dañes y perjuicios ocasionados Que la muerte de aquel se 
debe al naufragio del vapor remolcador «Cardíff I * *,que perte, 
teneeía á «1.a I¡< TnnUadnru » y en el cual desempeñaba tus 
funciones. Que ese remolcad-r fué echado :i pique en la mañana 
del seis de Diciembre próximo pasado (1890) por el vapor fran- 
cés < Paraguay » «I la canal del machuelo cu momentos en 
que se preparaba á tomarlo á remolque para entrarlo á los di- 
ques del Puerto Madero; Que fué tan manifiesta la culpabilidad 
del * Paraguay que momentos después Je producirse el ( ho- 
que, en el que salvó milagrosamente el patrón del ■ Cardiff *, 
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ú quien la demanda pretendí; hacer responsable del siniestro, 
se presentaba éste á la autoridad marítima para levantar la 
correspondiente protesta, resolviendo á los poros Jia< c La. Jíe- 
mulcadora », demandar los daiio^ y perjuicios contra los repre- 
sentantes en esta del vapor Paraguay ».en el correspondiente 
juicio arbitral. Que á pi sar de las pruebas irrecusables que se 
hicieron valer centra el vapor causante de la pérdida del « Car- 
dítíl' »ydd luminoso laudo pericial presentado por el árbi- 
tro señor eui'itaii de navio ilou iíafael líl.¿nco p »1 -luez l'ederal 
duetur Tedio, cumoárbitro t'-rivro nomlirado por común acuerdo 
de \m partes, no Consideré comprobados los cargos fi rumiados 
contra el «Paraguay i y 1" absolvió de la demanda deducida 
por ia 1 ompuñía, Que es ba-ándose i n el resultado de^'raeiadt. 
obtenido por tl,a Jicmuleadorin en es*- juicio, que se intenta alu»- 
ra una aventura judicial, pretendiendo qm- el fallucon que t< r- 
minó, por el hecho de absolver :i* * Paraguay i declara culpa- 
ule al « Cariüff I" Que aun ¡«e en el caso que tal cpsa fuere 
cierta, el Juzgado no podiía menas que considerar que se trata 
abora de im juicio es eneialhiente distinto al arbitra! entre el 
«Paraguay* y *La lieuiolcadora», de tal manera que no se pn,>- 
den aplicar ñ la eiiestimi $lé'j\lilic$ las condiciones de aquel, 
que no hacen cosa juzgada apireadas en e*te caso, por cuanto 
faltarían las condiciones indispensables de las res jmlímtti. 
v¿ue fuera tic esto, es necesario recordar la circunstancia de 
haber des. mpi-nado el espuso de ía aetora fiincitfnea profesio- 
niiles de suyo peligrosa* ú bordó de un remolcador, expuesto 
siempre ¡i perde-e, en razón de la navega' ion y del género de 
servicios que estaba encargado de hacer < n un punto, coiao el 
víltr.il de entrad;* del líiaeliuelu, tbuide 40 1) frcClii ntes ios abor- 
dajes entre los buques que entran ó salen del Puerto. (Jes- 
pues de «Iras consideraciones y doctrinas en que apoya su de- 
fensa, la Compañía demandada teraiiiia manifestando que la 
avalúa- ion del perjuicio sufrido por la actora es totalmente 
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desproporcionado, comparado cu» el sueíflo de ochenta pesos 
r|iio "¡Miaba su expuso como maquinista riel * Cardiff t° », 

5* Que A foja 7 k 2 el Juzgado rtícibíO í& «¡tusa á prueba para 
que se justifique la responsabilidad de la Compañía demandada 
en el ludio qne funda la demanda, habiéndose producido úni- 
camente la ofrecida ptit la actora, á (pe se reliere el certiüeado 
del actuario, corriente ;í foja 124 vuelta. 

Y considerando: I" Que está plenamente comprobado en au- 
tos no sólo por la prueba producida, siuó también por la propia 
declaración de la Cumpa* ¡a demandada, (pie don Francisco 
BVrtiucse falleció- á consecuencia del choque entre lo* vapo- 
res < l'ara-uav» y * Cardiff I" » ( y de e-m^ui. ute, ju^ili- 
cadii la acción de dañosy porjuieios |>ara establecer la rospoisi- 
lulidad que .-l hfcli.i yetu-radnr de la de mu tula lia creado para 
< La liemoteadora >, 

2» Que á tiude apreciar la naturaleza d- los hechos que la 
lian causado y la respOttsaMIídud P s,,! > autores, conviene exa- 
minar dete nidamente la prueba prudm ida en autos y que co- 
rresponde exclusiva mente, á la parte, actora. 

El testigo Fiaunac i al contestar las preguntas del interro- 
gatorio de fo|a NO, dice : * Qttu I rancia o Ft-rtmi >e era en el año 
IKitÜ, maquinista del vaporeiie H ardilí 1 », de propiedad do 
* La Remolcadora ». que ganaba cien p* s-ts me anuales; qué fa- 
lleció el 15 de Uieiernbre de ese ano á causa del choque entre los 
vapores antus iluminados ; que la máquina del i Cardiff 1" » 
estaba hijo cubierta de éste y que l-'crtiuese, estando *m su 
puesto, no podía ver lo que ocurría fuera de 61, ni sobre cubier- 
ta del buque, ni «'» el ríu ; que i'crtimse era un hombre fuerte, 
sano y tenía, más ú menos, treinta años. 

El testigo Tabula, á foja 8*2, il -.-clara lo mismo que el ante- 
rior. 

En -eyuida se encuentra un testimonio cu forma de las pie- 
zas del juicio arbitral promovido para establecer cuál de los 
T. xi •* 
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buques antes nombrados era el causante del abordaje, la indem- 
lacion que debía pagarse al inocente y ú cargo de quién debían 
ser los gastos del juicio. 

Del proceso seguido con ese motivo ha surgido el falto del 
Tribunal arbitral, que condena al capitán ó encargados del 
remolcador < Cardiff 1° » ¿ soportar sus averías, siendo impu- 
tables á ellos exclusivamente, |>c>r sil descuido ó impericia, el 
b eolio de la colisión con el vapor c Paraguay ». 

Basta penetrarse de los fundamentos de la sentencia pro- 
nuncíala por el arbitro tercero doctor Virgilio M, Tedin, para 
establecer indiscutiblemente la responsabilidad del patrón del 
remolcador. 

La muerte de Fer Unese, ocurrida en el momento que d empe- 
ñaba sus funciones en la máquina, es un hecho derivado de la 
impericia y negligencia cun que efectuó la maniobra el patrón 
del * Cardiff 1* * J sus consecuencias deben ser imputadas ¡1 las 
personas sobre la» cuales la ley ha lijado tu responsabilidad. 

El artículo 1122 del Código Civil establece que las personas 
damnificadas por los dependientes ó domésticos pueden perse- 
guir directamente ante los Tribunales Civiles á los que son 
civil mente responsables del daño, sin estar obligados á llevar 
á juicio á los autoras del hecho. El articulo 1I0U dice: c Yodo 
el que ejecuta un hecho que por su culpa ó negligencia, ocasio- 
na un daño á otro, está obligado á la reparación del perjuicio »; 
y el artículo 1113 del títfsmoeódíg >, agrega : « que la obligación 
del que ua causado un daño, seeiticndcá ios daños que causaren 
los que están bajo su dependencia ó por la-» cosas de que se sirve 
6 tiene ;i su cuidado ». 

La indemnización civil del perjuicio no exige la intervención 
de Ja voluntad; basta la culpa ú negligencia que caracteriza el 
cuasi-delito. Así] pues, en el presente casi», es inexcusable la 
conducta del patrón del vapor « Curdiff 1" cuya culpabilidad 
en el accidente que produjo la muerte del maquinista Fertinese 
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ha sido demostrada evidentemente en el laborioso j tonel mu- 
do laudo del arbitro doctor Tedia. 

Establecida la existencia real de los danos y perjuicios recla- 
mados y la naturaleza de los hechos que la causaron, como 
igualmente la responsabilidad de stu amores, corresponde lijar 
el monto de la indemnización. 

Y considerando á este respecto: 3" Que la demandante re- 
clama por indemnización del daño y perjuicios causados la suma 
de cuarenta mil pesos moneda nacional legai y en cousecuencía 
procede averiguar si es procedente y arreglada la cantidad re- 
clamada. 

Los testigos Kiannacn y Fasulá afirman que Ferlinese ganaba 
cien pesos mensuales. 

Además, ésto tenía una profesión que fácilmente podía pro- 
porcionarle las comodidades de un hogar mo lesto. Su esposa no 
reclama desagravios á sus angustias, sólo reclama los medios 
que le proporcionen la subsistencia en ¡fu desamparo y ú los 
cuales tiene derecho por la ley, la cual ha librado al criterio 
del magistrado el quantum de la indemnización pecuniaria. 

4° Que haciendo uso de «'stu facultad contenida cu los ar- 
tículos 1083 y 1081 del código citado, en presencia de los ante- 
cedentes del proceso, las consideraciones expuestas y la juris- 
prudencia de nuestros Tribunales, el Juzgado aprecia el daño 
causado, en la suma de Tcinte mil pesos moneda nacional. 

Por estos fundamentos y concordantes del alegato de foja... 
fallo: condenando ü la compañía de vapores < La Remolcado- 
ra », á satisfacer á la demaulautt-, doña M.m'a Unida de Ferti- 
nrse, por toda indemnización, y en el término de diez días, la 
suma de veinte mil pesos moneda nacional legal y las costas del 
juicio. Notifiques© con el orígiual y repónganse ¡ai fojas. 



Juan <M Cüinpiilo, 
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tallo de I» Su|trrra* t'orf* 

Hllclios Air»'?. Ap.*M<i '.'Mí' 1K%. 

Vistos y coiisidéranao : l*&iiw& Que el pr^sjtivtú recurso 
de apelación traído a esta Suprema «'orto por la parte déla 
cojapafiíu < La Remolcadora » limita á pedir la revocación 
de la sentencia defínitM del Xues de Sección de íoja cieato 
treinta y dos, <iuv condena á dicha impresa al pago do veinte 
mil pesos nacional*^ y las costas del jtucio, poi? indemnización 
de daños y perjuicios causados á doña María <l. i!e Fertinesc, 
viuda del maquinista «VI vapor t í.'ardift primeru d«- propie- 
dad d-- aquella, nuterto á bordo de etle buque, á < an&a del 
choque entre ál y él vapór * Taia^uaj % á su entrada * n el 
puerto de la ÍJóca el día seis de Diciembre de mil ochocientos 
soten ta. 

Segundo . yue resuelto deliuUivamente por decisión del Tr • 
biuial arbitral, eoiiátítUido al efeetu, rué el vapor ■ Paraguay » 
nu íuí culpable del p Tendu «'buque, el cual debe atribuirse á 
negligencia ú impericia del capitán del I CJatdiff primero » t la 
parlé demandante etitaülú su acción 4 e ind- mnizacion de ios 
datíoH y perjuicios ante el Juzgado de la Sección apoyándose en 
les artículos mil ciento nueve y inil ciento veintidós del Códi- 
go t'ivil. 

Terwiv. i¿ue Ja pane demandada, ul contestar la demanda, se 
redujo á impugnarla en cuanto tila pretendía establecer la 
obÜgaciu» déla Empresa á responder de lus referidos UftfiOS ;*y 
perjuicios, sin oponer ninguna excepción al respecto. 

f'iutriu. Que trabadu el pleito en estos términos precisos, el 
ca>o sub-judive se reduce á decidir ¡-ubre la respetabilidad 
de diélíá Emjiresa por la muerte de su pr-. piu empleado el ma- 
quiiiisla del vapor * Cardiff primero » f francisco leí tíñese, y 
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estimar el monto du la indemnización que deba tbonir X la Viu- 
da de ésto. 

Quinto. Que c*i arbilraj e forzoso A que debió someterse el 
choque Mitre el vapor i Par iguay » y *í 1 rooíoh ador i Pardiff 
primero ». ¡i Un «te precisar di- quién t-ra la responsabilidad tic 
los daños ¡jjtfr ól causado* (artículos mil doscientas sesenta y 
do» y mil lo- ionios sesenta y nm>ve del Código de Comercio) 
tuvo lugar. > i n -o oportunidad, según consta del laudo que 
Cnir- :í f'ija ciento doee de estos autos. 

Sfjttt. &'«e habiéndose establecido en ese Iñudo n¿uO la tfis- 
ponsabllídad del daño e¡iusitdo poí el choque, correspondí 1 al 
v;i|inr * í'anlff primero », ese fallo arbitral hace cosa juzgada 
al respectó para todos los casos de daños causados por é!, sin 
que deba constituirse nuevo arlnt ra jo en cada caso, pues como 
lo dijo la Suprema Corte en el que se registra en el tomo nueve. 
Vagina doscientos sesenta y nueve, Séné primera s « Admitir 
la flivision de causa, ya se tíaté del daña r,ulm*venidij ni büiqiié, 
ya >e trate del daño sobrevenido á la carga, es expum rs ■ :í que 
rueatgan dos resoluciones contrarias en el fondo del mismo ne- 
goeu, puesto qué en uno do los juicio* podría declararse que el 
choque habría provenida d<- culpa de uno de los buques, mien- 
tra* en el otro juicio, que la culpa era ú carpo del atu* baque», 

S^fiíimti. Que dada- las condiciones personales del muerto, 
su profesión de maquinista, el sueldo que ganaba y demás cir- 
cunstancias de los autos qno le son referentes, no aparece ine- 
quitativa la suma lijada por indemnización en el fallo apelado, 
l*or esto> fundamentos y Lis de la sentencia apelada, de foja 
Ciento treinta y dns: se confirma ésta eon costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse, podiendo notificarse con el original. 

LUIS V. VARELA. — OCTAVIO «UNGE. — 
JIJAN E. TOIlllEMT. — ABEL HAÍA?i (t/ñ 

disidencia). 
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Huetios Aires, Ajpslo i\ ác 18ÍW. 

Vistos y considerando: /Vii/icr-o. Que la demanda deducida 
en estos autos por doña Alaría Guida üe Fertioese • ontra la 
compañía de valores « Lu Remolcadora i ( tiene por objeto la 
indemnización del daño causado ñor el choque entre los vapores 
c Paraguay » y * Cardiff primero ». del cual resultó la muerte 
del marido do la demandante, que era maquinista del segundo 
de estos vapores. 

Srfjundo. Que estando expresamente establecido per el ar- 
tículo mil doscientos sesenta y nueve del Código de Comercio 
que « tu, los los daños e;; osados por choques ó abordajes seriín 
valuados por ¡irbii radores », es claro que en la generalidad de 
los términos de esta disposición, se bullan com prendidos no 
sólo us daños caus ¡tíos á los buques y mercaderías, sino* tarn" 
bien los ocasionado- á las personas de que bahía el articulo 
mil doscientos sesenta y ocho del mismo Codito y título; en 
cuy«- caso, es endenté qneel óoiíodnüeato y decisión de ta pre- 
sente causa no corresponde ó la justicia ordinaria Federal, miió 
al Tribunal de peritos arbitradorc* que prescribe ei artículo 
citado, cuando en su segunda parte dispone que: c Así en el 
caso del artículo mil doscientos sesenta y cuatro, como en to- 
dos los demás que ocurriesen relativamente á abordajes las 
diferencias *.-rán >imetidas ó juicio de peritos arbitradores, 
que determinarán con la m-nor dilación posible, cuál de los 
buques ha sido causante del daño, sujetándose n las disposicio- 
nes 'lelos reglamentos ú: puerto y á los utos y prácticas del 
lugar >. 

Tercero, Que la circunstancia de haber tenido ya lugar un 
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juicio arbitral por el mismo choque entre el representante d« 
la compañía t La Remolcadora • y el del vapor « Paraguay », 
no puede hacer inaplicable la terminante disposición del ar- 
tículo anteriormente citado, desde que se trata de una distinta 
reclamación por indemnización dé ritt daño que ha nido apre- 
ciado en eso juicio, y entre diferentes partes, para quienes e» 
res Ínter iill ios ada lo resuelto en él. 

Cuarto. Que siendo imprormgabie por la ley la jurisdicción 
«le los Tribunales Federales, sobre per^ouus ¿ cosas, ajenas & 
ellas, a pesar de la voluntad contraría de las partís. es de su 
deber Clarar su incompetencia en cualquíi-r estado do la causa 
en que aparezca, según jurisprudencia constante de esta Supre- 
ma Corte. 

Por estos fundamentos se resuelve que el conocimiento y de- 
cisión de esta rausa no corresponde á la Justicia Federal, y 
declarándose nulo lo obrado, vuelva al Inferior para que se 
constituya ante él, el tribunal que corresponda. Repongas» el 
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A7 Itnnro Südonatm liquidación, contra donjuán Stornt, ppr 
cobro cjocutivo dr pesos; sobrepago de los honorarios de ta- 
sador. 

Sumario. — Lo-* tasadores en juicio ejecutivo, nu pueden co- 
brar sus honorarios al "jecutante, salvo motivos especiales que 
funden su responsabilidad; delcn aguardar la venta dé los" t bie- 
nes embarcado*, y cobrarlos sobre su producto con la pref<ren- 
CÍA acordada á las costas judiciales. 



Casv. — Kl líanco Nacional siguió ejecución contra don Juan 
Storni, y una vez consentida la sentencia de rentóte, el eje cú- 
tante pidii'i que Sü tasaran los bienes que oporlunan» nte se ha- 
bían embargad*, y r|ue consistían en dos terrenos: uno en la 
parroquia de San Cristóbal, sobre el ramal al Riachuelo, del 
Ferrocarril del Oeste; y otro, en la calle Tucuman entre la-* de 
Passo y N'urte América. 

Parala tasación, nombró el Hanco por su partj, al ingeni- ro 
don Angel Silva, para que procediera en unión del que propu- 
siera el ejecutado, ó en su defecto, del que el Juez nombrara 
" en *¡u rebeldía. 

Ll Juez hubo por nombrado al ingeniero Silva y dispuso qun 
se hiciera saber al ejecutado ;i liu du que nombrara otro dentro 
de tercero día, bajo apercibimiento de ser nombrado de oticio. 
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Como él ejecutado no hiciera nombramiento, el Juez nom- 
bró de olicio á don Juan C. Massaro. 

Los ríos peritos se espidieron de acuerdo. Avaluaron el pri- 
mero de los terrenos antea méjiaiónatlds, en 15.155 pesos, y ti 
segunp, en 7350 pesos. Al y\é de la primera tasación fijaron 
los mi-mos peritos Sü honorario, en 300 pesca para cada uno, y 
¡il pié de la segunda, en 150 pesos para cada uno. 

Hedías saber las tasación- ü, Ja parte dil Banco manifestó 
que no tenia observación alyuua que ha er ni respecto de la ta- 
sación, ni respe- to de los honorarios que se cobran; y pidió que 
se proveyera lo que correspondiere. Por un otrosí, hizo puente 
que el Banco no está uMigado á pagar más honorarios de tasa- 
clon que los que cor responden al peritu propuesto por el mismo 
líanco. 

VA Juez aprobó la tasación, y en cuanto á lo expuesto en el 
otrosí, mando que so previniera á la parta que podía haeer uso 
do su derecho en lactación oportuna. 

Después de esto, pidió Massaro que se intimara al Banco el 
pago de sus honorarios, bajo apercibimiento; y el Juez mando 
hacer la iutiiuarion pedida, ■ u termino de tercero día. 

Él Banco depositó t u calidad de embargo, en el Banco de ia 
Nación, los 450 pesud importe de los honorarios de Massaro; y 
cuno éste manifestara no estar dispuesto a^ífcrar la realiza- 
ción de los bienes embarcados, fué citado de remate, y en esta 
oportunidad, expuso: que no habría hecho oposición alguna, si 
Massaro se hubiera allanado á cobrar del producto de los bie- 
nes embargados; pero no puede Consentir en el procedimiento 
que pretende seguir. 

yue Storni debió designar un perito para que procediera eu 
unión del designad. i por el Banco; pero no lo hizo, y el Juez 
nombró en su rebeldía á Massam. Si Storni lo hubiera nombra- 
do, cuino d^bió hacerlo, =ólo a Storni habría podido cobrar aquel 
su honorario: y esta situación no se modilica porque el uumbra- 
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miento de Massaro haya emanado del Juzgado, en vista de los 
antecedentes ja citados. 

Que de otra suerte, se estimularía la falta de cumplimiento 
de la ley por parte de los deudores ejecutados premiándolos con 
la liberación del pago de Eos honorarios de sus peritos. 

Que por lo expuesto, opone la excepción de inhabilidad del 
título coa que Hassaro ejecuta al Manco, y pedía se declarase no 
haber lugar á la ejecución, con costas. 

Corrido traslado, contestó Massaro, exponiendo: r^ue su nom- 
bramiento fué de oficio, no s a debió al ejecutado y no tenía in- 
terés en que se produjera, y aj rovecbó al Banco, hiendo éste por 
tanto, quien debe pagarlo, en primer término. Que en definitiva 
el ejecutado cargará contados los gastos ocasionados, sin que el 
adelanto que baga el Banco sustraiga á su deudor de ta obliga- 
ción de pagar el gasto. Que los ^asto^ de todíi ejecución de- 
ben ser pagado-; por el ejecutante, sin perjuicio de que oportu- 
namente incluyan en la liquidación á cargo del ejecutado. 
Que la excepción de inhabilidad, solo puede fundarse en vicios 
de forma, en defectos extrínseco* del título tjuo si* ejecuta; lo 
que afecta al fondo, debe dilatarse para el juicio ordinario (Cá- 
mara de Apelaciones en lo Civil, tomo 3\ serie 2*, página 
397). 

del Jun retferal 

Buenos Aires, Abril IT de 1895. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos tíu el precedente es- 
crito: uo lia lu¿ar f con costas, á la excepción opuesta por el re- 
presentante del Banco, 

Juan del Campillo. 
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Buenos Aires, Agoslo 24 de 1895. 

Vistos y considerando : Que el honorario pericial, cuyo pago 
sí demanda, forma parte de las costas de la ejecución. 

Que conforme al artículo doscientos noventa y tres de !a ley 
de procedimientos, es después de hecha ta venia de los bienes 
embargados y depositado su precio <]ue llega la oportunidad do 
hacerse la liquidación del capital, intereses, costos, y costoa 

que se adeuden. 

Que según el artículo doscientos noventa y ocho de la misma 
ley, las cost-is de la ejecución son de preferente pago en relación 
al crédito. 

Que esas disposiciones demuestran que el pago de las men- 
cionadas costas, debe hacerse con el producto délos bienes eje- 
cutados y aunque con la debida pr -ferencia á la vez que 30 pa- 
ga ta deuda que motiva la ejecución, lo que so desprende 
también del articulo doscientos noventa y cuatro de la ley ci- 
tada. 

Que esos principios son de aplicación mientras no se demues- 
tre, como no se ha demostrado en el presentv caso, la eiistenoia 
de motivos especiales que funden la responsabilidad del ejecu- 
tante. 

Por estos fundamentos, se revoca él auto apetadode foja cin- 
cuenta y cuatro. Devuélvanse. 

HEÑI AVI» l'AZ- — ItlS V. VARELA. — 
ABEL BAÍATI. — OCTAVIO BUHGE. — 
JUAfl E. TOHRtKT. 
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Kl Hanco Nacional en tiüuffla$Íü$ t contra don Lorenza Qwi- 
rolü, por cobro ejecutivo; sobre levantamiento de inhibición 

Sumario* — La inhibición posterior ¡í la hipoteca debe levan- 
tar-*-, si sí? rende el inmueble para satisfacer crédito hipote- 
cario. Si el acreedor favorecido por la inhibición cree que ln 
hipoteca es nula ú fraudulenta, deb" liacer valer oposición 
ante «d .Juez que conoce de la ejecución hipotecaria. 



Cano. — En 5 de Diciembre de 1893, el representante del 
Banco, acompañando una letra por valor de 1203 peaos moneda 
nacional, ú cargo de don Lorenzo nueirolo, protestada en per- 
sona por falta de pago, en 7 de Octubre de 181(3, solicito contra 
aquel inhibición general, de acuerdo con la ley de 20 de No- 
viembre del citado año. 

El Juez ordenó la inhibición y que se tomara razón en la Oli- 
cina del Paraná. 

IVistenorment'-. el Banco pidió que se dictara auto de so! ven- 
do contra Queirolo, por 48 pesos 12 Rentaros moneda nacional, 
importe de amortización é intereses. 

Kt Jm z dictó auto de soUcudo, y requerido el deudor, en 28 
de Diciembre de I8ÍK1, cerificó éste él pÁgpde la cantidad recla- 
mada. 
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Ku este estarlo v con l.-cha 13 de Junio de i89i, elJuez de 
i ' ln>tati. la en lu't'ivil y Convenía! del Paraná dtrjjió oficio al 
Jue? 4rli^e«, naciéndole ^l»ur: que en juicio seguido por 
»lon Manuel Devoto contra don Lorenzo Qüeíruio, por cobro de 
un crédito valor de 07.070 pesos moneda nacional, garantido 
con hipoteca sobíe 10 propiedades situadas en la dudad de U 
Paz, se lian vendido en remate dos di- dñ ha- propiidade*, y se 
lia mandado citender la escritura r espondiente, lo que no La 
poéiio nacerte i-or la ihbtoieion decretada contra gufcfcotqi á 
pedido ¿el lía neo; fine siendo la escriliira hip-tecaria do fecha 7 
de Abiil de 1»!M, de la que se tomó razón en el BigtóttO dé Hi- 
putecas en $í d.- Maya del mismo año; ani-nor a la inhibición 
decretada, la parte de Devoto faa solicitado que w> pida el le- 
vantamiento de acuella ú üfetq de llevar adelante la -scritimi- 
eioti, á lo n.ue se ha proveído .le conformidad, olieilando* en 
consecuencia, se acceda :'i diéná medí da, 

151 BaneoVó (jalen se dio vista del prece dente oiicio, pidiuque 
no SO haya layará lo solicitado. 

Hijo: Que ta hipoteca otorgttda ú favor de Devoto, es nulo por 
haber sido real&adil W fraudo de los acreedores d. Quéitolo; 

Que el Baneó es acreedor de Quéirofo desde ÍHKL encuja 
fecha le acordó un erudito en cuenta corrieut. , lan.no pusÉerjor- 
iiientc. se convirtió en h - lran -i 1*0 días; 

$US lia revisado prolijam- tile la escritura hipotecaria a que 
so refiere el oficio anterior, y encuentra que ra evidente el frau- 
de cometido, pues figura un sefioy l'rreti eoiliO acreedor de 
Qneirolo, según documento privado, cuyo origen ó causa no se 
expresa, y para garantir e! pago Queirolu otorga ta hipoteca do 
varias propiedades, dando Vrreli. por chanelado, un pagaré de 
U.(i70 pesos oro sellado del 1 de l ebrero de IH87, que tjueí- 
rolo debía á Devoto; 

Que esta optación se hizo en 7 de Ahril del 01 , cuando el pa- 
garé estaba ya proscripto; 
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Que más tarde Irrcti declara que la hipoteca era ú favor de 
Devoto, propietario del citado pagaré. 



rail» del Imi í«4er»¡ 

frnnó, Julio 2 de i 1,11 1 . 

Vistos ; El exhorto del sefior Juez de I a Instancia di- esta ca- 
pital pidiendo el levantamiento de la inhibiciun de los bienes 
de dou Lorenzo Queirolo que se detullau en la escritura hipote- 
caria acompañada, otorgaba en L.i Paz á 7 de Abril de 1894, con 
lo expuesto por el representante del banco S ación ¡1 . 

Y considerando: Que el gravánien impuesto por dicha lscií- 
tura á \ns bienes en ella detallados es de fecha anterior á la in- 
hibición de los muebles de Queirolo decretada per e.-te Juzgado, 
i pedido del Banco Nacional, lauue tuvo lugar reeieu en Diciem- 
bre 5 de 1803. 

Que por consiguiente oíste Juzgado no puede negarse á levan- 
tar ta inhibición de los bienes riue su cncuiilrabau afectadus con 
anterioridad al pago de otras ohtigaqiones, como son las que se 
relacionau en la escritura ci rada, con excepción del inmueble 
situado en la ciudad de La Plata, cuyo gravamen no ha sido re- 
gistrado, mucho más cuando el Haneo tiene la posibilidad si- 
quiera de retírabolsarse con su crédito del valor de esta propie- 
dad, y cuando el Banco si cree tener derecho lia debido y puede 
deducir tercería ante el Juez de la ejecución ó las acciones re- 
vocatorias fine crea competirle. 

Por esto, el Juzgado resuelve mandar se levante la inhibición 
de loa bienes de don Lorenzo Quoirolo, que se relacionan en el 
despacho del señor Juez de I" Instancia de está capital, de foja 
, . y se contienen en la escritura hipotecaria de foja . . con 
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excepción de aquellos que estuviesen ubicados fuera de U cir- 
cunscripción judicial de esta capital, y líbrese el mandamiento 
correspondente, contestándose al Juei eihbrtante. 

T. V i tifo. 



lluehns Aín?^. AgoslO 2Tde 18ÍÍ5. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma c.m cestas el auto 
apelado de foja treinta y dos. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LI'IS V. VARELA. — 
ABEL BAZAS . — Oí/f AVIO BL'SCE. — 
JL'AK E.TOHBENT. 
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C ALNI 4 (1.11 



inm I.tu's PmitfÓ, Wfí.tr6 dm Muituet S, latrht: w?>rc -nkt¡>- 
w fíe marca ríe f'ih»n>t 



Smnario. — La lfi'iieion pasada al uso y* m-nil fura desigual 
cierta clase de cigarros, do puede eoiisiderarsenolr sí sola. como 
marca dt* rdlmcu; y el que la eiuplea eu el expeudio rfe etgarros 
ilv esa cla>e, nu conuMie falsííicusioii de marea. 



Oj.su. — Lu indica ' i 



t Hilo «Irl Jurx l'rtlernl 

\\u*-u - Air*-. Setiembre JiMc Ugpfc 

Y fistos : estos mil' * M-guidoij jur dmi Lni> brando contra 
di-u .Manuel S. Van la, por lal-ila-a donde marea (Je Fábrica, re- 
sulta: 

One ;t fu ja 5 se j-re^nta Luis LaU:»>tÍé, i*n reprcsentai í-n de 
Luis Fraudo, cutablando formal querella comr.i Manuel S. \ a- 
rela, r^r falsiiiciicioii de mama de fábrica de cigarro* de hoja, 
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« liivii I ivj.i» ó venta de e-a falsificación, exponiendo que la men- 
cionada marca e< de propi.dad de su representado, pnr haberle 
sido ;i cordada jior la □Ücina respectiva, cu Noviembre 5 de 

Q;ue él fraude que comete el demandado contra los derechos 
úti mi represen Udg es evidente, porque expende al público, in- 
duciéadolo dolosamente en error, bajo nombre do cigarros 
«Kivadavia» un producto que no procede de la fábrica de su 
mandante, y porque con intención fraudulenta lo vende bajo un 
envase que imita al del puntudo legítimo di- su n-p recentado. 

í¿ne ese poderdante ha tratad-, de evitar la fabricación ó ex- 
pendio del artículo falsificado aviando al comercio en general 
la propiedad de la marca por avUo> publicados durante 15 día» 
ni lo- dignos «La Prensa» y *La Nación», y particularmente 
al demandado, p<*r medio de ta circular de foja i. 

(¿ii»' e! artículo i" de ta ley de marca de fábrica proteje sus 
derechus y que en la rtii-nu. U-y está pn vista la responsabilidad 
de Vareta, el cual ya sea que f.ibrique ó noel producto falsiüca- 
do, desde que lo venda coiilO lo hace con enunciación* s falsas, 
bu incurrido en u penal idiid prescrita por los íncÍ>os 4" y 5 o 
del articulo 28 «le dicha ley. 

Que puede desde luego adelantarse que mucho» de ios que 
expenden está marca de cigarros indebidamente, se acogen al 
hecliu de que ella se introduce desde hace muchos años del ex- 
tranjero; per.» que esto, aun so mió ci« rto, en nada perjudica los 
derechos de mi mandante, al cumplir con I» ley di- Ja materia. 

Que pide, en o>n>ccueuc¡a, c condene al demandado al niá- 
liin im de la multa lijada p r el artíi uloSH le la ley de marcas, 
y ai p.igo de la> co^Us, dejándole ú s.tlvo las acciones que hu- 
biere lugar pur Ilúdanos y perjuicios, 

Que trabado el i-ubargu solicitado bajo la responsabilidad de 
la parte, y de que instruye la dilig. neia del Olida] de justicia 
corriente á foja Hy notificado el traslado de la actuación á fo- 
t. II o 
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ja 17, se presenta don José liedrifiama.en representación del aco- 
sado, pidiendo que no se baga lugar á la querella indurada 
contra su poderdante, conde uando al actor en las costas que se 
originen , como asimismo á indemnizar los danos y perjuicios 
causados por su arbitrario proceder. Manifiesta que Prando ca- 
rece de personería, por no ser propietario de la marca «Itivada- 
via»; pues si bien en Noviembre de 1891 la olicina de patentes 
le concedió tal marca, conseguía, pidieron revocatoria de esa 
resolución 1"* cigarreros y comerciante introductora de la 
capital, y luejío apelaron al Ministerio del Interior, que por 
tanto, no era definitiva la concesión déla marca «Kivadavia» 
lieclia á Prando por la oficina respectiva. 

Que en 1» bipóteais deque estuviera definitivamente conce- 
dida al actor la marca «Kivaduviai por resolución administra- 
tiva, tal concesión tendrá que anularse, por ser contraria á la 
disr*icion legal que estatuye que no podrán ser consideradas 
como marcas de fábrica ó de comercio tos términos ó locuciones 
que Uayau pasado al uso general, ni las designaciones usual- 
meute empleadas para indicar ta naturaleza de los productos á 
la clase á que pertenecen, pues la locución charros f liivadavia» 
ha pasado al uso general, sirviendo pura designar una clase de 
cigarros de hoja sumamente conocida y popí-lar entre la gente 
trabajadora por la baratura de su precio, cigarros que hace más 
de 40 años se fabrican enel país y se introducen del extranjero. 

Que mi representado, al vender en su establecimiento ciga- 
rros «Kivadavia» ha procedido con la más perfecta buena fé, 
sin que pueda atribuírsele td dolo que es indispensable aún en 
el ca=o de tratarse del eipendiu de artículos con marca talsili- 
cada y sin <l ue ' b0T tanto, pueilai invocarse contra él l is dispo- 
siciones penales de la ley de marcas de fábrica y de comercio. 

Recibi la la causa ¡i prueba, la partí ■ ¿usada ha produrido la 
testimonial que corre en los autos de fojalí á foja 55 inclusive, 
estando todos los testigos contestes en sus declaraciones en que 
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la locución «Rivadavia» ora ya conocida ant es del registro de 1a 
marea de Fraudo, y después do llenados los demás trámites le- 
gales, quedo" la raima conclusa para sentencia. 

T considerando: V Queta personería del querellante está 
suticien teniente establecida con el certificado de la Oficina de 
patentes, marcas d> fibrila y de comercio, que acredita ha- 
bérsele acordado la propiedad de la marca sobre la cual versa el 
presente litigio, no estando ese certificado suspenso de la reso- 
lución que pudiere dictar el ministerio ante el cual se ha lleva- 
do un recurro que no se encuentra autorizado en la ley de la 
materia, shió para el caso de denegación del registro solí' 
citado. 

Que no habiendo el querellante producido prueba ninguna 
para justilicur su» asertos, hay que considerar tan sólo el punto 
relativo al uso qu<- el demandado ha reconocido hacer de la lo- 
cución «Uivadavia», p¡ira designar cigarros de hoja, locución 
reclamada por aquel c<nno de su propiedad por haberla registra- 
do en la oliciita de marcas. 

S u Que los demandados aducen en su defensa la circunstancia 
de que la voz t Kivudavia» había sido emplea a en la misma in- 
dustria durante vario-am»» con anterioridad al registro de so 
marca hecho por el querellante y cito se encuentra plenamente 
justifica do OH las declaraciones que curren de foja 44 á foja 55. 

4 Que en tal concepto, la mencionada locución, por sí sola, 
un es suci'ptible de constituir una marea de fábrica y ha podido 
ser aplicada por el demandado á los artículos de su comercio, 
puesto que la referida locución, habiendo pasado al uso general, 
Siegan los términos del artículo ií\ inciso 1* di* la ley demarcas, 
no puede ser reclamada aisladamente, como propiedad exclusi- 
va de una p ersona; 

5" Que no invalida la precedente conclusión el argumento que 
se deduce ÚA hecho de que la designa* ion «Kivadavia» se apli- 
caba ¿cigarros de d i ver m forma y clase de tabacos. Una marca 
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de fábrica es una designación arbitraria de fantasía, que un in- 
dustrial adopta para caracterizar su producto y Uacer que no 
be confunda con los productos similares. Es evidente que esta 
designación la puede aplkar el fabricante á todo* los cigarros 
que elabora, de tamaños y ela-es diversas ó bien puede cir- 
co ns ribirla á una cierta categoría de cigarros, cuyos límites se 
establecieran por la cla-e .uperior inferior del tabaco ó por el 
mayor ú menor pre io del artículo. 

Mas larazun de la designad- n especial como marca puede 
reducirse sólo á la manera de elaboración, y aun puede iroeij*- 
tir esa ra?on, puede i.m fundara la designación ni *n tamaño, 
ni vll calidad, ni en f-rma de elaboración del piodneto, y apli- 
carse simplemente j ara distinguir e-* producto de los deu.ás 
artí- ulos similar.* é idénticos «laborado* por otro* productes. 

6 Que «si el registro dt- una marea do fábrica hace nacer 
en provecho del registrante un presunción de propiedad, ésta 
cede ante la prueba de qui la marca había caído en el dominio 
publico antes de aquel regi.trot, *>tno lo ha establéenlo la ju- 
risprudencia de los tribunales franceses, que aplican una ley de 
la que en e,ran parte lia >id» tomada la muestra (Ver Anuales de 
iu prpptiéié Mdumwlte* etc., tomo 32, pinina 20á\ y I'-uillet, 

párrafo 100 J siguientes). 

Por estos fundamento*, y de conformidad Culi las disposicio- 
nes legales antes citabas, fallo absulvi,ndo de culpa y cargo á 
.Manuel Várela, y c -ndenando al di manila i. te Luis Praude. al 
pago de los danos y perjuicios y á las co>las del presente liti- 
gio. Notifíque-ie con 0l original, y repínganse los sellos 
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Vistos: Por Sus ftijlál tientos y de conformi la I con lo resuel- 
to por esta Suprema * Vieron Ocha dos de Agosto tía mil ocho- 
cientos noventa y cuatro» en Cftüsa .tenida pul el mismo deman- 
dante PrSudó contra don Eedw -Soniar, se eonlirma, con 
eostaSj la seiitcmúa apelada dt¡ foja ciento diez y sJÍ8, Devuél- 
vanse, dftbjeflda repwcrse íms ¿ellos ante -i inferior. 

II US JASÉIS Vkl. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JCAX E. TO- 



Pan Juan B>mto contra 'ton W¡ mtW Pas» P<> r fo/U'emo 
{Je c&inprái&éMfi : escrituración 

Sumario. — Nin-un comprador de inmuebles puede ser com- 
pelí . ¿escriturar sin la previa exhibición de los iustruinen- 
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tot que acrediten el derecho de propiedad del Tendedor, Aunque 
nada se baya dicho en el boleto, la exhibición previa á la es- 
crituración de dichos instrumentos, debe considerarse compren- 
dida en la estipulación. 



Coso. — Lo explica el 



Buenos Aires, Febrero 19 de 1891. 

Visto* : estos autos iniciados por Don Juan Bossio contra Doti 
Máximo Paz, sobre escrituración de un bien raíl. 

Resulta: 1* Que con fecha 27 de Setiembre de 1889, Bossio 
y Paz celebraron el contrato aqiie ne relien.- el boleto presenta- 
do á foja 1 en virtud del cual éste compró al primero un campo 
de su propiedad ubicado en e) cuartel 5° del partido de Las 
Heras, compuesto de unaeuperficiede 390 cuadras cuadradas, i 
raion de 500 pesos m/n la cuadra, incluyendo poblaciones, 
plantaciones y cercos existentes en el campo, siendo convenido 
que el precio se pagaría en la forma siguiente : 50.000 ¿ en el 
neto de otorgarse ta correspondiente escritura pública de venta, 
50.000 $ al año de otorgada ésta, abonando además por dicha 
suma el interés de i0 7* y los 45.000 m/n restantes á los 18 
meses, abonando el mismo interés, y finalmente que el vendedor 
conservaría la posesión y usufructo del expresado campo hasta 
el 90 de Abril de 1890, sin cargo alguno por ello. 

2* Que con fecha 23 de Octubre del mismo año se presentó 
Bossio al Juzgado manifestando que en los primeros días de 
Abril estendió el escribano Don Sinforoso Canaveri la escritura 
correspondiente, y á efecto de cumplir lo estipulado en el boleto 
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de foja i desalojaba el campe, y requerido Paz pata que firmase 
la escritura contestó al escribano, que no lo harta poique el tí- 
tulo tenía deficiencias, que sin embargo no había especificado, 
quedando así redactada en el registro con la nota de no haber 
pasado. Que habiendo agotado todos los medios conciliatorios, 
haciendo cuanto es posible para eútar una cuestión judicial sin 
resultado, entablaba demanda contra Paz para que se le condene 
á la escrituración inmediata A que e¿tá obleado y al pago de loa 
intereses del precio convenido desde el 30 de Abril de 1890, fe- 
cha en que e|>minrador debió recibirse del campo, y en caso de 
que aé niegue ó resista á ello se saque el carneo á remate por 
cuenta del demandado, quien debía pagar la diferencia de pre- 
cio ai la hubiere, los gasto* que ocasionase y tos intereses con- 
veeidos hasta el momento del pago» costal» etc. 

3° Que sin desconocer Paz la autenticidad del boleto de foja 
1- en que se funda la demanda, ni negar ninguno de los hechoi 
, antecedentes alegados en apoyo de ella, aduce como unicade- 
fiínsa para eludir el cumplimiento de lo pactado, foja 33. que los 
títulos con que el actor pretende Tender son deficientes y de todo 
punto inadmisibles, señalando el defeco, que entre las varias 
trasmisiones de que ha sido objetóla propiedad deque se trata 
existe una hecha por una señora que se dice esposa de la per- 
sona a quien la propiedad pertenecía en esa época, sin que exiati 
ningún comprobante de su carácter hereditario ni siquiera del 
de esposa, no habiendo sido hecha la trasmisión en la forma es- 
tablecida por tas leyes. 

y considerando: P Que según el artículo HOTdel Código 
CiTil, las contenciones hechas en los contratos forman para las 
partes una regla á la cual deben someterse como á la ley mis- 
ma, de donde se sigwqu* la extensión de los derechos y obliga- 
ciones del comprador y vendedor en el caso sub-judice deben 
juigarse principalmente por los términos del boleto de foja l\ 
cuya autenticidad, como as ha dicho, no ha sido puesta en duda. 



88 FALLOS »e LA SUPREMA CORTE 



2 o Que d : oho boleto contiene tía contrato perfecto de compra- 
venta de un bien raíz no sujeto á modalidad ni condición algu- 
na, que Imponga al vendedor otras obligaciones que las que 
prescriben las leyes comuna en cate señero de transacción! 1 *, 
ni autorice al oomprador á desligarse de lo picudo ó retardar 
templaría ó ¡mielinidamente su ejecución. 

3° Que según el artículo 1409 del Código Civil la obligación 
del tendedor consiste en entregar Ja cosa tendida libre de toda 
otra posesión y con todos sus accesorios en el día contenido, 6 
en el que el comprador lo exija si nada se hubiere estipulado al 
respecto, pudiendo agregarse que la tradición traslativa de la 
posesión debe ser hecha por el propihtario que tenga capacidad 
para < n ajenar y por título suficiente para transferir el dominio, 
conforme á los artículos 3601 y 2002 del Código citado. 

4" Qtyó' además de que del mismo documento que con la firma 
del demandado se ba presentado á foja I a , se infiere que éste 
tenía conocimiento perfecto de que el tendedor ttossio estaba en 
posesión del campo, objeto de la con vención, a título de propie- 
tario, no se ha negado en la contestación el hecho de que éste 
desalojó el campo para ninerlo á disposición de anuid, haciéndo- 
le tradición de él en la época convenida en el referido docu- 
mento, y al prescribir la ley (artículo 2602 del Código Ciril)que 
la tradición debe ser por título suficiente para trasmitir el domi- 
nio no lia entendido en manera alguna referirse á la bondad in- 
trínseca 6 extrínseca del instrumento material que contiene el 
contrato sino á la naturaleza misma del derecho 6 del acto jurí- 
dico en virtud del cual se hace la trasmisión, es decir, que la 
transferencia del dominio Jebe hacerse en tirtud de neto ó con- 
trato capaz de hacer adquirir la propiedad, cuyo requisito, siii 
duda alguna, reúnen las diversas adquisiciones hechas por 
Bossio, que en conjunto forman el título del bien tendido, según 
resulta de las escrituras acompañadas, hallándole por lo tanto 
en aptitud de trasmitir al comprador l'ai. 
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5" Que no habiéndose estipulado en A referido boleto que el 
Tendedor había de presentar títulos á satisfacción del compra- 
dor, m» puede éste pretender ni poner ejo pnsí fado una nueva 
condición, pues no otra cosa importa su resistencia á cumplir el 
contrato., fundado en una supuesta deficiencia Je los títulos; de- 
biendo observarse que 'a calidad del título, no es unrequisiio 
esencial para la existencia y validez del contrato de compra- 
venta, átenlo lo dispuesto un lus artículos 1323 j 1409 del Có- 
digo Civil. 

6" Que admitiendo por vía de hipótesi-i, que los títulos de 
Bobsío adolezcan de algún defecto, no se sigue de allí que éste 
se encuentre en la imposibilidad de entregar la cosa vendida en 
las condiciones que determina el artículo 1409 antes citado, ha- 
biéndose demostrado lo contrario, con el boleto de foja 1' y la 
contestación á la demanda. 

V Que el únko derecho que puede reclamar el comprador, si 
tuviere motivos fundados de ser molestado por una acción de 
reivindicación, es el de suspender el pago del precio si el vende- 
dor no se conforma á afianzar su restitución, lo que no es ma- 
teria de cuestión en el caso sub-judice, pues ni comprador Faz no 
ha insinuado siquiera semejante temor ní señalado hecho alguno 
que lo baga presumir para el futuro, pues no basta para ello 
decir que no está comprobado el título de uno de los trasmiso- 
rec anteriores de la propiedad, si nú que es preciso negarle ter- 
minantemente, porque contra la presunción resultante de la 
ausencia de ese comprobante, se levanta la más eücaz de la po- 
sesión pacifica é indi spot -.da. 

Por estos fundamentos, y en virtud de lo dispuesto en los ar- 
tículos 1185 y 1187 del Código Civil, fallo : condenando á Don 
Máximo Paz á cumplir el boleto de foja 1, firmando la corres- 
pondiente escritura pública en las condiciones estipuladas en 
dicho boleto, al pago de los intereses convenidos sobre el precio 
desde la fecha de la interpelación judicial, señalándosele al 
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efecto el término de diez días desde que Roerte ejecutoriado 3 ste 
tuto, con costas. 
Hágase saber original y repónganse las fojas. 

Juan del Campillo. 



Buunns Aire*, Ajíosio 27 de 1895. 

Vistos y considerando: Primero: Que «1 vendedor se obliga 
á transferir al comprador la propiedad de la « osa convenida en 
el contrata de compra-venta (artículo mil trecientos veintitrés 
del Código Civil). 

Segundo. Que en confirmación de ese principio, el articulo 
mil trescientos veintinueve del citado Código, declara que las 
cosas ajenas no pueden venderse, y acuerda, en sus respectivos 
casos, la acción correspondiente de nulidad cuando se hubiese 
violado la menciunada prohibición. 

Tercero. Que, en consecuencia, el vendedor no cumple su 
obligación con la simple entrega de la cosa libre di* toda otra 
posesión, siuóque es necesario que esa entrega tenga por efecto 
transferir la propiedad en cumplimiento de la obligación con- 
tratada. 

Cuarto. Que la tradición, aunque sea hecha por título por 
su naturaleza traslativa, no transfiere el dominio sino cuando es 
verificada por el propietario (artículo dos mil seiscientos uno 
del Código citado). 

Quinto. Que si el comprador tiene el derecho de decir de 
nulidad de la venta de cosa ajena después de celebrado el con- 
trato de compra -venta, no puede dudarse que lo tiene cuando 
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sólo existe la promesa de celebrarla y se trata de su formal i- 
tacion. 

Sexto* Que el conocimiento de lo* instrumento* demostra- 
tivos del derecho del enajenante sirve para llevar al adqnirente 
la convicción de la legitimidad ó ilegitimidad del contrato, en 
lo que se refiere á la cosa, ó siquiera los peligros que entrañe la 
uquisicion, ú los hubiere. 

Séptimo. Que las convenciones en los contratos, no sólo 
obligan á lo que está formalmente expresado en ellos, siod i 
todo lo que deba reputarse virtual mente comprendido en loa 
mismos (artículo mil ciento noventa y ocho del Código Civil), 
de modo que, aunque nada se liara dicho en el documento de 
foja primera sobre exhibición previa a la escrituración, de loa 
instrumentos que acrediten el derecho del enajenante, la facul- 
tad de pedir esa exhibición, existiendo los instrumento», debe 
considerarse comprendida en la estipulación, desde que, como 
ya se ha sentado, la entrega á que está obligado al vendedor ea 
traslativa de dominio. 

Octavo. Que, por otra parte, mientras que al comprador le 
interesa ciertamente conocer loa títulos del vendedor, éste no 
tiene interés legítimo en sustraerlos al exánieu de aquel. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento cuarenta y nueve, y se declara que el demandado 
tiene derecho al examen de los títulos de propiedad, antes de la 
escrituración; no haciéndose lugar al recurso de nulidad, por 
no haberse aducido causales de ley que produzcan ese efecto. 

Notiíiquese con el original ; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAÜELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNCE. — 
— JUAN K. TORKLNT. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



4 AIÍ4.I t'CXXIII 



Doña (imam Ramírez vmtra don (irisando \furchi : sobre 
interdictos de retener y obra nueva 



Sumario. — Comprobada la posesión y los actos pertiitbato- 
rios> T procede la acción posesoria (íe retener y el interdicto de 
obra nueva. 



Caso. — Itesulta del 



del Jhm Federal 

Corrientes, Aliril 20 de íS&X, 

Vistos : estos autos iníciud-jS por doña (leñara Ramírez, un los 
que se deducen los interdictos de retener y obra nuera contra 
D. Gribando Marehi, y resultando: aue la demandante en su 
escrito dé demanda expone io siguiente, para fundar dichos inter- 
dictos : que haca más de 15 años que posee el terreno en t i ijue está 
edificada su casa, ubicado vn ta calle de Salí a de esta ciudad, en- 
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tre las de Julio ó Independencia, extendiéndose esa poción á 
todo el terreno comprendido entre los cercos y muros que loa sepa- 
ran üe las propiedades linderas : <i»e esa posesión, unida á la de 
sus eausáriftS, data üe más 40 años, pánicamente, sin contra- 
dicción ni o, lición de nadie; que el demandado, fundido en un 
título de propiedad del mismo terreno, expedido á su favor por 
fe Miimrii.ali.lnd d-- esta eiudnd, ha venido ú ejercer actos 
posesorio* en él, consistentes en la ocupai ion con maderas, 
berros y rodados, y en la construcción de una pared que divide 
en dos partes el fcetréñ<> que posee ; que en esta virlud enta- 
blaba los interdictos de retener y de obra nueia, á fln de 
que sea amparada y respetada en esa posesión, puliendo ul mis- 
mo tiempo, se suspenda provisorhiiuentc lo- obras hasta la so- 
lución definitiva de este juicio. Que decretada la suspensión 
pedida y convocadas las partas á juicio verbal, el abogado del 
demandado expuso : que la afirmación h. clia por la demandan- 
te en su escrito de demanda, de que hace más de 15 años que 
posee el terreno comprado por el demandante a la Municipali- 
dad y que esa posesión la tenía á título de dueña, está en con- 
tradicción eon las manifestaciones y reconocimiento expreso 
que ba hucha unte la misma Mu .icipalidad, de qae el menciona- 
do terreno es de propiedad municipal, por cuanto ella se ba 
presentado A denunciarlo en compra en dos ocasiones, trami- 
ta ndo-e esuB denuncias basta que se verificó la mensura por 
el agrimensor f.'ubral; que en vista de esta contradicción, re- 
sulta que nuuea la demandante ba poseídn á título de propie- 
taria el terreno de referencia ; que, por consecuencia, pide que 
>u demanda sea desechada, con costas, y con la responsabilidad 
de pagar los daños y perjuicios que le ha irrogado la suspen- 
sión de los trabajos que lia emprendido en et terreno. 

Las pruebas producidas p»r anibws partes para justificar los 
ex iremos alegados corren de fojas 15 ,i 14*2. 
Y considerando : i° Que el terreno sobre que versa este litigio, 
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comprendido en la parte Oeste ySud de la casa habitación de la 
demandante y el terreno que se dice propiedad deéáta, se encuen- 
tra comprendido j cercado el conjunto, por el Oeste con un cer- 
co de palo á pique, como se ha hecho constar en el acta de inspec- 
ción ocular de foja 111, por el Sur con un cerco de ramas, como 
lo con tiesa el demandado (absolución de posiciones, foja 108), 
9° Que la demandante ha probado cun los testigos Miguel 
„ de los Santos Esquive!, foja 94, y Pedro José González, foja 101 f 
que el cerco que limita la parte Oeste, construido y pagado 
por ella y las González, linderas por ese costado con el terreno 
cuestionado, y que ella componía sus desperfectos así como 
también que disponía de la fruta délos naranjos que si* encuen- 
tran eu dictio terreno, ctuuo igualmente lo afirman lo* otro* 
testigos Nazar Parola, foja 105, y José Buci.foja 08 vuelta. 

3° Que la posesión ¡llegada por la demandante de todo el te- 
rreno comprendido «»ritrt los cercos expresados y los de La g ra- 
fia y Pesou. pira fundar los interdictos deducidos, está plena- 
mente comprobaba con las deposiciones de los testigos nombra- 
dos en el anterior considerando y la cjifesion del demandado, 
foja 108, que diré la conoció á la demandante ocupando el 
terreno desde hace 5 ó 6 ¡nlos (íionste&tacion ú las preguntas 

4> Que cualquiera que sea ta naturaleza deesa posesión, no 
podría ser turbada por el demaudado arl . variamente (artículo 
2109 del Código), nun invocando su carácter de propietario, en 
virtud del título de compra-renta qin- corre á foja 68, pues 
ese título no le da sitió un derecho á la posesión del terreno, y 
no la posesión misma, y por lo tanto no pndfi tomarla, desde 
luego que había oposición por parte de la demandante r debió 
demandarla por las vías legales, como lo prescribe terminante- 
mente f-l artículo 2468 del Código Civil citado. 

5 o Que la denuncia en compra, hecha por la demandante 
ante La Municipalidad, de lo. patriolcngos que resulten dentro 
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de los límites es presados en su solicitud de foja 116, que son 
los mismos dentro de los cuales su encuentran los terrenos ma- 
teria de estos interdictos, no cambia la resolución de los artícu- 
los citados, pues que no hay que confundir la posesión que sirve 
para la prescripción y la que da acciones posesorias adversas 
ovóte*, ó sea, la quu comunmente se llama posesión civil, con 
la posesión que sólo sirve para los interdictos 6 acciones pose- 
sorias, 6 sea, la posesión de hecho, sin perjuicio de los derechos 
de los intert-sado*, en cuanto á ta propiedad del terreno, pues 
cualquiera que ellos sean, no pueden tomarse eu consideración 
por el momento, desde que sólo so trata de la posesión. 

6* Que no habiendo sido negados por el demandado los actos 
le perturbación expresados por la demandante, en su escrito 
de demanda, los cuales fueron tambít-n observados por el prove* 
vente en el acto de la inspección ocular, deben tenerse por sufi- 
cientemente comprobados. 

7° Que, por consiguiente, la demandante ha justiticado ple- 
namente los extremos légale» que hacen procedentes los inter- 
dictos que deduce contra el demandado. 

l'or estos fundamentos, fallo: amparando ú doña Cenara Ra- 
mírez en la posesión del referido terreno, sin perjuicio de las 
acciones que pueda corresponder á donGrisancio Marchi, quien 
hará demoler en el término de diez días, las construcciones man- 
dadas suspender por auto de foja 4, con especial condenación 
en las costas de este juicio, llágase saber con el original, y re- 
pónganse las fojas. 



£. ú. Lujambio. 
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lineaos Aires, Agosto Stf de !&>:>. 

Viutos v considerunríu : Que en ¡a denuncia en compra hecha 
por ia demandante de terrenos que resultaren pertenecientes a 
la Municipalidad, no se contiene el reconocimiento de que esos 
terrenas «-«tuvieren comprendidos dentro de \üh que baja do 
cerco luí podido aquella a titulo do propietaria, según U eoni- 
prueban las constancias de uuto.s, tn cuyo casa las disposicio- 
nes legales que Tegian la materia amparan la arción posesoria 
dud acida por su parte. 

Por e*to v fundamentos concordantes de la sentencia upcla- 
da de foja ciento cincuenta y ocho : se con tirina ésta <'<»n costas. 
Impuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN tk'l. — LUIS V. VARELA. — 
AREL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUMA CCXAIV 



El Juez letrado del territorio nacional de la Pampa Central 
en la causa criminal contra Carlos Hoglcr; sobre con- 
sulta. 



Sumario. — La Suprema Corte na está encargada de eva- 
cuar consultas. 



Caso. — líes ul ta de las siguientes piezas : 



VISTA DEL SENOK PROCURADO II GENERAL 

Bm-uos Aires, Agosto 23 de 1895. 

Suprema Corte : 

Si la acefalfa del Juzgado Territorial de) Neuquen ea un he- 
cho, y no hay medio de sustituir proutumente al Juez impedido 
ó ausente, necesario stria autorizar, con arreglo ú derecho, al 
Juez del Territorio más inmediato, para conocer en las cuestio- 
nes de urgencia manifiesta. 



T. XI 



Sabiniano Kier. 

7 



■ 
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Contéstese al Juez Letrado que produciéndose la vacante 
del Juzgado del Xenquen, las leyes determinan la manera de 
reemplazarlo; que es en ellas que lia de buscaT los elementos de 
juicio, y no en consulta, que esta Suprema Corte no está encar- 
gada de evacuar . 

BEftlAWN PAZ. — LUIS V. VA HELA. — 
ABEL BAIAK. — OCTAVIO BUKGE. — 
JUAN E. TOABEIfT. 




CAUSA CCXXV 



Don Juan M, ítocc o , contra la Empresa constructora del Ferro- 
carril de Vean Funes á Chilecito; sobre cobro de pesos 



Sumario. — El uso del agua de una fuente heclio contra la 
voluntad de su propietario, importa la violación de un derecho, 
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y somete á su autor á la responsabilidad por loa daños y perjui- 
cios que fije el Juez, señalando una cantidad dentro de la 
cual deba jurar el interesado. 

Caso. — Resulta del 



frall* M Jims fetrnU 

Córdoba, Marzo 19 de 1892. 

Y vistos : estos autos seguidos por don Juan M. Ruceo, contra 
la Empresa del Ferrocarril de Dean Fuaes á Chilecito, por usn 
indebido del aguado los c Colorados », de los que resulta: 

1° Que Rocco Tunda su acción en que dicha Empresa ha to- 
mado el agua de dicho arroyo, que es de su propiedad, para 
dar de beber á los peones y animales de servicio que han tra- 
bajado la línea del Ferrocarril antedicho, extrayendo e) agua 
en bordalesas con ese objeto. Que et agua en aquellos lagares, 
provincia de la Rioja, es sumamente escasa habiendo hasta 
cuarenta leguas de distancia sin agua. Que por esta ratón lo 
menos que puede pedirse es un peso cincuenta centavos por 
borda! esa de agua. Que así apreciado dicho elemento, el de- 
mandante cobra la suma de cuatro mil ochocientos pesos por 
et agua usada y perjuicios. 

3? La Empresa, contestando, dice : Que no es cierto que se 
haya u^adocl agua en cuestión, pues ella conducía el agua para 
el uso de los trabajadores desde Tuclame. Que no podían servirse 
deesa agua, porque es salada. Que suponiendo la hubieran 
usado, tenían facultad para ello, porque dicha agua pertenece 
en propiedad al Gobierno de la Nación, por adquisición que de 
ella hizo en años auteriores ; y por último, que aún suponiendo 
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todavía que fuera de! demandante, ellos podían usarla porque 
derrama en camino nacional y en los campos donde puede to- 
marla cualquiera para usos análogos al de que se trata, no cau- 
sando perjuicio al dueño, á semejanza del derecho que el pro- 
pietario del fondo sirviente tiene en las servidumbres de acue- 
ducto. Que el ufcjua allí no tiene precio alguno, eto. 

3 o Kecibidala causa á prueba, ae produce la instrumental de 
foja», á foja... , la testimonial de foja, v de la que se hará mé- 
rito en los considerandos de esta sentencia. Ambas partes piden 
costas. 

X considerando: 1 B Que de torta la prueba acumulada en au- 
tos multan endeudados los siguientes hechos: i" que la estan- 
cia el * Canasto * y sus aguadas los € Colorados » t son de pro- 
piedad de los señores Uocco y Ernesto Cordeiro (documentos 
públicos citados); 2 o que el agua esa es salada (declaraciones 
de Pinto, foja 124 ; Luna, fuja 127 ; Molina, foja 126); 3 o que 
etla se derrama 6 pasa por el camino público (declaraciones ci- 
tadas) i 4' que la Empresa Jacksou ha usado de esa agua para 
dar de beber á los peones y animales que trabajaban la línea 
(foja 134 y siguientes) ; 5 o que es también cierto que la Empre- 
sa conducía agua desde Tuclame (foja.,.); 6 o que la aguada 
está fuera del terreno de la línea eu construcción. 

2* No habiendo probado la Empresa que tomaba dicha agua 
eu el camino público ó fuera de la propiedad de Kocco, cuya 
prueba le correspondía á ¡a Empresa y aunque resulta compro- 
bado que el agua es salada ; no es menos cierto que dicha em- 
presa (a usaba sin el consentimiento del dueño y que la usaba 
dentro de la propiedad del mismo; y tratándose de una agua 
privada, este uso ú aprovechamiento creemos que constituye 
un despojo en el derecho civil, pues el agua, en estocase, es 
considerada como un inmueble por la ley (artículos 2314 y 2400 

del Código Civil). 

3* Que los remedios legales que el derecho civil ha creado 
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para hacer cesar el li cho del depojo son los interdictos 6 accio- 
nes posesorias, ««ya sanción reparadora son los daños é intere- 
ses (artículo 2494 del Código Civil; artículo 338 del Código de 
Procedimientos nacionales). Pero pasado el henho de la usur- 
pación, quedan subsistente* durantes ciertos términos la acción 
ae reparación del daño, y que con el nomine de * acción de da- 
ños y perjuicios», se ejercita ahora. Kn mérito de esta acción 
las rosas de que el propietario ha sido despojado» deben ser 
abonadas según su previo, Ojudo y susceptible de fijarse por loa 
usos de lugar ó pueblo, ó sobre las bases de la fijación de todo 
precio, á falta de precio, ó en su caso de valor en las cosas sobre 
que ha versado el despojo, proce-le el pago dil daño sufrido ó 
itteram cemns, como decíanlos n manos. ¿Ha justificado el se- 
ñor Rocco alguno de estos extremos ? Véamoslo. 

4" Tero antes conviene tener presante dos circunstanciáis de 
este juicio y que miran i su resolución final, y son: I* que no 
está probado que el agua usada sea del Gobierno Nacional ; 
2* que no habiéndose toma 1» ella fuera de la propiedad de 
Rocco, son inútiles las consideraciones legales sobre derecho 
de usarlas en esos puntos, 

En cuanto a esto último debe tenerse presente que Rocco ha 
probado que se tomaba el agua *te su propiedad en tos Cobra- 
dos y fuera del terreno de la línea, ante cuya afirmación y prue- 
ba correspondía á la Empresa la comprobación de que este uso 
se hacía en el camino 6 en campos ajenos, lo que nn ha hecho. 
Carece entonces de objeto el estudio sobre el derecho de los 
propietarios inferiores a tomar el agua que pasa por sus fundoi 
para sus necesidades inmediatas de la «ida y aunque sea de 
propiedad prirada el terreno superior donde nacejdícha aguad*. 

Respecto del primer punto, no hay prueba suficiente que la 
aguada en cuestión *ea del Gobierno de la Nación. ^Et agua, 
inmueble por su naturaleza, no puede transferirse en dominio, 
einó por medio de un título público que es el mismo que debe 
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servir exclusivamente de medio pTobatorio.de ese dominio. De 
que I* oficio* de Ingenieros Nacionales crea y afirme que esa 
aguada es del Gobierno Nacional no se sigue que con sólo ello 
esté probado qae lo sea. Esto es obvio y no necesita demostra- 
oion; pero, sobre todo, creemos que la oficina de Ingenieros no 
ba querido decir en el informe de foja... que el agua es de pro- 
piedad de la Nación, sino la casa, que también se ha incluido 
en la pregunta que se hiciera, cuyo período gramatical cambia 
de sentido por una coma que llera en él. 

Establecidas estas conclusiones sobre lo* dos puntos indica- 
dos, cootínnemos con el estudio de los puntos principales. 

5" ¿El agua tiene precio en nuestro país? Puede afirmarse que 
sobre las que se usan para el regadío ¿ las industrias y cuyo 
precio lo fija et convenio previo ó Us que se expenden á domici- 
lio en los pueblos, con el trabajo del hombre, en nuestro país 
no tiene precio el agua que se usa para tas necesidades in- 
mediatas de la rida y por más escasa que ella sea. 

Pero como el agua no es cosa que este" fuera del comercio por 
la ley, como su precio no es legalmente imposible (se entiende 
cuando se trata de aguus privadas), y comu n aquella creen- 
cia uuestra pudiera haber error, debemos ver si de los autos 
consta que el agua en cuestión tuviera precio; per» de loa 
mismos consta lo contrario, según et resultado de lu prueba 
de Boceo : los testigos todos afirman que no saben qué precio 
tenga una bordalesa de agua; luego siendo ellos del lugar y 
siendo tan escasa el agua allí» cuando ignoran cuánto vale 
el agua, es porque nada vale, porque no acostumbra vender- 
se. Tal es lo que resulta de la prueba testimonial producida. 

La apreciación pericial de que se habla en el alegato de bien 
probado, este Tribunal no se oree autorizado á decretarla, 
porque el perito tendría qoa basarse* para buscar el precio, 
«n las costumbres del lugar, según las que aparece que no 
existe, y sobre todo, porque ello debió ser una medida pro* 



batoria solicitada eo su oportunidad j practioada oon audien- 
cia de parte* 

6° No siendo procedente el cobro del precio del agua osa- 
da ¿puede mandarse abonar alguna sama a título de dañoa 
sufridos ? 

Cuando loa ¿daños y perjuicios no pueden determinarse por 
el precio de las cosas usurpadas, deben estimarse por la pér- 
dida sufrida ó por la utilidad que el acreedor haya dejado 
de percibir (artículos 519 y 520 del Código (¡i? il), porque 
aun cuando la cosa no tuviese un precio en el comercio 6 
en el lugar, pudo haber sido destruida, agotada o menoscabada y 
entonces procedería la indemnización, según el valor de la cosa 
destruida 6 gastada* 

¿ Ha probado el señor Boceo este daño ? ¿Ha probado que el 
agua se disminuyera en cantidad susceptible de dañar sus in- 
tereses, que se agotara ó llegase á ser impropia en todo 6 en 
parte para el uso á que está destinada ? Evidentemente no. Ha 
probado que se tomaba gran cantidad de agua, pero no los ex- 
tremos que constituyen el daño* y del bocho de tomarla no se 
sigue el daño, pues esa cantidad usada puede haber sido ina- 
preciable dada la cantidad de agua que tiene 1 a vertiente 6 
aguada, Ó ya por ser ésta inagotable, etc. La prueba de Boceo 
•e dirige i fijar un precio que no existe, y se dirige allí se- 
guramente porque no tenia cómo probar daño 6 pérdida alguna, 
por no haberse experimentado» 

Pero los dañes é intereses no consisten sólo, como hemos di- 
cho en la pérdida sufrida, sinó también en la utilidad que 
haya dejado de percibir» tuerum cesan* 6 menoscabo, como de- 
cían las Leyes de Partida. 

¿ Ha dejado el señor Ruceo de realisar alguna ganancia por 
el hecho de la Empresa ? ¿ Ha perdido de dar de beber á sos 
haciendas de modo que ellas hayan sufrido perjuicios ? ¿ Ha 
dejado durante el tiempo de ta extraecúm que hacia la Bm- 
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freíd de negociar el agua? No hay tampoco prueba alguna ni 
respecto, luego no hay lucrum eesans sufrido. 

7* ¿ Es entonces lícito, porque no se haya producido perjuicio 
en una fuente, porque ella sea inagotable, ó por cualquier cau- 
la análoga apoderarse de ella yfusarla en propiedad ajena con- 
tra la Toluntad de su dueño ? No* Las leyes que rigen el órdeu 
jurídico no podrían permitir tal abuso y da contra estos actoa 
remedios eGcuces : en lo civil tos interdictos para hacer cesar el 
hecho, y en lo criminal, para el autor de una usurpación la 
pena, y todo ello aunquo no *>e haya experimentado perjuicio 
alguno . 

En resumen: aunque resulta probado que la empresa usó 
indebidamente de una ;igua de propiedad de linceo, éste no tie- 
ne, después del hecho, derecho de cobrar nada á ia misma por 
no haber probado ni danos ni menoscabo alguno. 

Por estas consideraciones y otra* que se omiten, definitiva- 
mente juzgando, fallo : no haciendo lugar al cobro que don 
Juan 3!. Rocco hace por el presente á la Empresa del Ferro- 
carril de Dean Funes á Chilecito por el uso indebido del agua 
de su propiedad con motivo de los trabajos do la linea, con 
costas. Hágase saber, y si no fuese apchda, archívese. 

C. Moyana tiacilúa. 
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buenos Aires, Agosto 29 de 1&5. 

Vistos y considerando: Primero. Que, como lo demuestra 
la sentencia apelada, está plenamente averiguado que la fuen- 
te de los < Colorados », nace en terreno de la propiedad dul 
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demandante y quo os dentro de ese terreno que la empresa 
demandada ha usada del a^ua de la mincionada fuente. 

Segundo: Que la misma sentenei i reconoce la propiedad del 
actor sobre la fuente, de conformidad cotí las disposiciones te* 
gules ana reglan la out-rii, y establece, con arralo al mérito 
de autos, que el demandado Ua ^atecldó do derecho para usar 
del agua. 

Tercero: Que, según se expresa en el escrito i e demanda, 
ja empresa ha hecho uso del agua, uo obstante las protestas, 
prohibiciones y reclamos del demandante; hecho que puede 
darse por asentido en virtud de lo dispuesto en el artículo 
ochenta y seb de la ley de procedimientos. 

Cuarto: Que ese antecedente que excluye motivos derivados 
de la tolerancia del propietario, pone f uera de duda la falta de 
derecho en la Empresa para usar del agua en cuestión, pues 
que entre las facultades del propietario está la de excluir á 
terceros del uso ó goce de la cosa (artículo dos mil quinientos 
del Código Civil), y desde que no se ha probado que la citada 
empresa hubiera, por servid umhre (artículo tres mil ciento cua- 
tro y siguientes, y ley seis, título treinta y uno, partida ter- 
cera) ú otro título, adquirido el referido derecho, y cuando e! del 
propietario tiene á su favor la presunción de ser exclusivo é 
ilimitado (artículo dos mil quinientos veintitrés). 

Quintoi Que ta violación de un derecha entraña responsabi- 
lidades para el autor del hecho que lo produce (artículos mil 
setenta y cinco y mil setenta y siete). 

Sexto : Que uo puede decirse que el agua usada por la em- 
presa no tenga valor, en cuanto el propietario no la hubiese 
hecho, con anterioridad, el objrto de contrato á título oneroso 
ó exigida el pago de su uso, pues basta para llegar á una con- 
clusión contraria tener en consideración que pudo ser la ma- 
teria de una convención con la empresa misma; y que así debió 
ser si dicha empresa quería utilizarla y el propietario no esta- 




ba dispuesto 4 hacer actos de tolerancia, que aún «tizados coa 
una 6 muchas personáis no modifican las facultades inherentes 
al dominio 



Séptimo : Que dada la naturaleza de los hechos y tas prue- 
bas producidas, corresponde al Juei fijar la indemnitaeion pe- 
cuniaria que debe pagar el demandado, con arreglo al artículo 
mil ochenta? tres del Código Civil, siendo de oportuna aplica- 
ción, en el caso, lo dispuesto en la ley cinco, título once, partida 
tercera (séríe tercera, tomo catorce, página noventa y siete). 

Fot estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento setenta y dos vuelta ; y se condena al demandado 
á pagar la suma que resulte del juramento estiwatorio que 
prestará el demandante Boceo en persona, dentro de la can* 
tidad de mil pesos moneda nacional que se tija a ese objeto, 
como indemnización por el uso de! agua á que se refiere la do- 
mada. RepueBto los sellos, devuélvase. 

BENJAHin PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAIAW . — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAMA CX'MVI 

Criminal contra Basilio Fleitas t por violación de corre$pon~ 
dencia con valor declarado; sobre competencia 

Sumario.^ La remisión del preso y de la causa at Juez, que 
en su mérito procede á dictar providencia, importa la prevención 
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que, en el caso del artículo 36 del Código de Procedimiento* en 
lo Criminal, determina la jurisdicción. 



Caso.— Kesul ta del 



mil* M Jwea Meml 



RÍOja, Mayo " de 1895. 

Autos y Tistes: La presente sumaria mandada instruir admi- 
uistratifamoDte, por el Jefe de Correos y Telégrafos de Córdo- 
ba, ü. A, Lioder, por intermedio del telegrafista de I" de esa 
oficina, don Julio J. Caballero, al estafetero Basilio Fleitas, 
de la línea del Ferrocarril de Deai* Funes á Chüecíto, por su- 
ponérsele autor de la violación de un paquete certificado Tu- 
tor declarado, que conducía en dicho tren, dentro de un saco ó 
bolsa, bajo el numero 4227 fi, del que resulta: 

!<■ Que con fecha 21 de Abril del corriente año, en la noche, 
llegó el tren que nunducía la correspondencia a Patquia, ha- 
biéndose quedado el estafetero Fleitas, encargado de ella, en 
la estación Cbamíoal, por no haber alcanzado á tiempo su sali- 
da (deolaraoion del procesado, de fojas 1* vuelta a 7). 

2» Que la correspondencia lleg¿ sola i Patquia, donde fué 
abierto el coche ó furgón donde se encontraba, en presencia de 
las personas que suscriben el acta de foja 15, habiéndose ob- 
serTado que el saco B, número 4227, se hallaba en mal estado, 
■íendo su procedencia de Córdoba á Chileoito; agregándose en 
el acta de foja 16, que el saco B estaba descosido en un lado 
7 faltando un paquete valor declarado número 172: mas el 
estafetero Fernandez, de Patquia, dice eu telegrama de foja le 
de fecha 22 de Abril, haber encontrado posteriormente en me. 
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dio de dos papelea particulares en el furgón del estafetero, un 
paquete valor declarado, completamente rielado. 

3° Que por las declaraciones del conductor del tren, don Ni- 
canor Fuentes, á foja 10; don Francisco David, guardaenco- 
miendas, foja II ; don Ramón Flores, guardafreno, foja 12, j 
don Juan Aguirre, engrasador del tren, foja 12 vuelta, estún 
contestes en afirmar que n el trayecto de Dean Funes á Patqaia, 
á nadie rieron penetrar en el furgón del Estafetero ; agregan- 
do quu el Correo queda completamente incomunicado con los 
demá< coches, 

4" Que por la declaración, corriente ¿ fofa 21, del estafetero 
don Francisco Fernández, de la estación l*atqui¡i, recibió él 
mismo un telegrama del Chamicai, en que Fleitas le encargaba 
no abrir el furgón en que iba la correspondencia y que fuese 
con el dicho furgón, bajo su responsabilidad, depositando la 
correspondencia en donde pueda; esta declaración está corro- 
borada con el telegrama de foja 22. 

5* Que según lo expuesto en el resultando anterior, el encar- 
go hecho al estafetero Fernández, de no abrir el furgón, envuel- 
ve la creencia que se confirma con el telegrama de fojas 41 y 42, 
suscrito por P. E. Peralta, y declaraciones de Antonio Kami* 
cheUini, foja 43; de Nicolás Fiadaoidc. fojas 43 vuelta á 44; 
j ampliación de JUachellini á foja 44, de que el paquete valor 
declaradoque apareen violado, no ba tenido lugar en el Chamicai , 
sinó en el punto i que se refiere en su declaración el procesado 
Fteitas, al final de la de fojas 6 vuelta á 7, corroborada con la 
que hace & foja 39, qne es el trayecto comprendido entre loa 
lagares € Paso Viejo » y villa de < Soto *;■» 

d* Que según consta del acta de foja 8, el Sub-comisarío de 
de la estación Dean Funes, don Rafael López, procedió & la 
captura y arresto del estafetero Fleitas, en cumplimiento de 
órden del Jefe Político de Patquia, don Francisco Lojau, con 
fecha 22 de Abril antepasado, romo igualmente por orden te- 
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legráfica de la misma fecha del Jefe del & distrito de Co- 
rreos y Telégrafos de Córdoba, don A. Linder, procediendo» 
en seguida al secuestra del dinero que llevaba Fleitas, decla- 
rando éate, que en una de las casillas del furgón, se encontraba 
la cantidad de 340 pesos, cuya acta ha sido también suscrita 
por aquel por ante el Subcomisario y testigos. 

7» Que eu este estado del suinari\el ¿efe *e la Administra- 
ciou de Correos y Telégrafos de esta ciudad, don M. García Cas- 
taño, en nota pasada á este Juzgado cou fecba 3 del corriente, 
remitiendo todos los antecedentes del míame, da menta de 
encontrarse constituido en deten, ion y a disposición de este 
Juzgado el procesado don Basilio 1-leitas, eu el Departamento 

de Policía de ésta. 

Y considerando : 1° Que la cuestión previa á resolver por el 
Juzgado, es la de saber si eu el msajub-jitdice, tiene 6 no juris- 
dicción para conocer d*l hecho criminal que lo motiva; en eujo 
concepto, se encierran dos proposiciones, & saber: V ¿Dónde ha 
sido cometido el delito? 4* ¿Dónde tiene su domicilio o bajo 
cuya dependencia presta bus serrinos el procesado ? 

2" Que el delito en si es por su naturaleza del fuero nacio- 
nal, es fuera de duda. 

En cuanto á la primera proposición, el hecho, objeto del su- 
marla relacionado con lo que se consigna en los artículos 2 o , 
3" y A°y hace comprender, sin duda alguna, que no ha tenido 
lugar en la estación del Chamical, jurisdicción deísta Provin- 
cia, siendo esta creencia tiinto más verosímil, cuanto que el 
procesado, por repetidas Teces, confirma su aseveración de que 
• el diuero del paquete valor declarado lo encontró en una de las 
casillas del furgón de la correspondencia entre los pontos 
« Paso Viejo » y * Soto *, dB ta provincia de Córdoba. 

3 o Que eu cuauto i la segunda proposición, el estafetero Flei- 
tas, tiene su domicilio como empleado dependiente del J«f« 
del 6' distrito de Correos y telégrafos de Córdoba (art. 90, in- 
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«iso V del Cód, CítíI), por catato aquel, «a nota de fojas 38 a 
39, le di cuenta de todo lo ocurrido «a el trayecto que reco- 
rríó hasta la estación Chamical, como de los pormenores que 
motivaron sa estadía en dicho panto para justificarla, dáadole 
#1 carácter de voluntaria. 

4F Qae en loe términos de los artículos 35 y 36 del Código de 
Procedimientos Criminal, si el logar en qae se ha cometido el 
delito fuere desconocido, el Jnet del lugar en que se hubiese 
procedido al arresto se _ á preferido al de la residencia del cul- 
pable ; ó cuando hubiere duda, dice el artículo 36 citado, 
c respecto á la jurisdicción en que se hubiera cometido el de- 
lito, será el Juez que preTenga en la causa » . 

5° Qae en los distintos casos en que se colocan lo< dos artícu- 
los,* s fuera de duda, que el conocimiento de esta corresponde 
al señor Juez de Sección de Córdoba, tanto más f si se tiene en 
cuenta que la autoridad policial de Dean Fuñe- procedió pri- 
mero al arresto del procesado, con fecha 22 de Abril último y 
por órden del Jefe de Correos y Telégrafos de aquella Provin- 
cia, como lo demuestra el acta de foja 8 del sumario. 

Por estes consideraciones y de conformidad al dictó uten fiscal 
precedente y artículo 200 dé la ley de Procedimiento Criminal, 
declárase incompetente este Juzgado para entender en la pre- 
sente causa por razón de la jurisdicción que determina el lugar 
de la comisión del delit o; en su consecuencia, remítanse origi- 
nales estos autos, con los demás antecedentes del sumario, por 
el próximo correo y bajo certificado, al señor Juez de Sección 
de la provincia de Córdoba, dándole cuenta en la nota corres- 
pondiente, de encontrarse constituido un detención, en el De-* 
par tunante de Policía de esta ciudad, el procesado don Basilio 
Fleitus, según lo expresa la nota de foja 51, del Jefe de Co- 
rreos y Telégrafos de esta ciudad, Hága&e saber al procesado. 



Gaspar A". Gómez 
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Suprema Corle ¡ 

Buenos Aires, Junio 3 de 1895. 

Consta que la violación de correspondencia que motiva este 
proceso, tuvo lugar en nn tren salido de Córdoba, con direc- 
ción á Chivito, sin que pueda establecerse eu qné punto del 
trayecto el Uecfao fué consumado. 

Pero el estafetero procesado def "día de la Administración 
de Correos de Córdoba y qnedó en Dean Funes ; y allí fue su- 
mariado y preso. Estas circunstancias y las demás que detalla- 
damente consigna la resolución recurrida de foja 53, determinan 
la jurisdicción del Jues de Sección de Córdoba allí declarada, 
por lo que pido á T. E. la confirmación del auto recurrido. 

Sabimano Kier. 



mil* m * . «•» c#ri * 

Buenos Aires, Agoslo 29 de 1895. 

Vistos y consideraddo: Que la causa con el procesado han 
sido puestos á disposición del Juez de Sección de la Rioja, ha- 
biendo tete dictado, en su mérito, la correspondiente providen- 
cia, según se ve á foja cincuenta y una vuelta. 

Que como lo establece el Procurador General, no es posible, 
en el estado de la causa, determinar con precisión la jurisdic- 
ción en que se ha cometido el delito que la motiva, siendo, sin 
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embargo, cierta, que la correspondencia violada, debió ser en- 
tregada en la provincia de la Rioja, en donde también se tuvo 
la primera noticia úv la violación. 

Foresto, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
treinta y seis del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
se revoca el auto apelado de foja cincuenta y dos vuelta; y se 
declara que el Juez de Sección de la Rioja debe continuar eu 
«1 conocimiento de esta causa ; y devuélvanse. 

BENJAHIfi PkZ. — LUIS V. VARELA . 
ABEL BAZAH. — OCTAVIO BÜSCE. — 
JL'AN E. TOHHEKT. 



CAUSA CCXXtll 



Criminal contra Feliciano Novas y Enrique Foques, por abuso 
de autoridad y otros detitos contra la persona de Celedonio 
Silva. 

Sumario.— i° La Justicia National no es competente para 
juagar el delito de abuso y usurpación de autoridad atribuido 
á empleados provinciales. 

2° Cuaudo el mismo hecbo puede constituir el delito ducoac- 
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cíon, injuria y lesiones corporales, debo juzgarse y penarse 
este último, couio mus grave. 



Caso. — I.o explico el 



Cfirriónleí. Diciembre 24 de 1894. 

Victos y resultando: Que el señor Celedonio Silva se pre- 
sentó con el esctito de foja t" entablando fomial querella con- 
tra Feliciano Novas, Eugenio Foques, uu tal oapitan Piris, y 
contra todos tos que resultan-n culpables, en razón de los si- 
guientes hechos : Que el 33 do Agosto do 1803, encontrándose 
el vapor « Lucero », procedente del Alto Paraná, con el vapor 
c Posadas i que remontaba e) tío, más ú menos ú la altura de 
Sabapé, lleno de gente armada á las órdenes de Manuel Echa- 
varría y Juan fí. Vidal, y quo después de atraer al Lucero 
por medio di- señales, lo apresaron, pasando á su bordo una 
gruesa partida do soldados al mando directo do los expre* 
sados Novas» Foques y Piris; que el querellante venía como 
pasajero en este último vapor y que cuando de ello tuvieron 
conocimiento lo- acusados, to hicieron comparecer ante ellos 
en el saloncito del vapor donde lo acotaron fetozin>'ute con 
facones y espadas, y que no contentos con estropearlo lo ro- 
baron el dinero que llevaba en el bobillo y le tuvieron de 
rodillas tres horas, obligándolo i fuerza de golpes ¡i gritar 
; vivas ! al partido Nacional, a) doctor Vidad y al General Roca ; 
que al cabo de tres horas de estar arrodillado, llegó el Posadas 
a) puerto de Itá-luató, trasbordándose del Lucero al Posadas, 
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fot órden del titulado coronsl Jos* Nuñei. quien le hito dar un 
camarote, manteniéndole, sin embargo, incomunicado y con un 
centinela de vista ; que de ltá-Ib»té marchó para Itoiaingó 
•nunbaUllon,eu ealidad de preso, haciéndole Andar i p¡*\ 
como ucas «toree leguas, hasta que lo embarcaron en Ituiaingo, 
•iempre como preso, y así, le trojero* hasta Itatí, y luego á 
Corrientes, en cuyo puerto llegaron el primero de Setiembre 
desprendiéndose de las filas el día siguieute, yendo á su casa, 
Que en consecuencia de los hechos «puestos, pedía que se prac- 
ticasen las siguientes diligencias : 1' Que los individuos Novas 
y Foques prestasen declaración indagatoria ; Que Feliciano 
Notas sea detenido y vigilado por ln Policía, i fin de que »o 
fugase en cuanto tuviese noticia de la querella ; a- Que opor- 
tunamente se proceda á la prisión de los presuntos culpables y 
embargo de bienes bastantes para cubrir las responsabilidades 
respectivas; y 4' Que se tome declaración i los siguientes tes- 
tigos: David Brown, maquinista; Ramón Ramires, nioio de 
cámara t Agustín Jlariui, idem, y Pedro X. Autuuovnch, ca- 
pitán, todos ellos de la tripulación del vapor fosadas. Que 
admitida la querella, se ordenó la detención de Feliciano Novas, 
as' como la práctica de las otras diligencias pedidas, y toma- 
das qne fueron Jas declaraciones indagatorias de los acusados 
Novas y Foques, se dicto, á foja I!, auto de piision preventiva 
contra éstos; y a foja 17 vuelta contra el capitán Paria, ha- 
biéndose cumplido solamente oon respecto á los dos primeros, 
por no haber sido posible lu captura dut último, según consta 
¿ foja 25; que después de esto, se elevó el proceso a plenariu, 
por auto de foja 32, corriéndose traslado al querellante y al 
Fiscal para que formularan la acusación, los que fueron pre- 
sentado* y corren de foja 34 vuelta á foja 35; exponiendo el 
Fiscal que, coninotivode haber tomado las tuerta* del Gobierno 
de la Provincia, en el útiino movimiento revolucionario, el 
T apor Lucero, cerca del puerto de ltuzaingo. se trasladó una 
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parte de esas fuerus á dicho buque, á las órdenes de Felicia- 
no Novas, Eugenio Foques j capitán Piris, los que nna vei á 
bordo, estropearon en la forma que consta en autos, i Celedonio 
Silva, que venia como pasajero en dicho vapor: que el delito per- 
petrado por los procesados ei el de lesiones corporales, pues el 
hecho delictuoso de que se trata, reúne todos los elementos que 
lo constituyen (art, 119, Cód. Penal); que fundado en esas 
consideraciones pide que en la estación oportuna se condene 4 
los procesados Novas y Foques, á la pena á que se hubiesen 
hecho acreedores con arreglo í la gravedad de las lesiones que 
hayan cansado al querellante. 

£1 acusador particular expone : que los procesados Eugenio 
Foques y Feliciano Novas, son responsables como autores prin- 
cipales en la perpetración de los delitos siguientes : 1* lesiones 
corporales; ft* detención privada; 3 a amenazas y coacciones; 
4% injurias; 5* robo; 6* daños; 7 o usurpación de autoridad; 
y 8 o abuso de autoridad. Que los hechos expuestos en la que- 
rella, que da por reproducida, han quedado totalmente compro- 
bados con las declaraciones que obran en tos autos, revelando 
la cobarde ferocidad con que se ejercieron las violaciones per- 
sonales y se cometieron los ate nudo» mencionados; que se ha 
establecido también que su instituyante fué azotado con gran- 
des facones ó machetes, estropeándolo y causándole multitud 
de heridas corporales contusas, estando este delito legislado y 
penado por el artículo 120 del Código Penal, cuyo máximo debe 
aplicarse en el casj presente; que se ha comprobado igualmen- 
te que le obligaron ¿ urrodülarsu mediante la fuerza y que 
por la fuerza le hicieron gritar \ vivas ! golpeándolo y ultraján- 
dolo, lo cual constituye el delito de injurias, cuya pena mayor 
ó máxima debe aplicarse á los procesados; que está justificado 
también el delito de robo con la circunstancia de ser en banda, 
complot y con armas, por lo que pide para los culpables la 
pena máiima de los artículos 187, 188 y 100 del Código Penal; 
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que los delitos de detención privada, amenazas y coaccione*, 
daño» usurpación de autoridad y abuso de autoridad, también 
comprenden á los procesados, y m ,ü tant0 > P 1<U " 8e leS 
aplique por tal mon, el máxiuiuu lega) de la pena que por 
ellos se bayan hecho acreedores y, unalmo.te, quí por todo lo 
expuesto, pide que lo, procesados! oq»e> y Novas sean condé- 
nalo* oportunamente á >o P ortur las penas recordadas y i pagar 
la correspondiente indemnización de daños é intereses. Que, 
corrido traslado de esas acusaciones é los defieres de os 
procesados, el de Foques expon» á foja 37 que no es de api i- 
don el articulo IWitél Código Venal, como lo piensa , l ris.-al; 
pues no se ha pronado de ninguna manera que las lesiones in- 
undas por su defendido al acusador particular, e>:ten compren- 
das en alguno de los inciso* de dicbo artículo ; que en todo 
«aso, si se prob.se que no ba habido golpes y malos tratamien- 
tos, le correspondería la peni establecida eu ej feo** segundo 
del artículo m del misino Gtíftft en ™ g"do míonnun, des- 
de que tampoco se ha probado que el querellante haya estado 
6 nwdwlo imposibilitado para el traba], por un inos;quee 
qneteto particular es aun m*S original, porque ha tomado el 
CpdigO Criminal por su cuenta para imputar ó 
,asi todos los delitos y pedir el ináximun déla pena de todos 
los delitos imputado,, los que sumado» darían una pi na de 
cincuenta y uneve años y iré. mese- de prisión ó penitenciar a. 
m ü quinientos ***** multa é inhabilidad para ejercer puesto, 
públicos; que analizada la prueba de testigos produc.da, se 
vera une nada prueba, pues todos son testigos de oídas, no te- 
niendo, por consiguiente, valor jurídico alguno esas declaracio- 
nes i que tampoco se han probado los demás delito imputados, 
pidiendo, eu definitiva que se decrete la libertad de ,u defendi- 
do, sea dando por compurgada la pena con la prisión p»i«ti « 
sufrida, ó sea mandando sobreseer en la causa. Que habiendo 
el defensor de Novas dejado vencer el término para evacuar el 
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traslado, sin haber presentado su dofensa, se »brio la causa 
¿ prueba, no habiéndose producido ninguna por las partes, se- 
m el certificado de foja 45, con lo que se llamó autos para 
definitiva, *mmw día para que las partes informasen m 
*»<*, informe que tampoco *elu pelúcido, s.gun la diligencia 
de foja 47. 

T considerando : Que par. meior solución de este proceso, y 
maT or claridad en las Edeal, convide eatnd iarle bajo el punto de 
vista de la competencia, para dejar establecido, ante todo, si la 
indicia nacional pu.de y debe tomar conocimiento de los di- 
versos delitos imputado, a los procesados, cuestión qjre * l 
no ha sido discutida ni propuesta r »r las partes, debe ser, sin 
embargo, planteada y resuelta por este Juzgado, en atención al 
pren-pto espreso del articula del Cócügq Procedimientos en lo 
Criminal, que Wgfflm términos perentorios que la juris- 
dicción criminal es improrrogable. 

Ocho son los delitos que el querellante acusa en su escrito de 
foja 34 como perpetrados por los procesados á saber : i" abuso 
dé autoridad ¡ * usurpación de autoridad; 3* robos ; 4« daños ; 
5- detención privada; «* amenazas y coacciones; V injurias: y 
lesiones corporales que pueden agruparse en las cuatro cate- 
gorías siguientes: f delito, peculiares á empleados públicos ; 
* delitos contra la propiedad ; 3" delitos contra las garantías 
individuales, y 4* delitos contra las personas. Bien; ¿es este 
Jnzgado competente para entender en todos y cada uno de esos 
delitos, ó hay alguno^ que escapan á su jurisdiecum ? Hay que 
decir con el querellante que los procesados Novas y Foques 
eran empleados provinciales, pues de lo contrario, no se expli- 
carían los delitos de usurpación y abuso de autoridad que se les 
atribuye; t entonces, preciso será convenir que estos delito» do 
usurpación" de autoridad, no caen bajo la jurisdicción de la jus- 
ticia federal, porque, como dicela Suprema Corte, hacendólas 
provincias conservado el derecho de darse instituciones propias 
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pera to régimen interior, es con «reglo á ellas y por las auto- 
ridades qna establecen al efecto, que deben jugarte j casti- 
garse sus magistrados, por los abusos de autoridad 6 delitos que 
cometen, perjudicando á individuos ó intereses locales sola- 
mente (serie IV tomo 5°, p&g< 345; y tomo 7, pág, 69). Que 
en cnanto i los delitos de la 2\ 3' y 4* categoría, es er ideóte la 
competencia de este Juzgado, pues segua se expresa, ellos fue- 
ron cometidos en las aguas del río Alto Paraná, ¡i bordo del vapor 
Lucero. Pero tanto el delito de detención privada, como el de 
coacciones, ^ue el querellante toa hace derivar de haber los pro- 
cesados impedido que continuase tranquilo su viaje, no le son 
imputables y& que esos delitos fueron una consecuencia necesa- 
ria del apresamiento del vapor en que viajaba el querellante, 
ordenada, no por los procesados, sinó por los señores Juan H. 
Vidal y Manuel Echevarría, según se «presa en el escrito con 
que el acusador particular inició el presente juicio ; y por tanto 
no se puede hacer responsable á los procesados por delitos de- 
rivados naturalmente de un hecho que les es extraño. Que en 
cuanto al delito de injurias que et querellante lo bace consistir 
en que le hicieron arrodillar por la fuerza y ^ue á futría de gol- 
pes le obligaron A gritar \ vivas 1 contra su voluntad, al general 
Roca, al Partido Nacional, lo que dice caracterizar el doble deli- 
to de injurias verbales y reales, es indudablemente exacto el 
hecho, en cuanto se refiere al arrodillamiento, pues él está con- 
firmado en la declaración del testigo Pedro 3í. Autonowich, 
foja 14, y con la del procesado Foques, foja 4 vuelta, pero no 
así los viva*, circunstancia que n<> lia comprobado concluyentc- 
mente, no distiendo, á su respecto, sinó la declaración sospe- 
chosa del coacusado Foques, para hacer recaer la criminalidad 
del hecho contra su cómplice Novas. Pero nse hecho probido, 
es decir, el arrodillamiento ¿ constituye, como lo afirma el que- 
rellante, el delito de injuria comprendido en el inciso 4' del 
artículo 180 del Cógido Penal? Difícil, imposible sería encua- 
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tirarlo en esa disposición legal , desde que el hecho en sí no cons- 
tituye una afrenta, y ya que la falta de espontaneidad, la in- 
toI untar ¡edad de la acción no cambia el concepto. Pero, se oh* 
jetarla: ¿y la fuerza, los golpes empleados por los procesados 
para obligar al querellante i hacer lo que no quería? Perfecta- 
mente; esos medios constituirían por sí solos un delito, pero 
de ninguna manera tendrían la virtud de convertir en infamias 
6 afrentosas, acciones que en sí mismas no lo son; se habría 
cometido el delito de coacción, competiendo al querellante, por 
la fuerza, ó violencia, para emplear la palabra del artículo 171, 
á ejecuUr lo que no quería ; se babrá perpetrado el delito de 
injurias leves del artículo artículo 181, si es que los golpes no 
produjeron las consecuencias que determinan y caracterizan las 
lesiones corporales, 6 se babrá cometido este último delito que 
es el que realmente Ua tenido lugar, como vamos á verlo en se- 
guida, y entonces, necesario será convenir que este delito, en 
fuerza de su mayor gravedad, aunque se aplicase su menor pe- 
nalidad, abogaría tanto al de injurias leves t de conformidad i 
la última parto dol artículo 179, como al de coacciones, desde 
que el empleo de los golpes y la fuerza, que no es sino la violen- 
cia física se confunden en un solo y único acto de lesiones cor- 
porales. Efectivamente, este delito, si bien negado por los pro- 
cesados, en la parte que les os personal, está sin embargo, plena- 
mente comprobado con las declaraciones de los testigos Pedro 
N\ Aiitunosfich, David Brou n y Ramón Ramírez, foja 13 vuelta 
á foja 16 vuelta, que merecen entera- fé. de conformidad al ar- 
ticulo 307 del Código de Procedimientos en lo Criminal. Que 
en cuanto á los delitos de robo y daño, también imputados á los 
procesados, no se ban probado de ninguna manera en los autos, 
ni se ha intentado siquiera su prueba, no teniendo en sn abono 
sino la simple afirmación del querellante, insuficiente por cier- 
to, para considerarlos probados. Que en cuanto a la penalidad 
que debe aplicarse á los procesados, po: el delito de lesiones 
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corporales, dado que no se ha establecido en autos que esas 
lesiones estén comprendidas en alguno do los incisos del ar- 
tículo 119 del Código Penal, ni que hubiese producido al que- 
rellante incapacidad para el trabajo por más de un mes, habría 
$ue estarse i lo que sea más favorable para los reos, de confor- 
midad a lo dispuesto por el artículo 13 del Código fie procedi- 
mieutos en lo Criminal, y por lo tanto pasibles del término 
medio de la pena establecida en el inciso 2* del artículo i 20 
del Código Penal, ya qne no existen en autos circunstancias 
atenuantes ó agravantes que lo ilismíuuyaii ó aumenten. 

Por estas consideraciones, fallo: condenando á Feliciano Novas 
y Eugenio Foques ála pena de seis y medio meses de arresto, por 
delito de lesiones corporales perpetrados en la persona del que- 
rellante Celedonio Silva, la que qm-da compurgada con o! tiem- 
po fie prisión preveutiva que han sufrido desde el once de Se- 
tiembre de mil oclncientos noventa f tres hasta la fecha. En 
consecuencia, ejecutoriada que fuese esta sentencia, póngase 
en libertad á los procesados n" cuyo cargo serán las costas del 
juicio. Hágase babor con el original oportunamente, archívese, 
reponiéndose los sellos. 

E. A. Lujambio. 



VISTA DEL SEÜOK PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1895. 

Suprema Corte: 

Los fundamentos de la sentencia recurrida, apoyados en 
constancias inequívocas del sumario, demuestran la criminali- 
dad de los acusados Novas y Foques, La pena impuesta de seis 
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meses y medio do prisión, lia sido cump 



iida con excesn, siendo 



exactas, al respecto, las observaciones del procesado Foques, en 
bu último escrito, mandado agregar por V. E. Por ello no creo 
deber solicitar auinentri de pena» y pido á V. fS. la corlirinacion 
de la sentencia recurrida de foja 48. 



Vistos : Uo eonfunnidad con lo podido por el señor Procura- 
dor General, y no habiendo mérito para modificar la sentencia 
apelada de foja cuarenta y ocho en un sentido desfavorable al 
acusado: se confirma, con cortas, dicha sentencia, en la parte 
recurrida, y devuélvanse. 



Sabiniano Kier. 




Üuenos Aires* ÁgOSlO 39 do IfSÜá. 



BENJAM1» PAZ, — LUI* V* VAflELA.— 
AREL BALAN. — OCTAVIO BUNGE.— 
Jl'AN E. TOARENT. 
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CAUttA IX XXVIII 



El Ferrocarril Noreste Argentino contra ios herederos de 
don Cayetano Virasoro; sobre expropiación. 



Sumario.— Debe asignarse «1 misma precio i terrenos que se 
hallan inmediatos y en análogas condiciones, sin diferencia nota- 
ble entre ellos. 



Caso.— Resulta del 



MI* M Ji 



Corrientes. Setiembre 20 de 180-1. 

Vistos: Este juicio seguido por ta Empresa del Ferrocarril 
Noreste Argentino, demandando la expropiación de 19.706 metros 
con 47 eeiitf metros de los terrenos pertenecientes i los suce- 
sores deD, Cayetano Virasor o, situados aleudde esta Capital, 
sobre la Avenida «3 de Abril », con destino á estación j vía 
de dicho ferrocarril; y resultando: 

Que U Empresa expropiante, apoyada en H ley general de 
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expropiación de ISde Setiembre de 1866, y en ti ley y contratos 
respectivos celebrados por el Gobierno Nacional con los señores 
Clark y C* parala construcción de la via de esta ciudad á Monte 
Caseros, demanda la superficie «presada, ofreciendo pagar á 
razón de 6 centavos el metro cuadrado; y considerando: 

Que en la audiencia de que instruye el acta de foja... el repre- 
sentante de la parte expropiada uo aceptó el precio ofrecido y 
en consecuencia se nombraron !os peritos que debían estimar la 
fracción de tierra demandada y la indemnización á que diere 
lugar, los cuales se expidieron, como consta de autos, en la 
siguiente forma : el señor Domingo Bianchetti, perito del exp ro- 
piante t &valúa la superficie, expropiada, ú razón de 10 centavos 
moneda nacional el metro cuadrado, loque hace un total de un mil 
novecientos sesenta pesos con sesenta y cuatro contatos moned a 
nacional ; el nombradopor laparte expropiada, señor Lindof Del- 
Jino, lo estima á Tazón de un peso nacional, el metro cuadrado, que 
importa la Mima de 19.706 pesos con 77 centavos moneda na- 
cional, más el 30% sobreestá suma, por indemnización, que 
nacen 5810 pesos con 94 centavos, sumando ambas cantidades 
un total de 25.618 pesos coi» 41 centavos moneda nacional; y 
el perito tercero nombrado por el juzgado, D. Juan P. Gaodulfo, 
lo avalúa á razón de 30 centavos el metió cuadrado, que im- 
porta la cantidad de 591 1 pesos con 94 centavos moneda nacional, 
más el 30 "»/, sobre esta suma, por indemnización, haciendo 
un total de 7685 pesos eon 52 centavos. Que desde luego para 
resolver la cuestión pendiente, hay que eliminar de toda dis- 
cusión las tasaciones practicadas por los peritos de las partes 
interesadas, y considerar sólo la practicada por el perito tercero. 
Que este perito, en su informe de foja 13, adopta como regla 
de criterio la Ordenanza Municipal, que fijaá las tierras ubi- 
cadas en la zona que ocupa la fracción demanduda, el precio 
de 10 centavos el metro cuadrado y agrega, qne las tierras que 
pasan del dominio del Estado al particular adquieren un valor 
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macho mayor, inotiro por el que aprecia la fracción demandada, 
en el triple del precio asignado por la Ordenanza Municipal» 
6 sea, ¿ razón de 30 centavo* el metro cuadrado. Que si bien 
es de tenerse en cuenta el argumento espresado, no es sin 
embargo justo ni equitativo aceptar el precio propuesto como 
justo valor de la tierra expropiada t teniendo en consideración 
especialmente, que sólo en la época de la especulación podía 
ofrecerse y pagarse ese precin, dado que en la época de la de- 
manda, y ahora mismo, las tierras de esa zona, no tienen el 
precio uue el perito tercero les atribuye. 

Por estes fundamentos falloi asignando al terrena expropiado, 
el precio de 20 centavos el metro cuadrado, que sobre la super- 
ficie de 19.706 metros con 47 centímetros, importan la cantidad 
de 3941 pesos con 30 centavus, y fijando en 500 pesos la 
indemnización debida; y, por lo tanto, condenando a la empresa 
expropiante á pagar, deutro de diez dias la suma de ambas 
cantidades y el interés á estilo del Baneo, sobre la diferencia 
entre dicha suma y la consignada á foja 21 desde la fecha 
de la posesión, de que instruye el acta de fojn 11 hasta 
el día del pago, debiendo la parte expropiada otorgar á favor 
del expropiante la escritura correspondiente de traspaso, en 
el acto del pago. Hágase saber y repóngase. 

E. Á. Lujambio 

Buenos Aires, Setiembre 3 tic 1895. 

Vistos y considerando: Que el perito D. Juan P. Gandul fo, 
nombrado de oficio, después de haberse producido en discor- 
deneia los peritos nombrados por las partes, asigna al metro 
cuadrado del terreno de que se trata el precio de treinta cen- 
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t ayos haciendo valer antecedentes y raines que fnndan su cri- 
terio, como se vé á foja sesenta y tres. 

Que el citado precio de treinta centavos es aproximadamente 
igual al mandado pugar por sentencia de esta Suprema Curto 
al Dr, Juan K. Vidal en el juicio de expropiación seguido contra 
él por la misma impiesa demandante en el presente. 

Que inmediatos los terrenos cuya expropiación se ventila á 
los expropiados ul citado Dr. Vidal y en condiciones análogas, 
nada hay que, dentro de las constancias de autos, siria á 
justificar una notable diferencia en el precio relativo á los mis- 
mo.. Que hay, al contrario, justicia y equidad en medir igual 6 
aproximadamente situaciones iguales ó aproximadas. 

Que la adquisición hecha por la empresa de terrenos situados 
en los suburbios de la ciudad de Corrientes por predos que no 
pnsau de diet centavos por metro, no son suiieientespara des- 
truir el mérito del precedente referido, pues que, especialmente 
flD las ciudades, la diferencia de ubicación, aun en el caso 
de que las cosas so hallen separadas pot cortas distancias rela- 
tivas, ton notables diferenciasen lo* precios, loque se demuestra 
eu estus autos y en los de referencia, relativos al Dr. Vidal, 
observiiid.> á u que esos precios varían en considerables propor- 
ciones. 

Por estos fundamentos: se reforma la sentencia apelada de foja 
ochenta y chi' o y su lija el precio de treinta contatos moneda 
nacional el metro cuadrado de terreno, y en mil pesos mo- 
neda nacional la indemnización, eonürmáiidose la misma en 
lo demás jue contiene. 

Repuesta los sellos, devuélvanle, rudiendo notificarse con el 

original. 



BEflJAIIIH PAX. — US» V. VARELA. — 
OCTAVIO HURGE. — ABEL BAIAH 

(en disidencia). 
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Vistos: Considerando que el terreno de cuy* expropiación se 
tata» eiti destinado para estaoion del Ferrocarril Noreste 
Argentino, en la ciudad de Corrientes, j es parte del que, en 
mayor extensión corresp onde á la testamentaria de Don Cayote nu 
Viraaore. 

Que es un htoho reconocido por ambas partee, que se han 
enajenado en ventas particulares, por sus respectaros dueños 
i favor de la Empresa del mismo ferrocarril, siete diferente* 
lotes de terreno, obleados á inmediaciones del de la testamenta- 
rla, abonándose desde siete ádiez centavos moneda nacional por 
metro cuadrado, según se ve por la relación que se ha hecho del 
precio de esas rentas á foja 79 de estos autos. 
Que dado este antecedente, es indudable que el precio que 
nit&tiv amenté corresponde fijar al terreno en cuestión, no debe 
„_> mayor que el de diez contaros moneda nacional por metro 
cuadrado, por ser éste el precio máximo que se ha atribuido, 
en Tarias convenciones libremente celebradas, s.egun se acaba 
de decir, al metro cuadrado de terreno en iguales o" próximas 
condiciones á las del que forma la materia de este juicio, y 
por ser ello conforme con el procedimiento reconocido por esta 
Suprema Corte como el único equitativo en casos análogos de 
expropiactun, segun resulta de la decía «ion consignada en ei 
segundo considerando de la sentencia que, confirmada por sus 
fundamentos por esta Suprema Corte, se registra eu el tomo 
veinte y seis, página cuatrocientos veinte y dos de su fu líos, y en 
que se dice: que «dada la gran distancia que separa las pre- 
tcnciones de ambas partes? aun sin esta circunstancia, el pro* 
cedí miento que la equidad aconseja comí - 1 único y más seguro 



nediode conocer lo más aproximativamente petible el vetda- 
doro valor actual de un bien dado, en su relación eon el valor 
corriente «tribuido en convenciones libremente celebradas i 
otros bienes en iguales ó próximas condiciones, aparte de loa 
demás factores concurrentes que deben tenerse presente al mis- 
mo objeto». 

Que aun cuando el precio de diei centavos no Ha, en rigor, el 
precio corriente del metro cuadrado del terreno en 1» aonn donde 
está ubicado el de In teettmentaría da Viresoro, por cuanto 
muchas de las ventas de que instruye la relación de foj* setenta y 
nueve se han realisado á precios inferiores, como ser de siete 
y ocbo centavos por metro cuadrado, debe sin embargo estarse 
por el de diex centavos, en raxon de haber aido éste el mayor 
precio atribuido al metro de terreno, en las ventas libremente 
estipuladas de terrenos prolimos al que se trata de expropiar y 
porque en caso de duda debe estarse por lo que>a más favora- 
ble al eiptopíado, según lo ha declarado otras veces esta Supre- 
ma Corte. 

Que el hecho de haberse pagado un precio mucho mis eleva- 
do que el de diex centavos el metro cuadrado, por un terreno 
situado en la misma estación del Ferrocarril, y que se expropio 
al Dr. D. Juan R. Vidal, no es una circunstancia que deba in- 
fluir para la fijación del precio que corresponde al del caso sub 
judice, porque esa venta tonada y que se llevó á cabo en jui- 
oio de expropiación, como antecedente único y singular, no 
puede prevalecer contra el resultado de las muchas ventas rea- 
lizadas particularmente en libre convención, de cuyo género 
son tan solamente las que pueden invocarse, como el único 
y más seguro medio de conocer lo más aproximativamente po- 
sible el verdadero valor actual de un bien dado, según la decla- 
ración confirmada poT la autoridad de esta Suprema Corte que 
se aouba de recordar, y porque no sería justo atribuir al terre- 
no de que se trata mayor valor que el de diea centavos por 
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metro cuadrado, rompiendo para ello el procedí intento que la 
equidad aconseja adoptar, como sucedería si se alterase, con 
respecto á dicho terreno, ta relación del precio que se ha fija- 
do á otros de análoga situación, en condiciones libremente 
celebradas, sin que se demuestre, como no se lia demostrado, 
que concurran on -1 presente caso otros factores que justifiquen 
esa alteración, factores que existirían, sin duda, para elevar el 
precio del terreno expropiado en el (aso del Dr. Juan R. 
Tidal. 

Que debiendo tomarse en cuenta los perjuicios que sttfrep los 
demandad- s por la perdida de los naranjos existentes en la par- 
t ■ «lo terreno que se les expropia, así <:omo por el costo del cerco 
que resguarda las porciones del terreno en que queda fracciona- 
da la quinta de su propiedad, par causa de la expropiación, 
justóos que se les abone diclio perjuicio, para lo cual, pur no 
haber elementes en auto*, que habiliten a esta Suprema Curte pa- 
ra fijar au valor, corresponde que lo sea por peritos que nom- 
bren las partes, *i no prefieren éstas hacerlo por si direc- 
tamente. 

Que la indemnización que ordena la sentencia ajelada se 
pague á ios herederos Virasoro, por el fraccionamiento de su 
propiedad, no procede en el presente caso, por cuanto el per- 
juicio de ese fraccióname uto queda abund únteme ute compen- 
sado por el aumento de población, negocios y otras mejoras 
que trae á la localídud el establecimiento de la lista -ion Cen- 
tral del Ferrocarril y que acrecienta considerablemente el va- 
lor de las tierras contiguas, como lo ha declarado ya esta 
Suprema Corte en un caso anuloso, confirmando por sus funda- 
mentos la sentencia que se registra en el tomo tercero, página 
Cuarenta y siete de sus fallos. 

Tor estos fundamentos : -e declara que la Bianma «leí 
Ferrocarril Noreste Argentino dele pagar y pague á los 
herederos de la testamentarla Virasoro el precio do diez ceii_ 
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tavos moneda nacional por metro cuadrado del terreno que se 
les expropia, más el valor del perjuicio á que se refiere el pe- 
núltimo considerando tta esta resolución, en la forma que en 
til mismo se establece, con los intereses á estilo de Banco, 
correspondientes al monto de ambas partidas, la del precio 
del terreno y del perjuicio ya referido, como lo establece la 
sentencia apellida y las costas del juicio, quedando asi modi- 
ficada la sentencia de foja ochenta y cinco y revucada en las 
demás declaraciones quf contiene. Repuesto* los sellos, de- 
vuélvanse. 

ABEL BAZAR. 



CAI! I* A CCV*IX 



Criminal contra Andrés Atatniro filot; sobre extradición 



Sumario, — 1 Los recaudos necesarios para que proceda la 
extradición son : el mandato de prisión espedido por juez com- 
petente, la designación y fecha del delito, los datos precisos 
para establecer la identidad del requerido, y la copia de las 
disposiciones aplicables según las leyes del país requhrente. 

2 o Una vez presentados diebos recaudos, y no resultando que 

T. II f 
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ti delito «s de los exceptuados por la ley de U metería, no 
pnede impedirse la extradición poniendo en cueetion el delito 
mi»ma. sa extenaion, y lu piobabilidadea ó justificación de ta 
existencia. 



Caso.— Lo eiplica el 



MI* 4*1 Jetes Mml 

Buenos Aires, Julio 3 de 1885. 

T ustos : estos autus sobre extradición de Audrés A. Blot, 
procesado ante los Tribunales deCbile por los delitos de harto 

T oonsiderando: Que en firtud del «onrenio celebrado con 
Chile en Marzo de 1894, son de aplicación al presente caso las 
diaposiciciones de la la ley argentina de extradición de Agosto 
Í6de 1885. 

Que de conformidad cou lo preceptuado en el articulo « de 
esta ley, á la solicitud de «tradición, se bao acompañado los re- 
caudos necesarios, esto es, mandato de prisión expedido por 
tribunal competente, con la designación del delito y de lu fecha 
de su perpetración, los datos y antecedentes precisos para es- 
tablecer la identidad del requerido y copia d* las disposiciones 
legales aplicables, segon la legislación del país requirente. 

Que se encuentra debidamente justificada !¡i identidad del 
rooueridu, y loa delitos por los cnales se le procesa se hallan 
en las condiciones proscriptas por el artículo 2°dela ley citada y 
no están comprendidos en las excepciones del artículo 3*. 

Que no siendo permitido poner en cuealion, como lo dispone 
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el artículo 18 de Uiey, U validez eitrímeca de loa documentos 
producidos por el Gobierno reqoirente, resultan inefieaoes la* 
distintas defensas opuestas á la solicitud de extradición por 
«Iletrado del requerido, y es por tanto inoficiosa la admisión 
de probanias que do tienden i establecer los extremos á que el 
citado artfcnlo 18 ae refiere. 

No puede discutirse en este juicio la calificación que del de- 
lito imputado baja hecho el Juez del proceso ó si ésto ha po- 
dido dictar el auto de prisión atenta la naturaleza de los he- 
chos, porque cito importaría infringir la disposición legal de 
disentir las formas intrínsecas de los recaudos, y porque el Juei 
de la extradición llegarfaen tal manera á instituirse en Juez 
de la causa misma. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo pedido por el 
Procurador Fiscal, resuelvo acordar la extradición de Andrés 
A. Blot, solicitada por la Legación de Chile. 

En oportunidad, póngase si detenido á la disposision del Mi- 
nisterio respectivo, junto con el dinero y objetos que se le ha- 
yan secuestrado. 

J. V, látanme. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agento 2 de 1895. 

Suprema Corte.' 

No se denuncia vicio alguno de procedimiento, ni U falta de 
aquellos recaudos requeridos por la ley, como esencial. s á los 
efectos de ta extradición. 

Se discute el delito en sí mismo y su extensión y las probabi- 
lidades ó justificativos de su existencia. 
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Pero tales obaervacionea no sonde tomarse en cuenta W el 
incidente sobre extradición ¡ ellas se refieren á la valide/, in- 
trínseca de los documentas producidos por el Gobierno requi- 
rente, cuya valides no es procedente poner en tela de juicio, 
con sujeción á lo dispuesto en la ley de mil ochocientos setenta 
y cinco y en la de Procedimientos en lo Criminal, cuyo artl- 
culo seiscientos cincuenta) cinco determina los puntos preci- 
sos á queeate juicio debe concretarse. 

No siendo por ello procedente la prueba ofreeida, pido a V. L, 
la continuación, por sus fundamentos, del auto recurrido de 
foja 45. 

Sabiniaw Kier. 



«« l* larreas» «•»«• 

Bueno* Aires, Setiembre ó de 1H95. 



Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador Ueneral, entendiéndose que la ley por él miro- 
cada, es la de mil encientes oebenta y cinco, sobre eitr adi- 
ción , se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja cua- 
renta y cinco y devuélvanse. 



BEMAHITi I'Ai. — L«« V . VARELA. — 
ABEL BAIAN.— OCTAVIO BUWGE.— 
JIM!» E. TOHKENT. 
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El Banco de ta provincia Ue Humos Aires contra ios señores 
(hampo, Sacbnan r/ compañía y ffou Joiií Marcelino Lagos, 
sobre preferencia en el payo de un cnUtito: recurso de senten- 
cias de los Tribunales de la Capital A la Suprema Corte. 



Sumario. — \* La ley de federalizacion del territorio déla Ca- 
pital f-ri su artícn'o tercero, importa que la provincia de Uñó- 
nos Atres en su capacidad política tendrá las facultades que le 
acuerda lafonstitucíou; no ha creado & su faror un derecho es- 
pecial referente á la legislación y gobierno <le su Banco. 

2° La parte final del artículo 31 y el 104 de la Constitución 
Nacional, no pueden interpretarse hasta extender loa poderes 
de Provincia mas allá de sus límites territoriales. 

3* La provincia de Buenos Aires se halla, por consiguiente, 
en el territorio de la Capital, en condiciones de igualdad con las 
demás provincias que gestionaren en dicho territorio el pago 
de un crédito ú su favor. 

4 o La cuestión referente a la aplicación dé las leyes sobre 
privilegios con Tolacíon á hs act<»s ¡interiores á la sanción de 
esa ley, os regida por el dercho oomun, y no es suceptible del 
recurso autorizado por el artículo 14 de la ley sobre competen- 
cia de los Tribunales Xucimiales. 



■ 
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C at0t _ Resulta de loi siguientes antecedentes: 
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Y vistos los presentes autos de tos cuales aparece j resalta ¡ 
Que siendo el Banco de la Provincia y ios señores Ocampo, 
Sackman y compañía acreedores quirografarios de don José M. 
lagos, en persecución de sus respectivos créditos, entabla- 
ron los correspondientes juicios ejecutivos ante los Tribunales 
de esta ciudad de Buenos-Aires. 

Que el Banco de la Provincia obtuvo el embargo de una pro- 
piedad en esta misma ciudad, único bien que le conocía a su 
deudor y con curo valor 6 precio, á juzgar por su tas;icion, es 
evidente quenoalcanxa á se T pagado en el importe íntegro de su 
crédito. 

Que Ocampo, Satinan y compañía obtuvieron el embargo de 
un campo que el deudor poseía en la provincia de Córdoba y 
que ese campo, llevándose adelante los procedimientos del jui- 
cio ejecutivo, ha sido judicialmente vendido y su precio deposi- 
tado á la órden del Juzgado, 

Que en ese estado, el Banco de la Provincia, con la noticia 
de que el deudor poseía ese bien raíz embargado y vendido en 
juicio ejecutivo seguido por Ocampo, Saokman y compañía, pidió 
que el embargo de su parte solicitado se ampliara sobre esos 
bienes de su deudor, invocando para ello los privilegios que le 
hun sido acordados por las leyes de su fundación. 

Que ante esa solicitud y en mérito de ella, se ordenó por el 
Juzgado que el Banco de la Provincia dedujera en forma la co- 
rrespondiente tercería, bajo los apercibimientos de limitar la 
ampliación del embargo á sólo el excedente que resultara des- 



H JVtncU MCNKIAL W 

pues de serOoampo, Sackmany compañía íntegramente pagados 
en el importe de su crédito. 

Que en cumplimiento de ese mandato ha «ido que por el Ban- 
co de la Provincia se ha promovido el presente juicio de tenerla 
sobre mejor derecAo, invocando sus privilegios y en raion de 
ellos, alegando que el hecho de la fcderaHiacion de esta Cindaí , 
en nada ha alterado esos privilegio* que le fueron acordados por 
las leyes de su fundación y que en conformidad con ellas le han 
sido siempre reconocidos; que esos privilegios le corresponden 
así en los oasos de concurso, como en aquellos en que los bie- 
nes de algún deodor que fuese á Uves por otro ejecutado, no 
bastan para cubrir el importe de la cantidad adeudada» como lo 
han ya declarado la Suprema Corte Nacional y la Cámara de 
Apelaciones en lo comercia); que á esos privilegios en nada ob ■- 
ta la circunstancia de que el campo embargado y vendido i 
instancia de Ocampo, Sackman y compañía se halle en la pro- 
vincia de Córdoba, cuando los Tribunales de la misma no son 
loe que conocen de la causa en que se ha ordenado el embargo y 
la venta de esa propiedad del deudor ejecutado; que es deber de 
los jueces hacer en las causas aplicación de las leyes vigentes en 
el lugar en que desempeñan sus funciones y no de las que rijan 
en el lugar donde se hallen situados los bienes embargados; qne> 
por último, el hecho del embargo no constituye lo embargado 
en propiedad del ejecutante, ni le da sobre ello derecho espe- 
cial alguno, ni mis que la seguridad de que ya el deudor no 
podrá disponer de esos bienes. 

Que en oposición á esa demanda y contestándola, Ocampo, 
Sackman y compañía, textualmente, dicen (foja» á foja i7): que 
las letras del Banco de la Provincia fueron protestadas en el 
año de mil ochocientos setenta y seis ; que por esa misma épo- 
ca, poco después, fué embargada la propiedad que el deudor 
posee en e<ta ciudad y que la ampliación del embargo ha veni- 
do recién á pedirse en el año de mil ochocientos ochenta y tres. 




ctiaudoellos,Ocampo, Sackman y compañía, hablan descubierta 
y embargado et campo de la referencia y del cual el Banco de 
U Provincia no íeiiiíi el más remato conocimiento; que no es 
exacto que olios hayan embargado el precio de ese campo, sinó 
el campo mismo, y que después de vendido es que et Banco do 
la Provincia ha pretendido embargar su precio; que en las eje- 
cuciones, desde el momento de la venta de los bienes embarga* 
do»» el precio de ellas pasa á ser propiedad del ejecutante y que 
asi el Banco de la Provincia no puede pretender derechos algu- 
nos sobre el precio del campo vendido; que no es tampoco exac- 
to que de su parte se te deniegue los privilegios tan ^lo por el 
hecho de que el bien raíz embargado y vendido se halle en la 
jurisdicción de la provincia de Córdoba, en la cual no pueden 
regir las leyes que al Banco de la Provincia acordara esos pri- 
vilegios que invoca; que la oposición de su parte consiste en que 
por el lucilo de la federalizaciou de esta ciudad de Buenos Aires 
quedó ella desde el momento fuera del imperio de las leyes 
especiales de la Provincia, de la cual había hecho parte, y en 
que ttimbien siendo los privilegios una concesión ó derecho ex- 
cepcional acordado por !a ley i favor de una persona determinada, 
ellos no pueden resultar sinó de una expresa disposición du la 
ley; disposición que a favor del Banco «I la Provincia no apa- 
rece consignada en la del 21 de Noviembre de 1880, por la cual 
fue esta ciudad declarada Capital de la República, ni en la detÜ 
de Noviembre de 1881, s dire la organización de los Tribunales, 
ni en el pacto de 11 de Noviembre de 1850, ni en el artículo 
104 de la Constitución Nacional, ni tampoco en el Código Civil, 
que es al respecto la única ley vigente , 

Que la causa se ha sustanciado en rebeldía del ejecutado y 
que declarada la cuestión de puro derecho, el tercer opositor y 
el ejecutante, insistiendo en sus respectivas exposiciones, las 
amplían en sus escritos de foja 32 y foja 42. Tal es, en extracto, 
lo qu«> resulta de esos autos, en cuyo mérito, dados los térmi- 
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nos de la demanda y los de su contestación, laa cuestiones á 
revolver son las siguientes: 

i* Si et Banco de la Provincia gni* 6 no de los privilegios 
que invoca para fundar la tercería de mejor derecho que por ra- 
jón de ellos se tía deducido, y si en el primer cas.*, puede ó no 
hacer hoy valéremos jjriviiepds ante los Tribunales de esta Ca- 
pital dc la República, 

<£ Si el acreedor privilegiado, y en su caso el Dancode la 
Provincia, puedehacer valeres* sus privilegios, sobre el preeio 
de un inmueble vendidn a consecuencia de una ejecución segui- 
da por otri* acreedor. 

Y teniéndose en constferaeion : \* Que los privilegios que in- 
voca et Banco do. la Provincia Le han sido únicamente acordaba 
por lasleyos que la misma, en su propio interés, dictara, para la 
fundación, fomento y conservación de ese establecimiento de 
crédito, 

2" Que eaas leyes, por razón de su origen, no pueden 
en su imperio ir más nlla de los limites del territorio i>ara el 
cual fueron dictadas por sus legítimas autoridades, puesto que 
la facultad de legislar, inherente i la soberanía de las nacio- 
nes, enmo i la relativa de los estados $ provincias confedera- 
das, implica su independenr-ia propia y, lo que es consiguiente, 
los limites dc sus respectivos territorios. 

3" Que. en esc concepto, es futra de duda que las leyes 
todas, dictad a< por !a provincia de Buenos Aires, como las dic- 
tadas por cualquiera otra de las demás provincias, tan sólo in- 
visten Bse carácter y son obligatorias dentro de los límites de 
su propio territorio y en cuanto no se opongan á las levos de 
la Nac: a. 

4- Que esta ciudad de Buenos Aires, por el hecho dc su 
federalijsacion, lia sido pálmente puesta fuera do los límites, 
jurisdicción é imperio d<» la provincia de la cual hacía parte in- 
tegrante; y que así, en consecuenciade ello, no pueden ahora en 
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«ta ciudad invocarse cono lejes,lae peculiares 6 propia» d« la 
Provincia que ano conserva so nombre, 
5° Que como fundamentos legales contra \m oonoiusio- 
que anteceden, no puedes ti presente prevalecer las «stipu - 
oues contenida* en el pacto de II de Noviembre de 1859, 
que le convino: que ta provincia de Buenos Aires se ¡acor- 
ría i la Nación bajo la expresa condición de que todas sus 
.«edades y establecimientos públicos» quedarían bajo el im- 
io de sni propias autoridades, pues que, cuando se enten- 
lieran aún vigente en toda su amplitud ese pacto de carácter 
esencialmente transitorio, es indudable que debiera hoy tenerse 
por fielmente cumplido, toda ves que su observancia se circuns- 
cribiese á tos limites del territorio de dioba provincia. 

6 a Qur con Tclaciou á esta ciudad de Buenos Aires, ese 
pacto debe entenderse al presente modiücado por el hecho de 
que la misma, desde el momento de su federalisacion, ha deja- 
do de hacer parte integrante de la provincia á que diera sn nom- 
bre, j no se halla, por lo tanto, subordinada á sus pactos y 

lejes especiales. 

7° Que también ese patio, en cuanto á los privilegios que 
por el tercer opositor se invocan, debe al presente tenerse 
por legalmente retocado, porei hecho de que el Congreso Nacio- 
cional, en uso de sus atribuciones y con la concurrencia de la 
provincia de Buenos Aires, ha sancionado posteriormente el 
Código Civil, que es la ley común, y en él estatuido todo lo con- 
cerniente á la graduación de acreedores y sus privilegios, sin 
consignar excepción alguna en favor del Banco de la Provincia, 
como bien pudo y debió hacerse cuando esa y no otra hubiese si- 
do la voluntad del legislador. 

8- Que el herbó de no hallarse consignada esa excepción no 
puede interpretarse como una omisión involuntaria del legis- 
lador, á quien no es de su poner que no le fuese bien conocida la 
salvedad contenida en la parte ünal del artículo 31 de la Cons- 
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titueion Nacional, ]o qae «o elU se implica y 409 el Banco de 1» 
Provincia gozaba de loa privilegios que al Fisco lo eran acorda- 
dos en la legislación que se intentaba reformar, cuando por el 
mismo» con el debido esmero se halla en el Código declarado: 
que por privilegio se entiende el dereno por ta tey dado i un 
acreedor para ser pagado con preferencia i otro (articulo 3875); 
que los privilegios no multan sin6 de usa disposición de la ley 
(articulo 3876); que el privilegio del Fisco es general y limitado, 
únicamente, al importe do los impuestos públicos que se le 
adeuden (artículo 3879); que lo que en el mismo Código no se 
halle declarado ó dicho en alguno de sus artículos, esplíoitaó 
implícitamente, no puede tener fuerza de ley en derecho civil, 
aunque anteriormente una disposición semejante hubiera estado 
eu vigor, sea por una h y especial, 6 por una general (artículo 
93); y que en consecuencia deesas disposiciones deben entonces 
tenerse por revocadas todas las anteriores, especíales o genera- 
les, referentes i privilegio» y entre ellas, las que se invocan 
por el Banco de la Provincia. 

9" Que si bien en la ley orgánica del Banco Nacional se decía- 
la por el articulo 30, que no gozaráde privilegios fiscales, pero 
que sus créditos no podrán ser inferiores en relación i los de 
otro alguno establecimiento de Banco autorizado por leyes pro- 
vinciales, esa declaración en que expresamente se deniegan loe 
privilegios fiscales, no puede ser interpretada en sentido con- 
trario y de modo que i favor del Banco de la Provincia se entien- 
dan ellas subsistentes y derogadas en consecuencia las precita- 
das disposiciones del Código Civil. 

10" Que no habiendo en dicho Código disposición alguna tft- 
plícita 6 implícita mediante la cual puedan entenderse subsis- 
tentes los privilegios fiscales que al Banco de la Provincia le 
f nerón acordados por las leyes de su fuudnt-ion y no pudie ndo 
al presente las provincias dictar leyes alguuua que deroguen ó 
modifiquen las disposiciones del Código Civil, qa* es la ley co- 
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man que A todos ampara, ta declaración del precitado articulo 
30 de la ley orgánica del Banco Nacional debe tan sólo enten- 
derse, en relación á 'as provincias, como una advertencia cx- 
presamente consignada al efecto de que se abstengan de acordar 
«sos privilegios; y, con relación al Banco Nacional, como una 
mayor garantía de sas derechos y del que también le asiste, 
parnen todo caso impugnar eso* privilegios acordados ó que se 
acordaren por las provincias, como cualesquiera otra persona 
particular ó jnridica pudiera hacerlo en conformidad con las de- 
claraciones contenidas en los artículo 31 y 100 de 1:» Consti- 
tución Nacional V áloeu su uiéritu estatuido en el ¡neiso 2» del 
artículo 14 de la W sobre jurisdicción y competencia de Ion 
Tribunales Nacionales. 

1 1 - Que. por otra parto , los privilegios generala, ( orno ¡os que 
disfrutaba el Banco de la Provincia, tienen por caúsala insol- 
vencia del deudor y tan sólo pueden, en razón do ella, hacerse 
valer on ios casos de concurso general do acreedores, como es 
de derecho, J lo n in así declarado siempre los Tribunales, esta- 
bleciendo jurisprudencia al respecto. 

12» Que en manto á la última de las cuestiones enunciadas, 
ár. solverla bastan las disposiciones contenida, en tos artícu- 
los 529 al 533 de la ley de procedimientos, según la que, como 
es de comuu doctrina, las tercerías pueden deducirse en cual- 
quier estado del juicio ejecutivo, y las d< mejor derecho cuan- 
' do fuesen deducidas antes de la venta de ios bienes embargados, 
sustanciarse hasta la realización de ellos, suspendiéndole el pa- 
go hasta que se decida sobre el preferente derecho que las mo- 
tiva por lo tanto, omitiendo otras consideraciones y también 
de aeuerdo con lo dispuesto por las leyes 40, título 17, libro 4?, 
Recopilación Castellana, y 16, titula 22, partida fr. resolviendo 
las diversa» cuestiones comprometidas en el caso de la presente 
causa, fallo : que debo declarar, como se d olara: !• que por la 
andón del Cnligo Civil, han veuidu á quedar derogadas las le- 
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yes que al Banco de la Provincia le acordaban lo, privilegios 
que invoca en su demanda^ Í»MN¿ <W consecuencia, carece Hoy 
de derecho pura demudarlos; 2' que cuanün se entendieran 
aún subsisti-ntes esas luje» especíales y de carácter provincial, 
no sedan de aplicación en esta ciudad, como no pedan serlo, 
pur el íiochode que la mi^uia, mediante sn leieraiizacion, ba si- 
do pista fuera de la jurisdicción é imperio de las leyes de la 
Provincia de que liada paite integrante; 3" que el Indio de la 
venta de loa bifUcs embargados en el juicio ejecutivo, no obsta 
& que los acreedores puedan nacer valer bu preferente der.cho 
á ser pagados con el precio de aquellos; 4 que las cortas de- 
ben satisface en el úrden causado, por no resultar de autos 
mérito bastante para su imposición especial, con forme a dere- 
cho. 

t por esta mí sentencia, deünitivaiuente juzgando, así lo pro- 
nuncio mando v fin»,* esta ciudad de Bue..os Aires, Capital 
de la República Argentina á loa siete dias del mes de Febrero 
del presente año de 1887. 

Apóngaselos sellos y en oportunidad arcbhese. 

Emiliano García 
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Ku Huenos Aires a 30 de Mayo de 1888, reunidos los 
señores vocales en la ^ala de u-uerdos, y t raidos para co- 
nocer los autos seguidos por los senoTes O- ampo, Sackman 
y rómpanla contra don JotéM. Lagos, sobie cobro de pesos, 
se piacticó la insaculación ordenada por el artículo 25tí del 
Código de Procedimientos, resultando de ella que debían votar 
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ka señores vocales m el orden siguiente: doctoresTofre, Barra, 
Ag mrre, Bunge* 

Estando consignados los antecedentes de U causa ea la sen- 
Uaoia apelada de foja 181 tuesta, leCámaraplanteólaisigaien- 
lea eaeatienee: 

1* ¿ El Banco de la provincia de Buenos Aires tiene en la Capi- 
tal de la República loe privilegios que invoca, en virtud de leyes 
dictadas por esa Provincia con fecha anterior 4 la de Capital ; 

S* En caso negativo» ¿conservaría los mismos privilegios por 
haberse contraído el crédito reclamado con anterioridad ¿ di- 
cha ley? 

3 a ¿Poede el Banco ejercitar bus privilegios fuera del caso 
de concurso de acreedores? 

A la primera cuestión el doctor Y ofre dijo: Concretando el lar- 
go debate de este asunto á los términos de la cuestión propues- 
ta, el Banco ha sostenido en él t que tiene actualmente en la Ca- 
pital de la República, los mismos privilegios de que estaba in- 
vestido por leyes de la provincia de Buenos Aires, porque esta 
provincia conserva, por la ley de 31 de Septiembre de 1880, el 
mismo poder para legislarlo y gobernarlo que tenía antes de 
dictarse esta ley. 

Después de la fcderalizacion de la Capital, es la primera vei 
que esta cuestión se trae á la resolución de los Tribunales, pues 
en algunos casos que han sido llamados ú resolver, no se lian 
discutido por las partes, sielTBanco tenía 6 no esos privilegios, 
desde que no le habían nulo directamente denegados. 

No se t xtrauará entonces, que & fin de patentizar la doctri- 
na que conbidero justa, me extienda mis de lo que generalmente 
acostumbro, al fundar mi voto en tan importante materia. 

El Banco dice que lo que pretende es que la ley nacional ríe 
1880, que declaró Capital de la República á esta ciudad, ha de- 
clarado obligatorias en su territorio las leyes que regían al 
Bancodela Provincia al disponer en su artículo 3": «El Banco de 




la Provincia, el Hipotecario? el Monte Pío, permanecerán najo 
la dirección y propiedad de la provincia, sin alteración en loe 
derechos que a csU correspondan »» Sin embargo, esta tésis del 
Banco, no es conforme i la ley de Capital en que la fonda, ja 
se sometaesta ley á la interpretación litera!, ya i la interpreta- 
ción racional, ya su examine su sentido gramatical, ya su al* 
canee constitucional. 

Para demostrarlo, creo conveniente principiar por analisar el 
lenguaje usado en dicha ley, por ser á el que se ha recurrido 
con marcada insistencia en los debates públicos que invoca el 
Banco en apoyo de sus sostenidos derechos. 

«Permanecerán sin alteración en los derechos que le corres- 
pondan», dice el articulo; esta oración es una proposición relati- 
va no absoluta, aaf lo demuestran los modo* de los verbos em- 
pleados y la conjunción usada. El «que» es una conjunción 
relativa ; ss conjunción, porqne une el periodo « á ásta corres- 
pondan » con el anterior « permanecerán sin alteración en los 
derechos » . Es relativa, porque une refiriendo. 

£1 punto de relación está determinado por el vocablo c corres- 
pondan ». y esti» vocablo es un verbo usado en subjuntivo. £1 
subjuntivo expresa otra relación distinta de la de tiempo : ex- 
presa una relación de cosas . Este es el valor filosófico y grama- 
tical del subjuntivo. 

Si tul oración es una proposición relativa, no puede tomar- 
se como una proposición absoluta, y si no expresa una relación 
de tiempo, no puede sostener el Banco que la ley no ha modifi- 
cado absolutamente el pasado: si la relación es de cosofdebe 
buscarse en las cosas mismas la situación en que han venido 
á quedar esos privilegios que hoy se discuten. 

El sentido común basta para esta conclusión. 

Nadie tendrá por idénticas estas dos proposiciones: 

< Permanecerán sin alteración en los derechos que á ésta co- 
rresponde . 
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• Permanecen sin alteración en los derechos que á ésta han 
corres]) ond ido. » 

Una de estas proposiciones no puede convertirse en la otra. 

La primera maiiiliesta el estado de frelftOití» futura de los de- 
rechos de la Provincia sobre su Üanco; la segunda expíessí el 
acto afirmativo y absoluto de que el pa$atfc queda ¡ninudilh able 
en el futuro. 

Sería uece^uriu que estas proposiciones fuesen equivalí ntes. 
para que pudiera sostenerse en buena lógica, que esa ley da ac- 
tualmente á la Provincia, en la Capital, los mismos derechos que 
ha tenido sobre su Hamo, antes de la fedeializacion. 

He diuho que debe buscarse en las cosas mismas, el c*tado 
en que ellas han dejado los det ei líos de la Provincia sobre su 
Banc^ porque la palabra Mcorn-spomian » denota una relación de 
cosas. 

¿Cuáles sou estas cosas y la relación de det echo en que ellas 
han venido á colocar á los privilegios del Baüopf 

Estas cosas son el Imho do la fcderali/acion de lu ciudad de 
ttaenos Aires, oon un tenitoriodetenninado. para Capital de la 
Nación. 

Los derechos que á mérito de este hecho correspondan á la 
provincia de Buenas Aires» los encontraremos en la Coustiíu- 
cion, pues es á ella que la expresión relativa, « que á esta co- 
rrespondan», se ha referido. 

Ahora bien, no siéndolos poderes de Provincia sinú una ema- 
nación de la Soberanía Nacional, para conocer desde donde em- 
pieza el poder de ut.a Provincia, debe previamente ajarse hasta 
d»ude llega el poder de la Nación. Esta regla >e desprenda del 
preámbulo de la Constitución y de los artículos 104 y 108. Ks_ 
ta ademas sostenida por constitueionalistas como Tiffany y Al- 
berdi. 

¿Y cuiíl es el poder que la Constitución atribuye á Ja Nación 
eu la Capital? 
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Un análisis lógico de sus cláusulas y de la doctrina lo ra ti 
duuiostrar. 

11 artículo 36 de ta Constitución inviste al Congreso con to- 
do el poder legislativo de la N ación. Así, si fuese cierto que 
una Provincia tuviese, mi alguna materia, un poder legislativo 
sobre la Nación, sería falso el articulo 36 citado, porque el fun- 
damento principal de todo raciocinio tu el principio de contra- 
dicción: no es posible que una cosa sea y uo sea al mismo tiem- 
po, c Todo ol poder legislativo de la Nación reside en el Congre- 
so >; * algún poder legislativo sobre la Nación reside en nn esta- 
do», son dos proposiciones que se excluyen recíprocamente; y 
como la primera es evidentemente cierta, la segunda tiene que 
ser evidentemente falsa. 

Prosiguiendo este raciocinio, tenemos que el inciso 27 del 
artículo 67 de la Constitución atribuye al Congreso el poder 
de ejercer una legislación exclusiva en todo el territorio de la 
Capital de]la Nación, y por el inciso 128, le da poder para hacer 
todas las leyes convenientes para el ejercicio del anterior poden 

SÍ es cierto que el Cuiigreso esta investido exclusivamente 
por los anteriores artículos, de todo el poder legislativo en la Ca- 
pital de la Nación, no puede serlo que la provincia de Buenos 
Aires tenga algún poder legislativo eu la Capital de la Nación, 
porque entonces tal poder legislativo, dejaría de ser exclusivo 
del Congreso para ser compartido eon.la Legislatura de dicha 
Provincia. 

Desde que toda legislación en la Capital ba sido evidentemen- 
te conferida al Congreso, seyun el texto expreso de la Consti- 
tución, es forzoso concluir que ninguna facultad legislativa ha 
quedado reservada á la piovincia de Dueños Aires sobre el te- 
rritorio de la Capital. 

Ksta soberanía de la Xae.ion en el territorio de la Capital, es 
absoluta é incomunicable ella no está dividida en los departa- 
mentos legislativo, ejecutivo y judicial que forman el Gobier- 
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no sinó que, pot el contrario, 1» Nación la ejerce por medio de 
ana diversos departamentos. 

Sobra al ejercicio de la autoridad conferid a á laXaeionpor 
nadie de sus diversos departamentos, víaec Tiffany página 
UAj siguiente. Foresto, el artículo 86, inciso tercero, bace 
•1 Presidente de la República, el jefe inmediato y local de la 
Capital. 

Desde luego, aceptar que otro poder pueda extender su au- 
toridad á la Capital de la Nación, es aceptar la coexistencia de 
dos poderes , es aceptar el imperium et tmperium, es berir la 
integridad de Un privilegiada soberanía conferida á la Nación 
•obre ese territorio. 

Story, comentando la clausula 17 del artículo i° de la Cons- 
titución de los Estados Unidos, concordante con inciso el 27 del 
artíeulo67 de la nueatra dice: «la necesidad indispensable 
para el Congreso de que su poder 8e » * ,ter0 f exclusivo sobre 
el asiento del Gobierno, es de una evidencia immUesiaUe; es el 
poder ejecutivo porcada legislatura en la t Union», j podría 
decirse en todo el paLs como nna consecuencia de su suprema- 
cía. > 

El senador Itorton S. Chipman, en su notable discurso sobre 
las relaciones y deberes de la Nación con el Distrito de Colom- 
bia, su Capital, decía : < Fué con este objeto que se colocó un 
articulo en la Constitución, quitando á los Estados toda auíoW- 
dod legislativa sobro este distrito, etique se establera la Ca- 
pital, poniéndola bajo la exclusiva autoridad del Congreso». 

Tal es también la opinión de Madisoii en el Federalista. 

Entre nosotros, el doctor Alberdi decía ; «Capital, yiguiíica 
poder local inmediato y exclusivo en ella. La Constitución atri- 
buye al Gobierno Nacional el poder inmediato, en'lusiro y local 
del lugar de su residencia, como el poder más esencia! á su 
autoridad y jurisdicción. » 

Pero yara que se ven con cuanta energi i ha consagrado cata 
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doctrina el Poder judicial de Estados Unidos, citaré algunos de 
sns f ai tos. 

En tas Decisiones ' institucionales de los Estados Unidos, 
compiladas por Bump, encontramos la Deoision seiscientos se- 
tenta y cuatro que establece: t Cuando nna compra de tierra, 
para cualesquiera de los objetos enumerados, se hace por el Go- 
bierno Nacional, y et Estado hadado su consentimiento para 
la compra, la tierra asf comprada, por los términos mismos de 
la Constitución, ipso facto, cae dentro de la exclusiva legisla- 
ción del Congreso, y la jurisdicción del Esta lo completamente 
excluida. 

La decisinn seiscientas setenta y cinco es más terminante, 
ella dice: < El Gobierno tiene exclusiva jurisdicción sobre el te- 
rritorio cedido, aunque elactode cesión disponga que los proce- 
dimientos chites ó criminales tomados bajo la autoridad del 
Estado, puedan ser ejecutados dentro de las tierras cedidas.» 

Como se vé, si esta reserva respecto de leyes de forma, no ha 
sido revocada por los Tribunales de la Union, y han mantenido, 
á pesar de elija, la exclusiva jurisdicción del Gobierno Nacional, 
sobre el territorio asi cedido, ¿eos mayor razón no podrá serlo 
la reserva que se sostiene en esta causa sobre layes ci riles, le- 
yes sustantivas que afectan derechos de un orden muy superior? 

En los Estados Unidos lia sido resuelto que la jurisdicción de 
los Tribunales fedérale* deriva de la Constitución y leyes del 
Congreso, y no puede ser ampliada ó alterada por leyes de Es- 
tado. ( Decisión 2017), 

Ha sido resuelto, que un Tribunal, es uua criatura de la 
Constitución y de las ley*** bajo las cuales existe. (Decisión 
2013). 

He dejado establecido que la soberanía de l:i Nación, en el te- 
rritoriode laCapital, es ejercida por las tres ramas en que está 
distribuido elGoltierixt: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

¿.Cómo podría entonces esta Cámara estar regida en susfallos, 
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por las Leyes ojie la provincia de Buenos Aires ba dictado, ó dic- 
tare sobre su Banco? 

Sj como lo diue el iuímuo Banco á foja 114 vuelta y es veMad, 
toen aljuez quecénote de un concurso decidir laprioridad de los 
crédito* y esta ti a cisión debe fundarse en tus leyes (¡ye rajen en 
el lu§ar domle^rmsmo juez ejerce su jurisdicción, esta Caina- 
ra 110 puede declarar los privilegios del Banco i lindados ea leys 
dt la Provincia, sin reconocer ¡i la vea que su jurisdicción está 
regida porosas leyes* 

Pero la jurisdicción de esta Cantara de la Capital, no emana, 
ante esa autorizada doctrina, siuú únicamente de la Constitu- 
ción y leyes del Congreso, hago esta Cámara no puede reconocer 
al Banco los privilegios que invoca contri Ocampo, Sackinan 
y compañía. 

Si de la interpretación que vengo dando á la ley de Capital, 
según ia doctrina «apuesta, p itamos á la que emana de los ac- 
tos éjeontatios con posterioridad á *u sanción, por los mismos 
altos poderes, la Naciun y la Provincia, que concurrieron a) ac- 
to üe eosion y fedvralizacion del territorio cedid.., llegamos á 
la misma conclusión. 

La provincia de Buenos Aires, que en !88G decretó la in- 
couver>Uui y aumento de la circulación fiduciaria de bu Banco, 
di'souesde la federHlizícion, por decreto de 8 de Enero de 1885, 
no se creyó autorizada para ejercer esos mismos actos, y solici- 
tó y obtuvo del Crobiernu Nacional los beneficios del decreto de 
iiicouversion.EHlobiemoNrteiunaK pi.r deor(Hode15deLncrode 
ése año, le lijo al Banco;, en ti7.4á6.í80 $, el monto de la circula- 
ción de sus billetes, le impúsola Te^r va metálica, le nombtóun in- 
terventor que venlique sus estados, comprobase sus balances y 
fiscalizase el estricto cumplimiento de las obligacionesqueosta- 
blecía, todo lo que fué aprobado por el Congreso al dictar U ley 
de curso legal de 13 de Octubre de 1885. 

Si por el artículo 3* de la ley de Capital, la provincia deBue- 
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nos Aires, conserva los mUinns poderes do legislación y gobier- 
no queejerci6en 1876, no se es plica cómo solicítase del Gobier- 
no Nacional autorización para notos 'l* 1 legislación y de gobierno 
de que estaba invertida. 

¿Qué acto mis elemental del gobierno de un Banco puede haber 
que el de llevar sus balances? Y, sin embargo, vemos que la 
provincia de Buenos Aire-! no pudo ojereor en la Capital la 
pretendida autonomía b anear i a. ni aún sobre est" sencillo acto 
do himple administración. 

Más tarde, con fecha 24 «lo Setiembre de t8R6, dieti el Con- 
greso la ley orgánica del Raneo Hipotecario Nacional, y por 
el ar lien lo 68 prohibe que ningún otro banco pueda hacer emi- 
sión de cédulas sobre propiedades situadas en el territorio de la 
Capital, y !a provincia de Buenos Aires, acató y cumplió este 
acto de soberanía legislativa del Congreso sobre el territorio 
do ta Capital. 

Esto demuestra que ella misma entendía que ni artículo 3* de 
la ley de federalizanon. no lo atribuía los poderes que ol Banco 
sostiene en este asunto. 

Posteriormente, el Gobierno y Manco mismo do la Provincia, 
que esparte en esta cansa, obtienen por oí contrato «Ortiz-Pa- 
obeco», de fecha 30 de Diciembre, autor ¡7aciou del Gobieruo Na- 
cional para aumentar ta circulación fiduciaria basta la suma de 
ocho millones de pesns, ;í nuis de la cantidad que podía circular 
con arreglo al artículo primero de ia ley del Congreso, no de la 
Prn»incÍa. di; 1885. 

"rSe ve. pues, que losados reiterados de los dos poderes que con- 
currieron á la ley igfe Capital } sobre hechos que tienen relación 
con lo que se discute, no le han dado A esa ley los efectos que 
el Banco pretende, y son ta meior explicación del sentido y al- 
cance que ella tiene con el punto directamente discutido. 

Si hasta ahí llegan, segim lo expuesto, los pnderes de 
la Nación, no puede aceptarse que subsistan é imperen en la 
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Capitel de la República lo» privilegios de que se pretende inves- 
tido el Banco de laProrincía, y, por consiguiente, voto por U ne- 
gativa «a la cuestión propuesta. 

En la misma cuestión el doctor Barra expuso: Que á su pa- 
recer los privilegios fiscales snbststeu i favor del Banco de la 
Provincia en la extensión que determina la cuestión pro- 
puerta, con arreglo al pacto de Noviembre de 1 859, articulo 31 
y 104 di la Constitución Nacional y ley de Capital; y cstu, ú pe- 
sar de lo que dispone el Código Civil sobre supresión de la hi- 
poteca legal. Según los pactos que precedieron á la incorpora- 
ción de La Provincia, ésta conservó su legislación sobre aquel 
establecimiento, incorporándose tal prerogutiva enel texto de la 
Constitución Argentina, y siendo ésta )a razón fundamental 
que ba guíadu á los Tribunales de un modo constante y unifor- 
me al reconocerle tal clase de hipoteca sobre los bienes de sus 
deudores» no obstante las prescripciones del mencionado Código 
Civil. 

Antes de darse la ley le capital era ésta la verdad comproba- 
da por un numero respetable de resoluciones judiciales, sin que 
se desconociese hasta entónces, por losmisnius interesados en 
juicio, la existencia de los privilegios que boy se discuten al 
amparo de esa ley; y no podía ser de otra suerte» desde que si 
bien se declaraba por el artículo 31 de la carta fundamental qne 
las autoridades provinciales debían acatar las leyes del Con- 
greso, no obstante cualquiera disposición en contrario que con- 
tengan las leyes ó constituciones provinciales, se hacía al mis* 
mo tiempu una salvedad para la provincia de Buenos Aires, 
con arreglo á los tratados ratificados después del recordado pac- 
to de Noviembre; de igual manera se justificaba aquella juris- 
prudencia, teniendo en cuenta el artículo 104, que declara que 
las provincias conservan todo el poder no delegado al Gobierno 
federal, y el que se hubiesen reservado por pactos especiales al 
tiempo de su incorporación; dejábasf, pues, intacto el derecho de 
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la provincia de Buenos Aire*, para gobernar y legislar sus esta- 
blecimientos públicos, según así se lo acordaba el artículo 7* 
dt ese pacto. 

No debe causar la menor estrañeza que el Código Cirü baja 
prescindido del Banco de la Provincia en materia de privilegios, 
porque, como se ba visto, era del eiclusivo resorte de las auto- 
ridades provinciales legislar sobre su Banco, en virtud del pac- 
to incorporado á la Constitución. 

La demostración mas palmaria du que el Código Civil no modi- 
ficó en lo más mínimo al Banco de la Provincia, en sua relaciones 
de derecho con lo* terceros, la ofrece la ley de fundación del 
Banco Nacional, posterior á ese Código, y por la que se estable- 
ce en su artículo 30, que sus créditos uo podrán ser inferiores 
en prelusión a los de cualquiera otro establecimiento de banco 
autorizado por leyes provinciales; es claro, pues, que la tey se 
reliare al único establecimiento de ese género que goza de pri- 
vilegios Usuales en el territorio argentino, al Banco de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, igualándolo para el caso de concurren- 
cia de sus eruditos, no obstante los principios liberales con que 
empieza ese articulo, cuando dice que el Banco no gozará da 
privilegios fiscales eu la República. 

Es de toda evidencia, por lo Unto, que el Congreso reconoció 
por esta ley, en el momento solemne de la creación del Banco 
de estado, la subsistencia de aquellos privilegios en favor del 
Banco de la Provincia. 

Con relación i la época anterior á la ley de Capital, no tiene 
mayor importancia la dilucidación del punto privilegios, porque 
es muy cierto que en vi escrito de duplica decía el apoderado 
Turuer á foja 48: «La Corte Suprema federal, como los 
demás Tribuuale-s, se han pronunciado por los los pri- 
vilegios del Banco ante* dn la ley de capital », y á 
renglón seguido agregaba: * nosotros no negamos que 
el Banco tiene privilegios en el territorio de la provincia 
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de Bueno* Airea, y que, por consiguiente, los tenía en la 
Capital, cuando éste era parte de aquel territorio». Basta lo 
expuesto pan comprender que el punto de que se trata, dentro 
de loa límites demarcados al principio de este párrafo, no exige 
otros, ni mayores desenvolvimientos, Unto más si se tíen< pre- 
sente las siguientes palabras con que et mismo apoderado redon- 
deaba ó precisaba su pensamiento, después de los párrafos 
transcritos: loque negamos y se discute es que tenga esos pri- 
vilegios fuera del territorio de la provincia, por consiguiente en 
la Capital después de la federal izacion de ésta. 

Haciéndonos e irgo de la diücult ¡1, debo avanzar como punto 
de partida, que creo ¡ncnnfcestaMe, que esos privilegios no to- 
mín sn fuerza únicamente de las leyes provinciales; después 
del pacto de Noviembre, están amparadas por la misma Constitu- 
ción argentina, que autorizó la incorporación de la provincia 
con la facultad de gobernar y legislar su propio Tlanco; es, 
pues, materia constitucional U existencia de tales privilegios, 
que no puede tocarla el Congreso sin flagrante violucion de la 
Constitución . 

Si bit-n es cierto que esta ciudad, por el Lecho de su federali- 
zacioiu ha quedado fuera de la soberanía do la provincia, yque 
la legislación sobre su Banco no podría regir fuera de su terri- 
torio, téngase en cuenta sin embargo el rol quo juega en esta 
dificultad la misma ley de capital, y que, en mi concepto, la re- 
suelve de un modo conformé á las pretensiones deducidas por el 
Banco tercerista. Efectivamente, por su artículo 3 o se dispone 
la permanencia del Banco bajo la dirección y propiedad de la 
provincia, sin alteración en hs derechos que á ésta carres^n- 
dan: y como se ha visto que los privilegios del lianco presenta- 
ban también su faz constitucional, puesto que fué admitida la 
incorporación de la provincia, según el artículo 104 f con re- 
serva de sus ptetos, es fuera de duda que esos derechos, qui- 
no fueron alterados, no son otros que los que le acuerda su 
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propia legislación sobre ese establecimiento de erudito on esta 
ley del Congreso, al admitir que funcione el Banco dentro de la 
Capital, con la amplitud que lo permiten sus mismas leyes; pues 
no podía olvidarse ¡il misino tiempo que la ley de capital tenía 
que ser el resultado de un concierto entre las autoridades na- 
cionales y provincial**, respecto del territorio que hubiera de 
federaliiarse; si era requisito constitucional la previa cesión de 
ese territerio por parte de las legislaturas provinciales, podría 
hacerse bajo ciertas basi* que no fuera.* repugnantes a la cons- 
titución, como no lo eran por cierto que ese Banco siguiera su 
marcha progresiva en la eiudal capital, sin tocarse sus dere- 
chos ni desconocer se los privilegios que le lian asistido desde 
su fundación. Si esa clausula del artículo 3" no tiene el alcance 
jurídico que se ha insinuado, no merecía la pena de haberla 
consignado, porque á la verdad, enmo establecimiento bancario 
no tenía necesidad de ninguna ley pura seguir funcionando en 
el municipio do la Capital, como funcionan tantos otros bancos 
del mismo género, amparados por el espíritu liberal de nuestras 
instituciones; en mi sentir , quíaose sin duda por el Congreso 
garantirse til estabilidad de ese Banoo de un molo especial, au- 
torizando su marina dentro del radiodelaCapit.il y bajo el ré- 
gimen de sus leyes orgánicas, rindiendo así culto al desprendi- 
miento generoso de la provincia y radicando en la metrópoli ese 
emporio d i riqn*ia y de progreso. 

lie abstengo de entraren mayores consideraciones para votar 
por la afirmativa. 

En la misma cuestión el doctor Aguirre se adhirió al voto 
del doctor Yofre, agregan! o únicamente, que después de la san- 
ción de la ley de bañes garantidos, fecha Noviembre de 1887, 
á la que *d Banco de la provincia de Buenos Aires se había aco- 
gido con autorización competente, á la par de otros bancos y sin 
reservas de ninguna clase, que por otra parte, eran extrañas á 
dicha ley (artículo 3b), había quedado en todo su vigor y fuerza 
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legit el artículo 67, inciso 27, de tu Constatación nacional que 
acuerda al Congreso la facultad de legislar exclusivamente en 
todo el territorio de la Capital de la nación, lo mismo que el ar- 
tículo 108 que prohibe á las provincias establecer bancos con 
facultad de emitir billetes, lo cual importaba una limitación á 
la facultad de legislar que tan exageradamente se supone reser- 
vada á la provincia de Buenos Aires respecte de su banco, sien- 
do de advertir también, que por el proyecto de carta orgánica 
del Banco, pasado por el P. £. á la Legislatura en Febrero del 
corriente año, nada se estatuye respecto de privilegios baucaríos. 

El doctor Bunge se adhirió al voto de las señores vocales doc- 
tores Yofre y Aguirre . 

En la seguuda cuestión el ductor Yufre dijo : El Banco sos- 
tiene á foja til vuelta que e. privilegio que iuvoea es lindero- 
cho adquirido antes de la Ley de Capital, y que cmo las leyes 
no tienen efecto retroactivo, el referido privilegio subsiste y 
debe declararle á pesar de dicha ley. 

Consta de estos autos que el privilegio recién Tino á ejerci- 
tarlo en juicio el Banco, contra Ocampo, Sacktnau y compañía en 
4888, pero aunen la hipótesis de que este privilegio fuese un de. 
reeho adquirido, después de la ley de capital no podría prevale- 
cer. 

Es verdad que las leyes enmones no alteran por regla general 
derechos adquiridos, pero no sucede tomismo con las leyes do or- 
den público, y mucho menos con las leyes constitucionales. 

El mismo Banco, á foja 1 10 de los aut os, sostiene que la ley de 
capital, es esencialmente constitucional, y que por su naturale- 
za y su carácter queda incorporada A la Constitución. La Cá- 
mara, en el voto precedente, ha reconocido que esos privilegios 
no los tiene «1 Banco después de esa ley, porque son repugnan- 
tes á la Constitución. Desde luego, uo pueden ser ellos acepta- 
dos por el hecho de que se originan con anterioridad á la ley, 
cuyo carácter y naturaleza los rechaza. 
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Estos principios del derwho público, hansído>plicados i las 
relaciones del derecho privado, por el artículo 5* del Código Ci- 
vil, cuando establece que: * Ninguna persona puede tener dere- 
chos irrevocablemente adquiridos contra una ley de ¿rdeu pú- 
blico» . 

Según la significación jurídica de este articulo, las personas 
que tienen adquiridos derechos cuyas acciones derivativas afec- 
tan el nuevo orden sucia) organizado por la ley vigente al tiem- 
po en que esas acciones se ejercitan, no pueden hacerlas preva- 
lecer, contra *?l imperio de este nuevo orden de cosas, conforme 
al principio consignado por los romanos: salux i>opnÍi suprema 
lew est . 

Las disposiciones generales sobre la aplicación de las leyes 
comunes y su efecto retroactivo, no rigen el presentí; caso, por- 
que ellas no pueden invocarse contra las constituciones que fun- 
dan y organizan las nacionalidades. 

Supongamos un hecho práctico uara la mayor inteligenciado 
esta tésis. 

Nuestra Constitución establece que el Congreso se compone 
de una cámara de diputados y otra de senadores; que los di- 
putados durarán < uatro años en el ejercido de sus fuucioues y 
los senadores nueve años. 

Es indudable que lus diputados y senadores por ese período 
elegidos é incorporados á sus respectivas cámaras, tienen el de- 
recho adquirido á permanecer en el ejercicio de sus funciones 
por el tiempo expresado* 

Pero mientras estas funciones se ejercen, se reforma la cons- 
titución y se establece que la duración del período de los dipu- 
tados sea de dos años y de seis el de los senadores. 

¿Podríanlos diputados y senadores, anteriormente nombrados, 
sostener que dios no pueden cesar en sus funciones hasta quo 
no terminen el período de cuatro y nueve años lijado ñor la an- 
tigua Constitución» sobre iQsoüales tienen derechos adquiridos? 
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A esta pretcnsión fundada sobre esos derechos, se les opon- 
dría el principio, que la suprema lej de órden público, es la 
Constitución déla Nación, y que contra sus disposiciones ningu- 
na persona puede ejercer derechos adquiridos en virtud de una 
lev precedente. 

Así, el privilegio, que no nuce del contrato, sinóque está fun- 
dado en la naturaleza d- la persona :i quien se aplica, por in- 
vestidura de la ley de la provincia, uu puede ejercitarse en la 
Capital, donde ha ea ducado la aplicación dt la ley de cuya au- 
toridad emana, como de sufitente, y á la que está adherido como 

una ¡H-erwjHtiva. 

Sauguinetti en su diccionario administrativo, define el pri- 
vilegio: ■ t'na prerrogativa o^ne se concede á alguno, concedién- 
dole algún derecho del que no gozan los demás». 

En et mismo sentido lo define Barcia, Diccionario lógico, ver- 
bo Privilegia, y tal es también la naturaleza judíric* que 
le atribuye el artículo 3870 del Código Civil. Por consiguien- 
te, donde no tiene aplicación la ley de iin privilegio, el privile- 
gio no puede ejercitarse. 

Voto, á mérito de estas consideraciones, por la negativa, cu la 
segunda cuestión. 

En la misma cuestión el doctor Uarra dijo : Nada tengo que 
decir sobre la segunda cuestión que queda resuelta con mi expo- 
sición á la anterior . 

En la segunda cuestión el doctor Aguirredijo: El privilegio 
invocado por el Banco de la provincia de Buenos Aires data de 
la ley de Octubre 25 dé 1854, cuyo artículo 11 le acordó lospri- 
vilegios bacales en sus negociaciones, ios privilegios fiscales 
en esa fecha, estaban legislados por las leyes españolas recorda- 
das en el voto del voeal doctor Barra y es. a ellas ú las que indu- 
dablemente se refería dicha ley desde quo la do 22 de Juniode 
1822, que acordó al Banco de descuentos acción hipotecaria o 
pignoraticia sobre los bienes «le los deudores, utientrtis la ley no 
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provea de medio más eficaz, se encontraba completamente dero- 
gada |>or la serie de resoluciones legislativas y administrativas 
que se dictaron pusteriormente liasta llegar * á la organización 
del Banco Provincial, en cuyo favor se estableció el privilegio 
liseal ». 

Del punto de vista legal, parece también indudable que si las 
leyes nuevas modiíkan el privilegio, si el alcance Jntídico de lo 
que se llama privilegio fiscal, es lijado deiinitivainente, las 
leves anteriores carecen de aplicación 911 los casos ocurridos 
durante la vigencia de la nueva ley, mientras no se demuestre 
que el derecho invocado había sido irrevocablemente adqui- 
rido. 

Como con secuencia del privilegio liscal acordad" por la ley de 
1854, el Banco de la Provincia sostiene en el caso actual el de 
hipoteca tácita que ha sido suprimido poi las luyes generales en 
vigencia, reduciéndose los privilegios liscaLes & lo establecido 
en el articulo IU97. incido fl% del Código de Comercio y en el 
3879 del Civil. 

«La hipoteca general, sin designación especifica de bienes, 
no produce efecto aigunoen las obligaciones comerciales » ( dice 
oUrticulo 1700 del Código de Comercio, que antes de ser nacio- 
nal, rigió en la provincia de Buenos Aires, y el autor de nues- 
tro Código Civil comenta así el articulo 4018 que abolió defini- 
tivamente la hipoteca ta- ita : Kste interés público nos ha 
hecho abolir todas las hipotecas licitas, por el embarazo que 
punen en la vida económica de los pueblos... * Estos derechos 
hipotecarios no pueden exactamente llamarse derechos adqui- 
ridos, hasta que, abiertos, no hubiere llegado el caso de poner- 
los judicialmente en ejercicio, y darles aplicación sobre deter- 
minados bienes. 

«P.hIvuios decir, que husta enlónccs no eran derechos aún 

ubiertos. » 

Ninguna persona puede tener derechos irrevocablemente ad- 
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quindes contra ana lej de orden público (artículo 5, Código Ci- 
?¡l). « Entendemos por derechos adquiridos los que están irrevo- 
oable y definitivamente adquiridos ante el hecho, de) acto ó ti- 
la ley que se les quiere oponer para impedir su pleno y entero 
goce. Tin derecho que puede ser revocado ad mutum por la 
persona que lo ha conferido, no es un derecho adquirido, linó 
una mera cspectativa » ( Nota al articulo 4044). 

Queda demostrado con el texto y comentario auténtico de la 
t< y nueva, que la hipoteca tácita ha sido deliberadamente supri- 
mida y que los derechos que en virtud de ella podían hacerse 
valer sólo eran derechos en espectativa. 

Las Códigos expresados no contienen excepción alguna al 
precepto constitucional respecto de su carácter obligatorio, 
y por consiguiente, ninguna provinria podría establecer excep- 
ciones ni derecho común ni trasmitir á sus establecimientos ó 
instituciones mayores prerogativas que las acordadas en dichos 
códigos : A f e»io dat t/uod m se non habet. 

Pero el representante del Banco de ta Provincia, háse empe- 
ña) lo en demostrar que ese establecimiento quedó fuera del al- 
cance délas leyes nacionales, en virtud de lo establecido en el 
artículo 7 del llamado pacto de $1 de Noviembre de 1859, y el 
104 de la Constitución Nacional, y que por consiguiente, con- 
serva éste el privilegio iie ta hipoteca tácita con sujeción á las 
leyes antes recordada», y no obstante lo establtcido al respecto 
en los Códigos de Comercio y Civil , siendo esto tamlúen la ba- 
se fundamental del voto del vocal doctor Barra» 

Como este punto no lia *ido especialmente planteado por con- 
siderarlo implícitamente comprendido en ta primera cuestión, 
me limitaré á contestarlo t on lo expuesto en ella., refiriéndome 
además, á la opinión de estadistas y escritores respetables que 
han sictnado en la época del pacto mencionado, ó que han es- 
tudiado sus antecedentes y alcances constitucionales, llegan- 
do á demostrar las exageraciones de una interpretación forzada 
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par interés mil entendido y de conveniencia dudosa para la 
misma colectividad en cuyo nombre se invocaban. 

En las sentencia* citadas déla Suprema Corte Federal, como 
favorables ú las pretensiones del Banco, no se planteó ni traté 
esta cuestión porque se partió siempre de la base de que gozaba 
del privilegio de la hipoteca tácita con arreglo á la» jurispru- 
dencia de los Tribunales de la provincia y ú la conformidad de 
las partes interesadas. 

Estas consideraciones, y la» aducidas por el doctor Yofre, 
deciden mi roto igualmente ¡ligativo en la cuestión pro- 
puesta. 

A la segunda cuestión, dijo el doctor llunge : Los privilegios 
son derechos en espectativa, los que, según se explica en la nota 
al artículo 4044 del Código Civil, pueden ser suprimidos por la 
ley, que es la que los ba establecido, como se suprimió la hipo- 
teca tácita de la legislación antigua. 

Los privilegios del Banco son fiscales de la provincia de Bue- 
nos Aires, y no la hipoteca tácita que fué borrada por las dis- 
posiciones del Código Civil. La misma provincia de Buenos 
Aires no podría nacer valer estos privilegios en el territorio de 
la Capital, porgue se opondrían á la soberanía nacional, como 
lo lia demostrado el señor vocal doctor Yofre, y por consiguien- 
te, sería contradictorio que asistan a una de sus instituciones 
bancarias, 

SÍ la ley de Capital conservó los derechos del Banco, no pue- 
de entenderse por esto otra cosa que los derechos que ya tenia 
adquiridos, en virtud del ejercicio de la acción. Los créditos 
posteriores ó aquellos que no se cobraran sino posteriormente 
no son del mismo carácter, no siendo aceptable que vi Banco 
baga valer privilegios en razón de una ley que carece de efecio, 
porque da lo que propiamente ya no tienn la provincia en el te- 
rritorio do la Capital. 

Después de haberse acogido el Banco á la ley de 3 de Noviem- 
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tare del aoo próiiiuo pasado, y de haber renunciado p r ello á 
sus privilegios en la provincia {articulo 35), ¡>ería contradictorio 
^ue pudiera hacerlos valer para conseguir «1 pagu de créditos 
anteriores, pero que recién persigue cuando el territorio de 
la Capital ba dejado de pertenecer a la provincia. 

Por estas cünsideracii>ne\ me adhiero al ruto de los señores 
vocales doclor.es Yofre y Aguirre. 

* Sobre la tercera cuestión, loa señor es vocales resolvieron iu> 
ocuparse de ella en vista del multado de ta votación respecto 
de las cuestiones anteriores. 

Con lu que terminó este acuerdo, «jiie firmaron los ¿i-fiores vo- 
cales, 

YOFRE. — UAHKA, — BUSCE. - 
ACtIURE. 

Ante uíí: 

Alberto )l. Lmm¡ue. 

Jdii'Dos Aires, Majo $t iJr- 1S«Í. 

Y vistos: Por los fundamentos consignados en el presiente 
acuerdo, 8fi continua, con costas, la s< iiteneia de Toja ciemo 
ochenta y una vuelta, regulándose los honorarios del doctur 
Beraciídiea en esta instaucia en la suma de quinientos pesus 
moneda nacional, y los del prcdtnidur Turner en ciento cincuenta 
pesos do igual moneda, y devuélvanse. Keponga.-e lo> sdlos. 

FELIPE YOFHE.— JUAN E. DARHA. 
— OCTAVIO BLMJE. — JL'LIAN L. 
ACURRE. 

Ante mí : 

Alberto ñlé LarrmjiW. 
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VISTA llELSEÜHlt piHM:ritAunii 



Su furnia i'urte : 

Se ha (lUcntMo el alcance de arta W ^<?W rte ! Congreso, 
v el de los actiéutos 31 y 104 ¡fe tu dwistiiucioi*; y la decisión 
filial <!e la r.i mi .mi, es eontraria A loa prwílcgios fiiuttad^ en 
afelios, Prunmlo, eu^m^^irn.'iii, h] reñirá. aOtlc«Uíilo |>a*B 
uiiíe V. Ev, sujeeiOn á lo «li-oncsto en el inciso 3', articulo 
1 i de lo l«*y sobre |urisdíeeipn y coniptericiii «!>■ los Tribu uales 
nacionales: 

La Constitución, la- leyes rj«c se dieten p..r d Congreso y 
tos tratados con tas potencias extranjeras, son 14 ley Miprema 
ik> ta Kacieo ¡i que deben soíiieterse las províneías, nooostante 
lo que ].r.-M-riktii las leyes y ooü>üluc¡..m'> de los Estados. 

Kstv principio irieoiitestable de nuestro Código fatidamental, 
tiene uuíi excepción expresa cu ol mi-mo artículo íU que l o co n- 
sagra, salvo |oralá jtrovincia de Bneno| Aires, los tratados ra- 
tificados énftm del pacto de II de Kovicinnre av 1859, 

tea eseepcion, está gamritiá cspecíiLl , rcíoneoid* á la pro- 
vincia de Bíienos Aires, «orno condición tlé sa incorpotaciói^ 
e.stá todavía eonlirinada en el artículo iO^j de la misma .jflnStótfe 
tu( ion Nacional, 1 'urque las provincia- r on>-rva» segnu ese ar- 
ticulo, torio A po leí delegado por la Constitución federal, y el 
míe expr- sámente si» hayan n-erva lo por páctus espeoialesi ul 
tiempo de su incorporación. 

A ¡iic esas prescripciones expresas del Código futid mienta!, 
no puede abarse ¡i la provincia dellneno^ Air -s el derecho á ta 
legislación de su liam-.i. porque e^e derecuo lo tuvo y ejerció 
antes d ' 1 su ineorpiracion, porque su conservación puetada 

T. XI 
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con el Gobierno Nacional y aceptada y garantida por la ley 
fmn la menta], en las terminantes disposiciones de su> artículos 
SI y 104 citarlos. Y que el Manco ha ejercitado use dere¿ÜQ 
garantido constitueionaltnente, lo revela una práctica constante 
durante muchos año- y ta jurisprudencia líjala f »r los Tubo- 
nale< al respecto. 

No influye omlra el ejcrcicw de cvw privilegios. 1¡i f ll, ' rz;L 
doctrinaria de Ins expositores aorta-americanos ni aun las dis- 
posiciones contrarías del i ód igo Civil, legislando sobre hipo- 
teca!* generales. 

Las doctrinas contra los privilegios especiales pueden ser 
muy fundadas, la Ululación ile los Códigos, de aplicación 
general. Ni esas ductrinas, itl tal legislación, pueden aplicarse 
al c&sq sub-jHtlÍce t en que se trata de un privilegio excepcional, 
reconocido al Banco por nn pacto nacional, elevado para so 
mayor garantía ;i texto de la minina Constitución. Ku élcon- 
llicto legislativo, ta í '.«nstitueiuu es La ley suprema para los 
Tribunales, según el articulo 21 de la ley de 14 de Setñmbre 
de 1863. 

¿La ley de federalizacion dé la Capital, lia modificado aquellos 
privilegia, en cuanto a su ejercicio dentro ie los límites del 
íeiritmio fedcraltzado? 

Opino negativamente. La autoridad de la ley, habría sido 
enclícaz por sí misma para quitar al Banco los privilegios ga- 
rantida •* n la r.mstitucion. Sin mcesidad de truer á discusión 
los recuentos $ue pn cedieron y mediaron para la ley de 21 de 
Setiembre de 18*0, pienso que ella táisraa fué una ley acuer- 
do, pues para su ejecución requería el asentimiento de la pro- 
fiñeia de lluenos Aire*. Y fué por ello, que sin menoscabar los 
pactos, en cuyo mérito el Banco ejercía sus privilegios, el artí- 
culo ;j" d>*elaró que permanecería bajo la dirección y propiedad 
de la provincia, sin alteración á los derechos que A esta corres- 
pondan. 
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¿Cuáles etaii esosderechos? Todos los 4110 tnnía y ejercía la 
provincia sin excepción de ninguno, desde su incorporación, bajo 
la garantía do los artí tilos 31 y 101 di la Constitución Nacio- 
nal. De otro modo, la b-y habría necesitado expresar las excep- 
ciones y 11» existiendo exepeioues ex primas, rilas no ¡>c dedu- 
cen di* los términos generales dé! mandato legal. 

No creo necesario entrar en el análisis de punios de detalle, 
Cuando la discusión ios lia tratólo in-extanso. l*aru evitar re- 
peticiona al respeetOj reproduzco los fundamentos de la expre- 
sión fte agravios del representante fhd U tuco Provincial, adhi- 
riendo al pedido (le foja SS88 t si»lir*' revocación ilc la sentencia 
de la t ámara de la Capital, :i mérito di- los prÍfUÍágt08 M Man- 
eo, rectírtoéMos en la Con'tttu-Hiu y ftO desvirtuados por la ley 
de fftl. rali/aeion de la Capital. 

i 4* BupreiN* t'«rlr 

DaeiiOs Aires, Selíiinbre 5 do 

Vistos y considerando: Primer»: i»ue como lo establece 1» 
sentencia apelada, el Congreso tiene la facultad exclusiva de le- 
gislar en todo el territorio de la capital de la Nación con arre- 
glo á lo dispuesto en el inciso veinte y siete, artículo sesenta y 
siete de la Constitución Nacional. 

Sc'jutulo: Que esa facultad no se halla en manera alguna 
afectada por la ley de federal ¡nación del territorio de la Capital. 

Tercero: Que el artículo tercero de dicha ley se limita á de- 
clarar que la provincia fie Hítenos Aires conservará sobre su 
Bancu los derechos que le corrcsfmutían; loque vale decir quc ( 
en su capacidad política, sólo tendrá las facultades que la cons- 
titución le acuerde, como resulta claramente de tas palabras 
de la ley, de su comparación con el proyecto sometido pur el po- 
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«ier ejecutivo y de los fundamentos aducidos en la discusión de 
que lace mérito especial en la causa, y que- revelan el propósito 
de no pronunciarse al respecto. 

Cuarto: Qué cualquiera que sea la interpret.it ion que deba 
darse á la parte lina) del articulo treinta y uno y al artículo 
ciento cuatro iuJiii" de jaConatituciott, hs indudable que esa in- 
terpretación no puede llegar hasta extender los poderes de pro- 
vincia más allá de sus límite* territoriales. 

QltintO; «Jiic desde que la J--V de federalizaeíoii no ha creado 
para la provincia áv lineóos Air* - luí d-r-<-U*» especial á la legis- 
lación y gobierne de su Banco, i lla se halla en el territorio de 
la Capital, á ese respecto, en condiciones de igualdad con las de- 
mos provincias que gestionasen en dicho territorio el pavo de 
un ere-lito á su favor. 

Sexto: Que la cuestión referente á la apUeacíoii dé las li yes 
sobre privilegios Con relación ¡í les attOS anteriores ¡i su sanción, 
se resuelve por los principios del ';d«foejbo coman, no naoiendo, 
como no hay en el cbsu, ley especial del Coiigifeao q'te la regle, 
loque, lio dando mérito para i r-rurso de apelación nulori/ado 
or el artículo catorce de la ley do jurisdicción y < sompe ti ncia, 
constituye materia ajena al prottiínciamtento de e>ta Suprema 
Corle, 

I»or estir y m¡- rundanienfos euncurdani -s, scconlirina la sen- 
tencia apelada de foja doscientos cincuenta y .nutro, en cnanto 
resuelve materias sobre la queesfea Suprema Corte esta encar- 
gada de pronunciarse eri última instancia; seguo lo considera- 
do, déclarándósi mal concedido el recurso en loque v refiere al 
punto expri-ado en el stuiMíJeraudíiv-xtodeusturesoliieiuu. Noti- 
fíqucüü con -d original y devuélvanse, reponiéndose los seíios. 



IUKSJAMIN PAZ. — I tlS V. VARE- 
LA — *»EL HAZAK . — JUAN 
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Étiioctor don Pedro Palacios eoitira el dortor don M tonel Juárez 
i riman; sobre cnbra de jpéfós 



Sumario. — VA contrato que tiéne por objeto una negociación 
promiscua para distribuir las utilidad una vei liquidado, es 
nulo y no product' efecto, sí el aporte (le uno de loa centrantes 
consiste solamente en su influencia y crédito. 



('aso. — Resulta del 



r*IS» *«l «•■•*» redimí 

Bueno* Aire^, Noviembre W de IKM. 

Vistos : Don Angel J. Ziuo, en representación del doctur 
don Pedro Psilcios, deduee demanda coutra el doctor don Mi- 
guel Juárez Celmnn poreí pago <le la cantidad deciento sesenta 
y un mil pesos siete cent ot<h oro sellado, resultante de perdidas 
sufridas en la compra de anas lincas, efectuada en sociedad, me- 
diante un convenio veruul celebrado entre ambos, exponiendo: 
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I* *¿ue á linos del mes de AWH de 1880, el doctor Palacios 
convino ver bal mente cou el doctor Juafcz Gi Imán en comprar 
entre ambos por partes iguales, tres lineas de propiedad de don 
Pompe)!) Bianohetti, don ángel Hiancheiti y dun Pedro lio- 
ñamo, eon la situación, extensión y linderos bjtije se expresan 
on las escritoras que acompaña bajo el adinero diez y ocho, poje 
el precie, de quinientos mil pesos nacionales oro sellado, paga- 
deros en ta forma, intereses y plazos que el presa, b¿ij<» ta ga- 
rantía hipotecaria de las mismas (incas. 

í£" Que convenido así el negocio ^ y en liado Palacios en la 
palabra du! doctor Juárez, quien no daba so nombre, por lo ge- 
neral, m los iu- godos que • mprendía en sociedad con otros, se 
acordó solicitar uu '-rédito de ciento ochenta mil pesos que se 
conceptuaba necesario pata atender ¡í tas primeras exigencias, 
y qu- Palacios daría también su nombre en t..da la nego- 
ciación firmando el boleto y esenturas ; dospne> de lo cual en- 
tregó al doctor .Juárez la solicitud paTa que st* le acordara 
im crédito por dicha cantidad por el Hanoi Nacional, quien se 
encargó de obtener su pronto despacito, pr> -caliendo, luego do 
con< edidn esta suma, á lirm.ir el boleto y i-hcrít liras. 

3" Que en vista di que ios plazos eran largos y grandes las ilu- 
siones snbrc el valor creciente d< la propiedad raíz, no se apre- 
suraron í liquidar el negocio revendiendo 1 1> linca>, pensan- 
do al cabo de algún tiempo, en la construcción de una gran 
casa amueblada y <**UMecinuent? de baíius con •*! nombre de 
« Bplendid Hoiw >, para lo que se proyectó la formaeion de 
una sociedad anónima cou un capital di- un millón de pesos 
oto, con el cual so compraría esa propiedad y costearíau los 
edificio*, é instalaciones, a euyo efecto se encomendó al inge- 
tiero Tambiirini la confección de los planos que acompaña, bajo 
el unracro^O, redactado ose los estatutos adjuntos bajo el nú- 
mero I é imprimiéndose k>s boletos du suscrícion de acciones 
do diez mil pesos oro sellado, uno de los cuales, lirmudo por el 
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IfeEor Frane ¡seo Secbcr, presenta coii el número 2. Que el 
dtictñr Juan z, interesado cómo l4 doctor Palacio* en el negocio, 
dirigió carina á muchos de so Miigos pidiéndoles ^ti^ribieraii 
tsias acuilmes, uua de ellas, La del número 3, doctor Urbano de 
Mondo; q 10 no le fué entregada por na bailarse en Santa Tú, 
y en él lirismo sentido otra* tres que expresa \ entre ellas, á 
don Gregurin Torres, ¡i Ojien pedía formase el directorio, re- 
servando la ftresidértciil al doctor Palacios ; pete 9»« habién- 
dose iniciado ya la i-rí-is, hubu que abandonar estos proyectos 
Jí- llegado el primer veiinmiento de cauto diez mil pesos oro 
con sus iniereses del seis por eientn. y con el onjejfco de conse- 
guir espera de los vendedores, fettiacios erape^fi su crédito en 
el banco de Italia V Hío de la IMata. á lili de poder pagar 
cuarenta y cinco mil pesos or«i á ( lienta del plazo y los iulc- 
íjases del trimestre vencido. 

4* Que ante la .situación creada por la revolución de Julio, 
y no podiendo por >i ¿ol<» hacer trente á las i xigeneias del ne- 
gocio, s^ dirigió al señor .fuá rez con la carta adjunta al nú- 
mero i, solicitando e! com urso que le debía, pura poder obte- 
ner las esperas que ambos necesitaban, quien le contestó acep- 
tando su responsabilidad por la parte que le corr-spuiidiera en 
las pérdidas, en loa términns que expresa carta presentada 
bajo el número 5, agregandu que procurase que la cosa termi 
uara en la i orina menos ruinosa que fuese posible, ratificando 
en sus carta* números 7 y O su re pon nubilidad en las pérdidas 
del negocio. 

5 o Que posteri^run-nte y ante la actitud que tomaba «1 doc- 
tor Juárez, tuvo algunas conferencias con e] doctor Satustiano 
Zavalía, su representante, quien manifestó que aquel no acep- 
taba solidaridad en la operación que Palacios hiciera al convertir 
a oro la obligación y ufrecía cuno arreglo y chancelación del 
negocio la transferencia en propiedad de un terreno y casa en 
la Avenida de Mayo, cuyo croquis acompaña bajo el número 16, 
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j persuadido aquel do la inexactitud de tal afirmación, puesta 
que el boleto, como lu escritura, expresaban que Ja compra se lia* 
fcia hecho á oto como también que el crédito en el Banco Nació- 
nal, había sido abierto ú oro con intervención del doctor Juárez, 
le contestó por su carta uúmoio II, que éste insistía en su 
alirmacion y propuesta indicada. 

6 n Que vencido el plazo de la segunda cuota, los vendedores 
quu estaban también impagos de la mayor parte de la primera, 
iniciaron la ejecución contra la casa, con la acción hipotecaria 
que jVs correspondía, lo cual puso ou conocimiento del doctor 
luatjfí, inaniiestáridole quecr-ía posible obttíner un arreglo 
bajo la base de la devolución de las propiedades, perdiendo la 
parte di' precio pagado y con raigo de pagar los intereses adetl- 
dad.s, pidiéndole al misino tiempo que nombrase una persona 
que lo representara para realizar este arreglo ojie eon>ideraba 
conven ien te t á lo que contest ■ aquel con las cartas números 13 
y l-l, concluyendo por uepir toda responsabilidad de su parte, 
no obstante sus anterioras dednraeiones y ofrecimientos. 

7 ' Que Palacios llevó á término este arreglo qne eonsideró 
ventajeo deslíe que los vendedores volvían :i comprar las uasas 
porla ruma dé doscientos mil pesos oro, equivalente á un millón 
de pesos papel al tino di' trescientos cincuenta por t íontn, lleu- 
de que la venta en remate no hubiera producido ni quinientos 
mil pesos, formulando contra el doctor Juárez h protesta bajo 
el número 15, en que se lu hace saber también que en ese arre- 
glo se le babía reservado el derecho de rematar las lincas en 
previsión de cualquier ubjecion al respecto. 

8* Que las pérdidas del negocio ascienden á la suma da 
trescientos veinte inil seiscientos pesos quince renta vos oro 
sallado, según resulta de la cuenta detall ida con los compro- 
bantes respectivos que adjunta bajólos números 21 . 42, 2ÍI 
y 24, faltando liquidar los intereses corridos desde el I o de 
Mayo del citado año 1802, y de cuya pérdida correspondo la 
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mitad al doctor Juárez, y por ¡a cual deduce su demanda para 
que se le condene á su pago en el término de diez díav Cun 
sus intereses át tipo del Hancn y la» costas del juicio. 

Que declarada defectuosa la demanda , poT unto de faja Í23, 
á mérito de la excepción opuesta por él demandado, c! actor la 
amplía en su escrito de foja 125, < u que sostiene la esistencia 
del convenio verbal celebrado -un el doctor Juárez para la 
compra en sociedad de las propiciados enunciadas, pidiendo 
en conclusión contra éste y de acuerdo con los artículos. 305 y 
508 del Góiügo las comí- naciones antes npnsadas. 

El doctor Toüiiií easteilañbs, en representación del doctor 
Juárez Celman, eontcsia la demafla á foja 138, esppníenrlo por 
su parto : 

10 a Que el convenio invocad* por el actor no se <jietitó en 
la forma que él lo expresa^ habiendo sólOcl doctor Ju;uvz, á 
instancias de L'alucios, ofrecido!*, sin interés alguno, la reco- 
coiiieiidai'i<ui que l<- pedía para obtener del Banco Nacional las 
sumas que había que pagar de pronto, déspaes de haber rehu- 
sado participación directa en las compras de las propiedades es- 
presadas, manifest lindóle que no nepsitabá poner capital 
alguno, pues era rico y se proponía hacerle ganar dinero; y 
que tomaría su negativa como uu desaire, ante cuya insistencia 
le contestó el doctor Juárez : * Está bien *. Que Palacios 
le manifestó ademas, que el precio era ;í moneda legal ;i tanto 
la vara ó metro, dando un toUl excedente de quinientos mil pe- 
sos, y que éste, por otra parte, j;im¡is le di '» un solo comproban- 
te ni él se lo pidió, enviando al presidente áéí Banco, sin leer, 
la solicitud cerrada que le llevara Palacios con una tarjeta de 
recomendación. Que Palacios contrajo por si solóla deuda en 
el Banco, pagó veinte mil pesos al tinuar el boleto, y l iento cin- 
cuenta mil al lirmar la escritura y otra suma después, efectuan- 
do la compra en su solo nombre y manejando la cosa como pro- 
pia, sin consultarle para nada y sin que éste tuviera otra parti- 
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piwicibn en él negocio pe el oftcícao offecipiteiiio de darle 
partv en las ufciütlades , 

11" t¿ue no exacto que conviniesen entre arabos en la for- 
ma- iu» rio la soeiéílaiJ an-Mtima indicada, pitos Palacio* sfllb 
re^ttíitó del doctor Juárez ■ omo un nuevo servicio, su intlnen- 
ci» para ©on sus am (;;■■■< d tin giie lomaran acciones eti (licfta 
sociedad, prdyectóttíl es criusi va mentí* por di, jura cuyo afeofo lo 
He*ó Égiinas Cartas que el doctor Juárez liriuú, figurando el 
mismo como accionista, sin que esto iuiport- una prueba de la 
sociedad que ea ínvorta. 'Jo- no a» explica j^ng&p couio él 
doc tor Palacios, á existir tal sociedad, después de pagar pT sí 
solo fii m r» setenta un! j-'-m-s un. al Bftnar el búlelo y escritura, 
pagara ínnihim cuRtentu y rincomilm sc^^j-já cuenta del plazo 
éMercáes vencidos, .-mp* fiando paja ello su crédito sin si-uie- 
r.i i ti -miiar al doctor Juam qué contribuyera como ^ sócto a) 
pai^i de las liiic i- ■ ni i'Fü ■ ! íí^. 

12 i'ii* 4 '-a cuanto á lis cartas presentadas, si biéú - u ellas 
' s¿ Iméfttí 1.V< i|Marvd... t preferidas," 'se expresa cu bis mtsiuas 
qne el convenio se fti?0 COli la preveucion por parto 'le é$tP$ír 
qth' no debía lirrnar loeoin* ntu alguno ni poner capital ni apa- 
recer para nada en la negociación, %ut son la única prueba del 
convenio verbal, coyas cartas e *<i>titny. n una ptueba indivi- 
sible por ^n naturaleza tanto en contra eomocii lúdela 
otra parte, cuyo convenio no tiene otra Mgnilkacion legal que 
l¡i de una tiric ia t civil que s.-rfa nula en e| caso, ante la dispo- 
sición del artículo HwO, sin pe pueda tampoco decirse que 
existe .¡quiera comunidad de bienes, des le que Juárez no con- 
tribuía con nada en el uegocfOi 

ií}" ni sos cartas fueron es< ritas bajo el imperb. de las 

impresd.Ti- -s que atribulaban el ánimo del Dr, Juárez depiles 
de >u r r ente caída de la Presidencia di- la (Upó Id n- a. corte- 
jado fl/é tanta- injurias como se le prodigaron, u niendo ex- 
traño que en tales circunstancias tratase de evitar un pleito y 
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aun de que se dijera que negaba su participación en las pérdi- 
das que el Dr. Palacios quería hacerla sufrir, pata no dar pá- 
IjuI.i ¡i l.i maledicencia, tan predispuesta < 11 su contra,; Conti- 
nuando sus observaciones á 1¡i demanda, uitra en otro úrden de 
consideraciones para demostrar que aún cu el supuesto de que 
la- pérdidas en ella incluidas sean r saetas y de que al Dr. 
Juárez correspondiera ia mitad en ellas, 1 1 pMitum formulado 
stsíti excesivo un la forma d-ducida; pero el Juzgado considera 
iiinecvMriüí iiti-iigurirloü, desde que no han detenerse en cuanta 
en la presente resolución que debe analizar únicamente los he- 
ehus primordiales que fundan la demanda y contestación eojftp 
la* leyes y juri-pi udeneta que .-va de aplicación .ti caso sith-ju- 
tiin\ dada la acción deducida iinalmcnlc. 

14" Kt'asumietidü su contestación, agreda: t/ne el convenio 
verbal invocado les nulo pur disposición de la iey. (¿- e A Dr. 
Palacios compró en su solo nombre las lincas que según ese 
convenio debían comprarse por partes igualen administrán- 
dola, con» Qxclusívamente prunas, >in intervención ajbi üUbA el. 

.-T~—" » * *T ' »,l.«!M»i¿SW: 

Ah. Juárez. Que este no a|óttá capital ni industria, ni debía 
ponerlo, ni < jercié jamas acto alguno de socio etc., pidiendo en 
consecuencia el rechazo de la demanda, con costas. 

15" Que con estos antecedentes el Juzgado dictó «1 auto de 
foja 174 en el que se manda justificar las CÓndioíones del 
contrato de sociedad qiie se dice celebrado con eJ demandado y 
demás hecho-; alegados y no consentidos, 

Y considerando: t" Dados Io> hechos alegados como funda* 
mentó de la demanda, contradichos por el demandado, las 
cuestiones á resolverse eU el presente juicio son las siguientes; 

Trinara : ¿Se ha probado la existencia de un congenio verbal 
entre el actor y el demandado, en Ja Jornia que aquel expresa, 
y que á juicio del mismo constituye la sociedad que invoca 
■orno fundamento de su demanda? 

Segunda: Ka caso negativo, ¿dicho convenio, dados los tér- 
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minos en que puede considerarse celebrado, ante U 
producida, constituye en efecto una sociedad legal que ma 
relación es de derecho entre ambos ? 

Tercera: ¿ Las Aclaraciones del demandado, contenida^ en 
Sun cartas Je foja, 11 y 15, le obligan gilmente al cumpli- 
miento de las prome>as que en ellas hace? 



Primera cuestión 

2° En cuanto á Ja primera cuestión propuesta es de obser- 
varse desdé luego, que el actor no ha pi^noldo prueba alguna 
e» el sentido de acreditar lo- términos ó condiciones en que s. 
efectuó el conreino verbal aíüqiáp en la demanda. fosaba 
probado que ¿1 doctor Juárez debida p-mer cápifcttl determina- 
do, ni siquiera que ofred.í ponerlo para la . umpra de las [im- 
piedades objeto del negoefo, ni que éste aceptara ui tomara tam- 
poco, en ningún momento, intervwriou alguna dire- U en él . 
Por el contrario, déla misma demanda se deduce qui- «1 propo- 
ner el doctor íálacios al doctor ¿Uare?., aquella «ompra en so- 
ciedad, éste se rehusé ello, manifestándole que uo tenía fondos 
y que además su crédito en los bancos estaba agotado; expli- 
cando el actor la actitud pasiva del doctor Juárez en el nego- 
cio, con su sola alirmai ion de que jarnos daba ¿ste su nombre 
en los que emprendía en socii dad con otros, 

3- i'or otra parte contribuye á desautorizar las aurmacioue. 
del actor respecto á la celebración de aquel convenio en tal. , 
condiciones los tícenos plenamente constatados en autos, aun 
por sus propias manif.stacioT.es, de que él efectuó s¿lo y en su 
propio nombre la compra de la. propiedades referidas y inte- 
riormente la renta de las mismas sin intervención del doetor 
Juárez en tales actos, ni por sí ai por representóte alguno. 
La de haber procurado y obtenido del Itaneo los fondos neceas- 
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rios para atender l*>s pt i meros vértciitelétttps por dichos compras 
sin otro int'TTi'hi ion dé parte del doctor Juárez que la reco- 
mendación dada para «5 lo al doctor Palacios. La de no haber 
r«í|ti* riiln jamás del mismo oí aporte ile la parte ile capital que 
alirm.i le eorr« ^prmdía, cargando por sí :*ólo con los pagos y ven- 
r imirntos, ñü obstante las dificultades y sa^rifieios que dice 
l< nía que hacer para ello, hecho* q#S en conjunto excluyen en 
absoluto la idea do la OXigtencia de un contrato perfecta de so- 
ciedad en las condiciones de unítua é idéntica solidaridad 
qu.- >e ilion* eelehrtdo; puü- iidn agregarse que cualquiera que 
fuera ti motifD deliTiniuaut'* de Ifi resetva con que expresa» 
ptocodía el doctor Juárez en Un negocios que emprendía en so- 
ciedad con !os otros, no es concebible qu*- por sú!o 1 i conside- 
ración de su '-otiliiiüZ i o n el doctor Palacios librara exclusiva- 
mente ü ¿ste la administración y dirección en su solo nombre de 
un negocio, que np^erilsbii valores de eonsidera'-ion. <in re- 
servarse documento ni just iiieativo alguno de su* derechos que 
pudiera hacer vaUr en eitalusqubT momento* 

4* De a nte - no resulta tampoco antecedente alguno que acre- 
dite el hecli'i asererado en la demanda de que á bis efectos del 
convenía invocado se aerdara entre ambos solicitar un crédito 
de IHO.UOO pesos uro p;«ra atenderá los primera vencimientos, 
no habiendo al re>[«eeto otra prueba que la sola afirmación del 
demandante: e matando, por «1 contrario, el hecho de que ese 
crédito fué abierto <-n el -olu nombre del dorUr Palacios sin 
mediar de parte del doctor Juárez otra intervención en él, que 
la recomen la ion dada al efecto pura el Banco Nacional, y pos- 
teriormente la di; su íntegra reno vacio». 

& Las cartas presentadas no constituyen tampoco una prue- 
ba de que el convenio aludido se i-feet uara en los términos que 
expresa la demanda, <-s decir, de una idéntica solidaridad entre 
ambos para el aporte del capital social por iguales parles, y dis- 
tribución en igual forma de las utilidades ó perdidas que del 



¡74 I ALLO» DE U «UHIEU í.ftRTE 

negocio pudieran reportar; siendo entonces forzoso resolver ne- 
gntivamente la primera cuestión propuesta, es decir la no exis- 
t.uciadel convenio invocado en las c mdiuione* de igualdad do 
¿étéáos y ObHgaóipnes paraambosrontratantes respectos á sus 
resultados. 

SeQimda mes tía» 

i> La única prueba producida por el demandante para acre- 
ditar la existencia de la sociedad en que funda su demanda con- 
¡Wt en la* caitas que le han sido dirigida por el doctor Juá- 
rez «metates á fojas II y 15. y la actitud asumida posterior- 
mente por éste con el doctor Palacio, en relación á la compra 
,U. i ;l s propiedades en cuestión como su intervención en la for- 
mación de una socalad para el establecimiento doltyto"''' 
í/orisc, bajo la base de los inmuebles expn^dos, | si. earta ul- 
terior al vice-pre^idente del Baiico pidiéndole renovara íntegro 
,1 crédito de Palacios sin interveii-ion del diroctoiio. á fin de DO 
perjudicar el crédito de éste. 

7° La primera carta de foja II contiene en efecto las decla- 
ra -iunes manifestadas éil la demanda, cuyo texto literal ta el 
Sigaieíte: *U< pérdidas que Vd. pueda tener en el negociólas 
repartiremos, eso es justo: desde luego me declararé deudor 
suyo por la parte que en ello me corresponda ..... Kl negocio 
lu salido mal, ¿qué hawrte? no excuse a eptar la parte que en 
las pérdidas m- corresponda. . . . * Ks cierto \ d. «rejo que 
el negocio sen* fácilmente liqoidad-i antes que el Ham o exi- 
giere el pago del - rédito fié le fué acordado: pero esto no pue- 
de variar mí actitud >n el asunta. Kn esta carta de 12 de Oc- 
tubre d- 18IIO, que es atestación á la que ie dirigió el doitor 
Palacios en 7 del misino mes y año pidiéndole su concurso para 
poder afrontar la mala sitúa -ion que le creara el negocio; se 
«-«atienen también la ? siguientes textuales declaraciones : 
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«Recordará Vd. que cuattdo me propuso la compra do aquellas 
propiciaba le contentó terminantemente que ni tenia dinero 
dísponíbíé, ni me encontraba cu situación de usar «le mi crédi- 
to en los bancos." Me replicó entóneos Vd. que riada de eso 
me pedía siuú simplemente una re< ommducion al Uanco para 
sacar una pite del precio. Se la ofrecí entonces, declarándole 
me sería doblemente satisfactoria ay miarlo cu cuanto pudiera 
sin participación alguna en el neguelo. Vd. iusistió con la 
energía que le es caíacÉéríStiea y yo cedi | or no desairar al pri- 
mer pedida que Vd. me bacía, sin la menor intención di ha- 
cer un negocio. . . Pero Vd. se ha comprometido conmigo á. 
no pedirme lonciiTso pecuniario, pues yo le declare que ni po- 
día p restárselo ni aceptaría bajo ningún concepto tal compro- 
miso. Si Vd . me hubiese maniatado la más remota posibili- 
tad de hacerme una exigencia semejante, jamás le habría 
aceptado, pues no teniendo dinero ni podiendo usar de mi cré- 
dito, me era moral y materialmente imposible contraer tal obli- 
gación,» 

H" lie esta carta, como de la posterior de foja 15, fecha i I de 
Noviembre del mismo uno, resulta según se vé, que el Dr. Juá- 
rez ofreció aceptar la responsabilidad por parte de las pérdidas 
resultantes del negocio, mas en esas miomas cartas se insiste 
por el mismo en que jaroá- ofreció poner de su parte capital al- 
guno, rehusando, por el contrario, tuda participación directa en 
él, desdo que el convenio se contrajo bajo la inteligenciado 
que no debía tirinar documentos, poner capital, ni aparecer 
para nada en la negociación. 

Tales documentos, únicos, como ¡se ha dicho, que puedan ín- 
romrse como prueba de la existencia de la sociedad, contienen 
en *í miamos Ul,a caliüVacion a la confesión que de ellos se de- 
duce, siendo entonces la prueba resultanti de los mismosdetodo 
punto indivisible anto la disposición del artículo 1020 del Có- 
digo Cifil, que establece terminantemente que la prueba resul- 
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tanto del re< oni»ii«itfttl i de lo< documento* pitados es indivi- 
üiMe y UtíuvTa misóla títerza contra aquello* que lo reconven, 
nm-rontra Hijueláis M ,ILk ¡¿ pr.-mtarvu. 

<t Es entóüces ¡ftáfoso dfdueir que el #nfl nía wH bradO en- 
m * tlocfeór^ Jiiaíe^ Palacios oolo fué en las eendieiontis 
qUCesp* lii ¡a demartdusinóen ios u-ri.iiii.^.tu.< resultan ..le «as 
¿¿a, e s : íle6ir,.¿tói»Wlgttwn, í »t P» ^« ;| P>>»ut.m1- ¡i^rtar 
¿ alguno, Li.i.iiriii.-.r.lui-i.iii.-ntüs ni ligurar para nada 
eh l a rtfc tfOT UMsi<m > 61o flíirle b recoraimdaeion podida para 

obtener ^fondos del Kan*, Xaciouaí, en cuyo cas puede 

considerar* rondín contrato ípetfcétfl de tóedad f d^di que 
falta enél unodi- tas elementas wcíales eoiistitütívóídotn 
Ciadad>ua1 es «1 aporte de un capital Óindü¿tri« p <* parte .1, 

cada uitodt) i"- socios. 

10 lis un%i»< pio'-de JuriapT^emifo : u^**t*a! qtu ¡ pata la 
existencia d« la sociedad, los asociados deben contribuir con un 
capital ó industria, ¿ambas eos* ó la vez. cuyo principio eun- 
S!l Lul, rmttiantemente el articulóos del Código de GWttM 
v ... ,. l ,.,rdai,t.-W«v,i¡ í í„ri T il. Ki epígrafe del capitulo 
i-, «el titulo /«.- jW«te* Código mU dio*; «C>u- 

dÉóne aciales par» (a exlatencio de la sociedad», 

v ^,rti,i: tl Hits ^ hm.m . estatuses na? sociedad «cuando 
dos ornas persona* se biiluesen obligado «nátaamerttf , cada una 
¿ 0ll ba^rtátacwoi con ¿I lin dé obteueT iilguna utilidad apre^ 
ciable endínero.; ¿el 16*0, que fla» pteataeioiíes que deben 
¿«pTÚf b* socios consistirán en obligacioues de dar ó <-n oh!.- 
gacioíie. de baecr, llaiuánritóe Capital la totalidad de las presta, 
ciónos >t'ie consistan en obligaciones do .lar . 

1 1 Ksta disposición se halla consignada tamben en divorsos 
e^igo., entre éUMS, artillo ! «3»! C¿digO#raac^ según el 
ráátfjw »p -rVs pueden emitir va sea en industria, va en la 
propiedad Ó simple W¡é jfé m** ^tales i nale qmera, 
4eiiipr««.ue.- 4n S bieaes t-n^au un val.r apreciabte en amero. 
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Y el 2055 de Chile: *que no hay sociedad si cada uno de losso- 
c¡i no pone alguna cosa en cumun, ya consisto en dinero ó 
efectué, ya en una industria, servicio ó trabajo aprcciableen 
dinero ; cuyo precepto se contiene también en el ar líenlo 3051 
del Proyecto rito Fnytns. 

12" No habiéndose denmstrado, según queda dicho, que el 
l)r, Juárea debiera por ese convenio, aportar capital 6 com urso 
pecuniario y sí 'iiiicumenle dar ia recomendación pedida para 
obtener el cn'-dilo de 180.000 pesos uro, del Itíinco Nacional, 
procedo averiguar, á los efectos de la segunda cuestión propues- 
ta; Si la sociedad formada en tales condiciones es válida unie la 
ley y crea p »rsí misma relaciones pe rfectas de durerbo entre lo* 
contratantes. Desde luego es de tener en cuenta la disposición 
contenida en el artículo 1650 del Código Civil, según la cual es 
nulo el CMutulo de sociedad cuaudo alguno de los contratan te» 
no aportara á la sociedad obligaciones de dar ú obligaciones de 
hacer y sólo concurra con su crédito o iulluencia, aunque se 
obligue á contribuir con las pérdidas si las üubiese» 

Auuqu» pudiera objetarse que el convenio asi celebrado po- 
día subsistir como donación ó cesión según Segovia en su nota 
á dicho unírulo, esto, por una parte, no procede en los casos 
que como el presente, :al convenio es declarado ¡i la vez ilícito 
por la ley. cuino atentatorio ó la moralidad pública; y por otra, 
porque la donación tu estan sería en favor del que no hizo apor- 
te alguno á lu sociedad (Aubry y Kan, £ 377, número 2). 

Luego entonces, el convenio celebrado en lales condiciones 
es nulo ante ¡a disposición legal citada, que pueda tampoco 
prevalecer bajo otro nombre. 

13" Con t fecto, Frevtas, en su proyecto de Código citado, artí- 
culo 805 i, dice: * No podrá prevulecer bajo utro muiihre , porque 
se trataría de una influencia ilegitima y de una prestación ilí- 
cita por tonsi guien te >. 

14" Abura bien, la nulidad de ese convenio celebrado en 
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tales condiciones afectaría la sociedad misma en su esencia y 
de ahí la insanable nulidad que entraña, a diferencia de lo 
que sucede con las nulidades de que trata el artículo 1653, que 
se reliore únicamente á la cláusula respectiva. 

15* El artículo 41 del Código Civil establece <n<e las con- 
venciones particulares no pueden dejar sin efecto las leyes en 
enya observancia estén interesados el urden público y las bue- 
nas costumbres. 

16" La doctrina que consagra el articulo citado se encuentra 
apoyada igualmente por diversos códigos y jurisconsultos de 
nota. 

La ley 28. título 11* partida 5\ dice: « . . .Otrosi decimos que 
todo pleyto que es fecho contra nuestra ley, ó contra las bue- 
nas costumbres que non Uube ser guardado; maguer pena, ó 
juramento fuere puesto enéN* 

17* Troplong, número602, dice: * No so pueden derogar por 
«Hit mdiou las leyes que interesen el órden público y las bue- 
nas costumbres, j las leyes de Crden público están interesadas 
cuando se declara nulo el acto en que interviene como factor co- 
mercial la influencia políticade personajes altamente colocados»; 
y en el número 87: .Entre las sociedades á las cuales debe rehu- 
sarse todo efecto legal, no reconociéndolas como obligaciones 
válidas, deben colocarse las de los funcionarios públicos que 
por precio de un servicio prestado por su crédito ú influencia & 
una empresa industrial se hacen dar una parte en el capital so- 
cial; ó bien los de aquellos jefes de administración que autoii * 
zaodo una creación útil albien público reciben acciones de la 
sociedad que se ha organizado para explotarla; 6 bien la de 
aquellos astutos intermediarios poderosos por la intriga en el 
mundo de los favores, que traen como aporte social su crédito 
cerca do un ministro a quien se proponen sorprender su firma 6 
engañar su buena fé » . 

18° El mismo autor agrega al número 99 y 100: * una regla 
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domina toda esta materia (Efecto de la nulidad de las socie- 
dades ilícitas). Esto os : que no debe haber comunicación del 
dolo : Mullv ÜO0 communicatio esí; de cuya regla deduce 
que no sedividen las ganancias y que las pérdidas sobreveni- 
das ú consecuencia del dolo es personal, y tampoco se divide. 
Que íoa socios no tienen acción entro sí, por razón de so- 
ciedades ilícitas, t.o podiendo solicitar partición de las ganan- 
cias ni de las pérdidas, ni hacerlas reglar ^n justicia, ni dife- 
nir los tribunales el juicio de sus diferencias sobre los efectos 
de M asociación »; doctrina que consagra la disposición conte- 
nida en el artículo 1659, al establecer que los socios que for- 
man sociedades ilícitas no tienen acción entre ellos para pedir 
la división de las ganancias o pérdidas ó los capitales ó las cosas 
que portaren á la soledad, ni alegar la existencia de la socie- 
dad, para demandar á terceros. 

19" En el número 1H, agrega Tmplong : * Que el género de 
crédito que consiste en la prestación que una persona poderosa 
por su posición, sus relnciones, sus funciones acuerdan á una 
persona más débil, no está en el comercio, y es inmoral sacar 
provecho de el, 

«Aun tratándose del mero crédito y de la fama industrial, 
no se admite como aporte válido si no media la cooperación 
real de esta persona. > 

20° La misma doctrina de Troplong sostiene Dalloz (palabra 
societé al 1833, número ii) ; y en el número HO, dice : * Que 
la influencia que dan á una persona la posición elevada que 
ocupa, las funciones de que está investido, no pueden ser aporte, 
puesta, ni sociedad . Lo mismo repite en el número 89, agregando; 
« No se puede convenir con una persona poderosa que tendrá par- 
te en una empresa cualquiera, á condición de contribuir á su éxi- 
to con su crédito, pues, además de que tal concurso no es una 
cosa apreciante , el convenio sería nulo, como contrarío á la ho- 
nestidad pública y á las buenas costumbres, que no permiten 
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á las pegonas poderos dispensar su eolito por dinero. Cita 
en apoyo tío la letrina sentada & Jlakpeyre Jopioain (Soaóté 
Commcrciate, página ít8; Duranton, tomo 17, número 31H; Ou- 

vergicr, nútu. 19; TNwfi** tul,lü f * m ' imero m; MMSÍet 
Yojgé sur fcacnariff, tomo 4, § 713, número (i), 

31- L^égó, ^ si de autos nanita pli-imun-nte comprobado 
que por el «Mo convenio verbal entro los doctor, m Palacios y 
Juárez, éste no deum aportar capital alguno en dinero m 
industria, ni debía aparecer para nada en la DégocmciOB á rea^ 
lizar<e; sí no debía' tampoco íinuar documento, no habitudes 
un efecto linnado, ni recibido justiucativos ó documentos que 
acreditaron mis derechos ú obligaciones por tal convenio*» las 
ganancia, ó pérdidas ojb pudieran resultar del tu-ocio, ni in- 
tervenido en i l directamente en forma alguna por sí in pur 
representante suv», limitándose su participación en él, ¡i la re- 
eoniéMaclon olifcial da-la j ara obtener del lianco Nacional 
los ciento oolienta mil peso, oro para el pago de la suma estipula- 
da con los vendedores al Jirmarseel boleto y escritura después 
es furzoso, entonces, establecer que lal Oliven.., es iw $61o nulo 
per disposición de hft Wi sino también ilícito y prohibido, y 
peí consiguiente, de todo puntu imücn* para crear pOr si solo 
relaciones de il, -rocho entre ambos contraíanlo, IJueda enton- 
ces resuelta también negativamente la segunda cuestión pro- 
puesta. 

Tercera cuestión 



Sl ha vi*to ya que en las citadas cartas de fojas 1 1 y 15, 
dirigidas por el doctor Juárez al doctor Palacios, aquel ofrece 
concurrir á la parle que le corresponde cu las perdidas que re- 
sultaren en la liquidación del negocio referido, declarándose a 
la vez deudor do éste por ella. Tero Cbte ofrecimiento y decía- 
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refirmes ¿Ib obligan legalmente ñ hii cumplimiento **n tcrmi* 
nos de la tercera cuestión propuesta ? 

23 a So ha declarado en los considerandos precedentes, al es- 
tudiar las autor tures proposiciones, que el convenio fundamento 
de la demanda fió resulta acreditado en los términos que so ex- 
presan pii la misma, como se ha declarado también que dicho 
convento no constituye una soctedad?]og:il y, finalmente, queésta 
sería en todo caso nula, como contraria a la moralidad pública 
y buenas costumbres, desde que el doctor Juárez sólo debía 
contribuir en e!Iu con su influencia ante el Banco Nacional me- 
diante la recome ndaeiun ofrecida y dada al doctor Palacios para 
obtener la suma ya expresada de 180 000 pesos oro. 

24" Si, pues, la ley declara nula la sociedad formida en tiles 
condiciones aunque el contratante que no aportó á ella una obli- 
gación de dar ó de hacer se obligue i contribuir íí las pérdidas, 
según el artículo IGaOcitado, es evidente entóncesque 1 ;IS obli- 
gaciones que se derivan de un contrato declarado nulo por la 
ley, no puede tener eficacia alguna en favor de la persona con 
quien se contraen. 

25° Así, pues, y prescindiendo de que esa* declaraciones y 
ofrecimientos fuesen hechiis al doctor Palacios, como lo dice el 
doctor Juárez, sólo por un sentimiento de delicadeza ó por la 
situación difícil que le creara su reciente caida de la presiden- 
cia de la república, y ante el temor, por otra parte, de que su 
nombre figuras* en las crónicas de los Tribunales, estas circuns- 
tancias de nada cambiarían la naturaleza y oferto de las obli- 
gaciones reconocidas en dichas cartas, desde que ante la ley 
no quedaría sujeto en manera alguna á su cumplimiento por 
tener su origen en un contrato nulo. 

26" Luego entonces y dadas las condiciones en que resulta 
haberse efectuado el convenio aludido, el doctor Palacios care- 
cería en todo caso de acción contra el doctor Juárez para de- 
mandar de éste la parte de las pérdidas que segiin ese convenio 
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le correspondieren, y es entonces forzoso resolver también ne- 
gativamente la cuestión sentada. 

Por las consideraciones expuestas y concordantes Je los peri- 
tos de contestación y de bien probado, corrientes á fujus 138 y 
326, fallo definitivamente absolviendo al do.-tor don Miguel Juá- 
rez Ce) man de la demanda interpuesta por el doctor don Pedro 
Palacios, sin ispecial condenación en costas. 

Notifíquese con el original y npóngase las fnjus. 

Juan (k'i Campillo. 



Ituenos Aires, ScliemlifH 7 de 1895. 

Vistos y considerando : Que el contrato que motira esta cues- 
tión, dado ei ino prohada su existencia, habría tenido por objoto 
una negociación proniis <ua para distribuir entre los interesados 
las utilidades del negocio, una vez hexha su liquidación. 

Que el contrato tendría así los elementos que caracterizan la 
sociedad, á liaber cada una de las partes aportado capital ó in- 
dustria. 

Que como lo demuestra la sentencia apelada, en tal caso, ó 
sea, en el caso sub-judice él aporte del demandado habría con- 
sistido solamente en su crédito 6 influencia en las condiciones 
que, con arreglo al artículo mil seiscientos cincuenta del Có- 
digo Civil, comportan >a nulidad del contrato, sinndo usí cierto 
que él no puede producir efecto. 

Que aún admitiendo que el contrato no debiera ser calificado 
de sociedad, sioó como formando entre los innominados, como 
lo pretende el demandante, la solución de las cuestiones que 
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de él surjan deben sor resuelta» por los pr i ncipios establecidos 
por leyes análogas (artículo diez y seis, Código Civil). 

1' esto, fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
doscientas cuarenta y clnooi se confirma ésta, con costas. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el orí- 
ginal . 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAW. 
OCTAVIO BIJHCE, — JUAS E. TO- 

HREtlT. 



CAUSA CCXXU1 



Gojilni Don Luis tí&jim iár* 



S«marío.-Laintroduccion y expendio de mercaderías extran- 
jeras sin el despacho de Aduana y pago de los correspondientes 
derechos, hace pasible ala mercadería importada, de la pena de 

comiso. 



too.— Resulte de bis siguientes pieias: 



m 
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ILE&OLUCION »E LA AULA KA 

Visto el expediente sumario que precede, formado ¡í prepósito 
del contrabando denunciado en las ■ Cueras* por don Jo&é Kgu- 
íia, sobre mercaderías y efectos introducidos clandestinamente 
de la itepública de Chite, del cual resulta : 

I o Que & fin de constatar los extremos de la denuncia de frjaü, 
esta Administración comisionó al auxiliar don .Marliuiano Guc- 
rara, para que tomando bajo sus úrdenos el guarda de «Punta 
de Vacas», don Miguel Salinas, y auxiliar correspondiente, pro- 
cediera á levantar el sumario que la ley establece yfi aprehender 
las mercaderías, efectos, transportes y animales, ya tadetenciou 
de las personas. 

2" Que en cumpiimient de su cometido, el referido em- 
pleado produjo las actuaciones que corren de fojas 4á 31, en 
que constan las declaraciones del Guarda Salinas, de Punta de 
las Vacas; Victor Jaramillo, representante de La casa acusada 
(foja tí); Armando lime, empleado déla misma (fojo 9 v. ); Han- 
tietaAntoneti, id. (foja 10); José Bartolo id. (foja 11 v.>; José 
Luglienette, carpintero (foja 13); Demetrio líarriocanal (foja 
16); Guillermo Ortiv: de la Torro (foja 19 r.); Francisco Uei- 
nals (foja 21); declaración indagatoria de don Luis Hispa (¿ foja 
22 vta.) y Honorio iíosende (foja 24 Ua.). 

3" Que de todas estas declaraciones resaltan perfectamente 
comprobados losextremosd^la denuncia de foja % babiéndose 
introducido clandestinamente de la vecina líepública de Chile 
materiales de construcción, mercaderías y efectos para la insta- 
lación de la posada de «Las Cuevas* sin aduanarlas ni denun- 
ciarlas al Hes^uardode Fronteras, bajo el pretexto de tener que 
instalar con toda brevedad la casa para obviar ú los reclamos 
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continuos de los pasajeros del Trasandino (declaración indaga- 
toria de foja 21 1. 

4° Qin- habiendo sido embargadas las mercader fas y efectos 
encontrados en contravención fuú constituido depositario el 
guarda señor Salinas ¡(diligencia de fojas 2í> ú 31 > t pr (cedién- 
dose en seguida á clasilicirla<¡ y aforarlas sfgun tarifa, con in- 
tervención de los inter«'s;idos, encumpliinientodel artículo tOti 
de las Urd. 'lianzas de Aduana. 

5" Que á foja 11 esta Administración procedió :i recibir 
decl ii'.icion indagatoria á don Luis fiepeley, socio habilitado de 
Hispa, corroborándolas declaraciones do éste t sin alegar tampo- 
co excepción legíttrui ni presentar descargo alguno justificado 
(art. 1053 refer. Ordenanzas ; y 

Considerando: I o Que las mercaderías y efectos de gnú se 
tr;ii:i han si io introducidos á la República por caminos extra- 
viado?, -íii tocar en el Resguardo de Frontera correspondiente 
y á puntos n» habilitados por la ley, en contra vención á lo dis- 
puesto por los artículos 1038 y 1030 de las Ordenanzas de 
Aduana. 

2" Que en cuanto al lieclm de la introducción clandestina y 
fraudulenta, IOS acusados no han interpuesto ninguna excepción 
ni descargo justiuVado, ni intentado probarlo por deposición do 
testigos documentas ó informes, etc. (art. 1053). 

3' Que !a causa alegada por los acusados, de tener que instalar 
con toda urgencia la posada de (Xas Cuevas» obedeciendo á 
las reclamaciones de laKnipresa del Ferrocarril Trasandino, en 
el ínteres del movimiento de pasajeros y trálico á Chile, no puede 
estimarse por su naturaleza como caso de fuerza mayor ó for- 
tuito, ni exhibirse en contra de los derechos del Fisco en la fiel 
percepción de su renta. 

4" Que en cuanto á las personas de los conductores vio ha 
sido posible individualizarlas ni determinar de un modo jurídico 
y legil su responsabilidad, para hacerla efectiva en los términos 
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del artículo 1018 de las Ordenanzas ya citadas, por cuanto el 
hecho ilícito «le la introducción había sido consumado ya sin 
■dejar rastros ni haber <ido posible obtener prueba testimonial 
á este respecto, siendo así que en definitiva la infracción sólo ha 
podido recibir plena prueba p'-r la propia confesión de los acu- 
sados, que en derecho reviste los caracteres de una prueba aca- 
bada y concluyante. 

5 a Que por las Ordenanzas no existe estatuida otra pena que 
el comiso 6 pérdida de las mercaderías ó cíVctos sobre que se ha 
delinquido, estando estatuidas las penas personales únicamente 
para el caso en que la penalidad real no pueda aplicarse. 

Por estas consideraciones el Administrador de Rentas Nacio- 
nales resuelve: 

Art. 1". Deeláranse caídas en comiso las mercaderías y efecto* 
áque este sumario se refiere, debiendo hacerse efectiva la pena 
por el importeque arrojad inventario de fojas 20 á 31 y liqui- 
dación y aforo del maniíiesto de Tojas 44 a 47, sobre el fiador 
don Luis Magalon, que ha otorgado lianza en autos á las resul- 
tas del juicio. 

Art. 2". Deducidos los gastos y derechos del fisco, practique* 
se por contaduría la distribución entre aprehende* y denun- 
ciantes, en Jos términos del artículu 1030 de las Ordenanzas de 
Aduana, consentida y ejecutoriada que sea la presente. 

Repónganse los sellos. 

Aurelia w de la lleta. 

rail* 4*1 ***** r«4ml 

Herniosa, Marao 7 tlfi 1895. 

Vistes ' estos autos acerca de la apelación deducida por don 
Luis Lepeley respecto de lo resuelto por el señor Administrador 
de Aduana en el sumario instruido por contrabando, con motivo 
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de la introducción de mercaderías á territorio argentino, proce- 
dente* de Chite, sin denuncia al resguardo de la Frontera ni á 
la Aduana respectiva; j 

Considerando: í n Que el procedimiento seguido en estas ac- 
tuaciones se encuentra ajustado á la lev y no adulet e de nulidad 
alguna. VA procedimiento debe sur puramente sumario, y toda 
fijación de términos y alegatos que introduzca un trámite aul- 
lólo al del juicio criminal en píen ario, es extraño á esta claté 
de informaciones que no causan instancia. Según las Ordenan* 
zas de Aduana Jos casos de contrabando y los de defraudación, 
sin distinción en cuanto al procedimiento, deben resolverse atU 
ministrativamettte por los jefes de las receptorías ó aduanas; 
en rf sumario que lo> Administradores mandan levantar, han de 
consignarse todas las circunstancias del hecho, las pruebas que 
resulte ti de la deposición de testigo, docum utos é informes y 
los descargos justificados de la parte interesada, y por fin, la 
resolución administrativa debe pronunciarse por escrito >t mn~ 
l tu nación del sumaria levantado, condenando ó absolviendo, 
según resulten o no probades el contrallando, defraudación ó 
contravención farts. 1035, 10H8, 1053, 10G4 y 1065 de las Or- 
denanzas citadas). 

La jurisprudencia de la Suprema <orte establécela misma 
interpretación. 

Declara que el Administrador de Aduana no tiene jurisdicción 
contenciosa; que sus procedimientos son administrativos y no 
causan instancia, que juzga como administrador y no como juei 
y puede, á pedido de las partes, reformar sus resoluciones sin 
que entre tanto corra término para apelar. (Fallos de la serie 1", 
tomo l'\ pág. 102 y 109; serie 2', tomo 5", pág.253). 

Que el procedimiento sumario concluye y queda completo con 
la declaración indagatoria, lo ha sancionado también la Supre- 
ma Corte en juicio de naturaleza análoga, como son los referen- 
tes á infracción á la ley nacional de elecciones. En la causa 71 
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entre el doctor Casiano Calderón y 'loa Antonio TJsin, inserta en 
el tomo (5; sérto *, paginas 348 & 310, ol señor Procurador Ue- 
ueral de la Nación doctor Costa, se expresa asi: «los procesado» 
han sido Humildes á declarar ante el señor Juez, han reconoci- 
do el fcecfcfl de que se lea hacía cargo y han opuesto á la vez sus 
excepciones, Hnn<e llenado así las formalidades -sóndales del 
juicio y el recurso de nulidad no es pjtbcedSiíte», Este dictamen 
fuéadoptado par la Supremo Corto. Ks verdad queeu el año prt.xi- 
rao pasado »n juicios tramitados por esti» juzgado, sobre infrac- 
ciones comprobadas y reconocidas á la ley de elecciones, la Ku~ 
prema Curte, variando la jurisprudencia á que el t-aniite se ha- 
bííi ajustado, declaró nulo el procedimiento, estableciendo que 
U t* era suficiente la declaración indagatoria para te rminar el 
juicio y que debía acordarse un término para ta defensa de los 
inculpados; pero esto no obstante, respetando esta jurispruden- 
cia en los juicios de elecciones, el infrascripto no cree violen- 
cia afianzándose en ta jurisprudencia anterior, en cuanto al 
ll4 ocedimi-uto para actuaciones a las que no se refiere ta nueva 
jurisprudencia, en lo que altérala anterior, puesto que no se 
trata de informaciones ante Ju?í, sinó ante un funcionario ad- 
ministrative á quien las ordenanzas le fijan el tramite sumario 
como uniendo su resorte, 

Además, no puede considerarse coartado el derecho de defen- 
sa garantido por la constitución nacional, desde el momento 
que el embargo v la declaración indagatoria, poniendo al inte- 
resado en conocimiento de la inculpación, le dan él derecho (ric 
presentar sus desearnos justifiemhs, como dice el artículo 1053 
de las Ordenanzas citadas. 

Si el señor Administrador de Aduana se hubiera negado á re- 
cibir la prueba en ese término hábil, que dentro del sumario 
acuerdan las Ordenanzas al inculpado, seria el caso de nulidad, 
por haberse infringido un inepto constitucional de estricta 
observancia . 
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],a Suprimía Corte tu ne declarado también que la resolución 
del Administrador de $ámm doc.liirain'o inadmisible la prueba 
ofrecida, debe ser redamada ault- Juc? de Sección, doulrode 
tres días fallos, serie 1% tomo I, pág. 

Si el interesado lio proJuju prueba aute el Administrador de 
Aduana en el tiempo uportuuo, deberá el porjttiííio de su 
derecho, si lo hubiere, á su gruñía negligencia y no a infrac- 
ción a | g una de la ley, ni defecto uM procedimiento seguido con 
arreglo ñ las Ordenanzas de Aduana, 

2* (¿ne el herbó del contrabando se encuentra reeonocidu por, 
el señor Lepcley en su propia deelaiacion, con< úrdanle con la 
prueba testimonial y documental recogida, nales y después del 
17 de Enero de 1891, se han transportan H intestinamente 
mercaderías de Chile á la República Argentina, lugar denomi- 
nado «Las Cuevas*. sin denuncia alguna a las auloridades com- 
petentes, que deben respetarse dentro de la jurisdicción terri- 
torial de este país, Y después del 17 de Enero hasta la fecha 
del embargo de esos bienes, se ha verificado su expendio en un 
valor de 516 pesos, se^uu resulta de la declaración del encarga* 
do mismo de la posada, sobre un valor denuncia^ de 2000 á 

3« Que la ignorancia de lis leye>. invocada como escusa en la 
declaración de foja Íj¿ no es atendible, puest» <ggg bolo ea mo- 
tivo legal de absolución cuando la infracción sea por luisa de- 
claración que provenga de error evidente é imposible de pasar 
desapercibido (arts. 4057 y 10^8 de las Ordenanzas de Aduana). 

A° Que el intento de favorecer á los viajeros no puede con- 
siderarse siquiera eumo circunstancia atenuante del hecho de 
veri licar ese servicio en menoscabo de la renta nacional, con 
efectos pasados en contrabando al territorio argentino. 

5" Que el eoiilrabyndt\ ó sea la introducción al país de mer- 
card crías del extranjero, fuera de los caminos señalados ó sin 
tocar en el resguardo de frontera correspondiente, es penado 



190 FALLOS H LA 80 MEMA CORTE 

con el comiso de las mercaderías y multa de igual valor til con- 
ductor de ellas (arts. 738 y 10IM, Ordenanzas de Aduana). 

tí" Que en la ejecución de los acto* prohibidos y penados por 
la ley, se presume tu vntuntad elimina!, á no ser que resulte una 
presum-ion contraria de las circunstancias particulares de la 
causa (art. 6", Código Penal.) 

7" Que no se lia acreditado circunstancia alguna que esta- 
blezca una presunción contraria, al intento de defraudar, con 
ta introducción clandestina de efectos extranjeros las rentas na- 
clónales, sustrayéndose á los impuestos aduaneros del país. 

H- Que el man i tiesto de foja 79 con que se pretendo acreditar 
la intención do verificar t-l competente denuncio, además de ser 
de fecha I o de Febrero de 1801, cuando debiera referirse a efec- 
tos introducidos desde antes del 17 de Enero hasta el 31 del 
mismo mes debe observarse quenada induce que corresponda ú 
los mismos efectos á que, por otra paite, falta el duplicado que 
ha debido dirigirse por el Cónsul al Administrador de la Aduana 
do su destino (arls. 728, 729, 736, 739 y 753 de las Ordenan- 
zas de Aduana). 

Por estos fundamentos y concordantes de la resolución ape- 
lada, con lo pedido por el h ñor Fiscal: se confirma aquella en 
todas sus partes, declarándose improcedentes la nulidad y es- 
cusas invocadas por el señor Lepeley. En definitiva, así lo decla- 
ro y ordeno en Mendoza a 7 de Marzo do 1895. 

llagase saber con el original. 

Severo /; . del Gustillo. 
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Ducuos Airea, Agoslo lóiio 1895. 

Suprema Corte: 

VA señor Hispa, socio en el negocio de la posada «Las Cuevas», 
y don Víctor Jaramillo, su administrador, confiesan á fojas5y33 
cuanto había establecido la denuncia y comprobado las declara- 
ciones del sumario corrientes de fojas 4á 30 esto e¡>,que se ha es- 
tablecido aquella posada introduciendo efectos de Chile, clan- 
destinamente, sin pasarlos ni manifestarlos ála Aduana de esta 
República, 

Hecho tan grave no puede escusarse con la premura para el 
establecimiento de la posada, ni con la intención que insinúa 
su administrador, de avisarlo á la autoridad competente. 

Porque ni el hecho aparece verosímil ante los términos 
transcurridos para arreglar la casa é instalarla, con cargas traí- 
das en varias ocasiones, ni aun siendo probado con toda eviden- 
cia, autoritaria la introducción y expendio de mercaderías sin 
despacho de aduana* contra las esplícitas prescripciones de las 
ordenanzas. 

Los permisos de exportación acordados por las autoridades 
aduaneras chilenas, no satisfacen las exigencias dé los artículos 
727 y 728 relativas al manifiesto certi tiendo por el Cónsul ar- 
gentino. 

La ignorancia de las leyes, la premura de la instalación, no 
eacusan el deber de presentar ese manifiesto certificado junta- 
mente con la primera remesa de mercaderías; según el mandato 
del articulo733, el ioternamiento de tales mercaderías, sin tocar 
en el resguardo de frontera, produce como consecuencia legal 
la imposición de la pena de comiso* que expresamente consignan 
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los artículos 738 y 1018. La administración ha podido legíti- 
mamente imponerla, por cuanto no se traía de mercaderías que 
hubiesen entrado alguna vez y salido por una causu upnrenie- 
mente legítima, de Ja jurisdicción administrativa, sino de efec- 
tos introducida de contrabando, sin pasar ni tocar la Aduana. 

P^i ello, em ontraiidc. legalmente fundada la sentencia co- 
rriente á foja ( J9, tanto en cuanto deséchalas causas de nulidad 
invocadas éanltft el procedimiento administrativo, que lia sido 
arreglado á los términos déla ordenanza, cuanto en lo relativo á 
la comprobación del contrabando, pido á V. % su continuación. 

Suhiuiamt Kier. 



rallo üe lm Kupran» t«rle 



Hueuos Aires, Setiembre 1.9 de 

\ istos y considerando: Que está plenamente averiguado que 
el apelante lia introducido y expendido mercaderías extranjeras 
sin el despacho de aduana y pago de los correspondientes de- 
rechos, 

Que tal hecho, comprendido en la disposición del tntículo mil 
treinta y seis de las Ordenanzas de Aduana, hace pasible á la 
mercadería importada, de la pena impuesta en la sentencia 
apelada. 

<¿uc no teniendo el presente caso relación alguna con las lej os 
electorales, son impertinentes á la cuestión debatida, las apre- 
ciaciones que se reücreu á su interpretación y al procedimiento 
á seguir en tratándole de su aplicación. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
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Procurador General v fundamentos concorda ates de la sentencia 
apelada de foja noventa y nueve, se confirma ésta con costas. 
Henue.stos los sellos, devuélváiisk 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO IJUSGE. 
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Proí tj & contra D. Antonio Sottrf, sohr? falsificación de 

marra de fábrica 

Sumario. — Sin la prueba de ser falsificados los artículos em- 
bargados al demandado y vendidos por él, j de ser éste el autor 
de la falsificación, ¿ de haberlos vendido con conocimiento de 
su falsedad, debe rechazar ¡se la acusación. 



Caso. — Lo explica el 

Fallo úm» Juti Fedml 



Bue&OS Aires, Ago*lú ü de 1890. 

Y vistos : estos autos seguidos por Pablo Prot y C* t contra 
Antonio Souef, ñor falsificación de marca de fábrica, de los que 
resulta: 

t. *t ia 
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Que Don Ernesto J. Botrí, en representación de los ac- 
tores, deduce ¿foja 5 la presente querella, por falsificación 
de la marea «Lnbin» con que sai mandantes distinguen pro- 
doctos de perfumaría, pidiendo qne en oportunidad se condene 
al demandado al máximan de la pena en que na incurrido, & 
los danos y perjuicios y al pago de las costas. 

Que trabado el embargo solicitado como medida prévia, como 
consta de las diligencias de foja 15 á foja SO, y notificado el 
traslado conferido, á foja 33 tuevacúa Souef negando la falsifi- 
cación á que se refiere la demanda, poi lo que pide su rechazo con 
espresa condenación en costas y que sedeen a salvo las accio- 
nes que le corresponden por los daños y perjuicios áque hubie- 
re logar. 

Que recibida la causa a ptueba se produjo la testimo- 
nial de foja 57, la traducción é informe caligráfico corriente 
de foja 94 á foja TO, y el reconocimiento de firmas de foja 100 
vuelta y llenados los demás trámites legales quedó la causa 
conclusa para sentencia. 

Y considerando: Que si bien como resulta de la diligen- 
cia de embargo que corre de foja 14 á foja 20 vuelta, se 
han encontrado en poder del demandado diversas mercade- 
rías con la marca registrada de los actores, y se ha es- 
tablecido que los artículos que expresa la factura de foja 3 han 
sido comprados en casa de Souef, correspondía á los actores la 
prueba de que los artículos embargados y los vendidos, eran 
falsificados, y que el demandado era el autor de ta falsificación, 
6 los habí i expendido ú puesto á la venta con conocimiento de 
so falsedad. 

Que no habiendo producido prueba alguna al respecto, 
la demanda no puede prosperar, y debe ser desechada con 
In imposición de costa*, establecida por el artículo 144 del códi- 
go de procedimientos en materia penal. 

Por estos fundamentos, fallo : absolviendo de culpa y cargo al 
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J. V. Latanne, 




Buenos Aires, Setiembre 12 de 1895. 



Vistos : Por sos fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento cuarenta y tres. Repuesto* los 
sellos, devuélvanse. 



« 4UJWA cchxiv 



Criminal contra Hamon Pascual; por homicidio 

Suma no.— Cuando *obre la responsabilidad del procesado 
no queda más elemento de prueba que su confesión, ésta no 
pueda dividirse en perjuicio de él. 



BENJAMIN FAZ. — ABEL KAZAN. — 
OCTAVIO BUKGE. 




1Q6 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

C«so.- Resulta del 



rallo del Juca l>*«r«l 

l.n VUi\a. Hayo ¿2 de 1885, 

y vistos; loa seguidos contra Ramón Pascual, por homicidio 
perpetrador la persona de Angel Róbelo Guerino, y demás 
en la acusación deducido : 

Y resultando: 1" Que en 28 de Diciembre de 1804, éfcpójw ct 
procesado, se encontraba á bordo de la goleta nacional cLuigi 
Taima», anclada en Zarate, jugando a los naipes con el extinto 
A. R. Gueriim y mientras hacían la partida, le dirigió algunas 
bromas que le disgustaron. 

2* Que, pasada algunos instantes, Angel Róbelo Girino 
agredió á man» limpia á Luis N. . . quien se defendió y cayú al 
suelo de resultas de la lucha (r. f- 2) \\w se trabó. 

3 W Que tiendo esto el «ponente se armó de un cuchillo 
hoja ancha, el que estaba sobrecubierta y con él, infirió doa 
heridas A Gucrino; presentándose á la «ub- Prefectura, una 
vez de haber cometido el hecho (reáse foja A). 

A° Que el testigo presencial Luis Ambrosi Giraldi pres- 
tando declaración á su Tez, expuso, igualmente, ante la Sub- 
Prefectura : a) que se encontraba jugando á los naipes, en el 
pailebot indicado, con Pascual y A. RoWto;6) que este último 
se disgusto por una broma que le dirigió Pascual, lo que dió 
por resultado que se armara de un cuchillo y causara á Róbelo 
«os heridas ;e) que el exponente, después de una discusión 
con A. R.Guerino, se tomaron á brazo partido, cayendo él al 
suelo, en cuya circunstancia fué que Pascual hirió al extinto 
(véase foja 54). 
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5» Que Jovino Lufloii i, otro de los testigo* presenciales, de- 
clara igualmente: a) que se encontraban jugando á los naipes 
Pascual, Róbelo y Oiraldi, cuando el primero tuvo uua discu- 
sión con el segundo de resultas del juego, terció en la disputa 
Giraldi á brazo partido ; h) que al presenciar cato Pascual, se 
armó de uua cuchilla que ¡se encontraba sobro cubierta ó inlirió 
con ella dos heridas al ucciso, de las que falleció. 

0" Que pasados los antecedentes á usle Juzgado el procesa- 
do llamón Pascual modificó su declararon apresando: a) con 
mutivo de biomas que dirigió á Róbelo, éste enojado lo insultó 
y amenazó ; 1) que cuiuo él siguiera con las bremas, llobel'i se 
levantó rurioso y se fué sobre él; e) que entóneos él tuvo tiem- 
po lie evitar ser agredido, pues pudo correr: pero cuno Róbelo 
lo persiguiera, tomó para defenderse un cuclrilln que encontró 
al lado de la cocina y con él le infirió dos puntazos, no por ma- 
tarlo sino para evitarse del ataque, pues era un hombre más 
fuerte que él. 

7" Que no lian podido ser latineadas ante el Juzgado las de- 
claraciones prestadas por tos testigos presenciales Giraldi y 
Luc^na, por uo haber sido encontrados, por estar de viajo el 
paik-bot de que son marineros. 

& Que corrida vista al Procurador Fiscal, se expidió( véase 
foja 20 vuelta) solicitándola pena de tres unos de prisión y 
accesorios legales; fundándose para ello, en lo predispuesto en 
el artículo 97 del Código Penal, por haber provocado la victima 
el a< to homicida. 

0* Que el Defensor pidió (véase foja 25) la absolución de 
culpa y cargo, alegandoque Pascual se encontró en caso de le- 
gitima defensa. 

^10° Que abierta la causa á prueba, las partes ninguna han 
ofrecido, como lo demuestra la nota del Secr.-tario. corriente en 
autos; llamándose en consecuencia autos para deBnitiva. 
Y considerando: 1* Que está suficientemente comprobado el 
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cuerpo del delito, por I» partida de defunción (véase foja 18); 
certificado médico legal (véase foja 8); confesión del reo (véa- 
se foja 4 f foja 12 vuelta) y demás constancias corrientes en 
autos. 

2 o Qac igualmente se encuentra comprobado con confesión 
categórica y declaraciones relacionadas, que fué Ramón Pas- 
cual el único autor de) homicidio. 

3 a Que no se encuentra justificada de manera alguna ni di- 
recta, ni tan siquiera indirectamente, la excepción de legítima 
defensa, invocada por el defensor del reo. 

4 a Que la dicha excepción, no tiene apoyo legal alguno en 
autos: la confesión del procesado y la limitación que más tarde 
trata de oponer al hecho homicida confesado, sin reato alguno 
en su primer indagación, no ha sido contestada con su rectifica- 
ción, en cuanto á la arción aislada en que expone: la caída de 
Luis N. . . 6 Luis Ambrosio Giraldi se debió á que éste se in- 
terpusiera cuando dice lu persiguió Róbelo. 

5° Que no tan sólo esto lia de tenerse en cuenta, sinó tam- 
bién que en su confesión primera Ramón Pascual, la que según 
toáoslos antecedentes concordantes, fué espontanea, desde el 
momento que lo hizo al presentarse voluntariamenteante laSub- 
Prefectura á constituirse en arresto; confesión que no niega al 
ratificarla en lo principal, ni la presenta sospechada de falsa. 

6* Que la segunda indagación prestada ante este Tribunal, 
no la considera la ley encalidad de cualificada, único caso en 
que debería ser aceptada en derecho como única prueba legal; 
los dichos del reo modificados en el transcurso de la investiga- 
ción que no tienen en autos una concordancia justa, ni se ha 
intentado por la defensa comprobar, no pueden ni tan sólo al' 
cantar la categoría de aquellos hechos que por bu naturaleza 
introducen siquiera una presunción de duda en el ánimo ael 
Juez, ni menos aceptable en lo presumible, cuando, por el con- 
trarío, la primera confesión del reo es concordante y se encua* 
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dra discretamente en las afirmaciones de uno de los protago- 
nistas del hecho y de un indiferente, testigos que auu no ratifi- 
cados sus dichos, ellos fueron auotados y prestados por una au- 
toridad nacional. 

7° Que reasumiendo, no ha de desecharse la confesión presta- 
da ante aquel funcionario administrativo y policial; ni menos 
la prestada ante este Tribunal hade atribuírsele la importancia 
que el Defensor le asigna: lo primeo porque no han sido lle- 
nados por la defensa, ni por la acusación, los requisitos que la 
le; acuerda para que sea nula una declaración, y porque no han 
sido citados esos testigos por edictos; lo segundo, porque esa 
confesión retracta otra anterior, que le es contraría, sin eipo- 
ner motivo justo algu noque autorice ú justifique la razón de la 
retractación, y, finalmente, porque las constancias de autos le 
son contrarias. 

8» Que no deja de ser una doctrina aceptada en materia pe- 
nal, que la confesión en juicio es indivisible, de tal suerte que 
no puede tomarse en la parte que perjudica al procesado y de- 
secharse en la parte que le favorezca, pero esto tiene lugar sola- 
mente cuando no hay en el procedo otras pruebas 6 indicios ve* 
hementes que autoricen la división. 

9° Que propiamente hablando, en el sub-judiee no ha de 
considerarse la confesión en sí ni en cuanto á su valor probato- 
rio: ha de estudiarse previamente, sí la primera confesión que- 
da desvirtuada, uñares qne se le modifica por una segunda, 
pero en contra de loa correlativos de credulidad que afirman 

.... 

U veracidad de la primera; ba de estarse, pues, á aquella que 
« encuerde con los hechos comprobados, como sucede en el caso, 
j mas, cuando el primer dicho es ratificado por el segundo en 
lo sustancial. 

10 a Qne en el sub-judice militan además de la primera declara- 
ción del encausado, los diohos de los testigos de primer grado, 
Giraldi y Lusena, según los que el incidente de qne resultó la 
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muerte de A. P. Guerrino, pasó muy de diferente manera que 
la relación hecha por el encausado ante este Tribunul. 

11° Que esas declaraciones hacen (é plena, no tan sólo por 
estar en el fondo de acuerdo con I» primera confesión de Ramón 
Pascual - mió también por haber sido prestadas ante la sub-pre- 
fecturade Zarate (como se ha indicado ya), que es la autoridad 
encargada de la instrucción de las primeras diligencias do escla- 
recimiento de, los crímenes y delitos cometido* en los buques y 
riberas; s üütj pue? ellas oficiales públicos y desde luego, tienen 
por lo mentís la presunción de veracidad que la ley quiere en 
todo acto de investigación. 

12° Que con mayor mutivo debe conceptuarse una prueba 
peí Teeta lo declarado por los ya citados testigos internos, cuan- 
do el procesado un ha presentado, ni ofrecido siquiera durante 
el término probatorio ningún antecedente que abone le excep- 
ción de legitima defensa alegada. 

13" Que sentado esto, debemos pasar á averiguar la natura- 
leza dei delito que se persigue; y la peni que en su consecuencia 
le correspondo. 

I I Que dado el modo cómo el suceso se produjo y queda 
relacionado, ul Juzgado no cree que Ramón l'ascual haya proce- 
dido con alevosía y no puede por lo tanto aplicarle la pena de 
muerte que determina elartículo 95, inciso í, del Código Penal. 

15° Que sin embargo, tampoco cree que sea de aplicación el 
artículo 97 invocado por el procurador lisoal, pues no está de 
manera alguna probado que la víctima haya provocado el acto 
homicida con ofensas ó injurias ilícitas y grave». 

16" Que en tul virtud, piensa que la penalidad en que ba in- 
currido es la del artículo 96, inciso 2% del Código Penal, pomo 
encontrar en el hecho punible de que se trata ninguna circo ns- 
tuucia agravante. 

Por estas consideraciones, fallo: condenando al presado lla- 
món Pascual i lo pena de H añas de presidio, con los accesorios 
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que determinan l»s artículos 01 f 64 del Código Penal, con de- 
claración dü que la vigilancia de la autoridad a que el condenado 
queda sujeto, es por el término de 5 años, desde que haya cum- 
plido la condena y de que la reclusión de que sufrirá en los ani- 
versarios del delito será por 15 días, por homicidio caliOcado 
que perpetró en la persona de Angel liobelo Guerrhio y todocon 
especial condenaci-m en costas. Observándose que ana veí eje- 
cutoriada esta sentencia, se liberen las notas del caso al P. E, 
Nacional, poniendo el preso á su disposición, á fin de que cumpla 
la condena impuesta en la Penitenciaría Nacional. Soliríquese 
con el original, regístrese en el libro de sentencia- y repóngase 
las fojas, 

Mariano $■ Aurrecoechea, 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Uueuos Aires. Julio 15 ¡fe 1895. 

Suprema Corte,: 

La primera declaración del recesado ha sido sustancial men- 
te alterada por las rectificaos «• de foja 12; las de los testigos 
presenciales del hecho Carecen de la suficiente fuena probato- 
ria, por haberse prestado sin las formalidades legales, ante las 
autoridades incompetentes de la receptoría de rentas naciona- 
les, y por no haber sido habidos los deponentes, pan la ratifi- 
cación ante el juez de la causa. 

Pero aún admitiendo como única prueba fehaciente, la con- 
fesión del procesado Ramón Pascual y que el principio de la 
indivisibilidad de la confesión judicial que proclama el artículo 
318 del Código de Procedimientos en lo criminal fuera riguro- 
samente aplicable en el caso, á falta de toda otra prueba que 
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desvirtúe las circunstancias de descargo, siempre resaltaría de- 
mostrado que el procesado es el autor del homicidio de Angel 
Róbela Guerrino. 

Ese homicidio no era un hecho necesario. 

Aún admitiendo lo expuesto en la confesión de foja J$ vuelta, 
qne Róbelo insultara á Pascual j fuese sobre el declarante, tales 
1 jecbos, r|ne importan una provocación, no implican la necesi- 
dad de la muerte, ni justifican el hecho de inferir las heridas 
mortales que la causaron. 

Pascual reconoce que turo tiempo de evitar ser agarrado, 
pues pudo correr, pero que como Róbelo lo siguiese, tomó el cu- 
chillo, ó infirióte las dos heridas. 

Tal acto hallaría disculpa en la persecución con armas, capaz 
de producir un mal grave al perseguido, pero ñola tiene cuando 
se verifica por un hombre desarmado incapaz por ello, de 
causarle. 

Tomando entónces esa persecución como una provocación con 
ofensas ó injurias ilícitas y graves, la pena del homicida no 
pnede ser menor de 3 años de prisión, según lo dispuesto en el 
articulo 97 del Código Pena). 

Pido por ello á T. de acuerdo con lo solicitado por el pro- 
curador fiscal en la primera instancia, se sirva revocar la senten- 
cia apelada, limitando la condena impuesta al procesado, i los 
tres años de prisión que pescribe el teito citado. 

Sab imano Kier. 




Buenos Aires, Setiembre 12 de 1895. 

Vistos y considerando: Que las declaraciones de fojas cinco 
vuelta y seis vuelta carecen de valor legal, por no haber sido re- 
cibidas y prestadas con las formalidades de derecho. 

Que no queda, en consecuencia, como elemento de prueba 
sobro la responsabilidad del procesado sinó la confesión de él 
mismo, la que, en el oaso t no puede dividirse en perjuicio del 
confesante, con arreglo á to dispuesto en el artículo trescientos 
diez y ocho del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Que de acuerdo con esos antecedentes el ministerio fiscal, 
tanto en primera como en segunda i natalicia, ha pedido la pena 
de tres años de prisión contra el procesado, sujetándose á lo dis- 
puesto en el artículo noventa y siete del Código Venal. 

Por esto y de conformidad con lo pedido por el señor procura- 
dor general, se refórmala sentencia apelada de foja treinta y cin- 
co, condenándoseal procesado Kamon Pascual á la pena de tres años 
de prisión y al pago de las costas del juicio, debiendo descon- 
tarse el tiempo que lleva sufrido en la forma prescrita por el 
artículo cuarenta y nueve del Código Penal : devuélvanse. 

ibbmmui paz — aBEL laxan. — 

OCTAVIO BUNGE. — JUAK E. TO- 
BRBHT. 
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Juííh ¡i. Lara contra el llamo Racional en liquidación, por 
consignación; sobre posiciones 

Sumario. — Las personas jurídicas están en el deber de absol- 
ver posioiones por el órgano de sus representantes», subTe hechos 
que tstos conozcan ó deben conocer. 



Caso .—Resulta dul fallo de la Suprema Corte y del 



rail» del Juca Federal 

Corneales, Agosto 22 de 1W92. 

■ 

Yislos y considerando: Que las sociedades anónimas pue- 
den y deben absolver pifiones por intermedio de sus repre- 
sentantes legítimos, alienes, con arreglo á la ley y á los «statu- 
tosdelas misma*, tienen todo el poder necesario para el ejer- 
cicio de sus derechos y cumplimiento do sus obligaciones. Que 
siendo el Banco^S ación al una sociedad anónima como cual- 
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quiera otra fundada con arreglo á la ley, es fuera de duda que 
el Gerente de su sucursal en esta ciudad, como administrador 
de ella, está obligado á absolver las posiciones que su contrario 
le deüYra, con arreglo á lo dispuesto eu el artículo ciento ocbo 
do la ley nacional de Procedimientos. 

Por estos fundamentos j de conformidad á la jurisprudencia 
de la Suprema Corte (serie 3", tumo seis, páginas treinta y dos 
y cuarenta y nueve), se confirma con costas el auto ti- fecha 
cinco de Julio último en la parte recurrida y se concede la a pela* 
cion interpuesta subsidiariamente, debiendo en su consecuen- 
cia remitirse los autos relativos ú este incidente á la Suprema 
Corte, en la forma de ley y dejarse cúpia déla solicitud del actor, 
pidiendo que el demandado absuelva dichas posiciones, por refe- 
rirse también á otras diligencias de pruebas que se han inun- 
dado practicar : repóngase las fojas. 

E. A, lujnmbio. 



MI» 4* I* «HprrMK C'*r*e, (I) 

Bueno* Aires, S«-in >tubrt>. 1-1 de 1395. 

Vistos y considerando: Que la cuestión traída para conoci- 
miento de esta Suprema Corte, en el caso presente, versa 
tan solo sobre si las personas jurídicas están en el deber de 
absolver posiciones por el órgano de sus representantes. 

Que no obrando la* personas jurídicas sino por mo lió de sus 
representantes para el ejercicio desusderechos y cumplimiento 
de sus obligaciones, se quebraría la igualdad que debe reinar 

(Li Igual resolución ac dictó en la misma feria eu la cauaa de D. José 
C. Valar coalr* el Banco Nacional, por consignación. 
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entre las partes en juicio, haciendo imposible para uno la prueba 
por confesión, que es posible para el "tro. 

Que nada se opone á que los representantes de las personas 
jurídicas absuelvan posiciones sobre buchos en que como tales 
najan personalmente intervenida 6 de que deban tener cono- 
oimiento en el mismo carácter, no habiendo razones especiales 
en contrario. 

Por estos fundamentos j concordantes del auto de foja cator- 
ce, se confirma, con costas, si apelado do foja dos. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BESJAMIII PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR . — OCTAVIO BlfflGE.— 
JUAN E. TOHREHT» 



CAI* HA CCXXXVl 



A, Chouet y C contra D. A.Souef, sobre falsificación 
de marca de fabrica 



Sumario.-Sin la prueba de ser falsificados los artículos em- 
bargados al demandado 7 vendidos por éste, y de ser el autor de 
la falsificación 6 de haberlos rendido con conocimiento de su 
falsedad, debe rechazarse la acusación. 
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Caso.— Resulta del 



WmUrn M Jm Federal 

Buenos Aires, Agosto 9 de 1805. 

Y fisto : estos autos seguidos por D. Antonio Chouet y G* 
contra Antonio Souef, por falsificación de marca do fabrica, de 
los que resultan; 

Que D. Ernesto J. Borré, en representación de los actores, 
deduce á foja : la presente querella, por falsificación de la mar- 
ca «Dr. ['ierre», con que sus mandantes distinguen el agua den- 
trítku que expenden, pidiendo que, en oportunidad , se condene 
al demandado al máximun de ta pena en que ha incurrido, á 
los daños y perjuicios y al pago de las costas. 

Que trabado el embargo solicitado, como consta por las dili- 
gencias de foja trece i foja diez y ocho, y notificado el traslado 
conferido, á foja veinte y ocho lo evacúa Souef negando la 
falsificación á que se refiere la demanda, por lo que pide su 
rechazo, con eipresa condenación en costas, y que se dejen á 
salvo las acciones que le corresponden por los danos y perjuicios 
¡í que hubiere lugar. 

Que recibida Ja causa á prueba, se produce la testimonial de 
foja cincuenta y una, la traducción é informe caligráfico, co- 
rriente de foja noventa y tres á fojaeiento una, y el reconoci- 
miento de firmas de foja ciento des y llenados los domas trá- 
mites legales, quedó la causa conclusa para sentencia. 

Y considerando: Qae si bien, como resulta de la diligencia 
de embargo, que corre de foja trece á foja diez y ocho vuelta, se 
han encontrado en poder del demandado diversas mercaderías 
con la marca registrada de los actores, y bay en autos indicios 
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de que los artículos que expresa la demanda han sido comprados 
en tasa de Soucf, correspondía á ios actores la prueba de que 
los artículos embargados y los vendidos, eran falsificados y 
que el demandado era el autor de la falsificación ó los había ex- 
pendido 6 puesto í la vunta cun conocimiento de su falsedad. 

Que no habiéndose producido prut-ba alguna al respecto, la 
demanda no puede prosperar y debe sur desechada con la impo- 
sición de costas establecida por i*l artículo ciento cuarenta y cua- 
tro del Código de procedimientos en materia penal. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo de culpa y cargo 
al demandado Souef, con costas á los actores. Alcese el em- 
bargo trabado y dejanse á salvo las acciones de Soucf |iur los da- 
nos y perjuicios queso le hubiesen causado. Notifiquese cou 
el original y repóngase el papel. 

J. V. Lahmne. 



VmUm de I» *vpr*mm Vmwim 

Buenos Ain*s, Setiembre \4 de 1895, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, ta sen- 
tencia arlada do foja ciento treinta y nueve. Repuestos loa 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO PURGE. — 
IDAS E. TORBERT* 
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4 Al'** C* XXXMl 



La Municipalidad ñe La Mata, contra don Vicente Cahetta; 

sobre reivindicación 

Sumario. — Sin la prueba del dominio actuul en el deman- 
dante, no procedo la acción reivindicatoría. 



Cavo. — Kesulta del 



Fall* del Jue* Federal 

La Fíala. Marzo 18 Uc 1803. 

Y vistos: los seguidos por la Municipalidad de La Plata, 
contra don Vicente Calzetta sobre reivindicación. 

Y resultando: 1° Que en 20 du Junio de 1892, se presentó 
aute esta jurisdicción, el mandatario de la Municipalidad dicha, 
entablando demanda de reivindicación contra don Vicente Cal- 
zetta, por un inmueble ubicado en el ejido de la Entenada, hoy 
municipio de la Capital. 

2 o Que el bien ú reivindicar de Cahetta, es el que forma par- 
te del solar A, de la manzana 92, compuesto de 23 metros 90 
t. «i 1 1 
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centímetros de frente al nordeste por 43 metros aO centímetros 
de fondo, lindando al sudeste con uní* fracción del mismo lote, 
rendida ála empresa del ferrocarril de Buenos Aires y Puerto 

déla Ensenada. 

3» Que fundando la acción reivindicatoría, lo hace el actor 
sosteniendo que ulla se adíenla ñor el artículo 2758 del Código 
Civil al propietario qui- Ua perdido la posesión, y que en ese 
caso se encuentra la Municipalidad, pues Culzetta tiene edili- 
oado ese terreno con su casa de negocio, 

4* tjue en cnanto a la propiedad, la tiene la Municipalidad , de 
acuerdo con el artículo 2S44 del Codito Civil, pues el Estado 
provincial puso, por ley de 3 de Noviembre de 1870, bajo el do- 
minio de la Municipalidad de la Cnsenada, hoy de La Plata, 
toda la propiedad pública situada dentro de su i jido, siendo 
parto de esa propiedad él terreno de que se trata. 

5* Que además, el artículo 2342 del Código Civil establece: 
« son bienes privados del Estado, todas las tierras que estando 
dentro de sus límites, carezcan de otro dueño», y argumentando 
sobre tal principio t ..ensu consecuencia: es a los particula- 
res, no al Kstndo ni á la Municipalidad á quienes corresponde 
acreditar su dominio; al Estado le basta su soberanía eminente, 
y á la Municipalidad, la ley por la que el Estado le bizo la trans- 
ferencia. 

6 o Que tal es el título con que la Municipalidad acredita su 
dominio al inmueble reivindicado, como á toda la tierra que es- 
tando dentro de so ejido, no tonga otro dueño que la hubiese 
obtenido del Estado, antes de !870 6 de la Municipalidad des- 
pués, ú bien por prescripción. 

7° Que ocupándose de los títulos del demandado, sostiene : 
consisten en una escritura por la que don Emilio Sctautk le ven- 
dió los derechos y acciones que por otras escrituras le vendie- 
ron a él los herederos de los cónyuges don Cecilio Cabrera y 
D' Matilde üaroy. 
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8 rt Que en osas escrituras no se habla de propiedad, sinó sim- 
plemente de acciones y derecho* que los vendedores pudieran 
tener y que desde lin go, dichas escrituras, l«jos de acreditar el 
dominio de Calzetta, demuestra que la Municipalidad conserva 
sus derechos de propiedad. 

9 U Que las acciones y derechos que se dicen trasmitidos, no 
podrían tener otra cansa que una concesión di' la Mu anualidad 
de la Ensenada, #e acuerdo con la ley de 8 de Noviembre de 
1870; pero que tal concesión no existe. 

10" Qne sin émfc&ri$ó, si existiera, como su mismo nombre 
lo indica, ella no trasmitiría el dominio inmediatamente, aún 
cuando diera al concesionario un derecho fí la propiedad, me- 
diante et cumplimiento probado de ciertas condiciones que de- 
bían efectuarse en un tiempo dado, la escritura de propiedad 
debía también otorgarse dentro de un término lijo. 

11* Que en el presente caso sucede, que los esposos Cabrera, 
ni sus herederos, ni .Schutk, invocan semejante título, porque 
ninguno tiene, ni otra alguna causa de adquisición, por lo que 
no pudieron trasmitir á Calzetta mejores ó más extensos dere- 
chos que los que tenían. 

1^ Que por todo lo expuesto, termina el representante déla 
curporncion municipal, pidiendo se ordene á Calzetta ta de- 
volución del terreno reivindicado, con más los daños y per- 
juicios y condenación espresa en las costas del juicio. 

1&" Que en un otrosí agrega : en el expediente que acompaña 
consta reconoce expresamente Calzetta no ser propietario, por 
el hecho de haberse presentado el Poder Ejecutiva de la pro- 
vincia solicitando la escrituración del terreno materia de este 
juicio, consintiendo despnes la prosecución del asunto por ante 
la Municipalidad, ú cuyo conocimiento y resolución lo pasó el 
gobierno, siendo de notar que el decreto en él recaído no fué 
recurrido por Calzetta. 

14° Que teniéndose esto presente y con arreglo á la citada 
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ley d„ 3 de Noviembre de 1870, era ta Municipalidad la única 
que podía otorgar esa escritura y trasmitir la propiedad. 

15° Que conferido traslado de la demanda á Calietta, éste la 
evacuó pidiendo fuera rechazada la acción imponiéndosele á la 
Municipalidad perpetuo silencio y el pago de las costas proce- 
sales. 

f§» Que fundando este pedido, dice: naciendo la acción rei- 
vindicados del dominio y no teniéndolo la Municipalidad sobre 
el terreno demandado, carece de dicha acción, 

U° Que la provincia de Buenos Aires, nunca transfirió á la 
mencionada Municipalidad de La Plata, ta tierra de que afeota 
creerse propietaria, y por el contrario, el Estado se ha reputado 
siempre dueño de esa tierra, como resulta de diferentes leyes y 

decretos que invoca. 

18° Que en su mérito, no teniendo la Municipalidad más tie- 
rra pública que la que el Estado le transfiera, según el artículo 
2344 del Código Civil, la Municipalidad ya citada no puede 
considerarse dueña de los terrenos déla Ensenada. 

19° Que la ley de 3 Úa Noviembre de 1870 no pasó á la Mu- 
nicipalidad de La Plata esos terrenos, pues en la época que ella 
ae dicto no «istia ni en proyecto esta ciudad; ademas, esa ley, 
agrega, se dictó para los pueblos de campaña, no par» la Capi- 
tal de la provincia . 

SO Que no puede tampoco argüí rae pertenece hoy á la Mu- 
nicipalidad de La Plata, lo que antes pertenecía á la Municipa- 
lidad de la Ensenada, por cuanto la ley de i° de Mayo de 1888 
declaré capital de la provincia el municipio de la Ensenada y 
la de 23 de Agosto del mismo ano dispuso la venta de esas tic 
iras, naciendo así el municipio de La Plata con su legislación 
propia sobre la materia. 

21° Que tampoco es cierto qn* la ley de 3 de Noviembre de 
1870, atribuya á la Municipalidad de la campaña, la propiedad 
de los ejidos, pues ella se limita 4 comisionarlas para la venta 
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de la tierra, donándoles una parte del producido do la renta f 
destinando otra parte á la educación primaria. 

22° Qne según el artículo 1818 del Código Ciril las donacio- 
nes no se presumen, sinó que deben ser claras; terminantes. 

23° Que el único propósito de la ley mencionada, fué hacer 
un reparto liberal de la tierra fiscal, comisionando al efecto i 
las municipalidades. 

24° Que continuando su disensión, agrega ta parte de Cal- 
zetta, diciendo: en el supuesto de ser la Municipalidad dueña 
do la tierra valdfa de la Ensenada, tampoco tendría la acción 
reivindicatoría que ha deducido, porque el solaren cnestioi. fue 
concedido » don Cecilio Cabrera, poniéndosele en posesión del 
mismo, según resulta del documento acompañado, con la obli- 
gación He edificar y cercar, cuya obligación aparece cumplida, 
como lo con tiesa el demandante, en cuyo caso no puede revocar 
la concesión . 

25 a Que aún en el supuesto de no haberse cumplido, por el 
cesionario el deber de cercar y edificar, la acción que corres- 
pondería á la Municipalidad no seríi la de reir indicación pues 
ella implica que el dueño ha perdido injustamente la posesión, 
lo que no sucede en el sub-judice, pues del documento antes ci- 
tado, resulta que la misma Municipalidad de la Ensenada en- 
tregó Ja posesión á Cabrera . 

26° Que si se sostuviera que éste ó sus sucesores n<> cumplie- 
ron 1p obligación de cercar y edificar, sería el caso de pedir la 
revocatoria de la concesión* 

27" Que, finalmente, el título acompañado do la concesión es 
legal y válido y aún tiene la importancia de la escritura públi- 
ca, con arreglo al ártico lo 979 del Código Ciril; y qne supo- 
niendo, no fuera así, daría por lo menos derecho para pedir ta 
escrituración; por todo ello deduce la excepción sirte aetione agñ* 

28" Que del documento acompañado por el demandado, se 
ordenó correr traslado al actor, quien lo contestó insistiendo 
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en que: la ley 3 de Noviembre de 1870, puso bajo el dominio de 
la Municipalidad de la Ensenada las tierras públicas compren- 
didas dentro de su tjido. 

29* Que la concesión del terreno reivindicado, hedía á Ca- 
brera, lo fu¿ de acuerdo con el decreto do 10 de Knero de 1825, 
el cual establece que en el preciso término de un año debía el 
cesionario cercar y edificar el solar, so pena ú<-- quedar anulada 
la concesión, por cuyo motivo, é ipsojuw, quedó sin ifVcto la 
acordada á Cabrera, pues no cumplió ton esa condioion, no pu- 
dieudo mitónces haber trasmitido ningún dererho. 

30° Que abierta la causa á prueba, sobro si se cumplió con la 
obligación de cerca.- y edificar que expresa el documento de 
fnja 10. se produjo la testimonial, corriente de foja 37 á 
foju 39. 

Enseguida la parte de Calzefcta presentó el alegato corriente 
a foja 41 ♦ no haciendo otro tanto la Municipalidad y llamado 
autos, quedó así la causa para sentencia. 

Y considerando: I o Que lia de tenerse presente, puede sólo 
ejercitarse la uoeion reivindicatoría, por quien la tenga y acre- 
dite legalmente; luego, para poderla utilizar, na de pertenecer 
la eosa reclamada al actor, por un justo título; por esto nues- 
tro Código Civil, en su artículo 2758, declara se funda ella en 
el dominio de la cosa. 

2" Que de lo sentado se designe: obligado so encontraba el 
actor para que pudiera tener éxito la incoada á presentar el 
título legitimo con que aeredi ir su dominio (véase leyes 2 y 3, 
título 19, partida 3'), ú la posesión inmemorial ; mas no ha de- 
mostrado, ni menos comprobado el dominio, ni aun mostrado, 
la eiUtencia de un titulo cierto; luego debe ser absmdtu el te- 
nedor déla cosa demandada, aunque la tunga (véase ley 28, ti- 
tulo 2 o , partida 3*). 

3» Que la acción dicha, es eficaz y directa contra cualquier 
poseedor del bien, que sin títub- !o detenta, pero que no lo es ni 
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puede entablarse, cuando como cu el sub'judtcc, el posedor tie- 
ne un título mas ó menos lirmc y dado es supuesto llegase el 
caso de impugnarte de nulidad, ha de preceder al ejercicio de 
la acción de reivindicación otra, que conforme a derecho sea 
adecuada para destruir el dicho título, 

4 o Que la acton; si no estimaba legítimo el título presentado 
por el demandado cuando se le dio vista de él, debió sin duda 
alguna, pedir la nulidad de semejante título, pues ello precedía 
la base de su acción, tanto más cuando en el poseedor no podía 
sospecharse la usurpación sin título, ni clasificarse de deten - 
tador. 

5 o Que no na de perderse de vista, coníiosa el actor: súlo pu- 
do adquirir el bien demandado de conformidad n) artículo 2344 
del Código Civil, mediante un acto legislativo, por el cual el 
Estado de Huenos Aires so lo hubiese transferido, pero, afirma 
al propio tiempo, que tal acto legislativo existe y es la ley de 3 
de Noviembre de 1870. 

6* Que encuadrando la cuestión en Ion límites apuntados, 
corresponde resolver: si la dicha ley do 1870 importa en efecto 
una transferencia á las municipalidades de la provincia, délas 
tierras fiscales, comprendidas dentro de los ejidos de los pue- 
blos, estando el solar de que se trata ubicado dentro del de la 
Ensenada, como lo sostiene el actor y lo niega el deman- 
dado. 

7 o Que la donación es un contrato bilateral, obligando la ley 
al donador á contraerse á las condiciones de la otorgada, por 
lo que no se premuní* cumplidas las condiciones con que fue 
hecha, queda firme y valedera: tanto más cuando en la del $ub~ 
judice fué acordada á cierta pustura(véise ley 0\ título 4 o , par- 
tida 3"). 

8* Que nuestra propia ley civil, en su artículo 1818, sostiene 
la declaración expresa, de que: las donaciones no se suponen, 
sind que deben constar de una manera clara é eneludible; cuya 
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disposición es la aplicación concreta del, principio entrañado poi 
•i artículo 874, Código CítíI. 

9" Que desde luego, acordada la donación por el Estado, en 
momento alguno le ha sido dado al actor reclamar de ella, ni 
decir de nnlídad; la acción para reclamar ó revocar semejante 
donación, por falta de cumplimiento á las obligaciones impues- 
tas, es personalista» del donante, luego el actor, tno puede to- 
Uer ni demandar lo qae él no quiso* (véase ley 1\ título \% 
libro 3 o , Fuero Beal), y más habiendo el donatario realizado 
la condición porque se Le hizo la donación; estaos válida por 
haber cumplido aquella porque se lo dieron (véase ley 6 a , titulo 
partida 6?). 

|Q» Que €las enajenaciones gratuitas, son ocasionadas á muy 
grandes trastornos y por eso, la mayor parte de las legislacio- 
nes, queriendo poner al individuo á cubierto do las graves con- 
secuencias & que pudiera arrastrarle la impremeditación ó el 
•nor,han hecho de las donaciones entre vivos, como las dispo- 
aícionesde última voluntad, actos solemnes, sujetos á fórmu- 
las estrictas en los que la voluntad, no sólo debe expresarse de 
una manera dura y terminante, sinó que también ha de serlo 
precisamente en la forma establecida por la ley (víase Fallos 
del doctor Drago, página 168). 

\\* Que sosteniendo el actor le donó el Kstado las tierras de 
ejidos, transcribe algunos artículos de la ley 3 de Noviembre de 
1870 y agrega: f Estas disposiciones, como se ve, conceden á la 
Municipalidad el derecho de usar de los terrenos de sus repec- 
tivos ejidos, el de percibir sus frutos y el disponer de los mis- 
mos terrenos, esto es, los tres derechos que reunidos constituyen 
el dominio» (véase -ágiua £7). 

\<£ Que mientras tanto, si la donación ó la transferencia 
existiera, debería ser terminante y perentoria, de tal suerte que 
bastara leer el título para coaveuc-rse de que había tenido lu- 
gar, sin necesidad do ocurrir á la deducción, no olvidando ozis- 
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te un error de hecho al sostener uoa donación del Estado en fa- 
vor de la corporación municipal, pues no es dado al Estado do- 
nar al Estado su dominio inminente y no serla otra cosa la rea- 
lización del fenómeno de que el Estado hubiera donado á Incor- 
poración Municipal de La Plata, to que enlodo momento es 
del Estado. 

13* Que concurren á demostrar que la ley invocada uo im- 
portaba una transferencia, los hechos posteriores de la Legis- 
latura, los que soii la mejor interpretación dul acto discu- 
tido. 

14° Que la ley de 1* de Hayo de 1882 señaló para capital de 
la provincia el municipio de la Ensenada y la ley de 23 de Agos- 
to de) mismo, dispuso: que los terrenos destinados para la fun- 
dación de dicha Capital, fueran divididos en solares, quintas y 
chacMs» precediéndose en seguida á su venta á tos particu- 
lares. 

15" Que la ley de 5 de Noviembre de 1888 determinó igual- 
mente, que las obras suplementarias del puerto se hicieran 
con el producido de la hipoteca 6 ve uta de tierras en la Ense- 
nada y La Plata* 

16° Que tales leyes indi a u clara y precisamente que : el Es- 
tado se reputaba dueño de las tierras del ejido de la Ensenada 
y que por consiguiente la ley de 3 de Noviembre de 1870, no 
tuvo nunca el alcance de una transferencia, ni menos de una 
donación, de las mismas con arreglo á lo predispuesto en el ar- 
tículo S344 del Código Civil. 

ÍT Que igualmente el P. E. ha sostenido en diferentes oca- 
siones, de acuerdo con las leyes citadas, qne los terrenos de la 
Ensenada pertenecen al lisco de la provincia; como puede verse 
entre otros, en los decretos de 28 de Noviembre de 1883 y 22 
de Agosto de 1891. 

18° Que en contraposición de estas leyes y decretos, la Muni- 
cipalidad cita las leyes de 3 de Setiembre de 1883 y el decreto 
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ilc 18 de Noviembre «le 1890. recaído en el asunto de Dura- 
ñona. 

19° Que el artículo 4" de lu de 1883, faculta al P. E. para 
disponer en la construcción de las obra* del puerto, de lus terre- 
nos di; propiedad municipal, que queden comprendidos en la 
zona determinada por el artículo 2? de La misma. 

20' Que la cita mencionada es contraproducente, porque si 
la Legislatura disponía do esos tt-rcenos, no era porque los coik 
siderase ajenos, antes por el contrario, era porque los conside- 
raba propios del Kstado, pertenecían al fisco de la provincia. La 
clasilidiicion que les daba, de propiedad municipal, no puede 
tener otro alcance, sínúel de designarlos en su ubicación, com- 
prendidos en el municipio de la Ensenada, 

21 " Que otro tatito debe decirse respecto al decreto de 18 de 
Noviembre de 1890, en que el P. E, no se proponía deslindar 
la propiedad privada del fis^o y de la Municipalidad en cuanto á 
ausbieaei propioa sinó les del fisco con los de los particu- 
lares. 

22 ,J Que por consiguiente, al hablar de terrenos municipales, 
no quería significar otra cosa, sinó que estaban ubicados en el 
municipio; de otra manera, ese decreto no tendría correlación 
con las terminantes declaraciones que anterior y posteriormen- 
te había liecho et P. E. sobre tales terrenos en los decretos ci- 
tados de 25 ile Noviembre de 1882 y 22 de Agosto de 1891 . 

23° Que se agrega á lo dicho: malquiera que pudiera ser el 
propósito del P. E. en ese decreto, íl nada valdría ante la vo- 
luntad claramente manifestada por la Legislatura en las leyes 
de 23 de Agosto de 1882 y de Noviembre 5 de 1888. 

24* Que si aún profnndiiamos más el análisis de la ley 3 de 
Noviembre de 1870, se ve de una manera evidente que por ella 
no se hizo la transferencia qne la Municipalidad «lega: lo único 
á que arribó, según el texto del artículo 7, fué í declarar renta 
municipal el producido de la venta y arrendamiento de los te- 
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Trenos de ejidos, con deducción de un 40 Va del precio do venta 
en las quintas y chacras, con destino al fondo Escolar. 

25* Que si examinamos la dicha cláusula, con el criterio 
del artículo 874 del Código Civil, no puede llevarse la liberali- 
dad más allá fie lo que ella dice-, por consiguiente, si lo que se 
dona ó transfiere, es el producto de la venta ú arrendamiento, 
no se puede juzgar que lo donado es la cosa misma que debe ven- 
derse ú arrendarse. 

20* Que si se aduce como razón de la transferencia, el hecho 
de señalarse como n-ntu municipal el producido de la venta y 
arrendamiento de la tierra de ejidos, de contrario puede alegar- 
se ú«€ habiendo suprimido la lev orgánica de La Plata de 4890, 
esta fuente de recursos, desaparece lodo fundamento para que 
dieba Mu ii ic i pul id ud pueda creerse con dominio eu esa tierra. 

27° Que del mismo ino lo, al argumento de que la disposición 
de la ley de 3 de Noviembre de 1870 ^éasa artículo 10), que 
autorizaba á las municipalidades para vender la tierra, implica 
La transferencia del .dominio sobre la misma, se puede observar 
que habiéndole suprimido tal autorización, la transferencia 
quedó sin efecto respecto á In tierra aún no vendida. 

28" Que eontrayéndonos especialmente al solar á reivindicar, 
menos puede la Municipalidad sostener que tiene dominio sobre 
él, pur no haber estado nunca en posesión, siendo requisito in- 
dispensable la tradición para adquirir la propiedad de luí in- 
muebles (véase artículo 577 y su nota j artículo 2408 del Códi- 
go Civil), 

29- Que del boleto de foja 40, cuya autenticidad no ha sido 
puesta en duda, resulta que en 5 de Diciembre de 4867 fué con- 
cedido dicho solar ádoo Cecilio Cabrera, poniéndosele en pose- 
sión del mismo . sin que de actos conste ni se baya alegado si- 
quiera por el ador, que después de la ley de 3 de Noviembre de 
1870 él se hubiese encontrado en posesión del terreno: antes por 
el contrario, de la prueba testimonial producida por el deman- 
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dado, corriente de foja 3T 4 foja 39, aparece que el »o!ar estuvo 
edificado y cercado desde hace veíate j cinco años, es decir, 
desde la concesión; lo que prueba evidentemente que jamás sa- 
lió, desde el instante de ser tomada posesión, do poder de Cabre- 
ra y sos sucesores. 

30° Que el representante de la Municipalidad ha eipueato en 
so escrito principal (véase foja % cap. 3°) que la eonoesion á 
Cabrera fué» según la fecha del boleto antes citado, otorgada 
con arreglo al deoretode 10 de Enero de 1825; de loque se des- 
prende, fundando la Municipalidad su título de dominio en la 
lej de 3 de Noviembre de 1870, dicha ley no puede acordarle la 
propiedad de un terreno que había sido anteriormente concedido 
poT el Supremo Gobierno á un particular; aceptar tal principio 
seria establecer la retroactiridad de las leyes y desequilibrar 
completamente la estabilidad dé las cosas inmuebles en las re- 
laciones del Estado con los particulares. 

3Í rt Que, por otra parte, el demandado ha comprobado plena- 
mente, con el testimonio du tres testigos mayores de toda ex- 
cepción (véase foja 37 á foja 39), que se cumplió la condición 
de cercar y edificar, dentro de un año de la concesión; no exis- 
tiendo por lo mismo razón para pretender su caducidad, dados 
los términos del citado decreto de 19 de Enero de 1825. 

32» Que aún i las consideraciones anteriores se agrega que 
el artículo 15 de la ley de 3 de Noviembre de 1870, daba á los 
poseedores de solares el término de un año para cercar y edifi- 
car; de manera que aún con arreglo á esa misma ley, nu« «a tíl 
titulo de propiedad que invoca hoy la Municipalidad de La Pla- 
ta, ella no puede pretender la caducidad de dicha concesión, en 
presencia de la prueba testimonial ya referida. 

33° Q ue el hecho de haber ocurrido el demandado Catietta al 
P, E. de la provincia solicitando la escrituración del terreno, 
asi como el hecho de haber pasado el asunto á conocimiento de 
la Municipalidad, resolviendo ésta reivindicar el mencionado 
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terreno, no son razones suficientes paro acreditar que ella tiene 
los derechos reivindicatoríos que ejercita. 

34" Que al solicitar Calzetta el cumplimiento de un deber en 
ejercicio del derecho adquirido, por el cumplimiento de las 
obligaciones impuestas, al haber llenado los extremos del de- 
creto de 10 de Enero de 1835 y suu del artículo 15 de la ley 
de 3 de Noviembre de 1870, en el acto de la donación; no ha 
querido renunciar á ello*, como el donaute en tostante alguno 
pudo volver sobre hechos ja consumados y sancionados por el 
transcurso del tiempo. 

35" Que en las consideraciones anteriores, ha quedado de- 
mostrado que carece del dominio y también que el demandan- 
te ó su causante originario cumplió con las condiciones de edi- 
ficar >- cercar, impuestas en la concesión; por consiguiente, sea 
que la acción intentada se considere bajo el aspecto del artículo 
2758 del Código Civil, sea que se funde en la revocatoria de la 
concesión por falta de cumplimiento de las condiciones indica- 
das, siempre resulta improcedente, por más qne Calaetta haya 
reconocido que le falta la escritura ú que alega tener derecho j 
por más que la Municipalidad haya podido resolver por sfy an- 
te sí, cual si fuere tribunal constituido, que el terreno es de su 
propiedad. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, fallo: dese- 
chando la acción de reivindicación intentada, con costas, é im- 
poniendo á la Municipalidad de La Plata perpetuo silencio. No- 
tifiquen con el original. Regístrese en el libro de sentencias y 
repónganse las fojas. 



Mariano S, de Aurrecoechea 
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F«ll« ■* Wmpnmm C«ri« 

Iliieuo* Aires, Setiembre 14 de 1895. 

Vistos : Por sus fundamentos, desde el cuusidoraudo veinte 
y nueve, con la rectificación de que en el treinta y cicco, debí; 
decirse que el demandante carece del dominio y que el doman- 
dado ú su causante originario cumplió con tas condiciones de 
edificar y cercar etc., se confirma, con costas, la sentencia apela- 
da |e foja cuarenta y cuatro. Repuestos lus sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA. 
ABEL BAÍAN. — OCTAVIO BCKGE. — 
MJAXE. TOIIHERT. 



La liireccion General de ferrocarriles contra la Empresa del 
' Ferrocarril Central Argentino, por cubro de una multa por 

la ota de apremio: sobre fianza por tas resultas del jurao 

ordinario, 

Swnario.-Caii arnglo á la ley especial de la materia, la Di- 
rección General de Ferrocarriles no está obligada á aüanzar 
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las resultas del juicio ordinario para percibir el importe de mul- 
tai cobrado por la ría de apremio. 



Caso. — El Dr. Belisario Saravia, por la Dirección (¿enera! de 
Ferrocarriles, promovió juicio de upremío contra la Empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, por cobro de 500 pesos, importe 
de una multa, Librado mandamiento, la Km presa abonó dicha 
cantidad en el aoto de ser requerida, ñor medio du un tlepó- 
sito hecho en el liando du la Nación á 1 a orden del Juez. 

El Dr. Saravia solicitó que se librara oficio ;tl lianco para 
que se le entregue dicha cantidad. 



Falla del Jues redor*» 

Buenos Aires. Setiembre di» úa 1894, 
Como se pide, librándose el oficio correspondiente. 

Lata une. 

El representante de la Empresa demandada, notificado de 
esto auto, dijo: Que estando pendiente la demanda ordinaria 
por repetición que ha interpuesto ante el juzgado del Dr. Cam- 
pillo, de acuerdo con e) articulo 321 de la ley de procedi- 
mientos, corresponde se deje sin efecto dicho anto, ordenando 
que la suma quede en calidad de fianza, ú las resultas de dicho 
juicio, del que ba sido ya notificada la Dirección, pues el 
citado artículo lo autoriza para exigir la fianza. 

Interpone apelación en subsidio. 

El Dr. Sarafia, por la Dirección, evacuando el traslado con - 
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feríelo, pidió que no se haga lugar, con costas, á lo pedido. 

Dijo: Que el artículo 321 de la ley de procedimientos se refería 
á los casos en que el deudor hubiere opuesto una excepción de 
las autorizadas por la ley, y como al prese ote no ocurre eso , 
no hay derecho para exigir íianza de ningún género; que 
dicho artículo tampoco autorixa para exigir como garantía, en 
el caso en que hubiere lugar á ella, el embargo de la suma 
adeudada: la ley dispone que debe dar fianza idónea, á satis- 
facción del juez, y no déla partt>; 

Que los objetos de esa dbpusicionj-garantir :il deudor que 
será abonado, si vence en el juicio ordinano.-desaparecen en 
el presente caso en que la Nación es la parte ejecutante, la 
cual siempre se bailará en condiciones de pagar la cantidad 
que la Empresa trata de embargar. 



Bucuoí Aires, Noviotiibr" ¿ ilt* 1H9-1. 

Y vistos: Por los fundamentos del precedente escrito, que el 
juzgado encuentra ajustados, se resuelve no hacer lugar á lo so- 
licitado cu el escrito de foja 10. Repóngase la foja. 



J. Yi Lalamic. 
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Fallo de 1* HuprrNM Í§fÍ0 (1 } 

Buenos frites* SeliamVrt M de lflW» 

Vistos y considerando: <¡ue «leí inciso cuarto del artículo 
sesenta y nueve de la Uy general «le ferrocarriles se desprende 
la procedencia del pedido IhtIio por el apoderado de la Direc- 
ción para la entrega de la suma consignada y su negativa á dar 
lianza al efecto, pues que el l itado inciso, A diferencia de las 
reglas ordinarias de procedimiento, ha dispuesto que las ape- 
lación^, cuando se concedan, lo sean sólo en el efecto devolu- 
tivo, lo que implica pago sin a üanz amiento prério. 

<¿ue estando regido el caso por ley especial, es ésta la que 
corresponde aplicar, no obstante disposiciones en contrario con- 
tenidas en leyes destinadas á regir otrus casos, aun ruando 
existieran razones de analogía. 

Por estos fundamentos, seconürma, con costas, el auto ape- 
lado de foja nueve vuelta, líepónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMIN VAl. — LUIS V. YAKELA. — 
ABEL BAZA*. — OCTAVIO BLNGE. — 
JUAN E. TORKENT. 



(1¡ V.n la misma fecha se dicto ¡íruat resolución <*n olro=> nueve casos de 
la misma naturaleza. 



T. XI 



15 




• ■ 
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/;/Ff*ío \flcíowí/ro«írrt la Kmprcm del Ferrocarril Ventral 
Argentino; sobre defraudación de derechos de importación. 



Sumario,— La ley espacial que súmete á jueio arbitral las 
cuestiones ^ue surja» con el Ferrocarril Central Argentino 
relacionadas ó conexas con e) contrato u> su concesión, no es 
aplicable á las que proceden de denuncia *obre artículos no 
usados, importados con la franquicia acordada en el contrato y 
negociados en plaza. Kstas cuestiones importan una imputa- 
ción de defraudación al üsoo, que no puede ser sometida á ar- 
bitraje, y debe ser juzgada por lo< Tribunales de justicia. 



Caso,— Hesulta de ios siguientes antecedentes. 



t»lt» *«1 J««» rerfml 



Rosario. Kowcmbrti 3t> de 1894» 

Autos y T¡8tos: X teniendo en consideración que ya se tenga 
presente lo dispuesto por el articulo 7 del reglamento de I o 



1 

l>K JUSTICIA NACIONAL 227 

dü Diciembre del año 1813, en razun de U complicación de 
las cututas que hun de presentarse, según se desprende de 
la demanda y contestación; ya por to establecido de muñera 
terminante en el artículo 27 del contrato de concesión del 
Ferrocarril, artículo 18 do la ley número 560; teniendo 
ademas presente lo resuelto por la Suprema Corte en la causa 
análoga que se registra en el tomo 19, xérío 2", pagina 261 y las 
largas inspecciones di- la línea que es posiblu tengan que veri- 
ficarse,— todo loque hace á esta causa, en su estado actual, 
perfectamente caracterizada oomo arbitral y de cuya resolución 
surgirá recien la conscouencia de existir 'j no existir defrauda- 
ción al Fisco, único punto respecto al cual este Tribunal será 
competente. 

Declarase que la presente causa Jebe ser sometida á arbitros, 
a cuyo efecto deberán concurrir las partes en la audiencia si- 
guiente al de la ejecutoria de este auto, á objeto de formalizar 
el acto ci>mprom¡sori<p, y proceder al nombramiento de los ar- 
bitros respectivos. 

Nulifiques!.- y repóngase. 

fi. Escalera y ¿uvivia. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Dueños Aires. Abril 8 tle 1895. 

Suprema Corte i 

Es exacto que el artículo 7 del Reglamento de la Adminis- 
tración de Justicia de 181-1 dispone el sometimiento al juicio 
de arbitros de las dilicuUades sobre cuentas, ó sobre aquellos 
asuntos cuya solución requiere necesariamente intervención 
pericial, ó que no puedan resolverse sin escándalo, Lo ei 
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también ijuo el (iobierne. Argentino, en el artículo 2r> del con- 
¿ato subre el Ferrocarril pl Kosario á Córdoba, «-tableei- 
la cláusula de arbitraje, pata las cuestiones que so miscü. n en- 
tre vi Gobierno y la Compañía, y que siendo ose contrato una 
ley <J U la Nación, en virtud de la satóo* del Congreso de 23 de 
Mayo de sus cláusulas constituyen deposiciones ttpfe 
ciaUque puédflU anteponerse á las generales déla Nación, y 
como áquelitt ley especial h'ü Watt»doni restringido arbi-. 
traje, expresando de una manera general y amplia las cu.-stio- 
. ¿üs qiiesésttsisitéii entre el Gobjernof la i*imipafita deduíca 
qué lia coiftpreadidp todas las pfl p->r sn naturaleza pueden 
ser sometidas. 

Aun admitiendo entóuces que se tratóle defraudaciones 
sujetas en su clasificación y penalidades á las leyes y fuero 
federal. que no siendo de aquellas que por tener una pena 
aflictiva excluí* del .arbitraje la ley $$, títul» 4\ pattida -V, 
serian sUs^ptiWes del sometimiento al juicio de arbitros. 

Us hechos imputados á la Kmpresa no podrán tem r una 
ptnaallielivu. mucho más cuando pretieren á una sociedad 
anónima, incapaz de delincuencia ni de responsabilidad crimi- 
nal, según Sus leyes que rigen. El comiso, la mulla, la resti- 
tución de der, olios de introducción son responsabilidades que 
participan del carácter civil, y pueden caer bajo la jurisdic- 
ción arbitral, como los demás que sólo afectan el interés de las 
partes, 

V. I!., en un caso análogo cuu el ferrocarril del Este Ar- 
gentino, sobre devolución de sumas indebidamente pa-adas, 
declaró el sometimiento al juicio de Arbitros, nectario, ante 
]a cláusula 17 de su contrato, según aparece en la causa página 
2*33, tomo 19. serie 2* da los Fallos. 

Ello no obsta á que, resultando declaradas las responsabili- 
dad^ de la Kmpresa. y comprometidos en hechos de earácier 
criminal algunos de sus agentes, puedan deducirse las acciones 
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crimínales á que dieren lugar los hechos y responsabilidades 
resultantes. 

Entre tautii, la Empresa, como sociedad anónima, debe res- 
pondéi tie los derechos de Aduana indebidamente omitidos y de 
las responsabilidades inherentes á un desdicho indebido. 

Si ese despaflbn, en las formas y cantidades en que se ha pro- 
ducido, es TiulatuTÍo d«' lo- derechos del Finen ó e| resultado 
del derecho ucardade á la Empresa en el artículo 4* de <u con- 
trato, es un punto que en mérito de la clausula 25 del mismo, 
deberá ser sometido á la jurisdicción creada Je común acuerdo, 
liara la solución de las cuestiones suscitadas entre el Gobierno 
y la impresa. 

Por ello, no resultando ni expresándose causa slgnun de nu- 
lidad en el procedimiento, pidón V. 1v. que desechandoel re- 
BilfSfl instaurado al respecto, se sirva confirmar el auto recu- 
rrido. 

Sabinittno kiet\ 



HiH'Iin* Aiii^. SeliemlMNf M de W5, 

Vistos y considerando : Primero: Que Mguu resulta de au- 
tos, en virtud de haberse denunciado á la empresa del Ferroca- 
rril Ueulral Argentino, como actora de fraudes en perjuicio 
de la renta pública, el Poder Kjceutivo nombro una comisión es- 
pecial con el encargo de revisarlos libros de dicha impresa a 
objeto de hacer constar la mencionada denuncia. 

Segundo: Que producido el informe de esa eoiutídou, el misino 
Poder Kjei utivo, según se fé en el decreto de Toja 260, concep- 
tuando probada la defraudación t u suma importante, üispusu que 
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se pasasen los antecedentes ai Juea Federal tic la sección de 
Santa Pé, 6 fin deque se deduzcan las acciones del raso. 

Tercero; Que. en su mérito, 86 dedujo la demanda contra la 
emprima, imputándole defraudación de la Tentu de Aduana y pi- 
diéndose qin- fuese condenada A las penas csUblecida> por la 
ordenanza de la materia. 

Cuarto: Que en lacontestacion, la empresa demandada, apre- ■ 
ciando lo> « -argos en ta separación y en el mismo ónleu en que 
fueron formulados por la comisión especial, y respimdiendo tam- 
bién á lo demás que ■ ontiene la demanda, sostiene, respecto de 
esos cargos que lia nitrado coa derecho emergente di* su contrato 
de concesión; sostiene la legalidad de sus actos relacionados con 
otros y niega la existímela de los hechos en que se Pandan los 
restauti's. 

Quintín Que fundando ei derecho que invoca como emanado 
del contrato, han valer la estipulación cuarta del mismo, según 
la que t Jos materiales otiles y artículos que fuese necesario im- 
portar del exterior para ta construcción y usoeiclusivo del ferro- 
carril serán libre de todo derecho, á su introducción, durante él 
período d*" uareniaafios», y niega que le pueda ser limitado ese 
derecho por actos de la administración. 

Se.rto: Que cuno consecuencia, c<iitcluye,que los capítulos de 
la demanda que ponen en cuestión la inteligencia y alcance de 
la franquicia otorgada por el citado artículo cuart", sonde la 
competencia del Tribunal arbitral, previsto por el artículo vein- 
te t cinco del referido contrato, que así lo establece, debiendo 
decidirse por el juez lo relativo A defraudaciones (foja trecien- 
tas cincuenta y tres vuelta). 

Séptimo; Que habiéndose ordenado por A juei de sección el 
sometimiento á arbitros de tudas las cuestiones propuestas la 
resolución asentida por el demandante ha sido en parte apela- 
da por la empresa. 

Octavo: Que según esos antecedentes, hay conformidad de 
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partes en que siendo el Tribunal arbitral previsto por la ley 
tío ponoésion, quien juzgue de los capítulos de La demanda, 
referentes i la interpretación y e xtensión de los derechos acor- 
dados por dicho contrato? que *e ofrecían contradictoriamente 
pr los litigantes, no habiéndose a*í traído al conocimiento de 
esta Suprema Corte >iuó parcialmente la sentencia apelada, 

Noveno; Que aunque la acción intentada y la naturaleza del 
juicio á uuc cllfl da lugar obstarían, con arreglo ú los principios 
generales, á que se sustraiga su conocimiento del juez ordinario, 
no cabe duda que, en el enso, debe primar la ley especial que lo 
regla . 

Ihieimo: Que es, pues, - un fundamento legal que la empresa 
ha pretendido que deben ser juzgadas por arbitros las cuestio- 
nes prírias relacionadas con el contrato de concesión y que los 
representantes del lisco se lian conformado con la resolución que 
así Jo ordena. 

Undécimo: Que debiendo tener ejecución la resolución del 
inferior en la parte consentida por ambos interesados, es consi- 
guiente queul sometimiento á arbitros haya de comprender to- 
das las cuestiones vinculadas con el contrato de concesión, pues 
que de no se hacerse así dividiría la continencia^ la causa y se 
correrá el peligro de llegar á conclusiones contradictorias. 

Duodécimo: Que por tanto y aunque la empresa sólo se h« 
referido determinadamente á la cuestión oue se ca tilica decic*» 
de iniportaeion (foja trceíentas quince) y ft la relativa á trajea 
y género para trajea (fojas trecientas cuarenta y cinco vuelta y 
trecientas cuarenta y seis vuelta), hay razones para reputar de- 
rivadas del contrato ó conexas, las que afectan á las contenciones 
sobre el deber de probar y la prueba de la aplicación dada álos 
artículos importados sobre las operaciones denominadas de 
compensación (fojas trecientos veinte y cincoy siguientes), ven- 
ta de rieles usados según el demandado (fojas trecientas cuaren- 
ta y seis y siguientes) y de barricas y L ambores vacíos Joja tre- 
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cientas treinta y siete) y en íin sobre lus demás enestiones rela- 
tivas con el derecho á importar libre de impuestos. 

Bédmotercero: Que no se encuentran en las condiciones del 
considerando precedente los capítulos de la demanda que im- 
putan A la Empresa la negó, iacio» en plaza de artículos no usa- 
do^.que importados con la franquicia acordada en el contrato y 
no habiendo sido objeto do las .•peraciones denominadas de com- 
pensación, constituirían, á haberse producido, autos ajenosálos 
autorizados por el mencionado contrato . 

Décimocuarto: Que asi lo reconoce la empresa misma y es 
por e*to que ella pide que sea el juez oí .linaria quien resuelva 
lu contienda sübi«* defrauda: ion, resultando en eoosecuencia 
que el sometimiento á Arbitros de esos capítulo* no encontraría 
su fundamento en el contrato de concesión, desde que a ese res- 
pecto no se controvierte cuestión alguna que mediata ni iuine- 
diatnmente siquiera requi-ra resunción sobre la interpretación 
ó alcance de la franquieia concedida para la impon ación de ar- 
tículos destinados al uso exclusiva del ferrocarril ó sobre cual- 
quier otro derecho emergen»"' d.-l reeiodadu contrato. 

Déeimoquinlo: Que tampoco .sde aplicación al caso el re- 
glamento de primero de Diciembre de mil ochocientos trece, in- 
vocado por la stn^ncta apelada, ¡wrpe como ya se ha estable- 
cido en el considerando normo, ls naturaleza penal de la causa 
no consiente que ésta sea sacada de los jueces designados por 
la ley para su juSg «miento. 

Por estos fund intentos, oj io "1 señor Proeuralor general, se 
con ti mu el aillo de foja trecientas setenta y seis en cuanto man- 
da el sometimiento á arbitros para todas las ctiesi iones relacio- 
nada ' on el conffitfco do conc sion, y se revoca en lo referente 
A las imputaciones do fraude por operacion- s ajenas ¡i dicho 
eontrato.los que se declaran ser de la rompetencia de la justicia 
federal, todo de C ouf..rmidad eoii las consideraciones de <sta sen- 
tencia, que en lo pertinente se jncurpnrau .1 su parte dispositi- 
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. Sot¡fí<i<ie<e con el oftginiil y r^mestos los sellos deniél- 



van: 



BENJAMIN — WÍÉ v * vAnetA.— 

ABfcL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN t. TOHIiENT. 



C ALN4 €••'*!- 



IL Frmtmro Miveli «alm />' ilnmnmm V. de Obrétton *ohn> 
retención de Ut mm r"' mitón ÜjimtijÜm 

Sumario . - El locatario, una tez c .nclnido el término de la 
loeac¡on,no puede retein-r el ininnobl,. locado uor razón du mojo- 
ras st el locado afianza el pago de éstas a su liquidación. 



Caso. — explica el 

Mendoza, Julio 13 d«- 

Vistos y considerando: I ' Que el áeíior Miceli sí- encuentra 
l posesión ó tenencia del iümoébte ú qu- esUs autos se relie- 
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ren, en razón del contrato de arrendamiento de foja i de los 
autos K* traídos á la vista. 

2° Que atentos los términos ¡le dicho contraK la locación ba 
concluido con fecha \" de Junio de 1895 (clausula 2 fl ). 

3* Que en estos autos se demauda la retención del inmueble 
locado, para responder ;í la indemnización de trabajos y me jo- 
ra^, sujetos A la controversia iniciada recientemente sobro este 
particular. 

4" Que la expiración del término convencional de la loca- 
ción disuelve el contrato de pleno derecho y sur^e eulúnces en 
todo su vigor la obligación aje tiene el locatario de devolver la 
cosa arrendada a) vencimiento del plazo {art, IG09,0"digo Civil, 
y su comentario cu Llerena, tomo 2", pagina 452), 

5° Que aun pura el caso de qne el locador debiera indemni- 
zar trabajos 6 uicjoias que afecten el inwiiebb- arrendado, la 
ley lia establecido qii .* el locatario no puede retenerlo >o pretes- 
to de lo que le deba el locador, ni por indemnización de mejo- 
ras, -siempre qpe él locador depositare ó afian?»re el pago de 
ellas á su liquidación (art. 1018, Código Civil). 

6° Qu- no puede racionalmente pretenderse, como lo sostie- 
ne la parte de Miceli, que baya de esperarse á la liquidación 
para que pueda otorgase la lianza qin- autoriza la disposición 
legal recién citada, adema* de que el sentido gramatical de su 
texto con claridad se refiere (i cualquier tiempo, subordinando 
el resultado á la época de la liquidación, si de ello llegase el 
caso; otra inteligencia dejaría en manos del locatario dilatar 
indefinidamente la entrega del objeto locado, con sólo promo- 
ver demandas sobre indemnizaciones, no surgiendo por la liqui- 
darion de estas, que por otra parte nunca llegarla, *i su re- 
clamo fuera improcedente, con mayor y más evidente per- 
juicio del locador. 

V Que las observaciones acerca de la fianza, no menoscaban 
la responsabilidad que el inmueble ofrece como garantía real 
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respecto de las indemnizaciones ^estiunadas en estos autos, 
puesto que la sección vendida alcanza ¿doce hectáreas, y la 
finca tiene cuarenta y dos {véase el eontratn de locación y ia 
escritura de fuja 40 de estos autos). 

Por tauto, fallo : declarando procedente la solicitud de foja 
17 y ordenando en consecuencia, la inmediata entrega de la 
propiedad locada por el señor Miceii úlalocudora señora de Obre- 
dor.prévio otorgamiento de la garantía hipotecaria del mismo 
bien, por las resultas del presente juia «. llágase saber origi- 
nal y fórmese pieza separada de e>tc incidente. 

Severo íí. del Castillo. 



falla a> la Suprema * *r** 



Hílenos Aires, Setiembre 17 de ISUó. 

Tistos : Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo dos mil del Código Civil, se confirma, eon costas» 
el auto apelad.i de foja veintisiete. Repuestos los sellos, deTuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAÍAlS. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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IK Florencio .»/. Morales apefando *h una resolución del Con- 
sejo de Ifi'fime: mhrr competencia 



Sumario.— "So corresponde ú la justicia nacional el conoci- 
miento de recursos contra las resoluciones cfcej Conseja di' lli- 
•íienu «le la Capital. 



Gasa.— Ln explica el 

] 

■ 

■ 

■ 

r»llw del Jim Fr*«r«l 

t 
m 

■ 

Iíik'jio5 Airíüf, [ttdtíinbnr lo «lo 1X91. 

áí 
r 

Autos y vistos: Üons Aerando que la resolución del Depar- 
tamento de Eigieno Jtié] lia motivado el presento recurso, ha 
BÍdfl dictada en virtud de las facultades que corresponden ú di- 
cho b, parlamento pura la vigilancia del ejercicio de la farmacia 
en esta Capital, facultades de carácter eminentemente local- 
que en las provincia* son ejercidas por tribunales de medicina 
ó concejos de higiene provinciales. 

I 
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Vjue por lu lauto la presente apelación no corresponde, por su 
naturaleza, á la Justicia Federal, de oaráctcr nacional y de ex- 
cepción, de cuy¡i competencia están excluidos asuntos loca- 
íes cíe la Capital; no pudieudo interpretarse el artículo 18 de la 
ley de la Provincia de Buenos- Aires sobre ejercicio de la medi- 
cina puesta en vigencia i ii lo* territorios nacionales por Ja ley 
de Octubre ¿J de 1892. en el sentido de que atribuya á la Jus- 
ticia Federal el conocimiento de las apelaciones á que se 
refiere. 

Por esto, de conformidad con lo pedido por el Procurador Fis- 
cal, se declara que el presente recurso roes de la competencia 
de este Juzgado. 

Repóngase el papel y diríjase oficio al Departamento de Hi- 
giene, dejando sin efecto la suspensión de procedimientos "rde- 
n ¡i da ¡i foja 2. 

./. I . ¡.ntatiuc. 



VISTA DEL StSüK MIOCtMAhMl GENERAL 

Uixno» Airt— . Junio Jü d"* 1SÍ»5, 

Suprema Corte: 

Considero arreglada á derecho la resolución denusatoria de 
la jurisdicción federal, contra las resoluciones del Consejo de 
Higiene y pido á V. E, la confirmación, por sus fundamentos, 
del auto recurrido de foja 52, 

Sabinianu AVer. 
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Buenos Aires. Stetíembífi 1" do 1895. 

Vistos: Por sus fundamentos f ele acuerdo con lo espuesto 
j pedido por el señor Procurador General, se confirma, con 
costas, el auto apilado de foja cincuenta y dos. Devuélianso, 
debiendo reponerse los sellos ¡inte el inferior. 

BEItJAMÍ» PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUKGE. — JUAN E. TO- 
RBEftT. 



4 ALMA m IHI 



IU flanco de ta Nación contra 0, Enrique Hartón: sobre cobro 

ejecutivo de ¡¡esos 



Sumaria.— No puede ejecutarse contra un socio una letra pro- 
testada contra la sociedad, sin haber antes ejecutado $ esta. 
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Caso. — El representante del Itanco promovió juicio ejecutivo 
contra el señor Enrique Hartón, por cobro de la cantidad de 
6000 pesos moneda nacional, importe de una letra girada par 
Enrique 1 tartán, sí cargo de los señores Enrique Hartón y C 1 
t& <:ual se halla protestada, en persona, ante esta razón social' 
por taita de pago. 

Seguido el juicio en todos sus Irátuites, se citó de remate al 
deudor, el que opu^o la excepción de falsedad, diciendo: qu-3 el 
documento que sirve de base i la ejeeucion, se halla firmado 
per Enrique Hartón y Compañía, «V ta uuat es cierto que es so- 
cio; pero la deuda no le es personal, pertenece ;í la casa de nego- 
cio de que forma parte, y por consiguiente la ejecución no puede 
dirigirse contra él, sinú contra la soci dad, con la que se enten- 
dió el prutesto, que. en consecuencia, es falso el título de la 
ejecución y no debe nacerse lugar á é&ta, admitiéndose laexcep- 
cion Opuesta que es de las permitidas por el artículo 07tí, Códi- 
go de Comercio. 

Kl representante del Banco pidió el rechazo, con costas, «le 
la excepción opuesta. 

Dijo: tjue la letra se halla girada por 1). Enrique Har- 
tón, y entonces el punto está regido por loa artículos 736 y 
6G9 del Código de Comercio; 

Que en el supuesto de que ta letra n>> tuviese más firma que 
la de Enrique Hartón y Compañía, uo por eso dejaría de estar 
obligado ¡í su pago 1). Enrique Hartón, pues con arreglo al 
artículo 302 del citado Código, todos lo socios colectivos con- 
traen obligación solidaria ó ilimitada, activa y pasivamente á 
las resultas de las operaciones que se hagan á nombre y por 
cuenta de la sociedad, de la que es socio colectivo y solidario 
el demandado, según los artículos 301 y 375 del mismo Có- 
digo. 



■ 

S40 FALLOS DE LA SUMIEMA H*RTE 

ralla tfel Ju» r*é>r»l 

Buenos Aires, Junio Ü8 iIp lBül. 

Y vistos: Por los fundamentos aducido- por el repre>entante 
M Bnuco de la Nación Argentina e« su cacito de tuja 10 j que 
el ¿Uig:*4o eucu.ntraat. iidibl. il: do lia luyar á las recepciones 
puestos poi el demandad á foja 18, y en consecuencia ll*>e=e 
la ejecución adelante, culi io tas, 

t'umftiih. 

* o> I* Wiiprrmii t arle 



ílinuios Air*-*, Setiembre 15» dé l«i5. 

Vistos y considerando: l'nw'»: Que la letra de toja prime- 
ra ha ¿dtí girada por don C. Jierthon á cargo -le Enrique Har- 
tón y compañía, habiendo sido aceptada por esta sociedad. 

Serfinuto: Que por iulta de pag", fué protestada en tiempo á 
la sociedad aceptante t notiücndu el protesto al librador Ber- 
tbon, según se vé en la escritura de f oja tres. 

Torero: Que con esos antecedentes el acreedor ha iniciado y 

seguido juicio ejecutiva m *« Ue la letra cmtm do " En ~ 
rique BaHan individualmente, quien citado de remate, se ha 

opuesto a la ejecución. 

Cuarto: Que el ejecutad o tumi a la excepción de que no ha debido 
dirigirse contra él personalmente* siuó contra la sociedad, mien- 
tras que el ejecutante pretende que ha podido hacerlo tanto en 
mérito de la calidad de librador que atribuye á aquel, camo en 
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la obligación solidaria que pesa sobre cada uno de los socios en 
lfi sociedad colectiva para el cumplimiento do las obligaciones 
de la sociedad . 

Quinto: Que los hechos relacionados demuestran dv una ma- 
nera inequívoca que no es lI ejecut ido el girante de la letra en 
cuestión, así como que tampoco la na aceptado individualmente. 

Sexto: Qae en consecuencia, no tienen aplicación al caso las 
disposiciones legales que acuerdan al portador de una letra el 
derecho de demandar su pago contra el librador ó aceptante 
obligados recíproca y solidariamente. 

Séptimo; Que aunque esverdud que los socios, en las ¡suciedades 
colectivas, contraen obligación ilimitada y solidaria a las resul- 
tas tle las operaciones do la sociedad (artículo trecientosdos. Có- 
digo de Comercio), no lo es menos qu.< hay unaobligacK u prin- 
cipal, la de la sociedad, que sirve de fundamento i la de los aso- 
ciados, que garanten con todos sus bienes la electividad de aque- 
lla, viniendo así ii constituirse en m iros co liad ores solidarios, 
regidos por reglas especiales, y no precisamente en codeudores 
en la misma calidad ó fiadores comunes. 

Octavo: Que esa interpretación ensenada por ta doctrina, se 
halla continuada por el articulo cuatrocientos cuarenta y tres 
del Código de Comercio, que es presamente estatuye que los 
bienes particulares de los socios no incluidos en la formación 
de la sociedad, no pueden ser ejecutados para el pago de la deu- 
da social, sino después de ejecútanos los bienes de la sociedad, 
estableciendo así una regla que, por razones de analogía.debe 
tener aplicación tanto cuando se trata de sociedad colectiva en 
liquidación, á cuyo efecto se la considera existente (artículo 
trescientos treinta y cinco), como cuando ella está en ejer- 
cicio. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de foja 
diez y ocho vuelta, haciéndose lugar, ta consecuencia, a la ex- 
cepción opuesta por el demandado, en el sentido considerado, 
x. ti i« 
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Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAR. — VJCTAVIO BURGE, — 
JUAN E. TORRERT. 



4 'AUNA CCSMII 



José Y. Benita con el lerroturril del Sud de la Provincia 
de Huenos Aires: sobre nulidad de laudo 

Suma rio. — Es nulo el laudo dictado en juicio arbitral volun- 
tario sin haber los árbitros formado tribunal, no teniendo por 
el compromiso faculta*! para dictarlo cu esa ferina. 



Caso. — Resulta de las siguientes plisas: 

LAL'DO DEL ARItlTRO CAIMA 

La Pía U. Mayo4del89-Í. 

Señor Juez ; 

El Ingeniero que ¡¿uscrioe, arbitro pur parte de la Em- 
presa del Ferrocarril del Sud, en el juicio seguido conir» 
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ésta por el senordon Jusé Vicente Benitez, sobre pago de ua te- 
rruño, situado en el partido de Maipú, é indemnización de da- 
ños y perjuicios, Tiene á presentar su laudo, de acuerdo con lo 
establecido en el convenio de faja... Según el artículo 3" del con- 
venio citado: « Loa arbitros deberán establecer id precio que de- 
berá pagar la Empresa del ferrocarril al señor Bmitez por el va- 
lor del terreno enéiiesÉion y por cualquier otro título que surja 
de la expropiación, tal como los perjuicios que pueda originar 
el fraccionamiento, arrendamiento, intereses ó cualquier otro 
análogo ». 

Se establece además que Lps arbitros deberán oir á las partes 
en una nudiencis y se acepta la estimación) ubicación y figura 
de! terreno de llenitez determinada en el plano de la mensura 
oficial del ejido de Maipú. 

Ahora bien, la primera cuestión que se presenta es la siguien- 
te : ¿Debe determinarse el precio de la época en que Benitez eoni- 
próel terreno, el precio actual ó el de la fecha en que el terreno 
fué ocupado por la vía? 

SÍ como es de suponer, el señor líe ni tez adquirió todo los de- 
rechos y acciones, lo justo, lo equitativo es determinar el precio 
de la época en que la Empresa ocupó el terreno. 

Siendo muy difícil determinar el momento en que empeza- 
ron los trabajos, hemos acordado con el arbitro señor Rodríguez, 
en tomar la fecha en que la línea fué liorada al servicio pú- 
blico, lo que tuvo lugar en Diciembre ¿de 1880. según consta 
de nota de esa fecha del presidente del departamento de Inge- 
nieros al administrador ¿ene ral del Ferrocarril del Sud (Colec- 
ción de documentos oficiales relativos al ferrocarril del Sud). 

Determinando el precio de entonce* {y no el de la época ao- 
tual), juzgo también equitativo que debiera pagarse al señor 
Benitez los intereses legales desde esa fecha (Diciembre 4 d« 
1880) hasta la del convenio citado (Noviembre 22 de 1804). 
Esto seutadu, debo hacer cbnocil el resultado de la inspección 
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que, conjuntamente con el áibítro señor Rodríguez, biee en los 
terrinos del señor Htniiez, en la parte ocupada por la via. 

Lo vía Ierren entra al campu del sefi*«r Henitcz á lo* 140 me- 
tros del kilómetro 27 i, á los 4140 metros ile la estación 11 ai- 
pú y lo reeorre en una extensión tie dos mil quinit utos sesenta y 
u ueve metras. <2&tit) m.) f dejando á un lado de la vía un trián- 
gulo, cuya superficie es de seiscientos noventa nuey? mil 
Setecientos cincuenta y cuatro metros cuadrados (699.754 me- 
tros cuadrados). Kn estos Ü5tií) m* tros si- lian construido cuatro 
alcuiiunllts, dos de iré* metros y oirás dos do cinco, peto ¡A 
corta distancia, ames de entrar al cump > de Honítez y después 
do salir, hay una gran alcantarilla 5e cinco metros y otra de 
tres metros que nat u ralm-nte contribuyen al desagüe de la zona. 

r.l terreno m toda la extensión ocupada ^nr la vía es muy 
bajoi teniendo grandes depresiones de ambos lados, adonde se 
detienen las aguas. Kstuve en aquel punto al día siguiente 
de una fuerte lluvia, recorriendo cuadras enteras cii medio del 
Bgun v pude observar que estns depresiones se encuentran en 
todos los casos á tinlnos lados de la fía. Ktt esos terrenos de 
bañados cree el duraznillo, planta que solamente se v*< en los 
terrenos anegadizos. 

Líis alcantarillas citadas son mas que suficientes para el de- 
sagüe de la ü-ma de poca pendiente,) si ellas 110 existieran, en vez 
de causar perjuicio á los terrenos de Benitez, la vía cerrada 
impediría que las aguas corrieran hacia los terrenos de lleni- 
tez deteniéndose en los cono idns por de HUI. l*ero no es así* 
las atea ntari! las existentes son, como he dicho antes, míís que 
suficientes para que las aguas sigan tas pendientes actuales del 
terreno, no causando, por consiguiente, la vía ningún perjuicio 
bajo e^te punto de vista. 

Cierto es que el triángulo con una superficie relativamente 
pequeña queda separado del resto d- U propiedad do líenit« a, 
causándole por esto un perjuicio que debe tenerse en cuenta, En 
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cuanto ti perjuicio* ocasionado* al resto de ti propiedad, absurdo- 
sería imaginarlos. Lejos de causarlos, el ferrocarril hadado 
majar valor á esos terreno* como á toda l.i propiedad territo- 
rial «ii análogas coinlii-ion**^ q,ii# la de Benltez. 

La superficie ocupada por la vía, es d^ ochenta y siete mil 
doscientos ochenta y seis metros cuadrados ni. C.), 

¿Qué precio debe equitativamente asignarse á esos terrenos* 
teniendo -n cuenta tas eousider.icioí)»s anteriores? 

Los señores Kruneiseo l>. Madero y .íulíun Lynch, en curtas 
presentadas en la audiencia dé las partes con fecha 2ded co- 
rriente, manifiestan su opinión di* que La Empésá debe pagar 
esiK terreno* á razón de trescientos pe-»'»- (¡JOO) por cuadra como 
tn.iximum y como valor actual. 

Dedúcese, pues, que en este caso no habría que íi^r^^íiT los in- 
tereses y es precisamente ta ñu ira consideración ií que lle^a el 
represenMnfe de la Kinpresa, señor Pul< struu. en su exposición 
en la audiencia citada. 

Abura bien, por mi parle lie llegado ii la conclusión de quu 
debe establecerse el precio de la fecha en que la vía IV* horada 
al servicio público. Kn 188*1 también el señor doíi Krnesto 
Madero vendió a la Km presa el terreno necesario para vía y 
estación (en el pueblo misino do Maipú) á razón de cinco mil 
pesos moneda corriente la cuadra (doscientos seis pesos mone- 
da nacional ), 

Debode observar que el pteoio de "¿Otí pesos por cuadra era 
en aquella época esa-jerado, pues entonces el valor territorial 
4e la propiedad era de 8U á K*0 peso* por cuadra. 

Hoy misino, señor Juez, no se pagan unís de 250 pesus 
por cuadra por Jos terrenos inás ricos y feraces de la pro- 
vinciade Buenos Aires, como lo son Ins del Uaradero, San Pedro, 
etc. IVnieniIo, pues, en cuern a la situación de los terrenos ven- 
didos pnr el señor Madero y su calidad y comparándolos con los 
d< I señor Henite/, situados á 4140 ruetios del pueblo y anega- 
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dizos, es evidente que para aquella época le correspondería un 
valor mucho menor que el alto preci > pagado al señor Madero. 

Sin embargo, X pesar de esa lógica observación, pituso que 
en e*so como el presenté, la Empresa debe pagar, por pequeñas 
fracciones mayor valor que el que en realidad corresponde, y acep- 
to el más alto precio de aquella ¿pora, ó sean ¿06$ por cuadra, 
por terreno de calidad inferior. 

En cuanto á la indemnización por la fracción que queda se- 
parada del resto de lo propiedad, se avalúa generalmente, en 
casos análogos, eu un 30 por ciento del valor de dicha fracción, 
pero en este casa, como en el anterior, llego á aceptar el máii- 
raun admisible, ó ¡=ea la mitad del valí* ya exagerado (en 
aquella época), de todo el terreno, como los intireses legales 
durante el tiempo establecido. 

Como corroboración de mis apreciaciones doy a «-mocer >l si- 
guiente dato que he recibido después de terminado mi laudo. 
En Diciembre 9 de 1891 el doctor Narciso del Valle se dirigió á 
la Empresa, como abogado del señor Baúl E. tara manifestan- 
do que después de varios correspondencias tenidas con el inge- 
niero White, habían convenido en que la Empresa abonara la 
superficie oeupada por la vía, más el t.riáugulo separado del cam- 
po, u razón de 150 S m/n por hectárea; comprendiendo en este 
precio los perjuicios ocasionados. En la misma nota (en poder 
de la comisión local del ferrocarril) manifiesta el doctor del 
Valle que no podía escriturar enseguida por razón de una defi- 
ciencia de su título de propiedad. 

Resumen ; La Empresa deberá pagaral señor Uenitez el valor 
(en Dinembrede 1880) del terreno ocupado por la vía á razón de 
doscientos seis pesos ($06) m/n por uuartra, ó sea ciento veinte y 
dos pes»s ocbo centavos (122,08) m/n por hectárea, más los inte- 
reses legales desde Diciembre 4de 1880 hasta Noviembre 22 de 
1892. 

Deberá pagar además, como indemnización por el triángulo 
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que queda separado del rento de la propiedad, el 50% de so 
valor ^0.13) w/n por vara, más los intereses legales durante 
el mismo tiempo establecido anteriormente. 

Alberto de Gainza. 



HUDO DEL ARBITRO RODRIGUEZ 

La Pl»U, Mayo 1 de 1894. 

Agustín I. Rodríguez, arbitro nombrado por parte de don 
José V. Beuitez en autos seguidos por éste contra el Ferrocarril 
del Sudj por cobro de un terreno é indemnizacionde danos v per^ 
j u icios, seg u n co n vonio arli tral de f o j a 1 65, paso á co n tinnacioo , J 
después de un prolijo estudio, á presentar al tribunal del que 
formo parte, mi correspondiente 

Laudv 

Antecedentes.— De las constancias de autos resolta lo siguien- 
te : En 26 de Octubre de 1891, don José Vicente Benitei se pre- 
sentó ante el señor Juez Federal de la provincia de Buenos Airea, 
doctor Aurrecoechea, demandando i la Empresa del Ferrocarril 
del Sud, para que ésta le abone el precio de on terreno ocupado 
por aquella, en un fundo de su propiedad , situado en el parlido 
del Vecino, 7 á más se le indemmie los perjuicios ocasionados. 

Corrido traslado, la parte del ferrocarril manifiesta, en Di- 
ciembre 4 de 1891, oponer excepción de falta de jurisdicción 
del Juzgado 7 defecto legal en «I modo de entablar la de- 
manda. 
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Corrido traslada, el señor Juez llama autos, y con fecba 7 da 
Abril de 1892, falla no haciendo lugar, con costas, á las excepcio- 
nes deducidas de falta de competencia jurisdiecionaria j defecto 
legal en el modo de proponer la arción, j que conteste la parte 
del ferrocarril derechamente el traslado "le la demanda que se 
le ba conferido (fojas 25 ¡í 27). Bn techa 21 de Abril la parte 
del ferrocarril interpone del referido auto la apelación para ante 
la Suprema Corte, la afta le es concedida clarándose los autos 
á G*> tribunal en l;i forma di* entilo. Vista esta causa en la 
Suprema Corte con fecha Julio 21 de 1802, se coniirma el nut» 
api-lado (foja* t3 y -tí . t'orrído nuevamente traslado ú la jurte 
del ferrocarril ésta manifiesta que no ha ocupa do jamás el 
partido de Mnipú, ni r-notro alguno, un solo metro de terreno 
que luya pertenecido al demandante, de suerte que nada ti« ne 
la Empresa que pagarle ( foja; M á 53). 

El señor Juez resuelve, a foja 55, SuBétei la causa ú prueba, 
la que deberá versar sobre si la Kmpresa d-mandada ocupa el 
fundo de propiedad dol d<*maud anti , y el área cuyo valor ges- 
tiona éste. 

La parte del señor Benitez ofrece como prueba 1^3 títulos de 
propiedad, la mensura oficial de los terrenos destinados á ejido 
de Maipú, prueba testimonial y una inspección ocular, que es 
practicada por el ingeniero Kduardo Ucrici. En este estado, j 
ruando el señor Juez había llamado autos para resolver sobre 
la propiedad de Benitez, laspart. s celebran el convenio arbitral 
de foja i 65,por el mal , ouvienen librar, para eu todo tiempo, al fa- 
llo de un tribunal arbitral la solución de est«- asuuto, nombrán- 
dose arbitra por pai te del ferrocarril al señnr ingeniero don Al- 
berto de (rainza, por parte del .seTror José* Vicente Benitaz al in- 
frascripto, y como tercero, al ingeniero don Carlos Mabchnitz. 

Por ladáusula nueve de ese convenio, las partea renuncian 
en absoluto todos los recursos, inclusive el de nulidad y si algu- 
no lo interpusiera, bajo cualquier pretetto, no será oído. Con fe- 
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cha 22 dé Noviembre del ano 1892, el -señor Maschivitz, ma- 
nifiesta íi luja 167, ni» aceptar el cargo que se le cmliere, por 
haber emitido opiniones < n t?stt> a-unto untes de ahora. Ku Majo 
23 de 1893 no habían las parte* pedido poiiersu de acuerdo en 
orden á la designación del Juer, arbitro tercero que ha de inte- 
grar el tribunal arbitral de foja 105. el Juzgado nombra para 
desempañar ese eargo al señor don Mariano Marenco, <'ii reem- 
plazo del renunnauti- . 

La part- 1 di-1 ferrocarril interpone contra esa resolución el 
¡recurso de apelación, pasándolo los autos á la Suprema 
Corte. 

Vista esta cansa en la Suprema ' orte, en Mayo 23 de 1893, 
oonürma el auto apelarlo (fojas 223 y ±¡4 vuelta , 

En Junio 13, don Mariano Maretico manifiesta no aeeptar el 
carpo que se le confiere, é interpolo reuutici i de el, la que es 
aceptada ese misui día. nombrándose en su reemplazo á don 
Adolfo lliillriüb., qnien es recusado por la parte del ferrocarril. 
Eq Junio 20 ile 1893,r] Juzga -lo atenta Li recusación interpuesta 
por taparte demandada, del arbitro señor Bullrich, y el asenti- 
miento del demandante, nombra en su reemplazo á «ion Luis 
Doyhenard . 

En 27 del niism», la parte del ferrocarril pide al Juzgado de- 
je sin efecto el nombramiento leí señor Üov llenar I 6 se le non- 
ceda e| recurso de apelación, fundándose en que este señor tiene 
amistad íntima con la parte del demandante; dada vista 4 In parte 
del señor Benitez, éste niega semejante aseveración por lo que 
el señor Juez somete la causa á prueba en el mes de Julio 4 de 
i 893 (foja 245). 

Ambas partes ofrecen al Juzgado prueba testimonial, habien- 
do la del señor Benitez y el arbitro señor Duylieuard prestado 
juramento en negativa de la aseveración de la pnrte demandada. 

En Setiembre 25 de 1 803, observando, el Juzgado qnr el de- 
mandado ha iniciado él h.*cbode qu-*cl a tor tí^ie su domicilio 
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en la Capital Federal, lo que habilita al señor Juez que estatu- 
ye para inhibirse de oficio del conocimiento de la presente causa t 
se recibe la cnus i a prueba, debiendo ella recaer sobre el domi- 
cilio de don José Vicente lieuitez (foja 337). Ambas partes pro- 
ducen numerosas prut bas en apoyo de sm aseveraciones, soste- 
niendo la parte d el señor Benitez, tenor su residencia en la ciu- 
dad de La Plata y la del ferrocarril, queeMo estaba domiciliado 
en la Capital Federal. 

Cerrado el término de prueba sobre los dos puntos en discu- 
sión, el ^eñor Juez falta e:i L 20 de Noviembre de 1893, no ha- 
ciendo lugar a la r*irusacion deducida contra don Luis M. Doy* 
benard y declarándose competente para seguir entendiendo en la 
demanda, por b iber id señor Benite* probado tener »n domicilio 
en la ciudad de La Plata (Tojas 443 á 445). 

En 27 del mismo, la parte demandada interpone del auto del 
señor Juez el recurso de apelación para ante la Suprema 
Corte; concedida que le fué y pasados los autos á dicho tribunal 
se rió esta causa en Diciembre 6 de 1893, eofirmándose la 
resolución del señor Juez Federal (fojas 459 á 460) que inunda 
tener por nombrado al arbitro señor Luis Doyhenard, 

En 19 de Febrero de 1893, don Luis Doyhenard, prévjo jura- 
mento que prestó en forma ante el actuario, de aceptar el car b o de 
árbitro tercero (foja 476 vuelta) y habiendo aceptado ya sus 
respectivos curgoslos Arbitros de las partes á fojas i67 y 345 
vuelta, quMló desde ese momento constituido el tribunal arbi- 
tral empieza á correr el término de (ib) quince días fijados 
para laudar en el artículo 4 ,v del convenio. 

En 27 de Febrero de 1894, se reunieron en la secretaría del 
Juzgado Federal, los jueces árbitTOS, señor Alberto de Gainza 
y el infrascripto, á fin de eonstituir el tribunal arbitral. 

Así reunidos los árbitros, el señor Gainza pidió se solicitara 
de las partes una próroga de (15) quince dias del término (¡jado 
para laudar, á lo que se alhirió el infrascripto, ordenando se 
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hiriera por las partes las manifestaciones en í>1 acto fifi la notifi- 
oaoion (fojas 418 y 479 vuelta. 

Xot i Cicadas ambas partes, la del ferrocarril flijo que lo lia- 
ría por escirto y la de Benito* concedió la prúroga solicitada. 

Eri la ciudad de La Plat:i, á I* de Hayo de 189*, el arbitro 
infrascripto ordenóse hiciera constar había concurrido ¡i la se- 
cretaría, habiendo antes invitado al señor de liainxa, q ,liei1 se 
había excusado do concurrir, y habiendo manifestado renun- 
ciaría en el caso que no se le concediera la próroga solicitada 
pues dentro del término que faltaba no le era posible desempe- 
ñar su cometido. 

Con °sa misma fecha se dirije al señor -Juez adjuntando una 
carta del señor Qainia en que hace esto presente y pidién- 
dole que, con suspensión dt?l término bjado para laudar, ponga 
esto en conocimiento de tas partes áün de que resuelvan lo que 
juzguen conveniente. Proveidodtcoiifnr mida-i, la parte del ferro- 
carril, apeladelarcsolucion del señor Juez, suspendiendo dichot 
término» y habiéndole concedido la apelación para ante la Supre- 
ma Corte, este tribunal conlirma la sentencia apelada edil fecha 
Abril 7 de 1894 (fojas 490 í 497 vuelta). 

Vueltos los autos al Juzgado, el arbitro siñor ílaiuza y el 
infrascripto ocurrieron ante el señor Juez ei poniendo: que han de- 
saparecido las causas que obstaban al señor Gainza á ocuparsede 
este apunto, pudiendo desempeñar su cargo dentro de los días 
que faltaban del plazo fijad o y solicitando del suuor Juez «e 
sirviera en consecuencia reabrir el término para laudar. 

En 22de Abril de 1894, leunidos los arbitros, ordenaron, des- 
pués de haber certificado el actuario los días que faltaban del 
mencionado término, concurrieran las partera ser oídas en un com- 
parendo con arreglo A la cláusula del convenio del día 4 de Mayo. 

Kn ese día Teunidos los señores árbitros y después de haber 
oído al representante del fe rrocarril y letrado del señor Benitez, 

llamaron autos para laudar . 
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El infrascripto conoce de mucho tiempo atrás esos tórrenos 
por haber pract irado por órd«-n del Gobierno de la Provincia la 
mi-nsur i y subdivisión de dios cuando por sunorinr dfereto 
fueron estos anexados al ejido deMaiptí, hallándose la diligen- 
cia de esta operar-ion agregada en autos (fojas 88 a 103). 

Conoce. futes; perfectamente todas las circunstancias que con- 
curren ¡i ilustrar t i criterio en este asunto. 

FiguT^, superficie y lindemos, —La propiedad de don .losé V T i- 
cente Ileiiitt-2 sita en <"1 parí íilodi- Maipú y denominada Blanden- 
gues, tiene! i liiíurade un cuadrado trregniarj encierra "iitre sus 
lírniti snna snperli«iededicz ¡uillotio*qu : !iiesit<>s noventa y nueve 
mil nut'v- centos ochenta y tres metros cuadrados (I0.5il9.tt83); 
linda por el Noroeste con Doña I* id ¡a S-deCienfuegoa, porel «ot- 
este COtt terrenos que fueron del v ndedor y que hoy su h.illan di 
vididos ."ii cha-;ra^ que ftirman cuino partí- del ejido de Maijui, por 
el Sudeste con la testamentaría defH.1 y el Feimcarril del Sud t 
por el Oeste con don J.*f <\ Ro Iriguez y el Ferrocarril del 
Sud. 

Miración ttrt terreno y forma en yue en cruzado jtwr la vía . 
— YA ángulo Éste de esta propiedad se encuentra situado 
aproximadamente A i4) cuatro kilómetros de la estación Mai- 
pú del Ferrocarril leí Sud, el que cruza en Mentido de Nor- 
esto á Sudoeste con s,u rainal de Pajores á Ayaeucho, eutre 
les liil -m tros 274,215 metros á 270,70!) metros, ó sea. 
una longitud de <24ÍH metros) dos mil cuatrocientos Dórenla 
y un metros, contados sobre el eje en sus intersecciones 
en leí límites de| terreno, oeúpatniq con su vía una super- 
ficie de (87.286.40) oeKeiita y siete mil doscientos ochenta y 
seis metros con cincuenta cntim "tros y divide el terre no eo 
dos figuras una at Norte que es un pentágono regular roya su- 
perficie «- di- (í>.81¿!H:lj uuev - millones ochocientos do e mil 
nuei-e.-iento^ ciiurf-nta y tns metros, y otro al Sud que es un 
triangulo cuya superficie es do seiscientos noventa y nueve mil 
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seteci. ntos cinctieiita y caatfo metros chutó centímetros y que 
queda completamente ¡o para- lo del reato del l-rruno. 

MI ferrocarril al cruzar asi con su vía ustus terrenos destina- 
dos á ejido dcMaipú, y £n un sentido diagonal á la traza do él, 
corta con la par tu N<rt* de la vía las chacras, que quedan da 
una forma irregular. 

Obras ejeculadtts ¡>»r ta Kmpiti&a, — En todo el trayecto 
que la vía cruza este terreno, es decir, en loa (2491) 
dos mil cuatrocientos ricfcuta j un metros, contados so- 
bre su eje, liay sólo. (5) muco aleaniarr illas de encasa luz 
y altura, insuficiente para el desagite, pues que e^tán en 
propon ion di- una pul rada (500; quinientos metros. La vía tstú 
asentada en todo su trayecto, sobre uu terraplén, para cuya 
altura se puede aceptar un promedio de (1 metro 50 oentíme- 
tro>t un metro y medio, y id que. ha sido construido con tierra 
extraída de los costados di* él. 

El ancho del terreno ocupado poi el Ferrocarril, contado sobre 
la normal á la vía es de (1$) treinta y cinco metros, y se halla 
alambrado por sus coatados Norte y Sud. desde liace 3 ó i años, 
según los datos que m* 1 lian ->Mo <umiimtrado* por varios y 
antiguos vecinos de Muipú: en todo el trayecto de la vía en 
torreni del señor Beilitcz no íiay uu solo paso á nivel, lo que 
obstaculiza roiupletamente la oomuniCaciou entre las dos frac- 
ciunes en que ella divide esté terreno. 

Fecha de la OCUjHtcion del Ferrocnrrit. — No se ha po- 
dido obtener con precisión los datos fijos y oficiales que 
determinan la fecha en que la Kmpresa tomó posesión del 
terreno del señor llenitezy empezó sus obras; pero, de un libro 
existente en el arebivo del Departamento de Ingenieros de la 
Provincia y mandado publicar por la Kmprosa demandada, cuyo 
título es: Cok'ecíon de documentos oficiales relativos ai Ferro- 
carril del Sud, he sustraído los siguientes datos: 

£n 13 de Febrero de 1880 se culebro el contrato entre el Oo- 
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tierno de U provincia y el Ferrocarril del Sud para la prolon- 
gación de la vía di) Dolores á Ayaeueho. 

En 15 de Noviembre de 1880, la Empresa a -licité permiso 
para abrir la línea al servicio público, lo que le es acordado en 
Diciembre 4 de 1880. 

Puede, pues, estimara que ala fecha haeécatófce años que el 
Ferrocarril ocupa y aprovecha eu beneficio propio estos terreno*. 

Perjuicios ocasionados pót ta vín.—\h> va dicho que 
al cruiar la vía diagonalmente el terreno del snñor Benitez, 
divide éste en dos fracciones que quedan completamente se- 
paradas una de "tía y con las cuales no se puede comuni- 
car sinó dando un -;ran rodeo en busca d<- tranquera áobtié el 
alambrado de la vía y eu las q<m resultan pasos á nivel. 

Tero no son estos solos los perjuicios que e!U origina. Mu- 
cho antes de que fuera arbitro en este asunto y cuando comisio- 
nado por el Gobierno practiqué las niMSÜtas de estos terrenos 
dije en mi iuformeal Departamento d.; ingenieros)- ««riéndome 
al triángulo que la vía separa del terreno, lo siguiente: «Obser- 
vación.^. La circunstancia de estar el triángulo que determino 
en el plano con las letras A, Sí É separada completamente 
del resto de este terreno por la vía del Ferrocarril del Sud, en 
su ramal á Ayaeucbo. é impidiendo éste cod su terraplén el 
acceso á las calles del resto del ejido, como también el desagüe, 
haciéndolo completamente inservible «i la agricultura y no te- 
niendo por otra parte tampoco salida por los terrenos pertene- 
cientes ijáóii Norbertolludrigne* y á los herederos de Hill. por 
iéi rstos terrenos de estancia y no tener obligación de d*jar 
jas eslíes marcadas en el plano trayectos abiertos, estando el 
plano de estos terrenos alambrados, lia hecho que de a- uerdo 
coii el interesado seii-r Benites dejara cate triangulo indiviso, 
pues no es posible la colocaron de la tierra en manos de agricul- 
tores por las razoues aducidas Y el Departamento de luyeuieros 
«u su iuformeal Gobierno dijo: .Knesta mensura se lia dejado 
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indiviso el terrenoque en forma de triángulo aparece en el plano 
correspondiente con la* letras A, S, T, por considerarlo inade- 
cuado para la agricultura {foja 102 de este expediente}*. 

Por otra parteaste terreno queda complvtainente inutilizado 
para Itenitez, al extremo que me Informan que desde que existe 
la vía ni siquiera pastan allí los animales de su propiedad. Por 
lo que se refiere á la forma v-n que s>in coitadas las chacras 
situadas s ibre la parto Norte de la vía, t II i tiene graves incon- 
Tcnieotes, pues altera el sistema geneial de la traza fraccio- 
nándolas en trapecios qu-> U perjudican notablemente, por 
perder estos hites su forma regular. 

No podría;atirmarsL'Siriócon el levuntatmentode un planoalti- 
métrico, sí la corriente general de las aguasen las dos fracciones 
en iiue se halla dividido el terreno del señor Benitez, es de Sud 
á Norte ó de Norte á Sud, aunque se crea lo último, pues cada 
tcz que he visto este terfeno en el espacio de tres años, lo 
que he hecho c<m frecuencia, he encontrado el triángulo cubier- 
to do agua, pues no puede ésta tener salida, interceptada como 
está por el terraplén de la vía, :i cuya circunstancia debo atri- 
buir el error cometido por la Empresa al tomar este terreno 
cuino bañado cuando súlo es un terreno inadecuada por razón 
de las obras efectuadas por la misma. Puede creerse, sin em- 
bargo, con fundamento, que esta agua si tuviera una corriente 
uniforme se derramara mu lilamente entrambas las fracciones, 
siendo las obras de la vía las que obstruyen las corrientes, como 
lo demuestra la circunstancia ele estar muchas veces anega-Jos 
ambos costados de ella cuando el resto de la fracción grande 
se encuentra completamente seca. 

Hace 14 años aproximadamente que el ferrocarril ocupó esos 
terrenos y según el término á que antes me he referido, hace 
sólo 3 ó 4 anos que se ha construido alambrado á lo^ co&tados 
de la vía y habiendo estadu ellas, hasta la época en que fueron 
declaradas ejido de Maipú, dedicada* á la ganadería, pueden 
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calcularse los grandes perjuicio que se habrá ocasionado cu las 
haciendas en el frecuente pasaje de trenes y el gran número Je 
animal*- s que habrán sido muertos por ellos. 

Condiciones ijenerates del terreno. — El terreno del señor Ue- 
uitez, aunque algo bajo, como son todos los de esa zona, es de 
buena calidad y no un bañado ennio inexactamente lo asevera la 
partí ¿el ferrocarril en su exposición en la audiencia acordada 
por Jos arbitro*: pruebo esta a;<evern< -ion que íl ha íomiado du- 
rante juüelio tiempo parte d<* su establecimiento ganadero co- 
nocido en esa parte de la Provincia por la bondad de su campo 
y que, habiendo sido posteriormente destinado á formar parte 
del ejido de Maipú, éste ha sido fraccionado en quintas y cha- 
cras que hoy ocupan y cultivan más de 00 familias agriculturas, 
obti-nieiidu resultado sati>fntoriu en ais cosechas. 

Xo be de terminar esh laudo, sin tonutT en consideración las 
afirma- iones del representante del ferrocarril, cuando asigna sn 
precio á estas tierras y trae en apoyo de ella cartas de personas 
completamente ajenas al juici.» y que dan su opinión a este res- 
pecto sin tener en cuenta la diferencia que hay entre fracción de 
un terri no calculado por>-uadra, hectárea 6 cualquier otra me- 
dida superficial aplicable á tierras rurales. pero no a" los ejidos 
de los pueblos; que la apreciación debe hacerse por metros cua- 
drados según uniforme jurisprudencia de los tribunales, cuan- 
do éste es precedido de un contrato de compraventa y se aparta 
de una ¿oiia mayor en una forma regular ó cuando es ocupado 
de una manera quf> constituye uti verdadero despojo de la pro- 
piedad | en una forma inconveniente como la ocupada por 
una ría férrea y fraccionada la propiedad, que quizá el dueño 
anhela conservarla íntegra para eiplctarla á su satisfacción, no 
se Ha hecho por autorización judicial, 

Pot otra parte, también eí demandante pudiera haber concu- 
rrido al Juzgado con cartas de personas igualmente conocidas 
pretendiendodesviar asi el criterio delosárbitros en este asunto. 
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El valor deesas cartasjea puramente relativo, pues ellas contes- 
tan á una consulta subre el valor probable de la propiedad en 
aquello* parajes) 1 en época de "rfcis y perturbación económica 
cuino las actuales. 

Itusta á demostrar la exactitud de esta observación, el hecho 
de que la misma Empresa, ha abultado al señor don Francisco 
Madero, ti rinanto de una de las cartas presentadas en la ¿poca 
en que fué ocupado el terreno del señor Bonitez, más ó menos, 
y por lo» terremis limítrofes al de éste y propiedad del mencio- 
nado señor Madero, que ocupó la iía, ¿razón de cinco mil 
pesos iu/n (5000) la cuadra lo que viene á dar un valor de ocho 
millones .le pesos m'n la legua, preciu que aceptado por la 
Empresa podría acaso tomarse como base reconocida por ella 
del vafor que esos terrenos tenían en la époea de su ocupación. 

Por todas estas consideraciones, y teniendo en cuenta que la 
Empresa del Ferrocarril del Sud, ocupa desde hace 14 años 
con su vía una superficie de propiedad de don José Vicente Be- 
nito/, y Traiciona este terreno en dos partes, una el triángulo 
que, como ;-e ha dicho, queda completamente inutilizado y otra 
el pentágono antes referido ¡ 

Resuelvo ff ordeno por mi porte : 1" Que la Empresa 
del ferrocarril del Sud pague á «Ion Jos¿ Vicente Itt'nitea i 
razón de i$ 1,50 ) un peso con cincuenta centavos moneda na* 
cioual por metro cuadrado, mediante la escritura de propiedad 
que éste le otorgará, la parte ocupada por la vía, cuya super- 
ficie ea de (87.286,50) ochenta y siete mil, doscientos ochen- 
ta y seis metros cincuenta centímetros cuadrados. 

2 1 * (Jue pague una indemnización l^r danos y perjuicios & 
rainn de (I $ m n ) un peso moneda nacional por metro cua- 
drado sobre la superlicie del triángulo que es de ttitW. 754,05) 
seiscientos noventa y nuere mil setecientos cincuenta y cuatro 
metros cinco centímetros cuadrados, 
3" Que pague igualmente una indemnización por daños y 
t. xi n 
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perjuicios sohre el resto del terreno cuya supeíflojfl es de 
(9.8l2.iM;í,09) nueve millones oobociéatoa dboé mi) nueve- 
cientos cuarenta y tres metros nueve centímetros i raz^n do 
un centavo ni n el nu tro cuadrado. 

Con declaración que en Irá precia fíjaáós en la resolución 
precedente e¡>táu incluidos íos intereses que por razun de la ex- 
propiación ó de los perjuicios causados, dóWá píigat la Fmpresa 
que actiuihnt-nte oeunu l;i vía, habiéndose tenido presente al ii- 
jar>e aquellos precios ta prescripción de intereses operada en 
parte por el transcurso del tiempo. F> también entendido que 
B¡ el señor tinatez ni sus sucesores finirán • n tiempo alguno 
derecho ü redamar no vos perjuicios por las causas que fcan 
motivado estO> autos. 

Asi to resuelvo en la ciudad de La Plata y en d loaaldél Jüis* 
gad-> Federal ante el escribano actuario, á los cuatro días del 
mes de Mayo d. 1 curri-nto aín>. 

Affiistiti f. tttulriijtu'-. 



LALlici DEL AllBlTKU TÉBCERO 

1.(1 l'lllil. |oyO d.'ltfcít. 

LuUM, Iloyheuard, arbitro tercero, nnmbradoeomo tal en £1 
juicio seguido por don José Vicente ilenitez, contra el Ferro- 
carril del Sud, por cubro de un terreno é indemnización de 
perjuicios. 

Habiéndoseme pasado estos autos por resolución de los ar- 
bitros de las partes para dirimir la discordia producida entre 
ellos y d<- que instruyen b»> n-p.-divos laudo-; prvs* utad->s, de 
acuerdo con U que dispon* la clauca i* del convenio arbitral 
celebrado" por las parte», lie estudiado detenidamente e-tos 
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autos y los laudos prese o t «dos. Ue rilo?; resulta que timbos 
árbittps están confirmes en h> siguiente ¡ 

a) c¿ne la Jim pre-iL del Ferrocarril del Sud ocupa en el te- 
rreno de propiedad del señor Benites, eir el partido le Maipú, 
una 8tt¡«rfleÍo di (87.286, 50) odíenla y siete mil doscientos 
ochenta y seis metros con ciueueuta centímetros ciiadr.ulns y 
ilesde lines tk-t afip uiil oe.lioeiputos o h'-nta (I88O1; 

b) Que la vía curta la propiedad del señor ifenitez, dejando 
á su hirió un triángulo cuya superlieiees de seiscientos noventa 
y nu< -ve mil setecientos GÍncpu>Btaj cuatro metrópoli cinco cen- 
tímetros cuadrados ( ÜÍM». 754,05 1 y que inutiliza en gran parte al 
separar así esta superficie dél resto del terreno; 

c) Que la Empresa del Ferr -carril del ■ Sud debe adquirir 
en propiedad, prévio pago al si mor BenUez, la parte omp.tda por 
l.i fía ; 

í/í Que la misma Empresa ¿labe indemnización al señor Be- 
uitezpnr el perjuicio que le ocasiona la separación del triángulo 
antedicho del resto del terreno ; y resulta también que ambos 
arbitros están disconformes .-ti los siguientes puntos : 

ei Si se debe pagar ó no indemnización sobre él resto del te- 
rreno del señor BeniteZ-, cuya superiten) es de nueve millones 
ochocientos doce mil novecientos cuarenta y tres metros con 
nueve centímetros cuadrados y.8l2.í)Í3,09) ; 

f) Precio que ha de pagarse por la parle ocupada por la Tía; 

g\ Precio que ha de pagarse por indempizeoíon ilel triángulo 
A, S, F del plano. 

Sobre los cuatro puntos «. C y tt, habiendo conformidad 
de parte de M árlvirros. excuso haor observaciones al tes- 
pecto, me limitaré solamente ¡i inl< rvenir en los puntos no 
conformes. 

ei Sostiene el arbitro del Ferrocarril del Sud, que ¿¿ta ha 
más bien beneficiado ¡a propi-dad del señor líenitez que perju- 
dicádola en < su parte con el paso de la Tía, mientras que el 
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Arbitro de Bcnitez, dice qm» el f 'recuente pasaje de k - tr-nes, 
luí ocasionado *cri"3 perjuicios durante los Manos que está 
fegtÉÍilMAa I*» P ür !l circunstancia tambu ti ¡le káber sitio 
alúmbrenlo lun-u poco tiempo atrás. 

Por mi parte, si bu n juzgo atendible lo aducido por el drbi- 
tro del Ferrocarril del Sud. pups ta facilidad dé cbmüñi#eÍo« 
que da el ferrocarril, boiielicia si. mpre uu eslali.i'<'iini<'iilo de 
t ütti natura te/a. no debe ñor eso dejar de tenerse en ensata los 
perjuicio- á que ac rettere el arbitro de) señor Beáitez, pues 
índndfbíeiiieuté el Ferrocarril del Sud, con -u> obra- y pasaje 
tjf sus Irene*, causa perjuicios á la jiropit4.nl . 

Juzgo, pues míe debe payar la Kmpre>udel Ferrocarril del 
¡vnl, una ind. ionización en pro porción .sobre esa parte, t-nieiido 
i n cu* uta los beneficios que olla r.< porta, peto nunca tan ele- 
vada, enmo la establecida por el arbitro del demandante. 

tj) YA arbitro de la Empresa está conforme en que el pr- ció 
que debepagurse por la parte ocupada por la ría, es el que esta 
tenia en la época en que fué ocupada por la Kmpn ^a taño 
y trae a colación < urna dato, que á Don Francisco 1!. atadero; 
p>»r terrenos inmediato" ú lindero», ¡se pagó en aquel entonces á 
razón de cinco uní pesos - moneda corriente (oütKÍ £ ni el ó sean 
doscientos seis pesos moneda nacional í20t> $ m n ) la cuadrii 
ctiadrada, siendo t^te dato corroborado pur el arbitro del >euor 
lUnit-zeu s" laudo, y toma este precio pagado al señor Madero 
como aplicable al presente easo; p<*r so parte, el arbitro del señor 
tíeujtez asigna «i esta superficie que debe comprarse por la Em- 
presa, el precio de uu pesó moneda nacional el metro cuadrada . 

Analizando detenidamente estas dos opiniones de las que re- 
sultan notables diferenciar, en el precio, observo que el arbitro 
oíd Ferrocarril del riud padece un error, al aceptar como precio 
de cada cuadra, boy dia en moneda nacional, lo que en reali- 
dad ¡>e pu¿'ó entóneos á om, lo que nace una diferencia de cuatru 
veces más su valor. 
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l'or ntr.i part", -ste señor arbitro no tiene en cuenta qu o cuan- 
do se pagó ese precia, no eiUtí i ni siquiera «I pueblo de Maipú, 
njae inmediato á \m Éerjeiioa on cuestioti se ha formado después, 
y qu<- en aquel entonces «ran terrenos de estancia, mientras que 
hoy, lo ¡ion de pan llevar (ejido de Maipú), 

Km cuanto al pr-eio asignado por el arbitro d-l -"ñor Honitez, 
lo creo exagerado, por h> ■ i ■ it- im- lie munido de lo> anteceden- 
te* necesarios, para que poniéndome aproximadamente en un 
término medio, pueda lijar á" estas tierras el precio que le* asigno 
en la parte dispositiva de estelando. 

A) Hay conTonnid d, enm» he dicho anti s, entre los arbitros 
de las partes, en que debe pagarse una indemnización sobre ta 
superacie del triángulo .\, K, T tel piano, 

VA Arbitro del Kerrucarrril del Sud, intima « sta indemniza- 
ción en un cincm ntt por ciento (50 %} d sea la mitad del vnlor 
unitario fij ado por él al turren» ocupa fto por la vía, mientíasqtte 
el ¡írbitro de Liento, la Jija en un sesenta y seis (fiC 11 .) ósea 
en dos terceras partes del valor unitario lijado por él a ese mis- 
mo terreno. 

Iii-yundod"t* mdam-rit" los laudos de los arbitros, pienso que 
lii indemnización que corresponde por esa superficie, debe ser 
sesenta por ciento íttO 7„)del val^r unitario de I» tierra ocupa- 
da por la vía, pues si bien es cti rto que ella queda en propiedad 
de Heñir ez, no lo es menos, y ambos arbitros están en ello con- 
formes, que esa tierra queda casi inutilizada, sinó por completo. 

Hay otro punto que si bien no impH&i una discordia, oscilan- 
do menos una diferencia de apreciación de la que resuelvo ocu- 
parme. El arbitro de la Empresa, asignando á la tierra i I valor 
que á su juicio tenía ésta en la época de su utu pación (ano 1880) 
manda que se paguen inlereses legales desde aquella lecha has* 
ta la fecha del eoiiTenío año 1802), mientras que el arbitro del 
señor Henitez, involucra en el precio á pagarse los intereses no 
prescriptos. Pienso en esta parte como el árbítro del di man- 
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dante y lijare" mis precios incluyen" lo en «Oíos lo* intereses q - 
por razón tiempo, un ha afectado la ptésórijNííoh» 
4 'or t'»lo lu expuesto y r^ásamíende 



Lamfa 

K}u*< la Km presa del I'Yrrocarnl tlol Sud, demandada, pague al 
señor Bfniíi z en «1 acto ele la escrituración a favor de *A\n del 
terreno (Jiié ocupa dr propiedad de este señor, lo siguiente: 

I" 1:1 precio unitario de noventa centavos monada nacional 
(0,90) |>'>r el metro cuadrado, *obre los ochenta y siete mil dos- 
cientos cincuenta y s* is metros cincuenta oentfmotíOfl (87.256, 
50 ih ,) f(!it j ocupa con su vía. 

Ü" l'na indemnización de sesenta por ciento (60 %) del pre- 
cio fijado al metro de Ierren» ocupado por la vía, ó sean, cin- 
cuenta y cuatro centavos <0.54) moneda nacional por cada 
inetro rundrudu, sobre Ki superficie del triángulo que es de seis 
cientos noventa y nueve mil setecientos cuarenta y cuatro ine- 
tr.". oinuo centímetros cuadrados {tií)í).75i T 0^>- 

3" Una indemnización de uu cuarto de centaro de moneda 
nacional por metro cuadrado sobre el resto del terreno cuya 
BUpérñcie es de nueve millones, ochocientos doce mil nove- 
cientos cuarenta y tres metros nueve ecu tí metros cuadrados 
(9.8t2.ÍM3,0ü). 

Asi lu mando y firmo en la ciadad de La Plata á 7 días del 
me* de Mayo del año del sello en el local del Juzgado federal y 
ante el escribano actuario, 

Lui a V. UoyhenanL 
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titilo 4*1 J«« t>il*r»l 

V vistos: tos siguidos por «ion José fícente Benítez cintra 
el Ferrocarril del Hud, sobre p;ijm «I- itn fcerteiw, para conocer 
de las recurso* d<' apelación, BUJMady íMiiCcifltt* Mttéídos 
por "I representante del demandad© contra el laudo arbitra!. 

Y resultando: 1" Que según obra en el segundo cuerpo de 
autos (téuse foja 7), i!.*» Kdmudu T. Pules ton manitiesta, 
deanes de relacionar los ariteesdétotes de la causa, que el lando 
arbitral es absolutamente auto, por sct incompetente iá juris- 
dicción leí infrascrito para eúteadérieh este asunto. 

gt Qhü ni fundar esa incoiupeteneia, lo hace un la razón 
dé üjüe para pe surta el fuero federal, de acuerdo oon el 
articulo 8" «le la I< y *1« 14 de Setiembre de 1H63, <■* n* cetario 
que el derecho que se disputa pertenezca originariamente y no 
por cesión ó mandato ú ciudadanos, extranjeros ó vecinos de 
otras prorincias rospectivauieiite. 

3" Que, agrega, el derecho ejercitado por don Jo*é Vicente 
lienitez, no le pertenecía originariamente, sino por cesión ó 
mandato de don Ramón La ra, de que adquirió los derechos en 
tela dejuicio, recién á ti mu de 1 801 , J que es de notoriedad pú- 
blica que la vía que atraviesa los campos d- Lara, está librada 
al servicio público desde una época muy anterior, circunstancia 
que ¡i haberse coimcido, habría patentizad*! la incompetencia 
del Juzgado, 

4" Que lo actuado indebidamente ante el Juez que estatuye, 
imperta e) ejercicio de funciones extrañas i su jurisdicción y 
que, por < o ns i guien te. todo el procedimiento «atiriciado de nuli- 
dad, a^í como los laudos arbitrales dictados merced á nombra- 



unientes emanados del mismo, por lo cual interpone el recurso 
de nulidad. 

5° Que independientemente de la incompetencia, tos árbitros 
no se han sujetado a' laudar, ni á las cláusulas del compromi- 
so, ni a las disposiciones de las le ves sobre la materia, según 
tas cuales debieron fallar reunidos y formando tribunal, lo que 
no lian Lecho, como resulta claramente de las actuaciones de su 
referencia (véase foja 5t6 vuelta y siguientes), corrientes en 
autos. 

tí Que al efecto y ou apoyo de ¡a doctrina sustentada, t ita la 
ley 32, título 4", Partida 3*, y la opinión del doctor Esteres Se- 
guí sobre la materia, agregando qué la ley nacional de proce- 
dimientos declara que tas Leyes preexistentes sobre los proce- 
dimien'us judiciales serán supletorias de ellos. 

7" Que aparte de este doble recurso de nulidad, interpone, ;i 
mayor abundamiento, los du apelaeion y reducción, q^ie autori- 
oan las luye* 23, título 4", Partida 3\ y A\ título 21. libro 4°, 
Recopilación Castellana. 

8" Que l'1 recurso de reducción se funda un i*l daño sufrido, 

* nn este raso es evidente, puesto que se trata de un terreno 
qui' hace trrs artos, fué avaluado ú razo o de 40 pesos por hectá- 
rea, no obstante lo cual el arbitro don Agustín 1. Rodríguez, 
por 87.000 metros cuadrad scoudeuaá la Empresa apagar pesos 
950.000 moneda nacional, y el tercero don Luis M. Doyhenard 
cerra de pesos 500.000 moneda nacional. 

9° Que la clausula 8* del compromiso no mencionaba el de- 
recho de su parteé interponer los recursos referidos, porque la 
nulidad, reducción y apelación, tienen siempre tugar, aunque 
las partes hiciesen renuncia jurada de recursos, si la sentencia 
arbitral contiene injusticia mn ni tiesta, pues se supone que la 
renuncia se biso en la coulianza de que los árbitros fallarían el 
pleito con equidad y moderación y no con visible iniquidad ó 
notable exceso. 
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10* Que cor rido traslado de estos recursos, fué evacuado por 
la parte de don José Vicente Benitez, en su escrito de autos 
(véase fojtis 22 á 53 inclusive), sosteniendo que los recursos in- 
terpuestos son improcedentes, analizándolos, en el órden quelos 
plantea: incompetencia de jurisdicción, re-Mirso de reducción, 
recurro de calidad. 

Que respecto del primero, dice llenitez, adquirió el domi- 
nio y la posesión del campo ocupado por el Ferrocarril del Snd 
y que por consiguiente no es de Jiplic icion .1 articuto 8" de la 
ley nacional de Procedimientos, porque no se trata de una ce- 
sión, en el sentido estrictamente legal de ta frase, sino de una 
venta, de tina cosa cierta y determinada, que se consolidó i>ur 
la p iftpsion adquirida por Henitoz. 

i% ó i¿ue, agrega, los créditos son los únicos susceptibles de 
cederse, en el sentido legal de ta palabra y que en el caso ocu* 
rrente promedia un contrato do compra-venta, en que el ndqai- 
renle demanda a] Ferrocarril del Kud por el pai;o del terreno ó 
indemnización de los perjuicios ¡rogados; que no de otra suer- 
te se inició la presente acción y se siguió, quedando en esos tér- 
minos trabada la titix contestado. 

43" Que no es, pues, Uenitez el cesionario a que se refiero el 
articulo 8? de la Ley de Enjuiciamiento; que así lo tiene resuel- 
to la Suprema Corte en el fallo que se registra en el huno 1\ 
página 100 de la 3* serie, que transcribe literalmente, 

14" Que en cuanto al recurso de reducción, carece también 
de fundamento, porque no podría fundarse en el criterio de los 
árbitros al lijar < l monto de la suma 4 pagarse por precio é in- 
demnización, en razón de que las partes han librado a su juicio 
la apreciación del mismo, y cita diversos casos práctico-* para 
demostrar que el precio fijado por los árbitros, no es en manera 
alguna exagerado. 

15° Que la lesión no existe en nuestro dereclio y que el pun- 
to referente a la reducción debe ser resuelto de acuerdo con los 
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principios de nuestra ley sustantiva, qno aboli<*« muchas di-po- 
siciones de las leyes de Partidas. 

1C" Que existe un contrato perfecto no viciado de error, frau- 
de ó dolo, ni He nirigniía de las cana;!* que invalidan los actos 
jurídicos; que la apreciación de los hecho* es del resorte exclu- 
sivo de los arbitros y que si estos lijaron un precio elevado, no 
es é>t¡i cuestión qw; deba ser- resuelta ñor el Juzgado, puesto 
que las hartes, de antemano convinieron en acatar su fallo. 

17" Que el recurso de reducción no es en las leyes de Parti- 
das un recurso de forma, síih'i do f«mdo y que en pa?|e acunase 
encontrará en nuestra ley civil, una disposición que autorice á 
desvirtuar el cumplimiento de un contrato, como el suscrito por 
las partes (véase act¡i de foja 165). que es la k*j de tas partes. 

18" tjue respecto de ta furnia en que ü" hizo el lando, es sen- 
sible que el Ferrocarril del Kud desconozca sus propias conse- 
cuencias, pues en el juicio verba! -le que instruye el acta de su 
referencia (véase faja 50tí), las partes expresamente convinie- 
ron eu que no era necesaria la presencia del terrera, interpre- 
tando así el verdadero airante del compromiso, 

19» Que la misión del tercero no es propiamente convencer 
ú sus colegas del error en que puedan incurrir, sino dirimir la 
discordia en el easo de producirse. 

20 Que el Ferrocarril del Sud confunde las funciones del 
tercero, puesto que la intervención de éste, súlo podía ocurrir 
cuando la discordia se produjese, ó sea, después de dictado el 
laudo. 

21 * lino no es exacto que el recurso de nulidad no puede re- 
nunciarse ]Jor inten sar al urden público y á las buenas costum- 
bres, que de hacerse la renuncia del recurso de nulidad, en el 
acto del compromiso, las partes no lesionaban el interés público, 
ni los arbitros al resolver, violaban ninguna ley, ni á la socie- 
dad le interesaba saber cuál de las partes era la directamente 
beneficiada ror el fallo. 
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22" Que las parles era» libres de Im er esta renuncia, por 
tratarse di- sus intereses particulares, porque ninguna ley se lo 
prohibe, por manera que de hacerlo, realizaron un acto Jierfea- 
lamente lícito y válido. 

23" Que aún. concluyo dici-ndo. en el peor de los casos, el Fe- 
rrocarril del Siid carece de arción para alegar la nulidad ¡le sus 
propios actos, por mediar un contrato pe 03 la ley de las 
partos. 

24° Q.ie tórrido un nuevo traslado por su orden, por la pro- 
videncia do foja 54, fue" evacuado por el representante del Fe- 
rrocarril del Sud (véase foja <J7) y por la parte de lienite/. (véa- 
se foja 82). reforzando sus argumentos aducidos é insistiendo 
en sus respectivas pretensiones. 

Corrada la discusión, se pusieron los autos al desp icho para 
definitiva. 

Y considerando: !° Que en cuanto ¡i la nulidad, éata se fun- 
da en dos .misales, la incompetencia de jurisdicción y ou no 
formar los Arbitros tribunal al pronunciar su laudo, los que 
consideraré por su úrden, 

2 U Que en manto á !a primera, ínter puesta la demanda por 
el señor don José Vicente Heuitea, el representante del Ferro- 
carril del Sud opuso en forma de artículo prévio la excepción de 
incompetencia de jurisdicción (véase foja H. expediente pri- 
mero). 

3" Que sustanciado el incidente fué resuelto por este Juaga- 
do (véase foja 87), rechazándose dicha excepción, auto que fué 
confirmado por la Suprema Corte (véase foj;i 43); por consi- 
guiente, la competencia de este Tribunal quedó irrevocable- 
mente fijada, por una providencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada, no siendo por lo tanto lícito á las partea remover una 
cuestión que se encuentra fenecida. 

4 o Que eata sola consideración basta para demostrar la im- 
procedencia de la nulidad fundada en la incompetencia del tri- 
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bunal que estatuye; á loque debe agregarse que en todo caso, 
la incompetencia del infrascrito, no seda razón suficiente para 
viciar He nulidad una sentencia arbitral pronunciada por un 
tribunal voluntariamente constituido por las partes» 

5" Que precisamente ello sncede, porque la competencia y 
facultades dr lus arbitros en el arbitraje voluntario, no tienen 
otro origen que !a voluntad de las partes. 

í> Quu desdf el instante que éstas, voluntariamente, han 
deferido á jueces amigables, la decisión de sus diferencias, no 
les es If cito volver sobre ello y destruir retroactivamente, los 
efectos de una transacción perfectamente concluida. 

7" Qui- sin entrar á discutir, si el derecbo invocado por tion 
Jom ; Vicente Benit vt importa una cesión, en el sentido de la 
1- y sobre jurisdicción y competencia délos Tribunales Federa- 
les, se puede perfectamente resolver el punto refiriéndose sola- 
mente a la naturaleza de las cansas ó motivos que vician la sen- 
tencia arbitral. 

8" Que si bien es cierto que las actuaciones hecha-» ante 
Juez íncompeteste son nulas, en el caso sttb-jvliee la com- 
p.'teiH'i.i se encuentra amparada por la cosa juzgada, en cuanto 
a) infrascrito se refiere y por la voluntad expresamente mani- 
festada por las partes en el escrito (á foja 185) corriente en 
autos, en cuanto á les arbitros que entendieron del asunto. 

9" Que por otra parte la ley ha establecido la oportunidad en 
qne pueden hacerse v.iler estas defensas, como lo ha establecido 
el mismo Ferrocarril del Sud al exeepetonarse préviamente á la 
contestación á la demanda y una ve?, resuelta la cuestión no es 
posible volver sobro ella, sin romper las reglas fundamentales 
del procedimiento. 

10* Que aunque se admitiese por hipótesis, que fuera posible 
discutir nuevamente la competencia del que estatuye, no obs- 
tante ios fallos recordados, la discusión no podría prosperar, 
por cuanto la intervención de éste, ha consistido solamente en 
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la tramitación necesaria pura la constitución del tribunal arbi- 
tral y esas providencias de mero trámite, han sido consentirlas 
por las partes y confirmadas por la Suprema Corte en sus Tallos 
respectivos. 

H° Que el artículo 234 de la ley de Procedimientos federal, 
establece que el recurso de nulidad sólo procede contra las sen- 
tencias definitivas de los Juzgados seccionales; el infrascrito 
no ha pronunciado sentencia alguna en este juicio, que sal ¡tí de 
su conocimiento, por voluntad expresa de las partes. 

12° Que si se due que la ¡neompetencia puede viciar de nu- 
lidad la sentencia arbitral, se incurre en un error manifiesto, 
porque ninguna ley di- las que rigeu este juicio establece esa 
causa, como un motivo de nulidad, por la sencilla razón de que 
en juicio arbitral, voluntariamente constituido, no eabe, ni es 
posible la ímumpetcncia de jurisdicción. 

I3 U Que si el arbitraje no existe siuó por voluntad de los par- 
ticulares, si estos voluntariamente be someten á esta jurisdic- 
ción especial y le lijan la extensión de su c ompetencia en cuan- 
to á las cuestiones, forma y m do de resolver, es incuestionable 
que esas mismas parles no pueden decir , sin inconsecuencia, «ue 
ese tribunal y lo actuado ante él t es nulo por ser incompetente, 

14" Que, por consiguiente, ni el infrascrito ni los arbitros son 
incompetente» para entender en este asunto y aunque así no 
fuera, la incompetencia de jurisdicción no sería en ningún caso 
causa suficiente pura fundar la nulidad del laudo pronunciado, 
¿lo será la circunstancia de no constaren autos que los arbitros, 
inclusive el tercero, no formasen tribunal? 

15 a Que es verdad que la ley 32, título 4", Partida 3*, c*ta- 
bleceque si las partes al hacer el compromiso no estipuláronla 
forma para laudar, deben encontrarse todos reunidos al resol- 
ver, y que si en este último caso no formaren tribunal la sen- 
tencia que dieren no sería válida. ¿Es aplicable al caso su£>-/'«- 
dice, la disposición de la ley recordada? 
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!6° Que no lia de perderse de vista que para resolver esta 
cuestión es necesariu atenerse á los términos del compromiso. 
La cliíusula cuarta (véase foja 165), eatnMece textualmente tu 
siguiente: «él término para laudar serú el di- 15 día-, a con- 
tar desde la última aceptación, debiendo intervenir el tercero, 
cuando 80 produzca la discordia filtre los arbitros de ¡as par- 
t. s* ¿Importa ésta clausula estableen la matura en que los 
árlitros han de dictar su fallo? 1 mudablemente sí, cuando las 
partes dicen que c] tercero debe intervenir « nandú su produzca 
ta discordia eatfe los arbitros ¿uu han di< b-». por lo mismo, que 
antes que esa discordia sé produzca, el tercero nada tiene qu. 
hacer? 

17" Que como quiera que se interprete la cláusula 4 o trans- 
crita, lUTcsariíi mente se llega ¡i la comiiuion de que los 
arbitros pudran obrar separadamente, pues que, á ni> ser así. 
no se explicarían los términos empleados por las partes al re- 
dactar el compromiso. 

18° Que tan es así, que si los arbitros se bubieseu puesto de 
acuerdo :>outo las c.estiunes que iban á resolver, el tercero ft0 
hubiese intervenido, lo que, á ser exacta la tésis del recurrente 
importaría un vicio de nulidad del laudo, contra la voluntad de 
las partea y las más elementales nocima-s del juicio arbitral. 

19* Que la interpretación verdadera que las partes dieron al 
compromiso, ha sido dadu por ellos mi-unos, como consta del 
acta (véase foja 506) de su referencia, de lo que resulta que á 
petición del representante del Ferrocarril del Sud, se decían) 
iiíwm necesaria la presencia del tercera en discordia en el jui- 
cio verbal á que fuernn convocados para oir sus alegaciones. 

20' Qae en presencia de esa confesión del mismo apoderado 
del Ferrocarril del Sud nose eitpliea que ahora se sostenga que 
la presencia del tem-ro en el momcutodedictar el lando, sea uu 
requisito de tal manera necesario, que su omisión lo vicie de 
insubsanable nulidad. No, lo que la lev exige y lo que las par- 
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tes h tu querido, es que --1 tercero, llaina*l- ► a dirimir la diver- 
gencia entro los arbitros, eonoeieM' la- alegaciones respectivas 
v las opiniones que informaban la resalneion tle cada tino de 
los arbitros, romo se comprende, el hecho de qne tanto los ar- 
bitros, como el tercero, formulasen -u sentencia en pieza -epa- 
rada, no importa decir que los primeros no se reuniesen para 
laudar y que el tareero no conociese la- razones determinan tas del 
voto dcsn- colegas, puesto que, producida la discordia, s-b* pasa- 
ron los autos con lo- laudo-; respectiva pura que h> dirimiera. 

21" Que, por consiguiente, á estar a* l«»s términos del compro- 
miso y ¡i 1i manera cómo las partes lo entendieran, bi forma- 
ción del Tribunal no era necesaria t;u la forma en que hoy se 
pretende por el representante del Ferrocarril del Sud. 

22" Que las Consideraciones que preceden, demuestran que 
la sentencia arbitral pronunciada, no puede ser iuvalid ida por 
los fundamentos aducidos por el recurrente y que por lo tanto 
no puede anular su eficacia legal. 

23™ Que desestimado el recurso de nulidad, debo considerar 
el de reducción, que también *e interpone Fstc recurso que 
daban nuestras antiguas ley» -, subsidiariamente aplicable á 
los puntos no previstos por nuestra ley de procedimientos fede- 
ral, procedía onando la sentencia arbitral fuese pronunciada 
contra natura ó contra buenas costumbres ó fuese tan desagui- 
sada que no se pudiese cumplir. . . (véase ley .'M, titubé", Par- 
tida 3 4 ), 

21" Que conviene observar, respeetu de esta ley, que ella es 
incompatible con nuestra- leyes de carácter genera] y por ron- 
siguiente, su aplicación no podría hacerse hoy día, sin violar 
las prescripciones de aquellas* Nuestro Código í'írit, sanciona- 
do posteriormente á la ley de Procedimientos federal abolió la 
lesión enorme ó enormísima que admitían la- leyes de Partida , 
como causa de rescisión de los contratos. 

2j" Que desde luego se comprende que bajo el imperio de 
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lis leyes que autorizaban la rescisión de los contratos por esta 
causa y beneficios como el de restitución in integntm en favor 
de los menores 6 incapaces, se permitiese pedir la reducción de 
sentencias que llegasen á consecuencias verdaderamente absur- 
das; al fin y al cabo, el recurso de reducción no era en el proce- 
dimiento otra cosa que la sanción de ta ley de fondo que autori- 
zaba la rescisión por causa de lesión. 

2f> ( Que no hay que perder de vista, qut- un pleito es en efecto 
un cuasi-contrato á que son aplicables las mismas reglas esta- 
blecidas para los contrato s. Pero, bajo el imperio de nuestras 
leyes actuales, que lian abolido por inconvenientes la restitu- 
ción ím intvíjrum, )a lesión enorme, etc., no es posible mante- 
ner la aplicación de la ley de forma, que autoriza la reducción 
del laudo de los arbitrad ores, porqne ella impoi taifa mantener 
instituciones que lian sido expresamente abolidas por razones 
de manifiesta utilidad general. 

27" Que esta sola consideración, hace necesario decidir si el 
rectiTso de reducción se refiero al fondo de los actos ó á la for- 
ma del procedimiento; que cualquiera que sea el concepto que 
de esto pudiera formarse, la inaplicabilidad de esa ley seria la 
consecuencia final, porque si se refiere al fondo, habría sido de- 
Togada por el Código Civil, y si á la forma, no pudría prevalecer 
en presencia de Iüs disposiciones de este último, que reglan de 
una manera general los contratos y actos jurídicos, cuya efica- 
cia se busca en las contravenciones judiciales. Vale esto decir 
que el recurso de reducción que autorizaba la ley de Partida 
citada, no es de aplicación en el día, cualquiera que sean los 
motivos que se invoquen para fundarla. 

£&« Que demostrado, como queda, que las ratones aducidas no 
fundan en manera alguna la nulidad del laudo arbitral y la im- 
procedencia del recurso de reducción, ¿procede la revocación de 
sentencia de los arbitros? Para esto sería necesario qne se hu- 
biese demostrado la insubsistencia legal de la sentencia. El 
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recurrente no aduce razón alguna con este objeto, concretándose 
a pedir que se reduzca A proporciones equitativas la condena- 
ción contenida en el laudo. Basta enunciar esta circunstancia 
para convenir en que la revocación de la sentencia no es posi- 
ble; no hay caso. 

29° Que si reconoce implícitamente que la cuestión ha sido 
resuelta con arreglo á la ley, circunstancia de que la condena- 
ción pueda ser exagerada, no es motivo que autorice la refoTma 
de la senlen:ia;al que estatuyo, en su calidad de Juez, no leea 
permitido apreciar la bondad intrínseca de la sentencia y sí so- 
lamente sus formas externas. Si esa sentencia ha sido pronun- 
ciada en conformidad á las estipulaciones contenidas en el com- 
promiso, las partes deben imputarse á si mismas el perjuicio 
que pueda resultarles de la manera cómo los árbitros han de- 
sempeñado su mandato. 

20' Que para que procediera la revocación 6 reforma de la 
sentencia, sería indispensable que se hubiese demostrado que 
ésta no es conforme á las constancias de autos y probanzas ren- 
didas por las partes. Esto no se ha hecho por el recurrente y 
siendo la sentencia arreglada á las formas de la ley, esa senten- 
cia debe ser confirmada. 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escritos 
(véase fojas 22 y 82)* de la parte del señor don José Vicente Be- 
nitez, que el Juzgado encuentra arreglados á derecho, fallo: no 
haciendo lugar á los recursos de nulidad y reducción de las sen- 
tencias arbitrales de fojas SIS á 541 inclusive, que en sn con- 
secuencia confirmo en todas sus partes, mandando que, ejecu- 
toriada que sea ta presente, se lleve i debido efecto, sin es- 
pecial condenación en costas, en atención i la naturaleza de la 
cuestión. Molifiqúese con el original, regístrese en el libro de 
sentencias y repónganse las fojas. 



Mariano S. de Aurrccoechea. 
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r*lt« «I* I» Suprema Cnrle 

Buenos Altes, Setiembre IV' dé I89S, 

Vistos y coiuiderand-,: ÍVí'mjpí o: Que constituido el ttiliu* 
nul arbitral de conformidad con las estipulaciones de los inte- 
nsados y las prescripciones do k ley, b* Arbitros don Alberto 
de tiainza y don Agustín 1- Kodriguez, nombrados respectiva- 
aiente por la j arle del Ferrocarril y pi k de don José Viente 
Beuitez, discordaron sobre la sentmeia á pmmmt'iar, constg- 
nando e.ida ano per separado las conclusiones A que creyerou 
deber Uégat. 

Sefpmdo: Qnc en consecuencias? requirió la intervención del 
tercero don Luis M. D»yhenard t cayo concurso sr había prr- 
vistn para el caso de discordia, pronunciándose él también sepa- 
radamente y sin que sus opiniones coincidieran ni con la del 
uno, ni con la del utro de los arbitro* discordantes. 

Tercero: Que está fuera de cuestión, tanto por reconocerlo 
ambas partes, como pi>r resultar así délas constancias de autos, 
que el tercero no bu formado tribunal con los arbitros discor- 
dantes al pronunciar el fallo, ui celebrado con ellos conferencias 
previas al objeto del cambio de ideas y conocimiento recíproco 
de las razones de decidir» que cada uno de lustres Arbitos hubie- 
se tenido que expresar. 

Cuarto : Que en virtud de esos antecedentes, la parte del Fe- 
rrocarril sostiene la nulidad del laudo, haciendo de dieba omi- 
sión una délas causales en que funda el recurso, mientras que 
la de Benite::, sin desconocer la exactitud del hecho, pretende 
que él nada afecta A la validez del expresado laudo. 

fjuitíto: Que en principio, los arbitros, á la manera de los 
tribunales colegiados deben formar tribunal pura pronunciar 
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sentencia, porque, cüitn> Indice la ley veinte y tres, título cuar- 
to, Partida tierdttrá^ e|po«í*! páralos ¡irhitros, y I» repite en 
sustancia la ley diez y siete, título veinte y d»s do la misma 
partida que consigna reglas generales sobre la materia: bulos 
tos avenidores deben ftr mwr puntido 'hubieren d dar et jumo 
... o si por aventura tales razones pudieran fti haber ti aftas 
ai hubiesen estudn itresrnte. (¡m por vMm arria dada la senten- 
cia de otra manera. 

Sécelo: Que las mencionadas il i siiosícion^s «■»ni-<*biilus en ter- 
mino generales, deben aplicarse general é indistintamente, 
c>:]iiprendi*mrin. por tanto, el desarrollo del manáis arbitral en 
sus di versas faces. 

Sijdirno: <¿un toda duda :tl respeto desaparee ante tas 
¡prescripciones do la ley veinte y nueve del ini-nm título cuarto 
y fartiila. al disponer que si « acaeciera que los avenidores fue- 
Seii iguales así romo «ios ó cuatro, é 1-h unos quisiesen dar un 
juicio é tus otro* utru, siendo t nito los de la una parte como 
los de la otra, entonces decimos que deben lo* jueces ordinarios 
apremiar 'también á las partes como ü b»s avenidores que un 
lióme bueno que sea común en querer el derecho para amas par- 
tes y mancarles que se acuerden en uno para librar aquel pleyto, 
e si por ventura non se acordasen, lo que >c judgarv, la mayor 
parte, aquello debe valer», siendo de notar que la doctrina de 
esa ley sirvió de fundamento á la resolución corriente á foja 
doscientos veinte y tres. 

Octavo: Que l«s precedentes «le esta Suprema forte sirven 
á continuar esos principios, como se Ve en la causa que Se re- 
gistra en la página trescientas setenta y una, serie segunda, to- 
mo trece de sus fallos, en la que, después de establecerse en el 
hecho «que scgüo Indica el señor Hnergoiuno de los arbitros), 
habiéndose encontrado en discordia con su colega el señor Ko- 
driguez ocurrieron al tercero, quien tuvo con t lias varias confe- 
rencias sobre el asunto sometido á su juicio, y se adhirió al lau- 
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do del señor Rodriguei, después de vistas la* cartas, las cuen- 
tas presentadas y demás alegado por los inten sados, como 
«i presa en su laudo de fjja ciento cuarenta y nueve, se agrega 
que por los mismos, c los arbitrad ores y el tercero eti discordia, 
cuando éste se adhirió a hi opinión ríe uno de aquellos, ya cu- 
nucían y habían manifestado cuál era el juicio de cada uno 
sobre la cuestión, y no hay, por consiguiente la nulidad que 
establece la ley treinta y dos, título cuarto, partida tercera»; y 
como se observa de una muñera aún nías positiva en la causa 
legislada en la misma serie, tomo segundo, página doscientas 
Teinte y tres, leyéndose én el considerando quinto del fallo: tque 
si bien is cierto yie según la ley treinta y dos, título cuarto, 
partida tercera, los arbitros y el tercero deben laudar forman- 
do tribunal, tn misma ley exceptúa el caso en que las partes los 
h 11 bit-re n facultado para fallar, maguer non se asertaren en 
ano Rj. 

A'ot>e/*o: Que es indudable que el requisito de la formación 
del tribuna] para el fallo arbitral desaparece, según los térmi- 
no» expresos de la citada ley treinta y dos, si iotorgattlas par- 
tes á los avenidores cuando meten su pleytu eu manos de ellos, 
que maguer non se asertaren todos en uno cuando quieren dar 
juieio que los que hi fuesen que lo pudiesen facer* , de modo que 
la validez del laudo en cuestión no podría ser impugnada por 
la causal que se oponía si se hubiese conferido á los arbitros el 
poder de laudar maguer non se asertaren todos en uno, cuando 
hubieren de pronunciar sentencia. 

Décimo: Que el compromiso no contiene estipulación alguna 
que confiera esa autorización de una manera expresa ni deriva- 
da de la interpretación de sus cláusulas. 

Undécimo: Que la circunstancia a ¡Mteriori, de haberse 
opuesto la parte del Ferrocarril á que el terceto interviniese en el 
procedimiento antes de la oportunidad en que estaba llamado á 
ejercer su mandato, u sea cuando los arbitros celebraban su pri- 
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mera sesión para oír á las partid, y cuando, por consiguiente, 
no si* haHía producido la discordia que mu tirara la reunión del 
tercero con ellos para decidir la -Musa, no importa sinó el lle- 
no regular de la tramitación del juicio y de ninguna manera el 
acuerdo ííé voluntades, necesario en derucho para conferir po- 
deres especiales en pugm con la regla general. 

Duodécimo: Que no habiéndose otorgado poder 4 loa arbitros 
para laudar maguer non se acertasen todos en uno, el laudo pro- 
nunciado en osU causa adolecí» del vicio *Ir* nulidad san -iona lo 
por las recordadas leyes treinta y dos, titulo cuarto, y diez y 
siete, título veinte y dos, Partida tercera. 

Décimo tercero: Que no hay necesidad, en su mérito, de to- 
mar en áóaéidérloian las demás causales de nulidad invocadas 
por el Ferrocarril, desde que es improcedente lnd* 1 incompeten- 
cia, ni es oportuno, por lo mismo, apreciar el recurso de reduc- 
ción que también intenta. 

Decimocuarto : Que las leyes citadas son las que correspon- 
de aplicar, de conformidad ton lo dispuesto en el artículo tres- 
cientos setenta y cuatro de la ley de procedimientos, no siendo, 
por tanto, de oportunidad la interpretación de otras leyes qne 
no tienen la fuerza de tales en el caso, en cuanto no están des- 
tinadas á reglarlo. 

Décimof¡uinto: Qne la pertinencia de la aplicación de las 
leyes generales, al presente asunto, resulta de la circunstancia 
de que el sometimiento á arbitros ha tenido su origen en la vo- 
luntad de las partes y no en ley alguna provincial, debiendo, en 
consecuencia, reputarse incorporada* al contrato las leyes que 
rigen el procedimiento federal en cas" de jurisdicción federal 
con Unta mayor razón cuanto esta jurisdicción estaba ya en 
ejercicio, siendo ante Juez de ese fuero y andando ia oausa, 
que se celebró e) mencionado convenio. 

Décimosexto : Que así, esta Suprema Corte invocó con pro- 
piedad las leyes generales, al decidir contrariamente á las pre- 
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tensiones del Ferrocarril, el incidente sólito susbsisten. ia del 
compromiso arbitral y nombramiento de tercero. 

DécimoséptivW : Que esa resol nc¡ un li nal iza tuda controversia 
que tienda á poner en cuestión si han de ser las leyes genera- 
lea ó las de la provincia de Buenos Aires las que rigen los dere- 
cho- y deberes derivados del com pr. aniso arbitral, pues que 
nada autorizaría á someter la con vención ¡i reglas desemejantes 
Ó contradictorias eti las diversas emergencia* emanadas direc- 
tamente del contrato y sobre derechos cómunés ¿ parles, im- 
plicando ello, al itrario, la violación de los derechos que, en 

tratándose de contratos, establecen un;» ley única, ya sean cele- 
brados dentro, ya fuera del territorio dé la K» pública, en cuanto A 
su validez ó nulidad» su naturaleza y Coligaciones que produzcan 
(artículo mil ciento noventa y cinco y siguientes, ("v.dign Civil). 

Décimooctavo: Que es oficio del Juez aplicar la ley perti- 
nente a los casos ocurrentes, loque además ha sM» requerido 
por la parte del Ferrocarril fundando el recurso de nulidad, sin 
que a ello obsten doctrinas contrarias que, sin éxito favorabh , 
haya sustentado la misma parte con el intento de hacer prospe- 
rar incidentes promovió en el juicio antes déla urbanización 
definitiva del tribunal arbitral, debiendo hacerse (mistar que 
rechazando análogas doctrinas es que se pronuncié el faifa eje- 
cutoriado de foja doscientas veinte j tres, qrtu traza vías, de 
que ni el Juez, ni las partes puedan apartarse, á no mediar 
entre las últimas una convención que modiliqueta anterior; con- 
vención que, es excusado agregar, no se ha realizado, 

Oécimonoveno: Que investigaciones prolijas conducen á es- 
tablecer que, en casos regidos por las leyes venérales, esto Su- 
prema Corte ha mantenido invariablemente los principios con- 
signados en esta sentencia, declarando la validez de los laudos 
impugnad us por razón tle la forma en que fueren acordados j 
dictados, cuando ha recurrido, en el hecho, 6 que esa forma se 
había sustanciilmente llenado, ó que los árbitros y el tercero 
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estaban autorizados p>»r el compromiso para fallar mufjiier non 
se a? criasen en uno. 

Vigésimo: Que derivándoselos podares de los/irbilros volun- 
tarios del mandato conferido por Ieis partes, 110 cabe duda 
i[ue se arrogan jurisdicción de que carecen, cuaudo laudan sin 
facultades ó con exceso en las que Se les hubiesen acordado. 

Vvjrsimo primero: Que así sucede tanto cuando laudan en 
virtud ilc su compromiso fenecido por bnber vencido el término 
acordado al efecto ó sobre materia no comprendida, como cuan- 
do 1« hacen en número menor que el designado, 6 dictan el fa- 
llo aisla lamente, con violación del deber de formar tribunal, 
sea este deber él resultado de una convención explícita ó dé una 
contención implícita. 

Vigésimo sefpmdo: Que el acto producido en esas condicio- 
ne», sólo impropiamente puede ser calibrado de sentencia, pues 
que esta 110 existe en realidad, sinú tomando por base la/um- 
(íwí'ondel que la pronuncia, loquees materia de órden público. 

Vigésimo tercero: Que en consecuencia, la renuncia de recur- 
sos estipulada en el compromiso, no puede referirse á nulidades 
que, afectando el laudo mismo despojan á éste de ese car.lcter, 
siendo así de oportuna aplicación al caso la doctrina que surge 
de la resolución de esta Suprema Corte, qne se registra en !a 
série primera, tomo octavo, página doscientas setenta y cuatro 
desús Fallos. 

Por estos fundament >s: so revoca la sentencia apelada de fo- 
jas ciento siete y siguientes, y se declara nulo el laudo pronun- 
ciado en los autos y de que ha sido materia el recurso de nuli- 
dad interpuesto. Repónganse los sellos y devuélvanse, pu- 
diendo notificarse con el original . 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA». — OCTA- 
VIO BfINGfc. — JDAW C. TOftKfcPtT. — 

luis v. vaiiela (en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Vistos y considerando: Que en el convenio di- foja ciento se- 
senta y cinco (expediente principal), el Ferrocarril del $ud re- 
currente y su contrarío Benitea, acorduron expresamente en la 
cláusula octava, que: t las partes renuncian ou absoluto todos 
los recursos, incluso el de nulidad, y si alguno lo interpusiese 
b«jo cualquier pretexto, no será oída». 

La purie del I erro- arril pretende que esa cláusula del com- 
primido no puede menoscabar su derecho para interponer los 
recursos que ba deducido «porque la nulidad, reducción y apela- 
ción tienen siempre lugar aunque las partes hiciesen renuncia 
del recurso, si la sentencia arbitral contiene injusticia ma- 
nifiesta** 

De estas palabras textuales del escrito en que se deducen los 
recursos de reducción y nulidad, asi como del contexto mismo 
de esa presentación, parece deducirse que el fundamento capi- 
tal de ellos se apoyase en la injusticia manifiesta que el recu- 
rrí nte atribuye al lando arbitral de que reclama. 

Pero cualquiera que fuere esa injusticia,}' por monstruosa que 
fuese la conclusión ti que ella arribase, refiriéndose ella sólo al 
fondo del negocio puesto en arbitros y no & los procedimientos 
de estos, la Suprema Corte ha establecido como jurisprudencia 
invariable que los tribunales federales son incompetentes para 
entender en recursos d^ nulidad que se refieran al fondo y no á la 
forma délos laudos arbitrales. 

Por otra parte, al pretenderse que es nula la cláusula octava 
del compromiso, que consiga* la renuncia absoluta á todo re- 
ourso, incluso el de nulidad, contra el laudo arbitral, se impug- 
na el compromiso en sí mismo y no el laudo, y lo que forma la 
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materia dt*l actual pleito áoés la validez, ó nulidad del compro* 
mi^o ? sínó la validez ó nulidad del laudo, 

En cuanto ú las ratones legales que hagan nula la renuncia 
expresa a todos l"s recursos, hecha por las partes en el compro- 
miso, el recurrente no ha inV'icado ley alguna que la consigné; 

Los úii icos testo-» legales que se han invocado, son sólo leyes 
de Partidas y Recopiladas, que se citan como supletoria!» de la 
ley de catorce de Setiembre do mil ochocientos sesenta y tres, 
con arreglo al artículo trescientos setenta y cuatro de la misma, 
pero esas leyes sólo sirven para reglar los procedimientos judi- 
ciales, en cuanto no lo estén por la ley nacional. 

Los derechos de Las partes que nacen «le un compromiso, no 
forman parte de los procedimientos judiciales, porque, siendo 
aquel compromiso un acto jurídico, las obligaciones que de él 
nazcan están regidas por el derecho de fondo, por el derecho ci- 
vil, que es la ley del contrato (Código Civil, artículo nuevecien- 
tos cuarenta y nueve). 

*Ln que no está dicho explícita ó iiupÜritatiK'nte en ningún 
artículo del Código Civil, no puede tener fuerza de ley en 
derecho civil, aunque anteriormente una disposición semejante 
hubiera estado en vigor sea por una ley general, sea por una ley 
especial* (Código Civil, artículo veinte y dos). 

No siendo, pues, en las leyes anteriores al Código Civil en la» 
que debe buscarse el alcance délas estipulaciones del convenio 
de foja ciento sesenta y cinco, sinóen el teito mismo de este 
cuerpo de legislación, debe ante todo consignarse si las partes 
han podido renunciar por acto espontáneo, en absoluto, á todos 
los recursos, incluso el de nulidad contra la sentencia arbitral, o 
sí ellas han ultrapasado su derecho al hacerlo. El artículo diez 
y nueve del Código Civil dice que: «La renuncia general de lis 
leyes, no produce efecto alguno, pero podrán renunciarse los de- 
rechos conferidos por ellas con tal que sólo miren al interés 
individual y que no esté prohibida su renuncia. 
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i 

Dosson las cuestiones que es menester plantear y resol w, 
al aplicar el urt (culo precedente al caso subyUÚm ' 

Primera. Los ocursos renu «natíos en el compromiso tle 
6ga cimto sesenta y chico afectan sólo al interés privad ? 
SegniBli. ¿Hay alguna ley que prohiba su renuncia ? 
£ára resollar ambas aéMfóffli es mem-ter tener en cuenta 
que nittgüt) acto voluntario tendrá el carácter ilícito si no fuese 
expresamente prohibido por las leyes ordinarias, municipales ú 
reglamenta de poli¿fa¡ y que lo, jueces no pueden declarar otras 
nulidadc* de mmm frÉfógflP que las que en ál Código Civil 
te lístaulécén (Código Civil, artículos mil treinta y siete y mil 
sienta v seis). El recurrente no ha invoeado el testo de la lej 
que ínfaíMa el acto jurídico, en cuanto se refiere á la renuncia 
de lo< imtm que las leyes establecen para alzara ó decir ;de 
nulidad 4e ¡as laudos arbitrales Ni menos ha demostrado que 
esa renuncia esté prohibida por las leyes. Es indudable que, 
siendo las cuestiones que reglan jurisdicciones de los tribunales, 
em bones de órden ptibUeé, ninguno de aquilea procedimien- 
tos que afecten al orden publico puede ser renunciado por con- 
venc.une.entr, partes, ni juzgado por resoluciones judiciales. 
Pero, cuando se lia constituido p r las partes que litigan en un 
pleito, un tribunal voluntario declarando quejesa jurisdicción 
arbitral es la que eligen para que resuelva el pleito enlodo 
tiempo, v agregan que * venuneiuuen absoluto a todos lo, recur- 
sos, incluso el de nulidad >, esta renuncia no afecta en lo más 
mínimo al órden público, pues ..o altera ni afecta el órden 
de las jurisdicciones, y sólo mira al interés de las partes ó por 
k garantía que esos recursos ofrecen y pueden renunciarlo* 
como cualesquiera otros derechos que las leyes le acuerdan, en 
tanto que no exista prohibición expresa al respecto. 

Éii ¿sastra legislación de forma, incluida la supletoria de 
la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tros,' no existe disposición alguna que viciede nulidad el hecho 
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di que *-l tercero ni discordia no se baya reunido cun los 
arbitros para f -miar tribunal antes (le laudar ; porque aunque 
la ley veinte y nueve, título cuarto, partida tercera, dice que 
en cas» de discordia : t deven los juezos ordinarios apremiar 
también A las partes como X los avenidoras que tomen un lióme 
bueno que sea comunal en qu.-rer par;» ambas las partes, tí* 
mandarles que se aenenh'ti at uno fnittt iifirnr aqiicl pleito »; 
esta ley uu impone la nulidad <!el laudo >¡ no se iicordasen « n 
ütio lo^ lírbiirusyel tercero, limitándose ;i decir que * si por 
aventura no se acordaran, lo que juilgasr la mayor parte, aque- 
llo de ver valer*. 

Es verdad que la ley treinta y dos del mismo tí'nln y par- 
tida dice : * que los avenidores deven cuando avinieren ;i dar 
el jiiyziu, y lo -que dixeren todos i aquella razón, ñ la mayor 
partida dellos, *>sso (leve valer. K A entonces todos non fuesen 
y presentes, el juyztu ijue dieren non sería valedero»; pero 
esta ley no sólo se relien- exprés miente al caso de disidencia en 
que interviene un tercero en discordia, sino que expresamente 
se relien- al ca-^o cu que se constituya un tribunal colectivo de 
arbitros que interviene desde el principio del jubiu y no p ira 
dirimir contienda alalina. Asi, en SU principio, esa misma ley 
dice: * Otorgan poder las partes a todos los avenidores cuando 
meten su pleyto en mano dellou que maguer non se acertasen 
todos en uno cuando quisiesen dar juyzio los que y fuesen lo 
pudiese facer. Entonces deeytnos que en aquella manera que les 
fui otorgado de las partes el poder de librar el pleyto que assi 
deven nssar d lio, e non en otra manera». Estos términos son 
perfectamente claros y prueban que la ley treinta y dos, título 
cuarto, partida tercera, sólo se ha referido tí los tribunales colec- 
tivos de arbitros en que deben estar todos presentes para laudar; 
pero si fuese otro el alcance, ella misma serviría para demostrar 
que las partes pueden eximir A los Arbitros de la obligación de 
reunirse en tribunal, de conferenciar y aun de oírlos, porque los 



284 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Arbitros « deben librar el pleyto en aquella maneta que les fué 
otorgado por las partes e non en otra manera », 

Siendo esta ley una ríe las supletorias de procedimiento rigen- 
te, citada con reiteración por el apelante, es oportuno recordarla 
para demostrar que la falta de reunión de los arbitros en el 
procedimiento arbitral; no afecta il orden público, puesto que 
es reuunciahle por tas parles, y por tanto, cae dentro de lo que 
puede renunciarse como nulidad posible dn un laudo. 

No existe tampoco en nuestro Código Civil disposición algu- 
gunn que prohiba semejante, renuncia, hecha por personas 
hábiles para contratar, y que no tienen, para sus actos, nece- 
sidad de ninguna de las protecciones peculiares y cs| iales 

que la ley ha creado en favor de los menores ó incapaces, ó 
con que ella ha querido amparar, para evitar actos civiles que 
afectan al urden social. Los recursos que las leyes acuerdan con- 
tra la sentencia de los tribunales, tanto en el órden ordinario de 
los juicios voluntarios, no son sino garantías que se ofrecen 
por la República á Jos individuos para el may.»r acierto de los 
fallos. No se ataca ;il órden público por el hecho de que una 
de las parte no apele una sentencia ó no diga de nulidad de un 
auto evidentemente nulo, y por tanto, tampoco se ataca a) 
orden público si se renuncia anticipadamente, á Iba recursos 
que puede dar lugar al laudo arbitral. 

Lo único !¡ne la ley ha exigido es que un fallo al que se llama 
laudo arbitral, revista los caracteres de tal, y para que tal se 
le considere y traiga en consecueneia aparejada ejecución, bas- 
ta que los arbitros hayan laudado dentro del término que se 
les acordó y sobre los puntos que se someten iS su fallo. 

Son las mismas leyes supletorias de la ley de Septiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, las que han establecido termi- 
nantemente este procedimiento La ley cuarta, título veinte 
y uno, libro cuarto, Recopilación Castellana (ley cnatro, tí- 
tulo diez y siete, libro once, Novísima Recopilación) ha con- 
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signado r[i]o no debe atenderse recurso alguno sino contra el laudo 
arbitral que se dictase por los jueces arbitros y arbitradles 
usando do ta facultad 411? les fué dadu dentro del término que 
les fui dado y $obj*e que fué comprometido; y esta Suprema 
Cort e, en cuso que se registra en el tomo nueve, serie prime- 
ra, página doscientos setenta y dos, aplicando esa léjí, reto- 
cando tina sentencia del inferior 011 que se limitaba A establecer 
que no se entendía renunciado el recurso de nulidad, en la 
renuncia general de recursos, declaró que son laudos arbitrales 
con tos requisitos de derecho, los que se lian dictado con los enun- 
ciados en la le y cuarta, título veinte y uno, libro cuarto de la 
Recopilación Castellana; y que, por consiguiente, sólo la nu- 
lidad que se funda en la falta de alguna de esas condiciones 
esenciales, puede impedir la ejecución de las sentencias pro- 
nunciadas por arbitros. En el caso mb-jtttlice noseha insinua- 
do como causa) de la nulidad aducida en el recurso, ni la falta 
de jurisdicción de los arbitros ni el que hayan laudado fuera 
del término acordado, ni sobre puntos no comprometidos. En 
cuanto á tos arbitros, lo Unico que se Ies reprocha, es et haber 
laudado sin sesionar en tribunal, pretendiendo una de las partes 
que ésto fué es preso mente convenido y la otra recia mtindolo 
como un requisito esencial. Cualquiera que fuere la resolución 
que á ese re pedo hubiese de darse en la oportunidad corres- 
pondiente, si ella se presentase, es indudable que no es éste ct 
momento de discutirse esa cuestión, pues en el compromiso 
de foja ciento sesenta y cinco, las partes con vienen que la nuli- 
dad, como recurso, no podrá interponerse, y que, * si alguna 
la interpusiere bajo cualquier pretexto t no será oída >. 

Estando esta cláusula incluida entre las convenciones del con- 
trato, ella obliga A las partes á someterse á sus términos como i 
la ley misma (Código Civil, artículo mil ciento noventa y siete); 
y habiéndole deducido la nulidad del laudo como recurso, por el 
Ferrocarril, él no debe ser oído, porque cualquiera que sea 
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el pretexto que invoque para introducir ose recurso, él ha- 
bí i renunciado anticipadamente ú izarlo. 

8i la nulidad invocada fuese fe apellas que por la ley tiéian 
el fallo y te hacen nuh, no es por la vía -leí recurso que ella lia 

podido deducirse. 

La nulidad, en tal caso, puede ser otorgada, bien en la opor- 
tunidad que establece «d artículo doscientos sesi-nta y ocho de 
| U \ex do Procedimientos, como razón que afecte la habilidad 
del título, 6 bien sea como una acción principa!, después de 
la ejecución, pan repetir So que se su punga indebidamente pa- 
gado (fallos; s.Vie primeva, tomo nueve, página doscientos se- 
tenta y cuatro). 

m los tribunales de la Capital de la República, donde la 
ley de Procedimientos dice exprésamete que: «¿ten el compro- 
mUo no se hubiese acordado ia Muía en que los arbitros han 
de conocer J faliar el asunto, io hará» siempre [ovmamh tri- 
bunal haciéndose extensiva á los amigables componedores esta 
dispuJlcifin íCÜdlgO de Procedimientos, artículos setecientos 
orienta v tn-s j setecientos ochenta y nueve), la Cámara de 
loelajionea ha resuelto en el único choque se registra en sus 
fallo- (serie primera, tomo quinto, página doscientos diez y 
wW } que el haber fallado los amigables componedores sin for- 
mar tribunal, no produce nulidad, y que esta causal no autori- 
za semejante recurso, que s61o es admisible por el artículo 
octeíentos ochu en los mismo, Wm de la ley cuarta, título 
cuarto, libro oree. Recopilación Castellana, 

Tula juriíimidimciu extranjera d- países donde la nulidad 
d 8 los laudos de umigaMes componedores q'ie no se hubiesen 
reunido en tribunales le l,y expresa, se Ua reconocida como 
táUda la r.uuuciade los recursos de alzada, nulidad y cualquie- 
ra utm. Esta no importa que allí se haya desconocido el derecho 
de las ¡-artes para alegar esas nulidades que nace.» de vicios 
sustanciaos del procedimiento ó de falta de jurisdicción en los 
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Arbitros ú de exceso en el mandato conferido por el compro- 
miso. Es precisamente fundándose en el hecho de que en esos 
caso-; no hay senté;. cía que se reconozca, que la renuncia de/af 
recursos que pueden promoverse contra una sentencia, no im- 
porta la renuncia do las querellas que puedan deducirse en la 
furnia de acción principal, alegando la nulidad, ú en la forma 
de oposición ¡i la ejecución del Iñudo alegando la excepción de 
inhabilidad del título. 

En el caso sub-jitdice, la nulidad alegada por vía do recurso 
es contrario al texto del convenio de foja ciento sesenta y «¡neo, 
que obliga ¡i las partes como á la ley misma y conforme á los 
términos empleados en ese acto jurídico, malquiera que sea el 
pretexto qm ne invoque al interponer < i recurso de nulidad, 
la parte quü lo interponga no debe ¿er oída. 

Por estos fundamentos : se decía*., improcedente la interpo- 
sición do los recursos promovidos por la parte del Ferrocarril 
del Sud; y repuestos los sellos, devuélvanse. 
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4 Al HA t * 'XI.IV 



//oí* Fíwtmco ámeitáfa torrado» ¿uan ffcfofe ^tniéi*<íício 
¿fe rradrar: sotVc mm\W $ dí ' personería y a tanon 
tlv ecieciQn, 

Sumario.— i* No puede carecer de personería «►! q,m- entabla 
una acción ú nombre propio. 

S ü i:i interdicto que s<> funde en hechos personal* -s del de- 
lümiidttdoé uo le ila Aéiec^ paraeil... t|e oviccicni al dueño del 
inmueble del cual es locatario. 



Ümp, — Lo explica el 

fall* «el #o*« r«4«r»l 

Tueurnati, Sin yo H* IWlá. 

Vistos: estos autos, eu cuanto se refieren á la articulación de 
j.révio pronunciamiento promovida por don Juan Vitólo á foja 
U, Á propósito de la demanda entablada contra él por don 
Francisco Armendia, sobre interdicto de recobrar la posesión, 
con lo alegado por las partes, 

Y considerando : Que la articulación se funda: i" en que, 
según la demanda, el demandante se presentaba por sí j en 
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nombre dr otras personas á quienes les llamaba bus comuneros 
sin presentar documento alguno que acredito su personería, 
pues es de ley expresa que nadie puede presentarse en jfliófo 
por otro sin acompañar los documentos que acrediten su peí- 
sonería; y 9#M que, según el contrato que se adjunta, eí ex* 
ponente ocupaba el terreno á que se refiere ta demanda, en vir- 
tud de arriendo que le había bocho don Hernán! hu. pajil J quo 
nosiendu el smú simple arrendatario, y viéndose perturbado en 
el uso y goce pa< ílico de. la cosa arrendada, pedía se hiciera la 
correspondiente citación de eviccion á su locador don lUruardiuo 
Cajal, citación que formulaba, ton'toüdo en cuenta las disposi- 
ciones de los artículos 1527 y 1530 del Código Civil, que impo- 
nen esa obligación al locatario, tanto en secar ¡dad do sus dere- 
chos, eomo los del mismo propietario, obligación que le impone 
además el artículo 24tH del citado eúdi»o, 

Que» en cuanto á la primera d-> las excepciones nombradas, 
el demandante no carece de personería legal para entablar la 
demanda que tiene interpuesta, por cuanto en dicha demanda 
se presenta en nombre propio, si bien reivindicaudo un derecho 
que dice tener ea comunidad con otros, manifestación que, 
sin embargo, no le obliga á exhibir poder de éstos, según lo 
establece el articulo 948» del Código Civil. 

Que por lo que respecta á la segunda de dichas excepciones, 
por el contrato mismo presentado por el demandado se descubre 
que no lo ha sido arrendado todo el terreno que fue de don Si- 
món Rodríguez, sinó la parte de él que don llernardiuo Cftjal 
supone le corresponderá en la división; admitiéndose por el bo- 
cho, que existen otros comuneros, cuyos dereoh os no se lia pre- 
tendido comprometer por dicho contrato. 

Que siendo esto así, V itolo no puede escusarse de responder 
á la demanda, dad*i que esta se basa en absorciones puramente 
sujas, con perjuicio de les demás comuneros, sin que su arren- 
dador tenga ú pueda tener inferencia en ellas» 

t. xi ii* 
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Qae, puc consiga iente, no son aplicables los artículos del 
Código Civil citados por Vitólo, porque ellos suponen que el 
locatario es demandado ó turbado sobre lo que se le ha dado en 
arriendo, ó para su tenencia, lo que no sucedo un este caso. 

Por estos fundamentos, se declara: que no ba lugar a las ex- 
cepciones deducidas; y comparezca el demandado á contestar la 
demanda y seguir el juicio en la audiencia del 27 del corriente, 
4 horas de despacho.— Hágase saber y repónganse los sellos. 

Delfm Oliva. 



Faltad» la mm tm mmm Vr%« 

Buenos Aires, Setiembre 31 do 1895. 

Vistos y considerando: Que habiendo don Francisco Armendia 
intentado ia acción ú nombre propio, la excepción de persouería 
opuesta por el demandado no importa la de falta do persone- 
ría siné la de falta tic derecho, la que afectando al fondo de la 
cuestión es materia de la sentencia en la causa. 

Que el actor funda su accionen hechos personales que atribu- 
ye al demandado y no precisamente en actos que surgen del con- 
trato de locación, lo que legitima la personería individual dul 
citado demandado. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado de 
foja veintiséis: se confirma éste, con costas. Repuestos Jos sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, - LCIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAViO 1UINGE, — 
JIJAS E.TORIIENT. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



991 



CAUSA «tt'XLV 



Don Salvador l'osse, contra don Federico Lacróse, propietario 
del Tramway Nitral, por indemnización de perjuicios; sobre 
competencia y arraigo . 



Sumario. — i a Para determinar el fuero en nna acción per- 
sonal, es el domicilio personal del demandado que debe tenerse 
m vista, y no el lijado á la empresa que explota, 

2" No precede ul arraigo contra el extranjero demandante 
que .se halla domiciliado en la República. 



Caso. — Don Bartolomé R. Obligado, con poder de don Sal- 
vador Fosse, ocurrid al Juzgado entablando demanda contra 
don Federico Lacroze, propietario del Tramway Rural, ó contra 
esta Empresa, por indemnización de los daños y per juicios oca- 
sionados con motivo de la muerte de su hija Nieves, producida 
en General Sarmiento, provincia de Unenos Aires, por un tren 
de esa i mpresa, entre los kilómetros 3f y 32, en un paso á 
nivel, donde no había guarda-barrera, y que no anuncié su 
aproximación por medio del silbato, infringiendo así la ley na- 
cional de ferrocarriles. 

Invocó los artículos 4109 y 1113, Código Civil, j terminó pt- 
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diendo se condene al señoría* ruzc al pago de la suma de treinta 
mi! ^sos, eu que estima los dañas y pfirjuicítt?, con costas. 

Acreditado ^ue el demandante es extranjero y vecino déla 
provincia de Humos Aires, y el demandado, argentino y vecino 
de la Capital, *e corrí ú traslado de la demanda. 

Don f 'irlos Silvcvra. por elseiior Lucróse, sin evacuarlo, opu- 
so las i'XCí'Jm- iones de incompetencia y arraigo. 

Dijo: «»ue Ift demuda s« din je eontni la Empresa del 
Tiamway Rural y é>ta tiene su domicilio en la dudad de La 
riafri. según lo* contratos celebrados con el Gobierno de la pr— 
Tincia líe Búcnos Aires, al acordara la concesión de la línea. 
Qoe, por tanto, el Juagado es incompetente para conocer en 
ella ; 

(jue el di-mandante no se encuentra domiciliado eu el lugar 
del juicio, ni se le conocen bienes de ninguna natural* za, igno- 
rante, por tanto, su responsabilidad pura el caso de aacet 
efectiva una condenación en costas por s u temeraria demanda, 
en ruya virtud opone también la excepción de arraigo, que pi- 
de sea admitida, lo mismo que La anterior, con costas. 

El apoderado del actor, evacuando «d traslado conferido, pi- 
dió une no *e haga lugar, con costas, á ¡as excepciones «Pas- 
tas, 

£u>: Que es un lucho público, no desconoc ido, que ta hm- 
presi del Tnimway Kural tiene su dirección ó asiento principal 
en esta Capital, en la que se baila domiciliado también, su pro- 
pietario n-hur Lacree*, 

Que tratándose de una acción personal, ella debe entablarse 
en el domicilio del demandado, que loes en esta Capital, según 
el artículo 80. Código Civil; 

Que el contrato con el Gobierno de Buenos Aires, en caso de 
existir, rio modificaría la jurisdicción; desde que en aquel se es- 
tablecería sólo un domicilio b-gal, no real, para los afectos del 
mi>mo contraía; 
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Que el fuero federal se baila, alomas, debidamente acredita- 
do, por ta diversa vecindad y nacionalidad de las partes, de- 
biendo también tstfflto "0 cuenta ane no so trata de una sacie- 
dad anónima, simi del propietario de una empresa, con domi- 
cilio real en ésta; 

Que la responsabilidad de su representado es notoria, y cono- 
cida, además, del señor Lacree, y ella es sulicionte para las con- 
denación.^ que pudieran sunrittfél juicio. 



Falla «1*1 Jhm t>*>ral 

Humos \trts, Jujfo :il <l" 18S*>. 

Y vMóa : Considerando, en cuanto X la excepción de incom- 
petencia: que se lia acreditadu que el demandante Posse es ex- 
tranjero y qu(f t i demandado Lacroze es argentino, con domicilio 

en esta Capital. 

Que aun cuando s«» haya establecido eu la concesión del 
Tramway Kural, por los poderes públicos de la provincia de Hue- 
llos Aires, que el domicilio de la empresa sería tn la ciudad de 
La Plata, no siendo esta Empresa una sociedad anónima, es el 
domicilio del propietario de la misma el que debe tenerse en vis- 
ta á objeto de determinar la procedencia del fuero federal para 
conocer del presente juicio en que se entabla contra Lacroi 
una arción personal por indemnización de daños y perjuicios. 

Que además, ligando el Traniwar Kural la Capital con la 
provincia de Buenos Aires, le serian aplicables las disposicio- 
nes de la ley de Ferrocarriles número 2873, de i í de Noviem- 
bre de 1881 (artículos 1" y 27 J. 

Considerando, en cuanto á la excepción de arraigo del juicio : 
que éste, según el artículo 74 de la ley nacional de Enjuicia- 
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miento, sólo procede cuando el demandante es extranjero no do- 
mioiliado en el país, lo que no se ha justificado que ocurra al 
presente respecto del demandante Posse . 

Por estos fundamentos, fallo desechando con costas las excep- 
ciones opuestas, debiendo, en consecuencia, contestarse de- 
rechamente la demanda en el término legal, Repóngase el pa- 
pel y notifíq oeae original. 

J, r. Lalame. 



VISTA DEL SfcSott PROCURADO!! GENERAL 



Suprema Corte: 

Meaos Aires, Agosto á3 de 18T*5. 

El establecimiento de un domicilio de la Empresa del 
Trainwiiy Rural, en La Plata, sólo responde al mantenimiento 
de las relaciones jnrídícas entre el concesionario y el Gobierno 
provincial que luice la concesión. 

Pero esto domicilio, emanado de un convenio entre partea, 
no está determinado por la ley nacional cuando no se refiere a 
una sociedad anónima, y la acción se controvierte entre un ve- 
cino extranjero de la provincia, y otro argentino de la Capital 
Federal. Encuentro por ello ajustado a derecho él auto de foj» 
68 en la parte declaratoria de jurisdicción y pido á V E. se 
sirva continuarlo por sus fundameutos. 



Sabiniano Kier. 



DE JUSTICIA HACtOHAL 



mil* d* l« C»rt* 

Buenos Aires, Setiembre 21 do 

Vistos ■ Do conformidad con lo pedido por el señor Procura- 
dor General, y por los fundamentos primer» y segundo del auto 
apelado de foja sesenta y ocho, leíalos á U excepción de in- 
competencia, y por los del mismo en c uanto á la de arraigo se 
confirma con costas, dicho auto. Repuestos los sellos, devuél- 

vtfctt.se* 

BEKJAMIK PAZ. — LUIS V. V AHILA. — 
ABEL BAZA». — OCTAVIO HUNGE.— 
JUAN E.TOBHENT. 



:• ! 



g¡ Fisco Xaáonal contra don Julio C. Moranchel; por defrau- 
dación de impuestos internos. 

SttHJrtri0 La Suprema Corte no puede apreciar en se- 
guida instancia la causal de nulidad fundada en la inconsti- 
tucionalidad de la ley aplicada por la sentencia recurrida, 
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cuando en primera instancia no so ha suscitado ni resuelto esa 
cnestion. 

2* No puede considerarse como falsa la mnnif estación hecha 
por el propietario de la fábrica de q<ie iba á suspender lo* tra- 
bajos de elaboración, por razón de obras de mejoramiento, si 
resulta que la elaboración hecha durante el término de la sus- 
pensión, lu procedido de los ensayos de dichas obras» máxime 
cuando después de haber cesado el estado de ensayo en que se 
encontraba la fábrica, ha manifestado el alcohol elaborado y 
vendido, y ofrecido pagar el impuesto correspondiente. 



Caso. — lies ul ta del 

tullo del Jnei §>dml 

La Plata, Koviembiv 15 de 1KÍL 

Y vistor; Resultando: l* Que con fecha 9 de Junio de 
se presentí al señor administrador de Impuestos internos, el 
inspector don Celso Elizalde, haciendo la denuncia que la des- 
tilería uel señor Julio C. Morancln I, establecida en Almirante 
Brown, que aparecía como paralizada en sus trabajos, en los li- 
bros de ta Administración, elaboraba y vendía en plaza alcoholes 
según había tenido ocasión de comprobarlo en la casa de los se- 
ñores Larroude y Hersehel. 

2» Que con motivo de esta denuncia, procedió el señor Admi- 
nistrador de la Ülicina de Impuestos Internos á practicar las 
averiguaciones del caso, concluyendo por pasar los antecedentes 
acumulados ul señor Procurador Fiscal, á fin de que éste formu- 
lara la acusación correspondiente, de acuerdo con la ley de la 
materia. 
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3° Que el st'fior Procurador Fiscal, á fojas 7 vuelta y 8, pidió 
al Juzgado la formación do un sumario, i >n el fin de establecer 
la ver Jad de la denuncia y castigar al culpable, si lo había, pitra 
cuyo efecto solicitó varias diligencias de prueba. 

4" Que estimando anlicbiiteslító producid is y que constaban 
de auto?, el señor Procurador foninK» la acusa - ion de foja A¡> 
en la cual pide sea condenado el acúsa lo señor Julio G. Moran- 
cbel ¡i reintegrar al tesoro !a suma de 1100 pesos 77 centavos 
moneda nacional más la multado veinte tanto* u-iuclta cantidad 
y al míiiiiuun dearrestoque establece el artículo ü r de la ley de 
impuestos internos de 1892 numero 28rji> y las cost is del juicio. 

5" Une oída la defensa del acusado t foja 61), éste niega ha- 
ber cometido la defraudación qaie se le imputa y trata de ex- 
plicar su conducta y de colocarla dentro de los términos de la 
constit ución y de la ley para llegar a la conclusión de que debe 
ser absuclt p de culpa y cargo. 

6" Que abierta la causa á priu b i por el auto de foja Oíí vuelta 
se ha producido la que corre de fojas 72 á 130. y habiéndose ven- 
cido el término acolado se llamó autos para definitiva, según 
consta á foja 138 vuelta. 

Y considerando: t Q Qdclal-y m¡iu»ru28üB de impuestos in- 
tenns para IKth* establecía en su artículo primero la dase de 
artículos de fabricación nacional sujeta al pago de impuestos, 
entre los cuales se encoutraba la de alcoholes. 

2 " Que el urríulo cuarto de la misma imponía al fabricante 
la obligación de pagar ese impuesto bajo la base de su declara- 
ción jurada, reveladora fiel monto de su producción. 

3* Que el artículo quinto de la misma establecía que cual- 
quier falsa declaración ó acto análogo que tuviera por mira de- 
fraudar los impue-toa creados por esa ley seria penidi con 
veinte tantos de la suma que se pretendo defraudar y con el 
arresto del autor ó autores por un término que no baje de tres 
meses ni exceda de uu uño. 




r. 
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4 a Que la ley número 305?, también de i tu; estos internos, 
Tícente desdo el 29 de Octubre ile 1893, lo mi»mo qne su de- 
creto reglamentario de 12 üe Enero del corriente año, estable- 
cen idénticas disposiciones, como puede verse en sus artículos 
1 , 2, 3, 4 y 7, por mas que en el primero se varía el importe del 
impuesto á la fabricación de alcoholes elevándolo ¡i 20 centavos 
por litro. 

5" Que es un hecho romprobado que el señor Julio C. Moran- 
che) tiene una destilería en Almirante Hrovrn y que can fecha 
2 de Agosto de 1891 dió aviso a la Administra ion de Impuestos 
Internos que suspendía su funcionamiento, á causa de tener que 
practicar reparaciones en el establecimiento. 

6" Que el Inspector de Impuestos Internos, don Enrique R. 
Suudblad, en uso de la facultad que lo acuerda la ley, procedió 
a practicar la inspección del caso y no puso los sellos en las 
calderas porque si le manifestó por el señor Moranchel que le 
era indispensable tenerlas expeditas para probar el funciona- 
miento de las nuevas maquinarias, circunstancia que no justifi- 
ca su complacencia, pero que tampoco autoriza una defrau- 
dación. 

7 o Que el señor Moranchel, en sus declaraciones ante el se- 
ñor Administrador de Impuestos Internos, como en la prestad a 
ante esta Juzgado (foja 10), reconoce el hecho de haber elabora- 
do alcohol, aunque agrega que ha sido producto de los ensayos 
de las maquinas, 

8 o Que ese producto ha sido vendido en plaza, según resulta 
de la propia confesión de Moranchel y de las li [ti ¡daciones y 
compulsa de fojas 23 y 13i,y su monto asciende á 52310 litros. 

9° Que esta cantidad de alcohol se ha producido precisamente 
en los meses corridos desde la fecha que se avisó la suspensión 
de trabajos hasta el dia en que el inspector Klizalde hizo la de- 
nuncia de foja primera, es deeir. de Agosto de 189! á Mayo inclu- 
sive de 1892. 
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10 1 Que no aparece declaración alguna del señor Moranche) 
de haber elaborado durante ese lapso de tiempo alcohol alguno, 
no obstante subir á cantidad tan grande el producto obtenido 
en esa época. 

11° Que tal estado de cosas signilicn claramente que la des- 
tilería funcionaba, aunque no fnera regularmente, y desde el 
momento en que producía alcohol y se expendía al público, como 
consta de la propia confesión de Moranchel y demás documen- 
tos de auto*, estaba éste en la obligación de cumplir con loque 
le mandaba la ley. y debió entonces hacer la declaración jurada. 

12° Que suponiendo por un momento que sólo se trataba de 
simples ensayos, serían siempre aplicables las mismas disposi- 
ciones legales, y la misma penalidad, por cuanto la ley no ha 
exceptuado del pago de los impuestos a los alcoholes elaborados 
por vía de ensayo, mucho menos cuando ellos son entregados 
al consumo, y donde la ley no distingue, no debemos distinguir: 
ubi teje non distinguí!, nec tUxtingunn debemus, dice el teito 
latino; sentando así una regla de trascendental importancia pa- 
ra la interpretación y apliciicion de las leyes. Por consiguiente, 
bajo este aspecto, falla por su base la defensa cuando sostiene 
que se trata de ensayos no susceptibles de penalidad por suf;üta 
de declaración. 

13" Que el decreto reglamentario de la ley número 2056 
imponía la obligación de manifestar á la o ti ti na de impuestos 
internos el día que la fábrica empezaba á funcionar nuevamente 
y á pesar de ello, el señor Moranchcl no lo hizo, demostrando 
sin embargo bastante prisa porque se anotara el funcionamien- 
to con posterioridad á la denuncia que motiva este proceso 
<t. fs. 60). 

14* Que aunque así no fuera, la obligación de anunciar la 
reanudación de los trabajos, sería una consecuencia lógica de 
la obligación da avisar la suspensión, para que se tienen los re- 
quisitos del caso, como ser quitar los sellos, etc. 
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15° Que en estas condiciones, resulta clara ta intención do 
defraudar al Vise * que lia tenido til señor MorancheL y es inútil 
por consiguiente, sostener que la ley no castiga omisiones, co- 
mo lo hace la defensa, porque en este caso la omisión de nacer 
la declaración jurada y falsa declaración, suponen el mismo acto 
delictuoso, con la circunsuncia agravante que la omisión es 
más grave, perqué se defrauda en el todo al Tesoro. 

16" Que es infundada la tesis sostenida por La defensa, de 
que el delito se halla prescrito, conforme á lo dispuesto en el 
inciso tercero del artículo 89 del Código P. nal, por cuanto la 
defraudación terminó en Mayo de 1892 y en Junio (leí mismo 
se procedió ¿ instruir el sumario. El hecho de que la acusación 
tle halla formalizada en Febrero de 1893, no puede traer tal 
consecuencia, m se ti*neen cuenta que era menester instruir tal 
sumario para ver si resultaban cargos contra el acusado, recien 
en esa época terminó. No ha transcurrido, pues, el año de que 
habla el Código Penal. 

ÍV Que la defraudación está plenamente acreditada en autos 
lo mismo qne su importancia, que ¡iseiende ;í l;i suma de 4406 
pesos 77 centavos moneda nacional, con arreglo ;i la escala que 
establece un impuesto de 8 y "..centavos por litro ¡í «ada uno 
de los 52310 litros elaborados y vendidos sin declaración jurada 
por el señor Julio C. MorancheL 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con las disposiciones le- 
gales invocadas y los concordantes de la acusación fiscal de foja 
35, fallo: condenando ád olio C. Morancliel á reintegrar al Fisco 
Nacional t;i suma de 4406 pesos 77 centavos moneda nacional, 
á pagar la multa lijada por la ley de la materia, ó sean 88135 
pesos 40 centavas de igual moned. y á nilnr la pena de 
arresto de tres meses, con co4as. Notifíquese con el original. 
Regístrese en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 



Mnrittno S. de Aurrecoechea. 
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VISTA UKLSeSült HIOCUHADOK GfcSEItAL 



Bin.*uos Atrrs. Marzo 15 de 1895. 

Suprema Corte: 

Las diversas nulidades deducidas por la defensa, no hau sido 
demolidas. La taclia al inspector Klizaldo no tí ra procedente. 
Klizaldeuo es un testigo sinó un denunciante, Bú testifica, sinú 
quud. iiuucia oficialitu'iit.Miua dufrauducio» <!e rentas, seguí* 
resulta á fuja l\ Por otra parte, la resolución no duende ai se 
apoya en la denuncia de ese inspector, sino en los hechos resul- 
tantes según los considerandos que la defensa mismá encuentra 
exactos. Xo es aplicable entóneos al ínspecW de¡ métante lo 
establecido enelCOdigodc Procedimientos respecto al procedi- 
miento de taclias de testigos. 

La segunda nulidad se funda en la inexistencia de la ley vi- 
gente; sin embargo la resolución se apoya en la ley de impues- 
tos del 391, que si una nueva sanción puedevarinr cada año, no 
implica ta remisión de las defraudaciones cometidas bajo el im- 
perio de la ley vigente en la época de su consumación. 

Como las leyes de sellos, contribuciones, patentes, la ley del 
año rige y obliga a su niinplimieuto, todos los actos de transgre- 
sión cometidos bajo su régimen. Inútil pareja discutir lo que 
es de práctica y jurisprudencia incontestable. 

En cnanto á la incoustitucionalidad de la ley de impuestos 
que sirvo de tópico al te cor capítulo de nulidad, tampoco apa- 
rece demostrada. 

Las observaciones relatifas, en ta discusión ante el Hono- 
rable Congreso, nada prueban contra las demostraciones de la. 
mayoría, que establecen la verdadera sanción del Congreso. 
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La ley es general, no limito su mandato á la capital 6 territo- 
rios nacionales, como todas las de su (¡enero, abra*! ei territo- 
rio de la República, sin lo cual sería ilusoria. Porque bastar a 
autorizar la fabricación en un punto exceptuada, para que allí 
se verificase exclusivamente. 

Por ello la ley del 91 había prescrito expresamente : «créase 
un impuesto interno sobre la fabricación de alcoholes, cervezas 
t fMoros en la Bepública»;y ese impuesto llevado á toda la 
Nación no era inconstitucional, el Congreso que lo sancionó 
apoya su atribución al efecto en el articulo* de la Constitución, 
que declara : « que el Poder Ejecutiva proveo a los gastos de la 
Nación con los fondos del Tesoro... y demás contribuciones, 
que equitativa y proporcional mente imponga t. 

La defensa, que ha invocado las opiniones vertidas en la 
discusión de la lev sancionada para 18D5, me autoriza á invocar, 
para no repetir, las justísimas demostraciones del Gobierno y de 
la mayoría del Honorable Congreso, en las sesiones de proroga 
del año pasado, sobre la constítucionalidad délos impuestos m- 

temos. . , „ . 

Eliminadas las cuestiones de nulidad, la sentencia defiende 

an sus propios considerandos conclusiones impositivas de pina. 
T os estados sobre fabricación, tómanos de los mismos libros 
de la casa acusada, denuncian una elaboración continuada en 
cada uno de los mes*, corridos desde Agosto de 189! , hasta el 
31 de U»vo de 1802 y un expendio de esa elaboración, dentro 
délos mismos períodos, de 40855 litros d los diferentes compra- 
dores, detalladamente constada de fojas ,33 a 138. 

La prueba de las maquinas no autoriza ese expendio. >o sólo 
no debió hacerse la elaboración sin hacer levantar previamente 
la clausura impuesta ó la fábrica, á petición del fabricante ú? 
nóqm iamns podrá admitirs, que las denigraciones de buen 
xnncionñMentoi requieren una elaboración de 49855 en 
cercad, dos af.os do transcurso, y lo que es aún mis ejgdlfiMte 
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vo, la venta durante ese largo período, de productos valiosos con 
retención de los impuestos legales. 

Se objeta que aún así la ley no pena sino la falsa declaración. 
Asi lo ha establecido la ley de 1801 «n su artículo 4° y en el ar- 
tículo 4° la de 1892, pero agregando ambos, lo que es deci- 
sivo en la cuestión; ó acto análogo que tenga por mira defraudar 
este impuesto . 

Sería inconcebible que el lügisUdor del impuesto, colocado en 
la necesidad de castigar severamente el fraude condenase á pe- 
na la falsa manifestación que esquivase una parte del impuesto 
y no la ocultación, la clandestinidad que defraude el todo. 

Tal pensamiento no se explica en el espíritu de la ley, menos 
podría deducirse de sus términos: « será penada toda falsa decla- 
ración ó acto análogo que tenga por fln defraudar este impues- 
to ». La clara inteligencia de estas palabras, se confirma aún en 
la exposición del artículo 8* siguiente, y en las del decreto re- 
glamentario, que es parle de la ley misma, en virtud no sólo de 
la automación acordada al Poder Ejecutivo al efecto, en el ar- 
tículo 67 de la Constitución nacional, sino de la especial recono- 
cida en los artículos Ü# 15 do las leyes citadasque textualmen- 
te disponen: « El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley » . 

Concluyo pidiendo á V. E. la confirmación, por sus fudamen- 
tos, de la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier. 



Wmttm I» aupreat» ***** 

Buenos Aires, Sttiüinbre 2\ de 1895. 



Vistos y consecrando: respecto al recurso de nulidad que, co- 
cí lo demuestra vi señor Procurador Gcuural, las dos primeras 
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causales que se hacen f&ler en la expresión agravios carecen 
de fundamento legal. 

iiiití la tercero qtte se alega, fundándola en 1¡» inconstitucio- 
ualidad de la h y de impuestos internos ni se bátlá compren- 
dida en la disposición del artículo doscientos treinta y tres de 
la ley dé procedimientos, ni se lia hecho cuestión de ello en pri- 
mera infancia, lo que huet que, en ninguna forma, pueda ser 
aj reriada por cata Suprema Corte, en virtud de lo prt venido en 
el artículo doscientos veinticuatro de la citada ley «le procedi- 
mientos, 

Tur esto no lia lugar al ment inundo recurso. 

Y considerando, respecto al recurso de apelación: l'nmero: 
Que i-s «n hecho aceptado y reconocido por ambas partes, que 
la destilería tK l demandado ha funcionad', hasta el dos de Agos- 
to de mil orho< autos noventa y uno con sujeción á la ley de 
impuestos internos vidente en esla época, así como que ha tra- 
bajado en tas mismas condiciones, desdi? Junio inclusive de mil 
Ochocientos noventa y dos adelante. 

Segundo: tjue debe darse como sulicientenunte averiguado, 
que en la primera de esas fechas, el propietario ó administrador 
de la fábrica manifestó al respectivo inspector que con el 'objeto 
de mejoría, reparándolas deficiencia* de sus aparatos y colo- 
cando otTo> nuevos, suspendía los trabajos de elaboración. 

/crrcío; Que el mérito de ¿utos convence igualmente que 
el pedido «leí fabricante, consentido pur el inspector, de que no 
se sellase el caldero, tenia por fin el ensayo sucesivo de las nue- 
vas instalaciones y trabajos de peífeccitíptóuento de la des- 
tilería. / 

Cuarto: Que las obras de mejui amiento m- emprendiera n y 
¡levaron i; radíamente á término, elaborándose, durante los 
di z Ineses menos un di* corridos desde el dos de Agosto de mil 
ochocientos noventa y uno hasta el primero de Junio de mil 
ochocientos noteataj dos, alrededor de cincuenta mil litros <fo- 



DE JUSTICIA NACIOTUL 



305 



ja veinte y dos), correspondiendo así un promedio fie elaboración 
mensual de cinco mil litros, siendo de observar que esa elabora- 
ción, nula al principio, Tevela marcadas alternativas en los me- 
ses anteriores para alcanzar su más alia cifra en los m< -.-es de 
Abril y Majo de mil ochocientos noventa y dos, ú sea, en los 
últimos de los diez comprendidas en la demanda {documento de 
fojas cuarenta á cincuenta). 

ijuinto : Que la elaboración en escala ascendente ya iniciada 
antes del primero de Junio de mil ochocientos noventa y dos 
y que en esté mes sube ú tres mil setecientos treinta y seis 
litros, estú representada en los ocho meses transcurridos desde 
esa fecha (primero de Junio de mil ochocientos noventa y dos) 
hasta Enero inclusive de mil ochocientos noventa y tres por 
ana suma alrededor de trecientos mil litros (fojas setenta y 
siete), lo que da un promedio mensual de treinta y siete mil 
quinientos litros, conviniendo hacer consta' 1 que en cada uno 
de los meses de Diciembre de mil ochocientos noventa y dos y 
Enero de mil ochocientos noventa y tres, la elaboración es apro- 
ximadamente igual i la totalidad de lo producido durante los 
dios meses (dos de Agosto de mil ochocientos noventa y uno á 
Junio de mil ochocientos noventa y dos) ¡i que se refiere esta 
causa. 

Seívto: Que estos datos comparativos y los demás anteceden- 
tes deque se ha hecho mérito, autorizan á admitir que la fá- 
brica, durante los diez meses que comprende la demanda, tra- 
bajaba con irregularidad, en reducidas proporciones y a medi- 
da que avanzando las obras de mejoramiento emprendidas era 
posible aprovecharlas, 

Srptimo: Que está probado que el ensayo de las nuevas ins- 
talaciones requerían la elaboración del alcohol (informe de foja 
noventa y ocho y foja ciento veinte y seis), declarando los tes- 
tigosde foja ciento diez vuelta, ciento veinte y cuatro y ciento 
veinte y cuatro vuelta, que el alcohol elaborado, desde media- 

T. II i J * 
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dos de mil ochocientos noventa y uno, ora el resultado de di- 
chos ensayos y afirmando aún el mismo inspector Sundblad 
(foja ochenta y tres vuelta) que el demandado c t-sturo mudando 
aparatos en Agosto de mil ochocientos noventa y uno, porque 
no servían los que tenía y haciendo algunas modilicaeionos en 

la instalación ». 

Octavo: Qne.cn consecuencia, al manifestar Moranohel en 
Agosto dos de mil ochocientos noventa y uno, que la fábrica 
suspendía la elaboración do alcohol no se refería á lo que fuese 
el resultado de los ensayos, desde que precisamente para que 
éstos pudieran realizarse, es que pidió ai inspector dejase ex- 
pedito el caldero. 

Noveno: Que aunque el inspector, en su citada declaración 
(foja ochenta y cuatro), dice que no le manifestó MoranchOl el 
propósito de utilizar < la caldera para fabricar alcohol, sinó pa- 
ra la limpieza de la misma y para poner en movimiento el mo- 
tor, por carecer de capital para trabajar», lo que nose armoniza 
con lo declarado por este testigo, contestando*" la pregunta an- 
terior y do qut ya se ha hecho mérito, el mismo Sundblad, in- 
terrogado á pedido del Procurador Fiscal sobre * si es ciertoque 
previno áMoraacuel que no podía fabricar alcohol para vender 
al comercio y que á pesar de esa prevención fabricó y vendió», 
contesta que nunca le hizo tal prevención (foja ochenta y cinco). 

Décimo ; Que la posición legal del demandado en juicio, los 
antecedentes considerados y la falta de prueba en contrario que 
sirva a desautorizarlos, llevan a concluir no sólo que la mani- 
festación de suspender los trabajos de elaboración de la fabrica 
no se refería a la elaboración resultante de los ensayos de las 
obras demejoramicnto, sino también que el alcohol clab irado 
de Agosto de mil ochocientos noventa y uno á Junio de mil ocho- 
cientos noventa y dos, ha sido el resultado de esos ensayos, lo 
qae debo aceptarse con mayor razón, dada la naturaleza penal 

de la causa. 
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Undécimo: Que por consiguiente, no puede imputarse á Mo- 
ranchel una falsa declaración en lo que se refiere á la suspensión, 
ni puede pretenderse que debía dar aviso de que la fábrica ha- 
bía cesado de estar en condiciones dr ensayo, en que el hecho 
se produjera; y esto admitiendo ^ue, producido, la ley de la ma- 
teria ó los decretos reglamentarios lo hubiesen impuesto ese 
deber. 

Duodécimo: Que 1¡i elaboración ñor via de ensayo no se ha 
hedió de una manera clandestina, niMorancIiel, cuando ha sido 
requerirlo ¡i prestar su declaración, lia procurado ocultarlo de 
otro modo, expresando á la inversa que ha elaborado y rendido 
aleonóles y su voluntad de pagar el impuesto correspondiente. 

IMwimotfircero : Que el fabricante no tiene la obligación de 
ocurrir á las oficinas de la administración para el pago del 
impuesto con que se gravan los productos de la fabricación, de- 
biendo, al contrario, verificarse su percepción por el inspector 
en la fabrica misma, en donde también corresponde hacerse la 
declaracioú jurada del fabricante que sirve de base á esa per- 
cepción (artículo segundo de la ley número dos mil setecientos 
setenta y cuatro j concordantes en los ulteriores y especial- 
mente el articulo sexto del reglamento aprobado por decreto de 
diez y siete de Diciembre de mil ochocientos noventa y uno). 

Decimocuarto : Que tampoco le estaba prohibido á Moran- 
cln l vender los productos de su fabricación sin haber previa- 
mente pagado el impuesto, siendo cierto, á la inversa, que su 
cobro se hacía por lo-s inspectores, sobre lo vendido en el mes 
anterior según el artículo quinto del citado reglamento. 

líécimoquinlo ¡ Que por tanto, y puesto que Moranchel no ha 
hecho falsa declaración con motivo de la suspensión, ni procu- 
rado ocultar sus operaciones, ni violado con la venta de alcoho- 
les elaborados, ley que se lo prohibiera, no hay razón para que 
le repute autor de defraudación, que no está probado haber co- 
metido, no siendo, por lo mismo, pasible de condenación penal. 
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Decimosexto : Que el demandado ba recuii cido al e«íi)tt?siar 
la demanda y en todo el curso de la primera instancia, la obli- 
gación de pagar el impuesto al alcohol elaborado di; que trata 
esta causa, quedando así este punto fuera de discusión. 

Por estos fundamentos: se continua la sentencia apelada de 
foja ciento cuarenta, en cuanto manda el payo del impuesto y 
BileTevocaen las condenaciones penales que contiene, délas 
que se absuelve al demandado, declarándosele, á ese respecto, 
libre de culpa y cargo, todo sin especia) condenación en costas. 

Notifiqiiese eou el original y, repuestos los sollos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ- — LUS V. VARE- 
LA — ABEL BAZAS. — OCTA- 
VIO BUNC.E. -- JUAN E. TO- 
1IUENT. 



C AUNA € * II 



Samuel Palacios y C\ contra don yurtumüo Rodríguez, por 
cobro tic impuestos provinciales; sobré apelación denegada 
para ante ta Svpreina 1 arte. 

Sumario. — EL pago de impuestos creado* por leyes provin- 
ciales debe ser previo á la cuestión sobre eynstitucionalidad de 



hE JUSTICIA NACIONAL 300 



las mismas; y mientras no se verifique, no debe concederse el 
recurso del artículo 14 do la ley sobre competencia 'le los Tri- 
bunales fedérate 



Casn.— Resulta »!•• la* siguientes pitias: 



IK FORME 

Oirtiolia, Setiembre <i de 

Exma, Corte de Justicia ¿Sactonal: 

La 5nla en lo Civil, expidiendo el informe solicitado ñor nota 
de techa 27 de Julio próximo pagado y recibida con fee&i 10 de 
Agosto, ii V. fe. dice: Que habiéndose presentado ante uno de 
los Tribunales ordinarios de la provincia, don Fortunato Ro- 
dríguez, acompañando un certificado de depósito pur valor de 
950 pesos nació miles, que según el mismo adeudaba á los seño- 
res Samuel Palazos y <>, procedente del impuesto ii bebidas 
qna dichos señores - obraban < u virtud de contrato celebrado 
í-on el eodcí Ejecutivo de la provincia, y habiendo estos rehu- 
sad-i recibir el pago déla cantidad expresada, venía para 3alvar 
toda ulterior responsabilidad, en consignar dieñu valor á l;t ór- 
di'n del Juzgado pura qur previo los trámites de ley, se declare 
legal dicha Qüusigrtaeiosi; corrido traslado de la demanda á los 
señores Palacios y C\ - stos impugnan la consignación: I o por- 
que el valor depositado es insuficiente para cubrir el crédito que 
pretende pagar el señor Itodriguez; y 2° porque la consignación 
ha sido hecha fuera del término en que debió verificarse el pa- 
go. Bu este estado se abre la causa » prueba y vencido el tér- 
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mino Ja ésta los interesados hacen mérito de ello, y la parto de 
Rodríguez, entre las múltiple? cuestiones que de nuevo propone 
;i la consideración del Tribuna), reconoce que el valor «jic tiene 
consignado, es suficiente para cubrir el crédito que pretende pa- 
gar, y acompaña un nuevo certificado de depósito por el valor 
Testante» á su juicio, para completar la soma debida. El Juez 
de 1* Instancia, una vez puesta la causa en estado de sentencia, 
pronuncia su fallo declarando ilegal la consignación y absol- 
viendo ú los demandados. Esta sentencia es apelada pdt la parte 
de Rodríguez y tramitada la causa en 2" Instancia y puesta en 
en estado, se resuelvo continuando la sentencia del inferior, 
con costas. De esta resolución se apela para ante V. E. por la 
parte del señor Rodríguez, fundándose al efecto en !a disposi- 
ción del artículo 14, inciso 2 o , de la ley nacional de i 4 de Se- 
tiembre de 1803; y el Tribunal proveyendo ú ello, no hace lu- 
gar al recnrso interpuesto, por no estar comprendida en la dis- 
posición de la ley citada la resolución apelada. 

Es cuanto este Tribunal cree deber informar al respecto. 

Dios guarde i V. E. 

PEDRO VAZQUEZ DE HOYOA. 

A. Viramonte, 
Secretario del Superior Trihuiul. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*, Setiembre \u de l&ft. 

Suprema Corte : 

El recurrente confunde al traer el recurso directo á V. E„ la 
cuestión sobre legalidad del impuesto que se le cobra, con la 
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que motiva el incidente resuelto únicamente sobre insuficiencia 
de la consignación de un depósito. 

Si es cierto que la cuestión fundamental, afectando garantía* 
do la Constitución, puede venir por apelación a V. %# según 
lo prescripto en el artículo 14 de la ley de competencia nacio- 
nal de 1863, no lo es menos que el incidente sobre consigna- 
ción, provocado porlamisnu parto obligada al pago del impues- 
to sit ndo de carách r común y previo á la cuestión de inconsti- 
tucioualidad de Ja ley, no cae bajo el régimen de aquel ar- 
tíi a lo. 

Por tilo, pienso que los recursos fueron bien denegados por 
lu Exmn. Cámara u f¡nv y que el traído ante Y. £L no procede 
en el caso. 

StthiniaM Kier. 



r*1l« ém la ftupreM C»r*e 

lt imitas Aires, Suü'ttmbre 2*1 de 189-í, 

Vistos en el acuerdo: Teniendo en consideración que es de 
jurisprudencia constante que el pago del impuesto establecido 
por leyes provinciales debe ser prévio á las cuestiones sobre 
coustitucionalidad de la ley que los creó. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la precedente vista 
del señor Procurador General, se declara bien denegado el re- 
tí urso. Repuesto el papel, remítanse estas actuaciones al Supe- 
rior Tribunal de la provincia de Córdoba para la agregación á 
los autos de su referencia. 

UENJAMI* PAZ. — ABEL BAZA». — 
OCTAVIO BUKCB. — JÜ*I* I* TO- 
MlBNT. 
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CAIMA Ct'SLVllI 



Los señores Tomás €a¡0 y inget López, contra don fhétmiro 
Uileret; nohrc posesión de wm (wqitia 



Sumario. ^Oiliftdo tu posesión j uso ile una acequia resulta 
sol común para el servicio de dos predio*, no puede reconocer- 
se á ninguno de los dueños de ístos, el derecho de atribuirse su 
uso eid'isiTO, >" proci-de recíprocamente la acción j la excep- 
ción posesoria para que se restablezcan y mantengan las cosas 
en él estado anterior íi los actos de perturbación. 



GásOi— Lo explica el 



fulla del «lúes t>«Ur»l 

Tunim.iFi, -luiii i J'i ilf I?**-*. 

Y vistos : t itos autos r-egui tos por don Tomas Caja! y don 
Angel López, argentinos, contra don Clodomiro Hilerct, extran- 
jero, sobre interdicto de recobrar la posesión de una acequia, de 
que resulta: 
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É fines do Novi.-mbre de 1892, los apresados Lope? y Cajal 
demandaron ante de lo-; Tribunales de la provincia á »I >ti Clo- 
domiro HUéiéfc, exponiendo; qné ¡ton dueños de una acequia 
que partiendo del rio de Entes atraviesa por el ingenio di- di- 
cho señor Hileret, situado en el niUmo lugar; que han poseído 
exclusivamente cía acequia desde llátie nui-hos años, debiendo 
observarse que ahora tros anos, «le acordó con el señor Hileret, 
se cambió su «anee, y ello* desde esa época han estado en quie- 
ta y pacíGca posesión del nuevo cauce; q,iie sucede ahora que 
desde hace algunos pocos días, el administrador del ingenio del 
señor Hileret está usando i* la acequia mencionada, ha atajado 
el agua de la misma, la que emplea en regar el ingenio» priván- 
doles asi ilegítimamente de su posesión, con lo que les causa 
perjuicios de consideración; que en virtud de lo expuesto enta- 
blan la correspondiente acción posesoria (artículo 2 18" del Có- 
digo Civil) contra el referido señor Hilent, para que se !e or- 
dene les restituya la posesión libre de dicha acequia, y se le 
condene al pago de los danos y perjuicios cansados y que se 
$áusar«m enalbante, con más las costas del juicio. 

Hibiendo el señur Hileret declinado de jurisdicción, reitera- 
Ten los señores Lopes y Cajal su demanda ante est" Juzgado, 
según puede verse aloja 42. 

Convocadas las partes i audiencia verbal, el demandado con- 
testó, alegando en suma, por intermedio de su apoderado señor 
Próspero Chrestia, que ta dimianda era improcedente: I" por- 
que en el misino escrito en que se d >duce se reconoce que el au- 
t'ir de los hechos en que se funda, no es el señor Hileret, sino 
otro individuo que se dice ser el administrador del ingenio, de 
modo, pues, que la acción ha debido deducirse contra el autor 
del despojo, y no contra el señor Hileret, do acuerdo con los fa- 
llos de la Suprema Corte, tomo7'\ sétje l\ página 372. y tomo 
5\ serie 2\ página Ifiíí; y 2' porque !a acción que confiere el 
artículo 2Í87 del Código Civil, en que se funda la demanda, 
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no es aplicable, pues aquí no se trata de la posesión de un in- 
mueble, sinó de una servidumbre, correspondiendo en Ul caso, 
no la acción posesoria que se bu de lucido, siiióla oonfesorta, tic 
acuerdo con lo dispuesto por los artículos 3082 y 2705 del Có- 
djg >■ citado y la jurisprudencia establecida por la Suprema Cor- 
te en los fallos que se registran en el t <-mo 21, serie Sí, pá- 
ginas 272 y -405; que en cuanto al fondo mismo de la acción 
deducida, ea completamente falso que baya habido acuerdo 
entre los di mandantes y el exponento para cambiar el cante 
de la acequia; qu<- la acequia en cuestión finí abierta por el 
exponente con fondos propíos en sil propio terrino; que de esta 
acequia, ¡ibierta hace tres 6 cuatro unos, se sirv* para re- 
gar los terrenos y plantíos de caña de sus colonos; que niega 
los actos de perturbación á que se refiere la demanda, como asi- 
mismo la posesiuu que se atribuyen l*»s demandantes de la ace- 
quia en cuestión. 

Y considerando, en cuant - ¿i la improcedencia de la acción 
deducida: ijneá la inspección ocular que se practicó en este asun- 
to, concurrió el señor Híleret, v alegó y discutió en ella, cnanto 
en el fondo creyó que podía hacer á su derecho, asumiendo por 
el hecho la responsabilkla 1 de la demanda, acta de foja 106; 
con lo que debe tenerse por no interpuesta la excepción que se 
refiere á la ninguna participación de su parte en los actos que 
constituyen !a base de la demanda, Kslu por lo que respecta á 
\i primera de las excepciones deducidas para fundar la improce- 
dencia alegada. 

Que en cuanto á la segunda, ú sea la en que se alega que el 
artículo 2487 del Código Civil, en que se basa la demanda, no 
es aplicable al caso $ub-jttdice por cuanto no se trata de un in- 
mueble sinó de una servidumbre, debe tenerse presente que si 
bien se trata de una servidumbre, en el caso esta servidumbre 
es de acueducto, que por la ley es continua y aparente (artículo 
3033del Co ligo Civil), susceptible de establecerse por prescrip- 
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cion y de ser por lo mismo objeto de una acción posesoria (nota 
a] artículo 2975); de que resalta, que no es aplicable al caso que 
se juzga el fallo que se cita de la Superna Corte página 465, 
tomo 2), série 2\ por cuanto en ese fallo se trata de una servi- 
dumbre de tránsito, es discontinua, é insusceptible de adqui- 
rirse por prescripción (artículo ÍJ0I7 del citado Código); cm lo 
que la presente excepción queda así descebada. 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión : Que con las 
declaraciones corrientes de fojas 07 á 77, los señores López y 
Cajal han establecido los siguientes hc-hos: 

i« Haber estado ellos en quieta y pacílica posesión, en el ca- 
rácter do dueños, déla acequia en cuestión, desde hace más de 
tres años; 

2" Hacer seis meses, más ü menos, que el señor Hiierct 
hizo atajar la referida acequia dentro de s« terreno, empleando 
el ugua en regur sus sementeras, privando así i los señores Ló- 
pez y Cajal del us>o de la misma. 

Que aún suponiendo exactas las observaciones hechas por la 
parte del señor Jlileret, en su alegato, respecto de algunos tes- 
tigos de los señores López y ('aja!, para desvirtuar su te¿t¡mo- 
uio, quedarían en pié las declaraciones de los señorea Vicente 
Medrano, foja 73 vuelta, Esteban Juárez, foja 75 vuelta, é Hila- 
rión Lizarraga, foja 77, sóbrelas cuales nada se observa y que 
bastan para probar, y en el caso, para establecer posesión en la 
acequia en cuestión á favor dolosdemundantes. 

Que á su vez el señor Üileret, mediante los testigos que co- 
rren de fojas 78 á i04, con excepción de don LuisÜutles, ha 
probado encontrarse también en posesión quieta y pacifica de la 
acequia cuestionada, desde hace tres años más ó menos, dis- 
frutando del agua que por ella corro, como dueño; véanse sus 
contestaciones á la 4» pregunta del interrogatorio de foja 71 
vuelta. 

Que aún suponiendo ciertos y legales las tachas puestas á 
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algunos de diúhos testigos, siempre resultaría que tres de ellos, 
don José Koman, foja 87, don Pedro Márquez, toja 88, y don 
Juan Fría*, foja 101 ( ningún inconveniente presentan para de- 
clarar y atribuir también a Hileret, la posesión que se discute, 
pues aunque respecto de este último testigo, su dice por Lopci 
y Cajal, *n « ll alegato, que no precisa la época de la posesión, 
i'Ho no es atendible; porque esa fijación la haré el testigo al 
contestar afirmativamente i la segunda pregunta del interro- 
gatorio de foja 79, en la WÉ está comprendida la época, ú sea 
que hace *res años más ó menos que Hileret tiene la posesión 
de la acequia en cuestión. 

Que de lo expuesto resulta que ambo? litigantes tienen la po- 
sesión que se discute, sin que se conozca por lo demás cuál sea 
su último estailo, ú pórtemenos presentándose dudoso, cons- 
tando, como consta, tanto de la inspección de foja 106, cuno de 
otra* piezas del proces-». que una y otra parte han practicad", 
indistintamente, actos de posesión sobre la acequia en cues- 
tión. 

Que ante la ditieultad apuntada debe juzgara el caso, segtm 
el artículo 2479 del Código Civil, que dice: i Sicndodudoso el 
último estado de la posesión entre el que se dice poseedor y el que 
preten.le dc<p< jarlo ú turbarln eu la presión, se juzga que la 
tiene el que prohase una posesión mas antigua, si uo constase 
cuál fuera más antigua, júngase que poseía* 1 que tuviese dere- 
cho de poseer, ó" mejor derecho de poseer». 

Que ambas posesiones, así la de los señores López y Cojaí, 
como la del señof Hileret, arrancan de la mUma época, e.>mo 
consta de los respectivos interrogatorios, diciendo los primeros 
que la de ellos tiene más de tres años, y el segundo tres años 
más ú nu-m-s. la de él; sin que por lo mismo pueda establéense 
con seguridad rtiál de ellas es más antigua. 

Que uo constando cuál de las posesiones mencionadas fuere 
más antigua, debe juzgarse que H que se discute, con mejor 
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derecho, la tiene el señor Hilerot: 1" porque de antos consta 
qne él trabajó la acequia en cuestión con sus recursos propios, 
si bien no hasta su l oca-toma, insta muy cerca de ella, y dado 
que los señores López yCajal no pretenden la reintegración en 
la posesión parcial de esa parte de acequia no trabajada por Hi- 
leret debe considerarse el dereebo de poseer de estos extensivo 
llanta ese punto; y Ü n porque la acequia se encuentra toda en- 
tera dentro del terreno del .señor IMleret, circunstancia que co- 
loca á éste, por lo menos, con mejor dereclio de puseer, la ace- 
quia deque se trata, dado que las restricciones de la propiedad 
no se presumen siuó que deben probarse. 

Por estas consideraciones y fúndame utos, y sin perjuicio del 
derecho de los interesados en juicio petitorio, fallo absolviendo 
de la demanda de despojo á don Clodomiro líileret. y condenan- 
do en las costas del juicio á los demandantes. Hágase saber y 
repónganse ios sellos. 

Delfín Üllm. 



ralla a> I* ftwpr*»* Carta 

BuenOfl Aires, Setiembre M de l&tó. 

Vistos y considerando: Primero: Que como lo demuestra la 
sentencia apelada en mérito de las constancias de autos, debe 
reputarse suficientemente probado que, desde anos antes de la 
iniciación del jnici.» y do los actos perturbatorios que lo han 
motivado, así los demandantes como el demandado han estado 
en posesión de la acequia en cuestión, que, «travesando el terre- 
no del último, llevaba el agua para las necesidades del inmue- 
ble de los primeros. 



318 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Segundó: Que habiéndose comprobado el uso común de la 
acequia parad servicio de los predios, que respectivamente per- 
tenecen u los litigantes, ninguno de tilos puede conceptuarse 
amparado, en el juicio, por los derechos derivados de una pose- 
sión exclusiva, pues que es indudable que pueden coexistir 
las dos posesiones, de^de que, por su naturaleza, no es ta una 
excluyente de la otra. 

Tercero: Que no es de oportunidad apreciar la prescripción 
contenida en el artículo dos mil cuatrocientos setenta y uno del 
Código Civil, que establece las regl:is á observar, cuando ¡sea 
dudoso el último estado de la posesión, tanto porque, según, la 
prueba, no hay duda sobre ese estado, como porque, d¡ida la 
posibilidad legal de las dos posesiones, no habría razón para 
excluir á ninguna de ella». 

Cuarto: Que no es contestable que l;i persona en posesión en 
común de una cosa, puede intentar la correspondiente acción 
pose-oria contra los otro* poseedores de la misma, que, turbán- 
dola en el goce común, manifiesten pretcnsiones n un derecho ex- 
clusivo, con ¡irregto al artículo dos mil cuatrocientos ochenta y 
nueve, Código Civil, aplicable igualmente en su caso, úlos due- 
ños de las heredades dominantes (artículo tres mil treinta y 
cuatro). 

(juíhío: Que, en consecuencia, así la pretensión de los actores 
como la del demandado, atribuyéndose ta posesión exclusiva do 
la acequia en litigio, no tiene, en los untos, fundamento bas- 
tante, revelando estos tan sólo un goce común, que, en virtud 
de su duración, autoriza reciprocamente la acción y la excep- 
ción posesoria. 

Por ostos fundamentos, y sin perjuicio de los derechos do am- 
bas partes para hacerlos valer en juicio ordinario, se refórmala 
sentencia apelada de foja ciento sesenta y tres, y se declara de 
uso común la acequia en cuestión, debiendo restablecerse las 
cosas ;i su estado anterior álos actos de perturbación, y que el 
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demandad» debe pagar á lo* demandantes los daños y perjuicios 
que les hubiere ocasionado coa ¡a interrupción de la posesión en 
que estuvieron ; las costas de ambas instancia';, se pagaran en 
¿ orden causado, en consideración á no haber prosperado sinó 
parcialmente las pretensiones de las partes. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse, pudieudo notilicarse con el original, 

HESJAMIN PAZ — ABEL BAZAS.— 
OCTAVIO BUSGE. — IUAN E. TO- 
RltEST. 



4 « < 



Don Severinno lietola >j Ir Josefa Carranza de Loredo, mntm 
don Anoel Almeyra .7 I cntandez, desames con- 
tra loa herederas de b a Juana Etpinosa de Varavallo; sobre 
interdicto de retener. 

Sumario. —La apertura de un* puerta en el tapial existente 
hecha por el demandado con U intención de poseer terreno si- 
tuado dentro de la cerca, importa un acto perturbatorio que el 
poseedor tiene derecho á hacer eesur por medio de la correspon- 
diente acción posesoria. 



Caso. — Resulta del 
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talla «el 4 



Bodrio, Abril 11 de 1890, 

Y vistos : estos autos seguidos por d<m Severiano Retóla y 
doña Josefa Caminza di Loredo, contra don Casimiro, doña 
Secnndiiio, doña Gabriela y don Hilario Curaba! lo, sobre inter- 
dicto de retener la y sion de mi terreno que sostienen las de- 
mandantes ser de su propiedad v haberlo poseído pacificante nte t 
estando él ubicado en la calle di> Aduana entre Montevideo y 
General López, y compuc sto de 24ti8 metros de frente por 52 de 
fondo, lindando al naciente con !u calle Aduana, al poniente 
condón Antonio Arcona y al sud y nerjú con don Juan Helm.cn- 
dez, liabiendo los demandados abierto una puerta en ni tapial 
le vantado por los actores y que circunda el referido terreno. 

Las demandadas, por su parte, sostienen su propiedad sobre 
el inmueble de la referencia, fundando su posesión del mismo, 
en el precepto rigente en la antigua legislación, según el cual, 
bastaba el título para tener la posesión. 

Abierta la causa 1 prueba, se produce la que corre de fojas 40 
¿í 74, haciendo las partes mérito TespectiTamente de la misma, 
en sus exposiciones de fijas 81 y 88. 

Y considerando: i* Que en los juicios posesorios como el ac- 
tual, sólo debe tenerse en cuenta aquello que tienda i compro- 
bar la posesión que se discute, siendo extraño á esta clase de 
litigios, cualquier prueba que verso sobre propiedad que, según 
las reglas de derecho, tienen su objeto solo en los juicios peti- 
torios. 

2 Que debiéndose por tanto al presente, estudiar loa hechos 
ó actos posesorios, de los presentes autos surgen los siguien- 
tes, que servirán para sustentar la resolución final que en la ac- 
tual sentencia debe pronunciarse. 
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3 o Que la boleta de foja 3, cuino que llera él sello de una re- 
partición pública, cual es lude la corporaciou municipal, me- 
rece la fé que corresponde X documentos de ese género, median- 
te tu cual son acreedores at crédito legal, en tanto no se de- 
muestre mi falsedad, máxime ruando en el cuso sub-judice la 
autenticidad de dkba boleta ha sido aceptada por la parte de- 
mandada. 

4" Que el pago hecho á la oticina pública que la misma bole- 
ta designa haber sido veríricajo por los actores, no puede con- 
ceptuarse como el abono de uu derecho tisnaláque alude el 
demandado, revistiendo, por el contrario, el carácter de un acto 
de dominio ó posesión puesto que importa la edificación de que 
la misma boleta da cuenta, y de ese modo uno de los hecha 
posesorios de cosas inmuebles á que se refiere de una manera ex- 
presa el artículo 3384 del Código Civil, 

5 o Que aún en el caso expresado por el demandado, de que 
éste hubiese tenido la posesión lemota á que se refiere en su ex- 
posición lina), á mérito, según él, del principio vigente en la an- 
tigua legislación, según el cual, el título importaba la tradición 
ó posesión, esa misma posesión quedaría destruida por la nueva 
que surge del acto de ia coustruccion de la pared, á que antes 
se lta hecho referencia, acto que, teniendo la antigüedad de 
más de un año contado desde el día de su realización basta el de 
la instauración de la demanda, justiüca el ejercicio du la acción 
posesoria por parte del nuevo poseedor, que en este caso son 
las demandantes. 

6° Que por otra parte, denuncia la falta de posesión en el te- 
rreno del litigio por parte de hs demandados, el hecho de no 
haber sido practicada la construcción que sirve de fundamento 
á la demanda, por cuenta de ellos mismos, cual en tal hipótesis 
hubiérale correspondido, contrariamente á lo que ha sucedido, 
resultando entonces, que para admitir tal hipótesis, habría que 
comenzar por suponer que los actores se prestaron á practicar 
T. xr . A 
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un acto oneroso en obsequio de un tercer», sin reconocer para 
ello obligación alguna, lo que no es aceptable. 

7» Que no puede acusarse de incuria al lemandaute ni presu- 
ponerse que la construcción del tapial fuesJ verilicftdn por aban- 
dono, ó no posesión de éstfl terreno por parte ite los actores, 
tanto porque es notorio que muchos propietarios y poseedores 
definen en la mnnieipatidad la ejecución de esos trabajos, 
cnanto porque el hecho misino del pago de parte de los deman- 
dantes, importa una prueba de ln contrario, 

8 o Que constatada así la posesión de los actores, resta sólo 
la comprobación del bocho perturbatorio de la misma por par- 
te de las demandadas y aquel se maniliesta claramente por la 
confesión de don Hpriano Temando, representante de los he- 
rederos Cnraballo, eu su perito de foja í% cuando alirma haber 
mandado construir ta puerta de la referencia por mandato de 
dichos heredar— y s- corrobora por la declaración riVl testigo 
don Manuel Solari, corriente á foja 41. 

9- Que por otra parte, la apertura de ía puerta, hedía por 
Y eTuandez, no puede ft su v. z destruir la posesión adquirida por 
el actor, con la construMÉon del tapial, p»r cuanto aquel primer 
ací'o fué realizado recién en el mes de Mayo de 1889, es de- 
cir, con sólo días de anterioridad á la demanda, según así re- 
sulta de las deel iracianes de Ijs testigos! Ilouquet, Salas y Bu- 
lar i, corrientes respectivamente á foja* AO, II y 43; no dandu 
así tugar al término de un año exilio por la ley para adquirir 
una posesión nueva, destruyendo h anterior. 

Por tanto: se depura haber lugai al interdicto deducido, 
mandándose amparar en su posesión á los actores, con costas, 
daños y perjuicios á cargo tfc lo- demandados, llágale saber 
con el original, y repónganse lo ellos. 



G. Escalera tj ¿ttt'iria. 
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rail* 4a» I* Suprema «'«fie 

Buenos Atrosj Setiembre ifcde l*#x>. 

Vistos y considerando: Primero: Que las constancias de au- 
tos demuestran acabadamente que el demandante ha estado ea 
posesión di ! inmueble á que se refiere la demanda, tino con su 
frente y fondo se específica en el plano de foja setenta y >i ¡s, 
limitado en el necíiQ por una errea de tapia, construida con an- 
telación t|i« mns de un año en relación al a* lo denunciado como 
perturbntorio. 

Segunda : Que aunque La mencionada construcción, así como 
la de ¡a ve reda en la partí' correspondiente al frente del terreno 
sobre laealb*, fué ejecutada por don Domingo Barroco median- 
te contrato celebrado con la Municipalidad del Rosario sobre 
tapiales y veredas en el municipio, resulta que a^iiel la se rea- 
lizó por cuenta del demandante, según lo comprueba el docu- 
mento de foja dos, cuya verdad no ha sido contestada, loque da 
á la posesión caracteres bastantes a fundar la acción inten- 
tada. 

Tercero; Que además el demandado, al contestar, no niega de 
una manera formal el hecho material de la posesión que invoca 
el actor, contrayéndose á discutir el derecho de poseer y procu- 
rando así imprimir al juicio posesorio un giro ¡||éno á su natu- 
raleza, con arreglo a lo dispuesto en el artículo dos mil cuatro- 
cientos setenta y dos del Código Civil, desde que el caso no 
entra en el de excepción áque se refiere ese artículo. 

Cuartal Que la apertura de una puerta en el tapial ya existen- 
te hecha por los demandados con la intención de poseer terreno 
situado dentro de la curca, importa un acto perturbatorio que el 
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posee^fli Ufe» derecho á linter cesar por medio de la correspon- 
diente acción posesoria. 

Tor estos fundamentos, y sus concordantes, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja noventa y siete. Repuestos 
los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAN. - OCTAVIO BISGE. — 
1ÜAH K. TORREKT. 



D* t etina Enana </e Wilhams contra don Jium iarraburu, por 
desahijo de un campo ; sobre término libatorio extraordi- 
nario. 

Sumario. — No procede la conceeion del término extraordi- 
nario parala prueba de testigos, si no se lia cumplido con lo 
dispuesto por elimiso 3« artículo 95 de la ley de procedi- 
mientos. 

1 

Caso.— Don Manuel Castro, por la señora Williams, demandó 
á Larruburu para que desalojase un campo de -propiedad de di- 
cha señora ubicado en la provincia de Dueños Aires, 
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Larraburu contestó la dem m la pidiendo se !¡i reobazira can 
costas, fundado principalmente en que él no era arrendatario 
del campo. 

Se recibió después la«*ansa á prueba sobre los hechos alega- 
dos t no consentidos, por auto que fué notificado á la parte de- 
mandada eu 12.1- Junio del corriente año.. 

En 22 del mismo mes, dicha parte presenté escrito exponien- 
do: que necesitaba producir el testimonio do siete personas, 
qae nombró, domiciliadas en Necochea, seis de ellas y otra en 
General Acha, y el dedonduillenno Harenscnild domiciliado en 
Hamburgo. Que no siendo sulioienie el término ordinario pata 
estas aclaraciones, ¡pedía d extraordinario tío 150 dius, tenien- 
do en consi'leracion qii" uno de los testigos propuestos se halla 
actualmente en Hamburgo. Que hallándose dispuesto á cumplir 
con la disposición del artículo 95 de la ley de procedimiento* , el 
Juzgado debía señalar la cantidad que debía afianzar. 

Corrido traslado, ln parte actora pidió qu<" no se hiciera lugar 
con costas, al término extraordinario solicitado. Dijo: Que se 
trata de un juicio de carácter sumario en que se reconoce que al 
actor corresponde probar el carácter de locatario, que el demán- 
dalo niega; y para probar esta negativa se presentan siete tes- 
tigos domiciliados en ta República, y uno ó más domiciliados en 
Alemania. Que para los testigos de la República no se necesita 
término extraordinario (artículo 94, l^y de procedimientos), y 
de hecho ú Necochea se va en ferrucarril en una noche. Que 
para obtener el examen de testigos en el extranjero, se requiere 
que el que ¡ce propone esa prueba, jure que se vale de ella por 
no tener dentro del país, otras con que probar los hechos conte- 
nidos en el interrogatorio (artículo 95, inciso 3 9 , ley de procedi- 
mientos). Que esto no lo ha cumplido la parte ni puede cum- 
plirlo, desde que afirma tener otros testigos en el pais. 
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mil» 4H Jwe* r*j*r»l 

Buenos Aires. Julio 5 de Ifc&ó. 

Autos v vistor: Culis i de ra nd o que no se bu cuinpJidu con la 
disposición del articulo 95, ÍncUo3 w , relativa al juramento que 
debe prestar la parte que pide el término extraordinario de 
prueba, de que sé vale de la declamación de testigos residentes 
en el exterior pur oo tener dentro del pais otros con que probar 
los hechos pertinentes; que por otra parte se han presentado siete 
lentigos, residentes en la república, porol misino solicitante, lo 
que hace presumir que no dice con aquel requisito la declara- 
ción del único testigo domiciliado en el extranjero que se Ua 
ofrecido- 

Por esto, resuelvo denegar el término extraordinario de prue- 
ba que sella pedido. 

J. Y. Látame, 

r*tf« 4c Iw tiuprfiu Corte (1) 

Buenos Ain-s, SeÜerabffl 24 de 1895. 

Yutos: por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de tuja veinte y dus; y respuestos ¡os sellos, dcvuelvánse. 

BEKJAMK PAI. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN t. TO- 
RREKT, 

(1. Igual resolución s« dicirt en la rmtsa de don Manuel > í;i coulra 
don Han Larraburu, por desalojo de un canino 
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ir Antonia líos de l'muzati y ir foidora U^deHarzoijtiu.contra 
don José Canevá, ¡tur desalojo; sobre mu^eWwni ¡*,r inhi- 
bitoria. 



Sumario. — 1\\ extranjero %w ha constado la deinam:* 
antee! juez local, no puede invocar la jurisdicción federal por 
viade inhibitoria. 



Cajo.— Don Vicente Giro mi o, por doña Antonia Bos del'roU- 
vaü y doña Isidora Boa do Ganoglio. demandó ante el Juez de 
Paz de la sección 8' ¡i don José Canevá, por desalojo de una pie- 
za en )a ealle de Victoria número UKKJ al 1940. 

f aneva contestó la demanda ante el Juez de Paz, pido ndo 
que se la rechazara con rostas, fundado en que no era á éU 
quien *c le había alquilado la pieza sinó a dun Juan Izquierdo 
Brown. 

Después de esto, por excusación del Juez de Taz suplente, pa- 
só el expediente al de la sección 8 a quien dictó resolución inti- 
mando á Cañeta el desalojo dentro dé 10 días, coa fecha 22 de 
Üftye del corriente año, riéndole notificada el 28 del mismo 

mes. 
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£1 24 de dicho mes, se presentó Canevá ante el juez f olera! 
exponiendo: que siendo las señoras que lo demandan por desa- 
lojo, argentinas, y él eitranjero, el Juzgado ora competente, J 
pidió que así se declarara, mandándose traer los autos del Juz* 
gadodePaz. Para acreditar ta diversa nacionalidad invocada, 
presentó el testimonio do dos testigo*. Ratificados éstos el jues 
federal mandó librar oficio al de Paz para que se declarase in- 
competente y remitiera los antecedentes. 



MI* del J«cs Feflml 

Dueños Aires, Julio 2 de 1895, 

Autos y vistos: Resultando del escrito de foja 8, que el de- 
mandado José Cañera contestó la demanda que se le iuioiú ante 
el Juzgado de Paz, sin oponer la excepción de incompetencia; y 
disponiendo el inciso 4" 1 del urticuloISde la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, 9 obre jurisdicción y competencia de los Tribu- 1 
nales nacionales, que en tal caso se entenderá que la jurisdicción 
ba sido proregnda, el Juzgado resuelve inhibirse del conoci- 
miento de esta causa. Remítase lo actuado, con noticia de par- 
tes, al Juzgado de Paz de la sección 9\ debiendo reponerse el 
papel. 



J. I\ Lalanne. 



DE JUSTICIA WACIÜRAL 



VISTA DEL Si«OR PROCUBADOR GBHERAL 



Uucao* Airea, Agosto 21 do 1893. 

Suprema Corte : 

Los fundamentos del auto recurrido de foja 5 vuelta, se ajus- 
tan a las constancias do autos, y al texto legal citado, por lo que 
pido á V. E. su confirmación. 

Sdbiniáno Kier, 



Bueno* Aire*. Setiembre 24 de 1835. 

Vistos: De conformidad con lo pedido por el señor Procurador 
General se coiitínn» por ¿us fundamentos ei auto apelado de 
foja cinco vuelta, concosta». Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BEXJANIN PA1. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO SURGE * — JÜAW E. TO- 
RREN!. 
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tton Enrique Brisson, c»ntra Hacignluiti tj Mar t non; sobre 
falsificación de mana de fabrica 



Sumario. — ("liando se eonsidefa que no es posible la confu 
sion de los productos, lio procede ta acción ñor imitación 6 fal- 
siflcacíon de marca de fábrica. 

Caso, — Resulta del 



Palla del Jnti f>4*r*l 

II ueiio^ Airas. Febrero 16 Je 1K95. 

Y vistas: estos autos seguidos por don Eduardo Canevaro, en 
representaoLon de don Enrique Drisson, contra loa señores Ba- 
cigalupi y Mariiion, por imitación y falsiiicaciou de marca de 
fábrica, de los que rt-sulta: 

Que á foja 7 >e presenta el demandante exponiendo: Que según 
consta de los documentus acompañados de fojas 2 á 5, so repre- 
sentado ha obtenido para los cigarrillos que elabora la marca 
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«Atorrantes» y que loa demandados, «epn la. etiquetas acom- 
pañadas A foja f* f expenden unos cigarrillos con el nombre de 
.Farrutas, muv «meante* á aquellos ett «1 col,r de las eti- 
quetas como asimismo en las inscripciones iguales hasta en la 
forma y caracteres de las letras, con «cepeion del nombre de 
los fabricantes y do la cabeza del burro que existe en las logí- 
timas. 

Que en virtud de la mÚimlW que origina esta similitud en las 
etiquetas, bu reprentado ha sufrido y sufre grandes p*feÍH*» 
un la elaboración de sus cigarrillos y por consiguiente se trata 
di una usurpación con deseo ciato y evidente de inducir en 
error al público, lo que constituyo uu htehu delinido y penado 
por la lev penal J que, eu consecuencia, y ejercitando los dere- 
chos que las disposiciones legales le acordaban, entablaba for- 
mal demanda por adulteración y falsilicaciou de marca de fá- 
brica contra los señores Baeigalupi y Uarinou, pidiendo se lea 
condenara al maximun de la multa establecida por la ley, penas 
accesorias é indemnización de perjuicios. 

Que corrido traslado de la demanda, el ductor Lino F. Cárde- 
nas eu representación de los demandados, lo evacuó á foja 35, 
solicitando el rechazo de aquella, con costas, pidiendo se dejara a 
sa i™ sus acciones para solicitar los daño* y perjuicios que esta 
demanda les originaba A sus representados, por cuanto e.tos 
nunca han tenido la intención de falsificar la marca de fábrica 
del señor Brisson, pues ellos tienen concedida por la oficiua res- 
pectiva la marca para expender los cigarrillos que elaboran, de- 
nominados .Farristas», hecho que lo comprueba el eertiUcado 
que tiene presentado. 

Que abierta la causa á prueba ae produjo sólo la de posicio- 
nes, corriente á fojas 41 y 44. 

Y considerando: Que la demanda criminal entablada por 
Eduardo Canevaro en representación de Enrique Brissou, es por 
imitación y falsificación de la marca de fábrica con que éste 
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distingue los cigarrillos que elabora y expende bajo la designa- 
cíud de «Atorrantes . falsificación atribuida á tos demandados 
Bncigalupi y Marinen . 

Que estando suficientemente establecido en autos que los de- 
mandados lian usado la etiqueta incriminóla en los cigarrillos 
que fabrican y expenden, es menester examinar si « sta etiqueta 
constituye una imitación ó falsificación de la de) demandante. 

Que según el certificado de la oficina respectiva, ar-ompañado 
á la demanda, Ktirique Brisson obturo para los cigarrillos de su 
elaboración, el registro de la marca consistente en la represen- 
tación de una eabeüa de burro en uno de los lados principales 
de la etiqueta, y en el otro lado, en la parte superior las pala- 
bras «Atorrantes», cigarrillos habanos, debajo de esto un mo- 
nograma y debajo del monograma el nombre del fabricante 
Henry Brisson. 

Que la morca usada por los demandados en sus etiquetas, 
consiste en una cabeza de hombre con sombrero puesto, que ocu- 
pa enteramente una de las fases externas de la etiqueta, y la 
denominación «Farristas» repetida cuatro veces en diversas 
partes «le la misma, con inscripciones referentes á la naturaleza 
del artículo y otras varias que no forman parte de la marca, no 
pudiendo ellas ser consideradas como tai en virtud de disposi- 
ciones expre-as de la ley do la materia. 

En uno de los lados de la etiqueta se ve también un mono- 
grama formado de las letras B My debujo claramente impresos, 
los nombres de los fabricantes Bacigalnpi y Marinon y la calle 
y numero en que está situada la fábrica. 

Que en tal manera comparadas las dos etiquetas, resulta 
que no existe 011 la incriminada ninguno de los distintos rasgos 
esenciales de lo que constituye la marca registrada del deman- 
dante, según el certificado de la oficina respectiva, no siendo, 
por tanto, posible confundir una etiqueta con otra, ni l »s pro- 
ductos que respectivamente envuelven. 
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Tan es así, que según resulta «le los documento» de lujas 30 
ú 3S la oficina de marcas de fábrica concedió a los demandado*, 
en Abril próx.mo p;isado, con p -sterioridad á la demanda, el 
registro déla marea .Farristas, en la forma y con los agrega- 
dos dé U misma etiqueta incriminada, eliminando tan sólo de 
ésta el círculo con el monograma. 

Los monogramas que se encuentran en ambas etiquetas tie- 
nen, sin dud;i, semejanza; pero dada la situaron en U etiqueta 
j los demás rasgas coustituuvns de ésta, aparecen cuino un Je- 
talle sin mayor importancia que no basta para bacer posible la 
confusión. 

Qn€ además, st se liene en cuenta la forma de los paquetes, 
|»é >e abren á manera de libro, ó eartera, la confusión apar.ee 
aún más imposible si cabe, pues el consumidor tiene qu* lijar la 
atención en el paquete al abrirlo cada tw y no puede menos de 
observar en tal circunstancia que la denominación de «Farris- 
tas» y «Aturrantes» se encuentra impresa en gruesos caracteres 
en las dos Tase, internas. A esto debe agregarse todavía el hecho 
de que tratándose de cigarrillos, la venta y la compra se hacen 
distinguiendo el artículo por medio de su designación particu- 
lar; de manera que en el caso présete tesultn imposible para 
consumidores de la más ligera atención confundir do, paquetes 
de cigarrillos que llevan repetidamente impresos el uno el nom- 
bre de .Atorrantes» y el otro ei de «Farrutas» en gandes le- 
tras que saltan á la vista, fuera de loa otros rasgos diferen- 
ciales. 

l'or estos fundamentos, fallo: desestimando lu acusación en- 
tablada en estos autos contra Hadgah.pi y Marinou, quienes 
quedan por lo tanto absueitos de culpa y earge, dejándoseles á 
salvo las acciones que les corresponda., por daños y perjuicios. 
Alcoe el embargo trabado á foja i i y á fpjf 20, debiendo de- 
volverse á sus dueños ios objetos embargados, siendo las costas 
del juicio á cargo dei actor, de acuerdo con lo dispuesto en el 
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artículo 144 del Código de Procedimientos en materia penal. 
5otifí<iuese con el original y repóngase el panel. 

J. V. latanne. 

Falle Ú* I» Siip*«i» 

Buenos Airea, Setiembre ¿l do 1896. 

Vistos: Por :u* fundamentos, se confirma, con rostas, la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y ocho. Impuestos los sellos, 
devuélvanse, 

BEIÍJAMI» PAZ.— LUIS V. VARELA. — 
ABEL UAZAX. — OCTAVIO UUSÜE. — 
E. TOMlENT. 



4 Al ■%% KM 



La. Compañía General de F&ffofíW, contra Lamenca, San Miyuet 
y O y don Eduardo Calri, por falsificación de marca de fd- 
hrica; sobre prueha test anón taL 

Sumario. -~ Hecha la presentaron de testigos dentro de Lis 
prímerus diez días del termino probatorio, y consentido el autu 
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que mando acompañar el interrogatorio, no puede negarse la 
prueba testimonial, por haberse acompañado el interrogatorio 
después de ose término. 



Caso. — Lo explica él 



rallo <«l reíeral 

Buenos *i«Si MiijoSdi 

\«tn« y vistos: Considerando que los testigos ú que se refiero 
A presento rc-cuiso, fueron presentados dentro de los difí dius 
da recibida la causa á prueba; y se encuentra consentido el auto 
de foja 86 vuelta, que ordenaba la presentación del interroga- 
torio correspondiente; auto dictado el día tni.mo en que vencía 
aquel término v que debí* por ta.it o cumplirse fuera de -'l. Que e 
auto ocurrido de foja 97 vuelta, o» una consecuencia de aquel 
que se deja citado y que está con^entitlo. 

Foleto no se hace lugar á la reposición solicitada, ronce- 
diéudose en relación el reeurso de apelación en subsidio i.iter- 
puesto. A este efecto, elévense lo» autos á la ««P^ma Corte 
en la forma usual. Kepóngnso la foja. 



./. V. Laiannc. 
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Buenos Aires, Setiembre 38 Je JK95. 

Vistos ; Por los fúndame»! os del auto de foja ciento una, se 
coiilirmu, con co>tas, el u peludo de foja uuventa y siete vuelta* 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

nt>JAMl> TAZ. — Lülb V. VARELA.— 
AUEt, BAZAfi . — OCTAVIO UtNGE. 
— iVA* E.TORREVf. 



C ALMA C1X1Y 



Criminal contra Juan l.afmmutü, por infracción de la ley 

ile correos 



Sumario, — >o puede dietarse auto de prisión contra el acu- 
sado, cuando se tratu de una infracción que s61o tiene pena pe- 
cuniaria en primer término, y no resulta la semiplena prueba 
requerida por el Código de Procedimientos. 



OE JUSTICIA SACHWAL 

Caso. — Lo explica el 



La H*U, Julio áti de 1H95. 

Autos y vistos: los seguidos y* el Procurador Fiscal contra 
don Juan Lafranconi, sobre cobro de una multa por infracción 
al artículo 57 ta ley postal. 

Y considerando : 1" Qae en 50 de Enero de 1893 (réase foja 
17 vuelta), el Vrocurador Fiscal solicitó el sobreseimiento pro- 
visional <íe esta causa, fundado en io preceptuado por el inciso 
2 o del artículo 436 de Código de Procedimientos en io Cri- 
minal, 

8- Que la base primordial en que se funda tal petición, era, 
según su propia exposición, en que « consideraba agotada la in- 
vestigación». 

3° Que lus procedimientos apuntados por la tiscalía se encua- 
draban en el hecbo de que Lafranconi no babía podido ser cita- 
Jo ni emplazado, á causa de no conocérsele domicilio. 

4 o Que por esta misma razón no puede citársele por inte rme- 
dio de la Policía, nipudi* ron publicarse edicto;» por falta de fon- 
dos par» t il claBe de publicaciones, como más tarde la nota del 
actuario que obra en el procedo (véa¿e foja 13 vuelta) lo bace 
constar; lo que oportunamente s* bízo conocer del Pn-curador 
Fiscal. 

5" Que después del sobreseimiento provisional decretado 
(véase foja 18), que se dictó precisamente por falta de elemen- 
tos para proceder en otra forma T no se ba adelantado un paso 
en la investigación sumaria; por cuja razón no puede reabrirse 

T II 
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sino para practicar nuevas diligencias de prueba, tendentes á 
ta averiguación del delito ó á investigar la exigencia real del 

delincuente. . . 

tí* Que no es posible admitir que sin tám elementos de jui- 
cio que ios existente, antes del sobreseimiento provisional, se 
pueda pedir la prisión preventiva del supuesto delincuente, por 
la sencilla razón de que si en aquel momento no existía semi- 
plena prueba del delitu y de la persona que lo cometió, tam- 
poco la existe hoy, que nada se ha hecho éu el sentido de ade- 
lantar la investigación, m 

7* Que la ley de 10 de Octubre de 187(5, en su artículos, 
dispone que los que infringiesen la« prescripciones de rila sufn- 
rán ¿¿ pena proporcional y el inciso 8' del artículo 
al que usare estampillas obliteradas, con una inulta de*) a 1W 
pesos* v el artículo 117 de la misma dispone que .se aplu-ara la 
pena de prisión desde cinco días hasta un año á todos aquellos 
en quienes no pudiera hacerse efectiva la multa. 

8- Que la naturaleza de estos delitos y penas, son puramente 
de carácter policial y por consignante cambiarla natural-™ de 
la* penas, seria cambiar la do los d*lU« que se cometan, y na- 
die puede dentro de las atribuciones acordadas por la ley > la 
Constitución, realizar semejante hecho, sin violación flagrante 
de todos estos principios. 

9* Que según lo estatúalo por nuestra carta fundamental, 
nadie puede ser condenado sin ser oído, ni pmndo de su liber- 
tad, aunque sea momentáneamente, sin que exitta a su respecto 
semi-plena prueba del delito que W le imputa. 

f$ i'ue está demás repetir que el estado de la instruc- 
ción sumaria anteriormente .1 sobreseimiento provia.onal per- 
diste hoy, por cuyo motivo la petición Bacal carece de base lejpl 
para llevar adelante su prosecución, dictando, sin nuevos lie- 
gos, ni actúa* iones auto de prisión motivado, contra un i* 
puesto acusarlo. 
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Por esto: nu ha Lugar ¡í lo solicitado por el Procurador Fiscal 
en la vista que ant<>ced<- y cora el expodiente según su estado. 

\ln rinno S. de Aumrm'chea. 

VISTA HhL s-fcSflll l'nUCUKAIMHI CENEHAL 

Buenos ÁJres, Agosta Í8 de S^'í» 

Suprema í.V/f : 

Kl un haberse citado á l.afrauconi para comparecer ú declarar 
ante el Juzgado, no LiaoiÜia para la prisión, que en ningún ca- 
so -eria procedente en H catado actual del sumario ya por tra- 
tarse de una infracción que sólo tiene pena peniniaria en primer 
término, ya por na resaltar la setnt-plena prueba requerida por 
e) Código de Procedimientos, Pido ii V. K. por ello, la con Ur- 
inación del auto recorrido de foja 21 . 

Sahinianti AVer. 

Huertos Aires Seücmbre .iu 18U5. 

Vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador <¿eiu*ral, se continua el auto apelado de foja veint ■ 
vuelta, Devuélvanse. 

BENJAHI» VKl — LUIS V. VAKELA.— 
ABEL DAIAN. —OCTAVIO Bl'SGE. — 

JtAS h. toiliiem. 
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CAVHA C'CXV 



Contrae! Agenic del vapor < Cóntoha *; sobre un fruteo manifex- 

íadú de más 



Sumario. — La manifestación de mayor número de bultos de 
los entrados, Uace pasible de la pena de 20 pesos por cada bulto 
manifestado de más, sin que pueda ser causa eximente de esta 
pena el Haber pagado los derechos correspondientes á dichos 
bultos. 



Caso. — Líesulta de las siguientes piezas: 



ItESOLUClOK DE U ADl ANA 

Bueno* Airt's, hir-n itihrc 13 de 18*1. 

Resultando de las actuaciones de este expediente que del va- 
por * CÓTdoba», entrado al puerto en Ágtiftjto 16 de i89í t fueron 
recibidos 499 bultos de los 500 manifestados, faltando por coi- 
siguiente i t $ atento á que si bien el dueñode la mercadería ha 
abonado los derechos por el total de la partida, resulta por otra 
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Mi 



parte que, puede .solicitar ia devolución de los derechos corres- 
pondientes al bulto que falta, resuelvo, de acuerdo con lo esta- 
blecido ion los artículos íM>5 y t05Í de las Ordenanzas de Adua- 
na: imponer una multa deSOp.'sos aUgente del vapor * Córdoba» 
por el bulto de que se trata, adjudicados al fisco. 

A sus efecto* pase á contaduría y repóngase los sellos por el 
interesado. 

S. fíaittii'ne. 



Fall» M Ja" 

Uueuo* Aire*, Abril £1 «)f 1HH¿. 

Y vistos: Considerando en cuanto al recurso dé nulidad in- 
terpuesto: que tío es de aplicación en el presente asunto el artí- 
culo 1031 de las Ordenanza? le Aduana, que prevé el caso de 
que la aduana no se hubiese apercibido de la infracción denun- 
ciada en las mercaderías que se le presentan al despacho, que 
se someten a su «Amen, disponiendo que en tal circunstancia 
cese la jurisdicción aduanera. Aquí la infracción denunciada 
consiste en riaber incluido de mis un bulto en el manifiesto 
general del buque; de manera que este bulto, que no liabia en- 
trado á los depósitos de aduana y que no fué por tanto sometido 
á la inspección en el acto del despacho, no puede decirse que 
había salido de la jurisdicción. La infracción no se cometió 
respecto déla mercadería despachada, sinó en el manifiesto ge- 
neral del buque, manifestando en él na bulto que *jd fea apareci- 
do en la descarga, que no baentrado en los depósitos fiscales. 

Considerando, en cuanto al recurso de apelación: que el hecho 
de que se bajan abonado derechos por el bulto de la referencia 
no puede considerarse ™mo cansa eximente de pena, toda ve* 
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que el interesado estaría habilitado para solicitar la devolución 
de lo pagado indebidamente, como lo establece la resolución 
apelada de foja 7 vuelta. 

Por estos fundamentos: se confirma, ésta, con costas, de con- 
formidad con loque dispone el articulo 905 de las Ordenanzas; 
quedando en consecuencia desestimado el recurso de nulidad 
interpuesto conjuntamente con el de apelación, Hotif íqueae con 
et original, repónganse los sellos, y en oportunidad devnelván- 
se ím autos ;i la Administración (te lientas. 

./. I . üilnmir. 



VISTA UEL SfcSOR l'ROCLRADOR 

Uucnos Aire*. Agúito sf9 ile mh. 

Suprema Corte : 

La Falta do entrada del bulto comprendido en el manifiesto 
general de carga del vapor «Córdoba», está demostrada por las 
constancias do las Glicinas públicas de aduana, y aun por él re- 
conocimiento del misino interesado ii foja 3, sin que baste á elu- 
dir las consecuencias üe ese hecho, la conformidad expresada 
por los consignatarios, de haber recibido á su satisfacción las 
mercaderías consignadla. 

El tiempo transcurrido desde el despacho, tampoco impide el 
ejereicío d<- los derechos fiscales, desde c¿ue no alcance á los diez 
años que el artículo 433 de la* Ordenanzas establece para 
la prescripción de las reclamaciones de la Aduana no sujetas a 
términos determinados. Siendo entonce» de aplicación al raso re- 
sultante, la aplicación del arlículo9G5 en cuanto impone multa 
de 20 pesos por cada bulto manifestado de más, & V. K. pid<* 
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la confirmación, por su i fundamentos, de la sentencia recorrida 
de foja 25. 

Sabintana hier. 

Falla *• I» »«preMM» 

Buenos Airu*, Setiembre 28 de 1893. 

Victos: De conformidad wm la cipue^to y pedido por el señor 
Procurar General y por su* f nudamente se co nfi mu, cou cos- 
tas, la senttncia apelada de foja veinte y cuatro vuelta. Impues- 
tos los sollos, devuélvanse. 

BENJAMIN l'AZ. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUSCE. — JUAS f. TORBtST. 



¡r Esperanza Maciel de Lwm contra ü. EmÜiaO. Schiffner, por 
escrituración; i$r$ h'tfuidarion deprecio 

Sumario. — i" Mandada escriturar una venta por sentencia 
ejecutoriada, la liquidación, que se pida y ordeno, del precio, no 
pertenece al procedimiento de apremio y ea apelable. 
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2 a No siendo obiervada la liquidación en sí misma, sinó en 
cuanto á su oportunidad, debe ser aprobada. 



Caso. — Por sentencia ejecutoriada, dictada eo aquella causa, 
se declaró: 1° que el señor Scbiffntr se encuentra obligado A 
suscribir la escriturado compra-venta del terreno, materia del 
juicio, dentro del término de diez días posteriores á la ejecuto- 
ria del fallo, suscribiéndola también la señora de Luna ó sus 
representantes legales; 2 a que el señor Kchiffner debe abonar 
y abone á la señora de Luna, en el acto de esa escrituración, la 
suma de 11 .600 pesos oro sellado ó su equivalente en moneda 
nacional de curso legal, al cambio de) din del vencimiento de la 
obligación, con mas los intereses del 7 /«anual, á contar desde 
el 13 de Febrero de 1880, hasta el diu del otorgamiento de la 
escritura. 

LIQUIDACION 

Que practica el infrascripto, del capital é intereses respecti- 
vos en el juicio seguido por doña Esperanza Maciel de Luna con- 
tra don KmilioO. Schiffner, sobre escrituración, que se tra- 
mitan ante este Juzgado, en auto de foja 299 vuelta, 

Antecedentes 

\° La sentencia definitiva de foja 214 establece que *don 
Kiniüo O. Schiffner debe abonar y abone tí la señora de Luau, 
en el acto de la escrituración, la suma de 11.612 pesos moneda na- 
cional oro sellado 6 su equivalente en moneda nacional de cur- 
so legal, a! cambio del dia del vencimiento de la obligación, con 
más los intereses sobre esa suma al tipo del 7 % anual, a contar 
desde el dia de 13 de l ebrero de 1880 basta el dia del otorga- 
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miento de la escritura pedida » (parte de U parte segunda de la 

dispositiva, íoja 219). 

2" En la escritura de promesa de faittá corriente t f$J» 27 — 
de fecha 13 de Febrero de 1889 y en la clausula primera seosti- 
pula que «en el caso deque ¡il llegar á la mayor edad los hijos 
menores de labora Rueda de Sóhle ratificaran la escritura de 
venta otorgada por esta á don Uermidio Luna, la señora Maciel 
de Luna promete vender y venderá á don Emilio 0, Schiffner 
el terreno deslindado, mediante la cantidad de 11.612 pesos 
moneda nacional oro sellado, que como prec io deberá entregar el 
señor Scniffner con má< el interés del 7 '/„ anual s..bre esa suma 
contando desde hoy hasta el dia que le utorgue la escritura de 
venta respectiva». 

3» De los antecedentes que preceden resulta que la liquida- 
olondeba tener por báselo mandado en la sentencia citad», 
concordante en punto á capital é intereses con la cláusula de la 
predicha escriturade promesade venta, siéndola Ocha de arran- 
que para el cálculo de intereses U enunciada el 13 dé Febrero 
de 1889. 

Cálculo 

Capital eu 13 du Febrero 1889. . ¡ 11 .012 8i 
Intereses del uño 1890 812 8i 

1891 812 84 

1892 HI2 8-i 

1893 812 84 

1894 812 84 

« 1895 812 84 

13 de Febrero de 1895 hasta hi- 

feclia, sobre 48dias 107 0* 

Total* 16.595.92 



346 FALLOS UE LA SUPREMA CORTE 

Asciéndela presente liquidación á la suma de ltí.595 pesos 
con 92 centavos moneda nacional uro sellada, ^iÍtu error ú 
omisión. 

Julio Hernán tlez 

Secretaria, .\i»ril í <l" 1895 



rallo 4*1 JMM »*•!-»• 

Hnsario, Junio 1* d*' l MÍ '-í- 

Y vistos: Resultando del tiento d< f-tj¡i 30H, que el señor 
Emilio Schíffner hace oposición, no á la lir| iridación misma 
practicada por el actuario ú fojas 300 y 301, sitió al auto 
Marz.. 20 qiu ordenó la Liquidación; que dicho auto ha sido no- 
tificado alas pariesen la misma fecha do pronunciado, sin que eu 
el término correspondiente hayan usado ninguno de los litigan- 
tes du los recur^s que la ley cuntiere, quedmidu por lo lauto Ur- 
iñe y eje* utoriado por el ministerio de la ley; que u ■ hubi ndo 
observad" ninguna de las partes el contenido ú exactitud arit- 
mética de. la liquidación practicada por el actuario, debe, supo- 
nerse, legalmente, que se ha he '-lio de acuerdo con los antece- 
dentes existentes en autos. 

Por estas consideraciones: se aprueba i.i liquidación de fojas 

300 y fflí, depóngase. 
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ftdimin. Junio I l -l.- 1«.*5, 

una 



Tratándose n> el présenle raso di dar cumplimiento a 
s^da^eculnriada. es apUoaMé laiteglas del proced.m.euto 
contenidas el Título XXV (att. 30») de la Ley de Setiemorr 
I l ti.- 18rf>3, en el que -lo son apelaMe*, como en el juicio eje- 
culi-o, los auto, que se declaren tales por tu l«y« Por lo expu-y 
to uo M lugar al recurso de apelación, de conformidad al artí- 
culo m dejando A Salló él derecho del reüuptíte para que use 
de las aceionis que le competan, B*gun lo disputen el mismo 
artículo, W'aae fallo de la Suprema Torteen al tomol*. pagina 
218, s«'*rie 2\ Re#hgáaé. 

(tpyíia. 



Buenos Airu». Julio ¿"i dt WK. 

Vistos en el acuerdo: Considerando que en el estado de la 
causa, uo liar lev alguna que autorice ó dé por iniciado el pro- 
, t .dim.entü de apremio, no siendo así de oportuna aplicación el 
artículo trecientos «inte déla ley de I» materia, que invoca el 
jjiez déla causa para negar la apelación. 

Que el auto apeado es de los que, por bu naturaleza, Irae 
gravamen sncept.ble de fundar el recurso. 

por esto : se declara mal denegados los recursos interpuestos 
y se los concede en relación. En consecuencia, líbrese oficio al 
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Juez de Sección, previa reposición de sellos, para qne remita 
los autos, coa noticia de las partes. 

BENJAMIN VM. — LUIS V. VARELA. ~ 
Aft£L RAÍAN. —OCTAVIO ÜUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



Fallo de I» ftuprrm» Carie 

Buenos Aires, Nutiemljre 28 il<> 1HÍI3, 

Vistos y considerando : Que el auto de foja trecientas diez y 
cko se limita á aprobar ta liquiü iicion practicada á foja tres- 
■ientas una. 

Que esa liquidación nu ha sido observada en sus resultados 
aritméticos}' se conforma ¿dimos con el tíinto por ciento de in- 
tereses y fecha desde que estos debí¡tu devengarse, determinados 
por la sentencia ejt-cutor iad a de foja doscientas catorce, así 
cuuocon ta especie de moneda lijada en la misma sentencia. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto apelado de fo- 
ja trescientas diez y odio, se coulirma óato, con costas, no ha- 
ciéndose lugar al recurso de nulidad, por no haberse expuesto 
cánsales ni aparecer en autos su existencia. 

Y considerando en cuanto ú la apelación concedida á foja tres- 
cientos diez y siete vuelta, que m>luy mérito para elevar la re- 
gulación contenida en el auto de foja doseientas noventa y ocho 
se confirma é\ te. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

UEKiAMI* PAZ, — LUIR V. VAIULA. 
— ABEL UAI%?i. — OCTAVIO 
Dt'NGE. — JUAN E. TORHKIfT. 
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ffl llanca de ta Provincia de Humos i tres, contra el doctor don 
J.J. Hall, por cobro de pesos, sobre competencia recurso,- de 
sentencias de los Tribunales de la Capital á la Suprema 
Corte. 



Sumario, — I o Prowfde el rucurso á la Suprema Corte contra 
las sentencias de los Tribunales lóenles que no hacen lugar al 
fuero federal invocado. 

2 o Es correcto ti rechazo de la excepción de incompetencia 
de los Tribunales locales, si se ha dictado por no haberse pro- 
bado los hechos en que se fundó. 



Caso. — Lo explica la 

\ISTA DLL SESQH l>H»CUKADOR GftIEKAL 

muñios \ire-, Seti^uiljn* l:i de J$»5. 

Suprema Corte : 

El recurso iustaurauo puede ser procedente con sujeción á lo 
dispuesto en el artículo U de la ley dt competencia do 14 de Se- 
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tiembre de 18#:í, porque el unto recurrido tleoide sobri; la ex- 
cepción de competencia de la jüíiiáiccion; punto controvertido, 
y regido por Ja ley nacional, de cuya inU rpretaciou es V. E. 
juez supremo. 

Perú la declaración de la Kxma. Cámara, confirmatoria de la 
de 1" instancia al respecto, es ajustada ¡t derecho. 

La jurisdie -ion federal es de excepción é improrrogable; *úlu 
procede en los casos estr lelamente establecidos en las (e|í ; que 
rigen su competencia, y según ellas d. hen justiliearse lus ex- 
iremos invocados 

La ./untes ion lleta, no puede sostener *e centra la parte <|iic ha 
ocurrido a la jurisdicción eoinun. Ln oposición fundada tu ra- 
zonen de derecho no implica la afirmativa de lu-cbus une e.on- 
tradiee la presentación misma de la eji-eu<'toiu ¡inte la jurisdie- 
cien local, l'or otra parte, la adiiibiou del auto de prueba por 
ambas partes, demuestra que recouoeían la divergencia de lie- 
eho, que acuella e>taba llamada é dilucidar, 

Kl Juzgado recibió á prueba las excepciones á foja U5, y «u 
auto fUg consentido, ninguna se produjo por el exencionado, 
segon eertilieado de foja (55, llamados auto*, á foja (jtí vuelta, 
fué des. « liada con justicia, á foja ttt, la excepción improbada. 
No existe nulidad alguna en este procedí mii-iHu. 

Por ello, pien-iu que aun reeonocidn la procedencia del recur, 
so, V. i:, debiera desestimarlo, por ser contrario á las cons- 
tancias de autos, juntamente apreciadas >-n la sentencia recu- 
rrida. 



Sabinifflio hwt . 
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rmio de i* ifkmmmm ***** 

Buenos Air--, Setienmrj ■ .h «.!■ ■ 

Vistos cu el üpiieriíu: .'onsideraudu: t¿ue -'I doctor «Ion Jo*** 
£ Hall, haopu.siol* eiceocíonde incompetencia, pretendien- 
do que él conocimiento de la causa ÓBrtesponde á la justicio fe- 
dflraV. 

Que (I- echada e<o eicccpubm.cou «tVct» denni.tiíq en U causa, 
el recurso p.iie licitado docl-.r Hall feo interpuesto para ante 
esta Suprema Corle, sé halla autorizad por el artículo catorce, 
inciso tercero, de ta ley de jurisdicción y eíjmpeteueia, como lo 
tiene resuelto la minina en diversos caso*. 

Pur esto se declara mal denegado el reeiirs-i. 

Considerando en cuanto a 1a apelación : i¿u- según consta de 
los autos remitidos pur vía de informé la excepción «le iueum- 
petencia se recibió á prueba, W Í0 el recurrohte producido 
■fojos sienta y cinco á sesenta y seis) la correspondiente y ue- 
civaria para acreditar uj o el oa*o . ra de jurisdicción fede- 
ral, como lo di-muestra v\ señor Prneuiador < ¡eneral en su dic- 
tamen. 

t¿u¿, en cun-ecuencia, es conecto el rechazo de diclia excep- 
ción, hecho por Lis tribunales lóenles. 

Por esto y de acuerdo con je expuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su precedente visto, se confirma, cou 
coitos, la sentencia recurrida en cu uito no hace lugar á la ex- 
cepción de incompetencia. Agregúense estas actuaciones lila 
canso enviada como informe, y devuélvanse al tribunal do mi 
origen. Repóngase el papel. 

bpiálifi v sí. - luis v. vahbla-— 

ABEL KAZAN. — OCTAVIO BUNCE, — 

jpjas fc. Tontifiivr. 



FALLOS D£ LA SUPREMA GOKTfc 



« AI NA 4 4 I. VIII 



Criminal contra José Morillo y otrbs y ¡>or extravio de tmn mala 
con valor dertanuh: sobre Sobreseí miento provisional tj nuli- 
dad de sentencia. 



Sumario.— i' 1 Entrada la causa á plcnario, y tramitada has- 
ta llamarse auto* para sentencia, debe dictarse ésfcfc condenan- 
do ó obsolviendo: el sobreseimiento previsorio, no importa más 
que la absolución do la instancia, que es absolutamente prohi- 
bida, 

2" Es nula la sentencia que, en causa seguida contra varios 
dictad sobreseimiento provisorio respecto de uno de ellos. 



Cuso. — Resulta del 



Antm del Ju« *>«lers*I 

Uosiirio, Julio 31 de 1891. 

Y vistos: los presentes llevados por el señor Procurador Fiscal 
contra José Morillo, sin apodo, desafíos áv edad, soltero, jt¡ío 
de la oüeina de certificados de la administración de Correos do 
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esta ciudad, argentino, y con domicilio en la calle Paraguay 
número 338; Ti lino González, sin apodo, de igual nacionalidad, 
de 24 años de edad, soltero empleado do la misma oticí na, con 
domicilio en la calle Comercio número 679, y Cirios Pereyra, 
de igual nacionalidad y también sin apodo, de 17 anos de edad, 
soltero, empleado de igual oficina y con domicilio en ta calle 3 
de Febrero número 532, por extravío de una mala certificada, 
número 313, dirigida déla ciudad del Paraná ¡i ésta nata los se- 
ñorea Pí ñusco y Castnsnino, con valor declarado por la suma de 
mil pesos moneda nacional, y llegada al Rosario con fecha 5 de 

Agosto de 1891 , 

El Procurador Fiscal, en su acusación de foja :i6 vuelta, ma- 
nifiesta que se ignora á< h acia cierta tquieti sea el autor del 
robo de la carta mencionada, ó por lo menos, cómo ha tenido lu- 
gar su perdida o extravío»; que tno siendo posible señalar direc- 
tamente al ladrón, dada la falta de datos para designarlo clara- 
mente, la responsabilidad^ los efectos de la ley, tieuequeser 
solidaria para todos aquellos empleados que formaban el perso- 
nal del servicio en la oücina, el día de la pérdida de la mala, 
siendo ellos Morillo, González y Pereyra» ; que ésto así y según 
la prescripción de los nrtíciilos 52 y 5¡l de la by nacional de 14 
de Setiembre de 1803 designando los crímenes cuyo juzgamien- 
to compete á los Tribunales nacionales y estableciendo su pe- 
nalidad, la que correspondía al caso sub-judiee» consistía en 
la pérdi.la del empleo, trabajo» forzados y una multa de 100 i 
300 pe>os etc, Que batiendo aplicación al casnaub-judice délas 
proscripciones U-gales indicadas y teniendo en cuenta las dife- 
rente funciones de los empleados Morillo, González y Pereyra, á 
quienes acusaba de conformidad á los artículo s recordados, pe- 
día contra los do* primeros la integración de los mil pesos per- 
didos, su inhabilitación p;;ra ejercer cargos públicos y la pena 
de 5 años de trabajos forzudos, y para Pereyra, como partícipe 
en la responsabilidad del hecho, a la de dos meses. 
t. II 



854 whitm de lk suprema corte 

Tolmo González presenta su defensa ¿foja 42, Morillo á foja 
51, y Pereyra á foja 55, pidiendo todos ellos su completa abso- 
lución y manifestando: el primero, que nu hay base pura el pro- 
ceso» pues no se ha comprobado que la mala haya sido robada, 
creyéndose más bien, hasta por el mismo Fiscal, que no se tra- 
taba de otra cosa que de un simple extravío de aquella; que aun 
en él caso de existir el hurU, él no podía imputársele y ni si- 
quiera se le había imputado, no distiendo en aut-s prueba al- 
guna ó presunción de qut- él fuese responsable de la pérdida de 
dicha mala, encontrándose probado que en los días de combina- 
ción (como lo fué el 5 de Agosto), el jefe Morillo eraquú-n abría 
personalmente las malas. 

El segundo» moniUesta que para aplicara una pena es menes- 
ter que el hecho qut- la motiva sea legalmente imputable ¡il reo, 
circunstancia que en este caso no existía, puesto que no se sabía 
verdaderamente bi había robo ó simple extravío; que por otra 
parte, se encontraba probado que el día de lo pérdida do esa 
mala T aunque había sido de combinación, Morillo no se había 
encontrado en la oficina ¿i la hora del ingreso á ella de la carta 
habiéndola Tecibido González y no él, segun se comprobaba por 
el documento de foja 35; qu-> lo administración general de Co- 
rreos en su resolución de foja 14 exoneraba de sus puntos i 
González y Pereyra, sin que ninguna palabra se dijera de él 
allí, y cuyo hecho siendo significativo, debía pesar en la re>o- 
lucion judicial que se pronunciara. 

El último expresa que él no tenía la llave de la cuja donde se 
guardaban las mala* con valores declarados; quu su interven- 
ción en esa oficina se limitaba al despacho do la corresponden- 
cia certilica da sin tomar parte en el despacho de valores sino ac- 
cidentalmente, y por órden superior; que la mala de la referen- 
cu la había recibido González y no él, quien no teniendo en el 
recibo de la misma ninguna participación, y no cabíale por tati- 
to responsabilidad alguna; que las sospechas contra su persona, 
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formuladas por otro* presuntos culpables, no tenían fundamen- 
to alguno. 

Abierta la causa á prueba se produce la que corre en 
autos, 

Y considerando: 1* Que no habiéndose comprobado en au- 
tos de una manera efectiva y cierta que el valor declarado que 
motiva este proceso haya desaparecido pur medio de cualquiera 
de los actos punibles que designa el artículo 52 de la ley de 14 
do Setiembre de 1863, existiendo duda sobre si la desaparición 
de la malí número 3t3 provenga de un acto delictuoso ó de un 
simple extravio, no es posible legalmente pronunciar en esta 
causa una sentencia condenatoria emergente de la prescripción 
de los artículos 52 y 53 de la ley antes recordada; correspon- 
diendo sólo, segnn lo que resulte de autos y á mérito de no 
«existir la evidencia de que el delito no se haya perpetrado», 
según la expresión del artículo 134 del Código de Procedimien- 
tos eti lo Criminal), el sobreseimiento definitivo ó provisional» 
según sean las circunstancias que concurran con respecto ú rada 
uno de los encausados. 

2" l¿ue aunque se haya probado que en los di is de combina' 
cion fuese José Morillo quien acostumbrase á recibir la corres- 
pondencia con valores declarado-, no se halla comprobado, em- 
pero, que el día 5 de Agosto de 1891, que fué de combinación y 
en id que llegó a esta oficina de Correos la cartabón valor decla- 
rado que motiva este proceso, ella hubiera sido entregada á di- 
cho José Morillo, resultando, por el contrario, del documento 
corriente ¡i foja 35, que la persona que recibió diebo valor de- 
clarado fué el empleado Telmo González, quien no le dió entra- 
da en el registro correspondiente, no obstante darla á otra mala 
con valor declarado también, que procedente de otro punto, 
llegó juntamente con la dirigida ¡i los señoras Pinasco y Cas- 
tagnino, circunstancias que si es verdad no bastan para cons- 
tituir la evidencia del delito de robo ó sustracción de dicha 
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mala en contra del mencionado González, hacen nacer contra 
él la sospecha de esa sustracción» puesto que habiendo sido £1 
quien la recibiera no ba exhibido en autos la justificación nece- 
saria del destino que le diera y ñor lanío de su completa ino- 
cencia. 

3 o Que habiéndose comprobado que González como 2? jefe de 
la oliciua de valore* declarados, suplía legalmente á Morillo, 
jefe principal de aquella, y que t»ste no se encontraba en la 
oliciua Cuando ingresó á ella la cari y suma extraviadas, no 
hahicndulc sido tampoco, con posterioridad, entre gados dicha 
carta y suma por el primero á éste último, Huye lógica mente 
la consecuencia de inculpabilidad fie M rillo, pues no e< acep- 
table la teoría desarrollada p»>r el señor Procurador Fiscal do 
la solidaridad entre todos los empleados do una oficina en los 
casos dudosos de un delito ú simple falta producida en la olici- 
ua de que hagan paNe aquellos, puesto que tal teoría no se en- 
cuentra fundada en ley ni jurisprudencia alguna. 

4 M Que igual consideración de descargo es aplicable al en- 
causado lVnyrn, quic* además ha probado por las declaracio- 
nes de fojas 2H, C8, 09 y 07, que los únicos que corrían con 
los Talero declarados, eran Morillo y González, primero y se- 
gundo jefe de la oficina. 

5" Que e>ta prueba tiende ú despojar de responsabilidad á 
dicho Pereyra, quien tampoco aparece por las declaraciones de 
finjas 90, 81 y 01), en condiciones de haber podido disponer do 
las llaves de la caja donde los valores declarados se guar- 
daban. 

Por tanto; y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
484 y 435 tlel Código de Procedimientos en lo Criminal, se re- 
suelve: \" Bobrcaer provisionalmente res pul o del procesado Tel- 
mo González^ y deiii'itivamciitc re pecio á José 1), Morillo y 
Carlos M. Pereyra, declarándose respecto de estos Uos últimos, 
de acuerdo con la pre?>erinoiuQ del attíouiu 4J7 de igual Có- 
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digo* qii' 1 la formación de esta causa un perjudica su buen nom- 
bre y honor. Hágase -<aber y repóngase los sellos. 

G "sea lera // Zuñiría. 

VISTA TlEL SESOU PROlUinADOR GEttEllAL 

Uuenos Aires, Setiembre 11 dé 1H¡>5. 

Suprema Corte: 

Contr i él auto do sobreseimiento dictado á foja 128, se Han 
interpuso por «1 Broeudwr Fiscal, A foja 130, lo* recursos de 
nulidad y apelación, 

Fúndase i-n la tímUicídh de las formas sustanciales proscrip- 
tas oii los artículos 491 y 495 del Código de Procedimientos en 
lq Criminal» por haberse resuelto el sobreseimiento, donde, si 
juic* * del TtHMirri'ii te, correspondía la sentencia definitiva, 

VA Código ile Procedimientos en lo Criminal prescribe la 
oportunidad y formalidades ron que debe dictarse semencia, 
según los artículos 49t y 49!í citados, pero en ninguna de sus 
prescripciones prohibe el auto de sobreseí miento, qiN pueda 
haber lugar, cuando el Juzgado nj encuentra en las constancias 
dél proceso, mérito bastante para un t condenación ó absolución 
perentorias. 

Cuando >•{ articulo 132 declara que en cualquier estado del 
sumario puede decretarse el sobreseimiento, tampoco ha cir- 
cunscripto A ese período del juicio, tal declaración» 

Las condiciones en que los artículos 433 y 434 autorizan el 
sobreseimiento, pueden imperar, aun después de cerrado el su- 
mario, y donde el Juzgada no lullnre la comprobación de la 
existencia del cuerpo del delito ó la de sus autores, el sobresei- 
miento se impone. 
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No se bu podido comprobar que la muía c»n valores declara- 
dos, desparecida del distrito de Corras de Paraná, fuese ro- 
bada. 

Los esclarecimientos no pueden ir adrante por falta de me- 
dios legales, no hay mérito para absolver ni condenar, pero la 
inocencia, sobre todo del empleado Telino González, que Teeíbió 
la mala, no puede declararse, y á su respecto al menos, el so- 
breseimiento provisional parece justificado. 

En cuanto A la apelación por él interpuesta, carece de funda- 
mento legal. 

Si ea cierto, como consta á foja 34 y foja 35, que recibió el 
bulto con valores declarados, debió dar cuenta de el . No hacer- 
lo, envuelve una sospecha de sustracción ó pérdida, sospecha 
que si no autoriza la condma, tampoco permite la absolu- 
ción. 

En mérito d.- todo ello, y de los fundamentos del auto recu- 
rrida, pido ¿V. E. su continuación. 

Sahitñano Kier. 



Bui'ims Aires, Setiembre ¿i* de I8l> r >. 

Vistos y considerando: Que habiéndose declarado cerrado el 
sumario por el auto de foja treinta y seis, entró la cau>a al ple- 
nario siguiéndose el procedimiento establecido por la ley. 

Que oída la acusación y ta defensa, produrida la prueba en su 
oportunidad, vencido el término señalado al efecto y cumplido 
lo prevenido en el artículo cuatrocientos noventa del Código de 
Procedimientos en lo Criminal (foja ciento diei vuelta), se bu 
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debido llamar autos, con arreglo al articulo cuatrocientos no- 
venta y dos del mismo Código. 

Que «lia vez terminada la sustanciaciou en los términos «res- 
cripto* pur el citado artículo cuatrocientas noventa y dos, co- 
rresponde él pronunciamiento de ln sentencia delinitivu en la 
causa, de conformidad con los artículos cuatrocientos noventa 
y cuatro y cuatrocientos noventa y cinco, la que deberá pro- 
nunciarse» condenando ó absolviendo al procesado 6 procesados. 

Que la absolución de la instancia es absolutamente prohibida 
{artículo cuatrocientos noventa y siete). 

Que en tal estado del juicio el sobreseimiento provisorio im- 
porta en verdad y en ... ofeetos una simple absolución de la 
instancia, entrando aquel, por consiguiente, en la prohibición ab- 
soluta preceptuada por el mencionado artículo cuatrocientos 
noventa y siete, y procediendo de ahí, que el artículo cuatro- 
cientos treinta y dos autoriza el sobreseimiento cuando la causa 
se baile en estado de sumario. 

Que debiendo comprender la sentencia á todos los procesados, 
en relación á todos es necesario que se llene sus formas sustan- 
ciales. 

Que con arreglo a) artículo quinientos nueve del recordado 
Código, el recurso de nulidad procede contra las resoluciones 
pronunciadas con violación de las formas sustanciales proscrip- 
tas á <u respecto por el mismo Código. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador General, 
se declara nula la sentencia de foja ciento veintiocho. Devuél- 
vanse al Juzgado de su procedencia para que reponiendo la cau- 
sa al estado de llamamiento de autos, proceda A resolverla con 
arreglo á derecho. 

BENJAMIN PAZ. —ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO IIUNGE. — JÜAN E. TO- 
RHENT. 
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Contra el (tgeníe del vapor * Dórdogne*; sobre comiso 

Sumario. — Los vapures con privilegio do paquetes, pueden 
formalizar su entrada <;on súluel maní tiesto decarga, y no están 
obligados á presentar i a relación t}é| r.mclio. 



Caso. — líe su i ta (le las siguientes piezas: 

HtSÜLLClOX U£ LA ADUANA 

Buúnos Aires, Enero 22 ile 1891. 

Visto Lo actuado y atontas las razones expuestas en el i ti í - ■ r - 
me de contaduría que antecede, que comprueba lo denunciado 
en el parte (le foja f, con arreglo ¡i lo dispuesto en los artículos 
838, 905 y 105i de las Ordenanzas de Aduana, declaro caído en 
comiso A exceso de (550/ quiniento* cincuenta kilos velas estea- 
rina, o sea se pague una multa igual al valor del mencionado 
exceso, Hágase sabor. A sus efectúa pasea contaduría y repón- 
ganse los sellos. 

S, ¡laihime. 
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Fallo del Jitr* Fcdvrnl 

Buenos Aire*, Jutiío 3« de 181)5. 

Vistos y considerando : Que el artículo 830 de las Ordenanzas 
de Aduana determina que los paquetea á vapor gozarán de los 
privilegios que los artículos siguient. s enftmétaiíi 

Que el 837 estaWíqe qu<> flichos paquetea presentarán il res- 
guardo, ú su entrada, un maniliestu pw íftvM* He l» eftTfa 
que e„nduzcan;y el 838disp'>nequee<e maniiiftsto deberá expre- 
sar las tain as, números, eawaes, géWííJ de las mercar ías, así 
como ios consignatarios de éstas; comprender las eacumk-nrius, 
muestras y pacotillas que traigan Us pasajeros ó tripulantes con 
destino á ese puerto, señalando como modelo de tal manifiesto 
el número 17, queseencuentrainserto al linal d.- las ordenanzas. 

Q eel artículo 817, al estatuir que ios paquetes no gozarán 
de otros privilegios ú excepciones que L>s acordados en Ins artí- 
culos anteriores, vuelve a indicarlos y repite como uno de dichos 
privilegios el de que la entrada de !os vapores < queda formula- 
da coa sámta presentación del manifiesta de su canja en dos 
copian * . 

Que de .-alas disposiciones no surge la obligaom. por parte 
Je los vapores, de hacer relación de raiu-ho ó sobrante de rancho 
o provisiones. ¿ Acaso surgiría esta obligación de otras pres- 
cripciones de las mismas ordenanzas? Si bien es verdad que los 
artículos 31,32 y 34 imponen á los capitanes el deber de pre- 
sentar a la entrada del buque una relación del sobrante del ran- 
cho, y el 46 indica que las copias ó traducciones del manifiesto 
de carga y relación del rancho, deberá» hacerse en la forma del 
modelo número i, no es menos cierto que las ordenanzas, al de- 
terminar las reglas concernientes á los paquetes á vapor, no han 
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incluido el rancho ó sobrante del rancho entre los objetos que 
el manifiesto del ■ ejpr.sar; y ú diferencia de lo dispuesto res- 
pecto de los otros buque-, que para formalizar su entrada tienen 
que presentar manifiesto de carga y relación del rancho, ha es- 
tablecido aquello, que loa piquetes formalizan la suya con solo 
la presentación del montfiééto de carga én dos copias . 

Y es por esto, sin duda, en raido de que con sólo el maniliesto 
de carga formalizan los vapores su entrada, que. el artículo 838 
ha impuesto que en él se ruaniliesten lus encomiendas, muestrí- 
y pacotillas, lo que n» ocurre respecto de lo- otros buques, qu<- 
pueden hacer por separado una relación de estos objetos (arti- 
culo SI). 

Si estas disposiciones no fuesen bastantes claras y explícitas, 
habría que recurrir ú ¡os modelos de maniliesto o que las orde- 
nanzas remiten . Íl artículo 838, al tstatuir suhre el contenido 
del maiiiliesio Je los paquetes, indita el modelo número 17. Y 
bien, esle modelo no contiee n ferencia alguna en lo tocante al 
rancho, á diferencia d<i - .lelo número 1, que si la contiene, 
en consonancia con las di&puMi ñ-nes de los artículos 3t, 32, 
34 y 46. 

Que, en consecuencia, al decir el artículo 848 que en tudo lu 
demás los paquetes quedan sujetos á las disposiciones y penas de 
las ordenanzas,— sin que se pueda pretender ó alegar otros pri- 
vilegios y excepciones qur las expresamente acordadas en ese 
párrafo, no puede entenderá que obliga á los paquetes á presen- 
tar la relación del rancho; puesto que justamente uno du los 
privilegios que se le han concedido es el de formalizar su entra- 
da con sólo la presentación del maniüesto de carga, el cual, según 
queda establecido, no debe contener relación del rancho. 

Si por los artículos 31, 32, 34y 4C los buques no privilegia- 
dos, pura formalizar su entrada, deben presentar maniüesto de 
carga y relación de rancho, cuando el artículo 847 dice quo los 
paquetes, como privilegio, formalizan la suya con sólo la presen- 



HE JUSTICIA KACIOSAL 



363 



tacion delmaniüesto de óarg*, ha querido establecer y lia esta- 
blecido una diferencia expresa en favor d« loa paquetes, exigién- 
doles, al dar entrada, la presentaban del manifiesto de car^a 
únicamente . 

Por lo .lemas ¿cuándo presentarían tos paquete* la relación 
del ranchu? Kstá prescripto qu-- los derals ttupes lo ,,a - 
cer al formalizar su entrada, pero como los paquees formalizan 
la suya «wt sólo el numijietio de carga, resulta que no habría 
término* hámm para el cumplimiento de la obligación que s" 

pretende imponerles. 

Que si además de los artículos enunciados se examinan di- 
versos otros, aparecerá con mayor abundamiento que las orde- 
nanzas no se reGeren á los paquetes cuando disponen la inani- 

fest ación del rancho. 

Kn primer lugar, es evidente que las reglas establecidas cu 
la segunda S< ccion de ese código aduanero, han sido dictadas 
teniendo en vista los buques de vela ó no privilegiados. Kilo 
resulta del título de la sección tercera, de la naturaleza de esas 
reglas y de las propias referencias de dichas ordenanzas, que 
en diversos artíi ulos t tales como los artículos 846, 849, 856, 
858, 862. 865 y 875, dicen que los paquetes serán equipa- 
rados en lo* puntos indicados alos buqu sde vela; es decir, que- 
darán sujetos á las reglas relativas ú csfóis . 

Por otra pa T te, el artículo 258 prescribe ciertas reglas en 
cuanto al rancho y dice que so descontarán «del manifiesto de 
rancho que el capitán presentará á su entrada*, ciertos artícu- 
los. Estn no puede referirse á los paquetes, que formalizan su 
entrada consoló el manifiesto de la cargo. El mismo artículo es- 
tablece que se descontará lo que exceda de las cantidades que 
pueda consumir la tripulación del buque en cinco meses. En es- 
to se reliere también, eiidenteruonie, á los buques dovelay noá 
los vapores, no sólo porque estos necesitan tener provisiones 
para la tripulación y además paralo* pasajeros, sino porque el 
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término ríe cinco meses Je duración del viaje de retorno, es [tara 
ellos A todas luces excesivo 

Que á tal pttttÉo resulta que la ley no ha establecido con cla- 
ridad y prensión el deber t por parte de los paquetes, de mani- 
íestar el nacho, que en el informe de foja 30 se pretendería ha- 
cerle naeeT de la obligación de manifestar la pacotilla. Así, se 
dice ¡illí que la administración de aduana dispuso * que estando 
legislado en iásotdtíttiioias lo concerniente á las mercaderías des- 
tinadas alas provUtas, conducidas por cualquier buque, se diera 
cumplimiento á la ley, esto es, sa manifestara (a pacúlüla, ó sea 
tas mercaderías destinadas al ranchó ». 

Pero pacotilla y rancho no son sinónimos, ni pata el lengua- 
je común, ni para el jurídico, ni pura la terminología ríe las or- 
denanzas las cuate* en los artículos 31 y 33 hablan de una y 
otra cus acornó p-rfeetamente distintas. 

Podría tal vez ¡lgrei;arse á esta una oonsiderannu ligera. En 
el iiíféim citada se dice q ,M ? durante v irios años no se exigió 
manifiesto de rancho ¡i los paquetes. Kilo inducirían pensar, que 
no creyeron que existí, ra tal obligación los empleados suprio- 
res encargados «le la aplicación ílo fas ordenanzas en la época 
inmediata á su sanción, y entre los cuales se encontraba el au- 
tor de las de 1H00. el mismo que formó parte de la comisión 
que proyectó lasde IKHi. Unas y otras son, por lo demás, cul- 
tamente iguales en la materia que esta causa comprende. 

t¿ue no existiendo en las ordenanzas disposición alguna que 
obligue á los paquetes a manifestar el raneho ó sobrantede ran- 
cho 6 ¡Tovisiun'-s, no puede reputarse contravención, y materia, 
por tanto.de pena, la f Uta deesa manifestación ó una manifes- 
taeion incompi-ta. Nadie está obligado á hacer lo que la ley no 
manda; no hay hecho punible sin calificación legal próvin. No 
es lícito establ cer esa obliga* i«m por impii- au i t. un pndi- iulo 
aplicarse por analogía otra ley que la que rige el easo, ni inter- 
pretarse ésta extensivamente en contra del uousado; y si hubie- 
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Bo duda en favor del indino, tendría siempre quo resolverse se- 
gún la doctrina y según el prefecto legal expreso. 

Es posible y aun probable /Jjjpe la falta de manifestación del 
ranclio por parte de los paquetes, dé lugar á maniobras fraudu- 
lentas en perjuicio de la renta lisca). También los equipajes de 
pasajeros é inmigrantes han tarrido al mismo fin* y, sin emba- 
go, las ordenanzas los lian excluido de la manifestaeíon. Tal 
circunstancia no autorizaría á ampliar las disposiciones lega- 
les, so pretexto do interpretarlas. Los tribunales no hacen la 
ley, se limitan á aplicarla. 

l'or estos fundamentos, fallo revocando la resolución apelada 
de foja 6 vuelta. Suüfíquese con el original % en oportunidad, 
devuélvanse los autos á la aduana. Repóngase el papel. 

J, Vi l.at atine. 



VISTA DEL SESOH PHOCUKAlKHl GESEKAL 

Hílenos Aires, Agos-lO 1Ü de lWia. 

Suprema Corte ; 

Las ordenanzas de aduana, en su artículo 31, establecen: 
cQuc los capitanes de los buques entrados, presentaren al ofi- 
cial que pase la visita, el manifiesto general de la carga, ha- 
ciendo relación separada de todo bulto, pacotilla, encomienda, 
muestras, etc., etc., y anotando el sobrante de rancho y provi- 
siones que tenga á su bordo». 

Los artículos 32 y 34 repiten aquella prescripeion especial 
sobre el sobrante del rancho, reuriendo el 40 la forma de la re- 
dacción al modelo número 1 \ que consigna separadamente el 
lancho. 
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Esos artículos se relacionan con los buques en general que 
no gozan de privilegio de paquetes. 

Respecto de estos últimos, ninguno de los artículos ile las 
ordenanzas lea prescribe sinó la presentación de uu manifiesto 
de la carga que conduzcan. Ese manhiesto debe expresar, se- 
gún el artículo 838, la designación de las mercaderías y sua 
consignatarios, comprender las encomiendas, muestras y paco- 
tillas, con destino a ese puerto, y expresar la cantidad de bul- 
tos que conduzca á los otr»s puertos del viaje. 

Así como la ordenanza ofrece el modelo número 1 para los 
buques en general, prescribe el modelo número 17 para lo* pa- 
quetes á vapor, y es de notarse en él que está suprimida la de- 
signación de los objetos de fancho, de que expresamente, en 
acápite separado, hace mención el número 1 . 

Creo, pues, que los paquetes á vapor gozan de un privilegio 
al respecto, como lo ha demostrado la sentencia de foja 40 : de 
otro modo.no se explicarían diversas preseripeioLes y diferen- 
tes modelos, que si impusieran iguales deberes, serían red an- 
dantes, 

Por ello y demás consideraciones de la sentencia recurrida, 
que invoco para evitar repeticiones, no creo deber sustentar el 
recurso instaurado por el Procurador fiscal, inclinándome á so- 
lioítaTdo V. E. la coníinnacion de aquella sentencia, corriente 

á foja m. 

Sab imano Kier. 



rail* I» 

Buenos Aires, Setiembre de 1895. 



Tistes: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, seconürma lasun- 
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tencia apelada tic foja cuarenta. Repuestos tos sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAIAN. — 
OCTAVIO BIÍNCE. — JUAN E. TO- 
BREVT. 
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Contra \um>z y Corra ; sobre payo dé dobles derechos 



Sumario. — Procede la i ui posición del pago de dobles dere- 
chos, por el error en la manifestación de fardos bolsa de arpi- 
llera en lugar de fardos arpillera, al solicitar una guía de re- 
movido. 



Caso. — Resulta de las siguiente* piezas : 

RESOLUCION DE LA ADUANA 

Himno? Aire?, Marco 11 de 1895. 

Visto lo actuado: de lo que resulti comprobado que con la 
guia de removido número 510 so solicitó i inburcar 5 fardos bol- 
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sasde arpillera y que de la verificación practicada resultó conté- 
ner arpillera. 

Que llamado ¿declarar el interesado, éste lia reconocido cate- 
gÚTÍcameiite la infracción cometida, oponiendo como único justi- 
ficativo en su descargo que en la papeleta llevada ni jiunto de 
embarque se expresaba t fardos de arpillera » en vez de «bolsas 
de arpillera» que se declaró eu la guia. 

Y considerando : Que en caso de haberse cumplido sin obser- 
vad un la guia referida, piulo haberse introducido en i-l Paraná 
& fardos «bolsas de arpillera» que están afectados al. . . de dere- 
chos en vez de «arpillera» que sólo está gravado Con ... por 
ciento. 

Que el hecho deque en la papeleta se Laya designado fardos 
carpillera» en rez de «bobas de arpillera» lejos de ser un justi- 
ficativo de la infracción, entraña una falsedad, por cuanto el con- 
tenido real de los fardos es, eonntqueda dicho, tbolsas de arpi- 
llera» y por otra parte, coma dicha papeleta queda archivada 
eu el Resguardo, no tiene ni puede tener valor alguno para la 
¡iduana recipiente, donde se reciben las mercaderías de confor- 
midad con lo declarado en la guia ¡le removido. 

Por Jo expuesto y atento lo establecido por los artículos 668, 
inciso 4, y 101 1 délas ordenanzas, resuelvo se pague dobles de- 
rechos sobre la di l erenda de derechos entre lo manifestado en 
la guia y el contenido real encontrólo en la veriticaciun. 

Hágase saber, pase a* contaduría á sus electos y rep^anse 
los sellos. 

J, Hmh itjuez. 
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r«lt* M Jufi Federal 

Buenos Aires, Aliri] íStlf 1K05. 

^ vistos; Considerando que el error ilc manifestación denun- 
ciado á IV» j íi V* se encuentra debidamente constatado y ha sido 
reconorirf» por los apelantes. Que las Ordenanzas tj¿ Aduana 
considerad cotilo fraude, y por consiguiente materia de pena, 
toda falta de requisito, toda falsa declaración ó todo hecho que 
pudiese originar una diminución en la renta que legítimamente 
corresponde al Fisco, sin tener en cuenta la intención con que 
se baya procedido, y ateniéndose únicamente á la existencia 
material del hecho de la contravención, 

Qtte La taha manifestación liecha en la guía de removido para 
el embarque de los fardos de arpillera ¡í que esta causa se relie- 
re, n > puede ser declarada inculpable, como lo pretenden los ape- 
lantes, porelheehu de haberse expresado en el pape! de foja 5, 
que !<»s bultos que se llevaban al embarco eran fardos de ar- 
pillera; pues este papel no bastaba para hacer evidente él error 
é* imponible de pasar desapercibido. 101 no constituye, por otra 
parte, un documento aduanero formal, debiendo hacerse las ope- 
raciones de removido en la forma y con los requisitos qu - se es- 
tablecen en los artículos G5I á 670 de las Ordenanzas, 

Que Ja infraci ion denunciada seencueutra especialmente pre- 
visU porel artículo 668. ¡m iso 4", de las citadas Ordenanzas y 
penada por el artículo 101 1 . 

Por estos fundamenta, Mr. confirmando ron costas la reso- 
lución apelada de foja 7 vuelta. Notifiqucse con el original, 
repóngase el papel, y en oportunidad devuélvanse los autos á la 
administración de rentas de la Capital. 



1. M 



J, Vi Lalannc. 
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VISTA DEL StSOR* PROCURADOR GENERAL 

BÚCÜüs Aires, Ajusto 3» de lt*9->- 

Suprema t'orte t 

La miiiáád fundada en la falta decítacñme* legales, es impro- 
cedente .Kl interesado ha sido oido i foj«s2y 4, reconociendo el 
hecho lo que excluí la necesidad de toda otra comprobación! 
y la sentencia de foja 19 apoya sos conclusiones ei« prescrip- 
ciones explícitas y pertinentes de las Odenanzas. 

Es evidente y reconocido por la mi>ma parte, que la guiu de 
removido, por error ú otra causa cualquiera, espresó ante la 
aduana «fardos con boUas de arpillera», en vez de bultos de 
arpillara. 

m error no se desvirtúa por la papeleta de embarque que 
no es documento de aduana, ni escusa de t0$mMM*t * a 
que pudo pasar desapercibido, sin la oportuna verilicacon que 
señaló el parte de Toja 1». Según el im iso*' del artículo 068 de 
las ordenanzas, la diferencia de especie, éftlWf < ™t.dad si 
6( n más, cae bajo la penalidad del artículo 101 I , que sujeta el 
hecho á una multa igual á dobles derechos sobre la diferencia. 

Por ello pido á V. E. se sirva no hacer lugar á la declaración 
de nulidad" solicitada, y confirmar por so. fundamentos el fallo 
recurrido de faja 19. 

Sabiniano Kier. 
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rail» 4« I» ttiiprc» Ort* 

BilCflOS Aires, Setiembre 3* d<; 18^5. 

Vistos: De fíonfoimidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y |ior sus fundamentos: se confirma, con 
costas, la >entencia apelada defojudiezy nueve. Repuestos los 
s.-llos, devuélvanse. 

BENJAMIN PA2- — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. - JUAN E. TO* 
RRENT. 



CAUSA C4XSI 



Criminal contra 0. Daniel de la Vena (Ayo), ex-jefe de la 0/í- 
ciña de Correos y Telégrafos en la Itioja, por participación 
en un contrato sobre reconstrucción de nna línea telegráfica. 

Sumario. — No habiéndose probado que el procesado baya te- 
nido la participación é ingerencia de que se te acusa, procede su 
absolución de toda culpa y cargo. 
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Cilio. — Resulta del 



rail* 4el jHti rctfcrol 

Moja, Abril :J0 <lc 1895. 

Y vistor : el juicio criminal promovido al la-jefe de la Ofici- 
na de Correos y Telégrafos de tita ciudad, doctor Daniel de la 
Vega Oiijoj, ú instancia del Procurador Fiscal, en virtud de los 
ankctduntts déla sumaria insUuida por la Dirección General 
de Correos y Telégrafos de la Nación, atribuyéndole participa- 
ción en el contrato de reconstrucción de la linea telegráfica do 
Catamarca á esta ciudad, corriente de fojas 6 i 9 vuelta dees- 
tos autos, celebrado entro la Dirección General de Correos y 
Telégrafo* de ,1a Nación, con los señores Fruilio II. Gonzalo» 
y C\cou fecha 7 del mes de Fnero del año 1889; de los que re- 
sulta: 

r Que con fecha 6 de Febrero del año 1891, la Dirección 
General d- Correos y Telégrafos, en nota de foja 98, comunicó 
al MinisteriodeWmeriovde la Nación la destitución de su em- 
plee al señor Daniel de la Vega (hijo), como jefe de la Glicina 
de Correos y Telégrafos de esta ciudad y la órden de suspensión 
del payo del cuntrato de reconstrucción de que le suponía par- 
tícipe, según telesillas del mismo de foja 24, al Inspector Ge- 
neral de Telégrafos M. B, Babia. 

2" Que por informe telegrílieo de fojas 12 á 20, la línea con- 
tratada está reconstruida conforme al contrato, habiéndose 
proeedido á esa inspección é informe á petición de lus contra- 
tistas, en nota corriente á foja 10, á lin de que la Dirección Ge- 
neral de Correos y Telégrafos se diese por recibida, estando 
definitivamente terminada. 
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3 o Que el señor Daniel de la Vega (hiju), e» telegrama diri- 
gido al señor Oscar do las Carreras, foja 26, á Buenos Aires, le 
pide seempeñecon el doctor ZobalíoS, a fin deque éste haga 
activar el informe sobri' reconstrucción de latinea telegráfica, y 
en caso de ser u cesaría su presencia en esa que le avisase. Con- 
cuerda este telegrama con lo declarado por el telegrafista don 
Justo S. Dávil i, á fojas 16 vuelta y 47, q u i tí ii dice le oyó decir 
á Vega, que si la Nación no les pagaba la obra, se iría úl perso- 
nalmente á Buenos Aires ú cobrar; como igualmente con la del 
testigo Aurelio Zalazar, telegrafista, quien declara á foja 48 
vuelta, que sabe que el señor de la Vega habla dirigido telegra- 
mas á Buenos Aires, preguntan lo que cuándo se pagaría el im- 
porte de larecoitstriii cion de la línea. 

i* Que los guarda-hilo Pedro Rodríguez, fojas 48 vuelta átó, 
y Agustín Herrera, fojas 49 vuelta tí 50, han trabajado el pri- 
mero en la reconstrucción de la línea telegráfica, porque fué 
mandado desde Santiago del Ester», por don .Tustiniano Las- 
cuno, y el segundo, durante ocho días, por mandato de Vega, 
ocupándose demandar aisladores, colocándolos donde no los ha- 
bía y atando conductores; haciéndose esc trabajo juntamente con 
el guarda-hilo Pedro Rodríguez y otro peón mandado por Vega. 

5* Que elevada la causa al estado de plenario, por auto de foja 
93, para deducirse la acusación, la parte del procurador fise 
eipone: «que el ex encargado de correos y telégrafos de e^te 
distrito, señor Daniel de la Vega (hijo), hasido socio del v ñor 
Emilio H. González, en el contrato de la línea telegráfica, des- 
de esta ciudad á ta de Cotatnarca, celebrado por dicho señor 
González y la Dirección General de Telégrafos en la capital de 
la República, el dia 7 de Enero do 1889, encontrándose Vega 
en ejercicio de su cargo de jefe del correo y telégrafo de este 
distrito. 

Que resultando, pues, de todas las diligencias practicadas, 
plenamente comprobado, que el procesado Daniel de )a Vega 
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(hijo) es delincuente (artículo 306, Código de Procedimientos 
Criminal), pues ka TÍolado las terminantes disposiciones del 
Código Penal, artículo 275, y ley de U de Setiembre de 1863, 
artículo 80, puesto que en manera alguna pudo tomar partici- 
pación como socio en un trabajo ó empresa que se relaciona con 
su cargo; pide, en consecuencia, que se declare al procesado reo 
del delito de exacción, condenándolo á sufrir el más i inunde la 
pena que establece el artículo 8<> de la ley de 14 fie Setiembre 
de!86'l, por no concurrir circunstancia atenuante alguna, 

6 ft Que la defensa expone: * la acusación se funda <m el dicho 
de varios testigos cuyas declaraciones corren desde foja 45 á 
foja 50 de estos autos y que constituyen las únicas piezas útiles 
del sumario. 

«Los refeiidos testigos que son don Vital More ¡ra, don Jus- 
to S. DAvila, don Ramón Urtubcy, don Aurelio Zalazar, dou 
Pedro Rodrigue!, don Agustín Herrera y don Mariano Arguello 
afirman en sustancia uu bocho solo : Que han oidodécifá mi 
represwMntlo r/ue ¿lessociu dr don Emilio ¡I. fianza tez en el fie- 
gociu Üe tu reconstrucción. Kilos no saben absolutamente nada 
sobre la existencia y detalles de tal rontrato, *»nú lo que lian 
uiiio decir al respecto á mi comitente: que él es interesado y so- 
cio. Que ese diebo no importa una confesión, dada la terminante 
disposición del artículo 316 del Código de Promlimíentos Cri- 
minal . 

Que dii-ha confesión no lo es tampoco extra-judicial, poT- 
qu - ni por ti derecho ni las leyes penales se reconoce la confesí on 
extra-judicial, como medio de prueba. Que aun cuando se pro- 
base con cien testigos que Daniel de la Vega dijo y contó te- 
ner parte en el contrato deque se trata, eso no sería prueba de la 
existencia del delito de que se fe atribuye. Que sería prueba 
de que él lo dijo, mas no del hecho de la participación que se 
persigue; que aun cuuiido lo hubiera confesado judicialmente, 
no constituiría aún prueba, sin la comprobación del bicho real 
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y natural de la participación atribuida, según lo prescribe el 
articulo :ii6, inciso 7% del Cúdigo de Procedimientos Criminal. 

Que la comprobación de la existencia del delito, es la base 
del procedimiento en materia criminal, según lo preceptúa el 
artículo 207 del Código de Procedimíontos Criminal . Que el 
delito que se pe rsigue en el caso presente, es la participación 
de Vega en el contrato de reconstrucción del telégrafo de Cata- 
marca á Hioja. Que en la hipótesis de que esa participación sea 
un hecho de lúa que no dejan huella, sería indispensable, abso- 
lutamente, que la ejecución de ese delito por su representa !o y 
sus cin uii^tam ias se comprobaran pata que este juicio tuviera 
razón de ser: así lo establece el artículo 218 del Código antes 
citado. Que sobre este particular, es decir, sobre la ejecución 
del delito atribuido á Vega, y sus circunstancias, no hay en au- 
tos, ní prueba ni indicios, que la manera como sea esa partici- 
pación, en cuánta parte, ni en qué términos se ha efectuado, 
que nadie lo sabe, ni se lia tratado de inquirir cosa alguna al 
respecto; ni hay base de procedimiento criminal de conformidad 
á las leyes citadas. 

Que no habiendo, en consecuencia, su representado, tenido 
participación alguna en el negocio de reconstrucción del telé* 
grafo que se le atribuye, pide sea ahsuelto en definitiva. 

Considerando: I o Que los hechos contenidos en los resultan- 
dos anteriores, constatan el delito de la participación fraudu- 
lenta que el procesado ha tenido en el negocio de la reconstruc- 
ción de la línea telegráfica, que constituye el objeto do este 
juicio. 

2" Que por los mismos hechos, se revela un interés manifies- 
to de lucro, en el negocio de la reconstrucción de la línea tele- 
gráfica, por lo cual el procesado, debe ser considerado como au- 
tor y reo principal del delito de defraudación ásus obligaciones 
legales. 

3 n Que en los téttninos del articule 207 del Código de Pro- 
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cedituiento Criminal, 1.68 1» comprobación de la existencia de 
un hecho ó de una omisión que h. ley reputa delito ó fattu». Es- 
te bocho delictuoso, está comprobado por e! telegrama dirigido 
por el procesado Vega, á Buenos Aires, al doctor Oscar de las 
Carreras» corriente á foja 26, corroborado por las declaraciones 
de loa testigos Justo S. Üávila, foj *.$ 46 vuelta á 47, y la del 
testigo Aurelio Zalazar, foja 48 vuelta, ambos telegrafistas en 
actual servicio. 

4 o Que en los términos del considerando anterior, el tele- 
grama de foja2tí, cuando dice al doctor de las Carreras, á quien 
se dirige: c baga informe telegráficamente un encargado de esta 
oficina avisando en seguida sí es necesaria mi presencia en esa», 
este encargo importa un mandato ante los ojos de la ley, 

5 o Que el interés del procesado resulta manifiesto, tanto 
más, cuanto que, el despacho del asunto & que se refiere el 
telegrama, no ha podido ser otro sinó el que personalmente 
revela por sus términos al final del mismo, como muy acerta- 
damente lo hace notar el l'ro -urad»r Fiscal en su informe m 
voce de foja 152 vuelta, por dos razones: i* porque la defensa 
no ba negado la autenticidad del mismo telegrama, cuando re- 
plicaba a! Procurador Fiscal, ni en ninguna parte de tos autos; 
2* porque ese hecho, como el de haber mandado el procesado al 
guarda-hilo Agustín Herrera, de que babla el resultando cuarto 
de los hechos, con el agregado del asentimiento prestado, dcqu e 
el guarda-hilo Pedro Rodríguez, que menciona el mismo resul- 
tando, para que trabaje juntamente con aquel, no han podido 
importar, como Indico la defensa, * una recomendación amisto- 
sa en favor de un tercero, como sucede en ciertos casos » r y no 
nn asunto de interés personal. 

6" Que la defensa del procesado, analizando el mérito pro- 
batorio de las declaraciones de los testigos del sumario, Ma- 
riano Arguello, Ramón UrUbey y Justo S. Davila, dice: tson 
los únicos que se han ratificado y cuyas declaraciones por esa 
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Tazón, pueden tomarse eu consideración; ñero que no tiene va- 
lor jurídico, por halterio oído decir al procesado; ni reunir las 
Condicione» exigida* por o! artículo 306 del Código de Proce- 
dimientos Criminal, es decir, que son hábiles, contestes eu el 
hecho, lugar y tiempo y de buena reputación y fama. Yéamos- 
lo. En manto tí la primera observación de la no ratificación, por 
lo cual excluye la declaración de Ion testigos Aurelio /aluzar, 
Pedro Rodríguez, Agustín Herrera y Vital Moreyra, no es 
exacta, porque por los artículos 484 f 197 del Código de Proce- 
dimientos Criminal, <-l requisito de la ratificar ion no es esencial 
y tienen valor legal, no obstante. En cuanto ¡i loa requisitos 
que por ul artículo 306del Código de Procedimientos, utireuuen 
lúa de lus tres testigos expresados, tampoco es exacto, pues la 
defensa acepta en el resultando sexto de su exposición, « (¡ueto- 
í/os tos testigos del sumario han oitto decir ni ¡irocesada, f¡ue el 
ex-SQcio de don Emilio 11. lionzatez, en el negocio de la recons- 
trucción del telégrafo*; sou hábiles, porque no se les ha opues- 
to tacha alguna; teniendo, por consrcueiieia, valor jurídico tam- 
bién, las declaraciones de los testigos citados en los consideran- 
dos terceM y quinto, como estos y todos tos demás, eu los térmi- 
nos del artículo306 del Código citado y artículo 297, inciso 3°, 
del mismo Código 

7 a Que por otra parte la confesión extra-judicial prestada por 
el procesado Daniel de la Vega (hijo) ante los testigos Justo S. 
Dávila , Ramón Urtubey. Agustín Herrera, Mariano Arguello y 
Vital Moreira, fojas 45 vuelta á 51, de que es socio en el nego- 
cio de la reconBtruccion de la línea telegráfica, no está excluida 
en absoluto en el derecho criminal, antes al contrario el artícu- 
lo 321 de dicho Código, dice : «La confesión que reviste las cir- 
cunstancias expresadas en el artículo 316 prueba acabadamente 
el delito». De lo que se deduce que si no reviste todas estas 
circunstancias quejas enumera en 7 incisos el artículo 316, val- 
drá sólo como aern i-plena prueba. 
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8 o Que esta interpretación es concordante con laque lince 
Caravantes en el Febrero Reformado, tratando del procedi- 
miento en luateriaonmiual, título 18, párrafo JMi, libro 4 o del 
tomo 5*, cuando dice: cLa confesión extra-judicial no perjudi- 
cará, si siendo actisadoei que la hizo negase en juicio el hecho 
¡i que es referente y no bobiese otra prueba de ello, cualquiera 
que sea la sospecha que pueda haber contra él (Ley 7 T tít, 13, 
partida $■) y eu muchos casos no merecerá ningún asenso la 
confesión extra-judicial, porque puede haberla dictado la necia 
ú imprudente vanidad qm> da cierta idea de gloria á los misinos 
delitos, y hace que el hombre se vanaglorie de ellos, cuando no 
se halla en presencia del que puede castigaría », 

9» Que la contestación du la defensa á la acusación, no niega 
la participación qtte haya pedido tener el procedido en el contra- 
to d- reconducción de la línea leí « gráfica, sinú que dice: que 
en el supuesto de que esa participación sea un hecho de los que 
no dejan huella, seria indispensable absolutamente que la eje- 
cucionde usedeliío por su representado y siiscircimstancias, se 
comprobasen, para que este juicio tuviese razón de ser: que así 
loestaWece el artículo 2(8 del Código de Procedimientos Cri- 
minal. Pero, es que la no negativa del procesado en la parti- 
cipación del delito que se le atribuye, envuelve una confesión 
extra-judicial, tal como lo hizo en presencia de los testigos ci- 
tados en el considerando séptimo, y por lo tanto un semi-plena 
prueba, según lo establecido en los considerandos séptimo y 
octavo. 

10" Que en cuanto á que los testigos del sumario no decla- 
ren circuustanciadaui"nte los hechos que constituye el contrato, 
estos están plenatneute probados por el documente, que corre 
agregado de fojas 6 á 9 vuelta, por cuanto este contrato queda 
corroborarlo por las declaraciones del procesado, que se estiman 
tener valor jurídico, por el considerando anterior, contenidas 
en el séptimo. 
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i I o Que por el análisis jurídieo hecho en los considerandos 
tercero, cuarto, quinto y seito de la prutiba, en lo relativo á 
]a delincuencia del procesado como partícipe eu la obra de la 
línea telegráfica, queda ésta evidentemente probada, como asi 
mismo los léruiinos eu que Uay.i sido dicha participación por 
loa considerandos séptimo, octavo, noveno y déeimu. 

12° Que la ocupación délos guarda-hilos, redro Rodríguez? 
Agustín Herrera, constituye una circunstancia agravante en el 
presente proceso, por cuanto dichos empleados no han podida 
ser distraídos desús funcione»; oficiales \ mrá destinar su liempo 
en negocios ú empresas de carácter particular, con menoscabo 
de i sas mismas funciones públicas que desempeñan. 

18' Que por la infracción ú sus obligaciones legales, en méri- 
to de las funciones que en su carácter de administrador eu jefe 
«le Cúrreos y Telégrafos, lia desempeñado en esta ciudad el 
procesado duu lía niel de la Vega (hijo) á la época del contrato 
de reconstrucción de la línea telegrnüca, objeto de este juicio, 
ba incurrido evidentemente en la infracción del artículo 86 de 
ley do 44 de Setiembre de 1 8< »3, sobre crímenes cuyo juzga- 
miento compe'.e á los tribunales nacionales, y articulo 834 del 
reglamento de correos y telégrafos de la nación, de fecha S de 
Junio de 1879, que prohibe: cque ningún empleado de la admi- 
nistración puede ser parte en los contratos que se celebren con 
ella ni apoderado para el cobro de su importe». 

14" Que el procesado es responsable de todas las costas pro- 
cesales, por no existir en su favor circunstancia alguna que le 
exima de ellas, en mérito de las consideraciones que preceden; 
quedando, por consiguiente, obligado á su reposición ó reintegro, 
de conformidad á las disposiciones de los artículos 143 y 146 
del Código de Procedimientos Criminal, . 

Por estos fundamentos, dolí nítidamente juzgando, fallo: que 
debo declarar y declaro al ex-jefe de la «tierna de correos y telé- 
grafos de esta ciudad, don Daniel de la Vega (hijo), reo del de- 
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ito de defraudación á sus obligaciones legales é incurso en el 
múxímundc las penas de inhabilitación para empleos públicos 
por seis años y una malta del diez por ciento sobre la cantidad 
importe del contrato de reconstrucción de la línea telegráfica 
desde Catamarcaaesta ciudad, entre los señores Emilio H. Gon- 
zález y C" y el Director general de correos y telégrafos de la 
nación, con fecha 7 de Enero de 1889, de conformidad al artículo 
86 de la ley de U -le Setiembre de 1803 y artículo 834 del re- 
glamento de correos y telégrafos de la nación, de fecha 3 de Junio 
de 1879; cotí más las costas del proceso, en la forma prescripta 
por o! artículo I4(j del Cú-ligo de Procedimientos Criminal, 
Hágnsn saber. 

Gaspar A\ tínmez. 



VISTA IIEL SESOR PROCURAUOR GENERAL 

Rueños Aires, Julio lí> de lH9á. 

Suprema Corfú ! 

La nulidad ¡nvotada no se ha demostrado, Kl hecho en que 
se fuuda, de haber sido el Juez y también el procesado can- 
didatos á la misma diputación provincial, pudo tal vez invo- 
carse como causa de recusación ó impedimento, pero ni aun 
comprobada, lo une no se ha hecho, daría lugar ante Jas leyes 
de procedimientos, ála nulidad de la sentencia. 

En cuanto al recurso de la apelación parece fundado. 
El hecho que da mérito ¡i este proceso, no resulta comproba- 
da. Se trata de un contrato para la reconstrucción de una Unen 
telegráfica, y en ese contrato sólo intervienen á foja 6, de una 
parte la Dirección General de Correos, de la otra, la razón social 
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constructora, Emilio H. (ronzales y compañía. Xo se ha demos- 
trado que de esa razón social hiciese parte el procesado don Da- 
niel de la Vega, ni tampoco ha podido comprobarse, que bajo 
tal razón social, entrase ¿compartir parle alguna de los benefi- 
cios del negocio contratado. Al contrario, el jefe representante 
déla iirroa social, declara explícitamente, á foja 145 vuelta, 
«que no es verdad que en el controto que se expresa, fuera 
su socio don Daniel Vega ». 

Xo hay tampoco un solo acto que induzca la convicción de la 
participación del procesado, ni en los contratos ni en los traba- 
jos, ni en la razón sucia! contratante. 

El inciso 7" del artículo 316 del Código de Procedimientos 
en lo criminal, requiere c que la existencia del delito esté le- 
legalmcntc comprobada, y la confesión concuerde con sus cir- 
cunstancias y accidentes ». 

El procesado ha podido falsamente aseverar, guiado por cual- 
quier interés extraño á la causa, quu tenía participación en las 
resultancias del contrato du foja 0, La prueba testifical de loque 
dijera al respecto fuera del proceso, no produce los efectos de 
la confesión judicial . Porque para que la manifestación del 
procesado, como autor de un delito, surta los efectos de la con- 
fesión, ha de reunir conjuntamente las condiciones requeri- 
das por el artículo 310 citado, entre ellas, que sea hecha ante 
el juez competente y respecto de un delito comprobado. 

Si ni una ni otra circunstancia resulta evidente, lo que oye- 
ran decir los testigos carece de fuerza probatoria al respecto, y 
la confesión no puede invocarse como existente, según la doctri- 
na que se desprende del artículo 321 del código citado. 

Sólo queda en contra leí procesado* la gestión en favor del 
pago de las obras, que expresa el telegrama de foja 26 y que 
explica con independencia de otros móviles delictuosos la amis- 
tad íntima con el contratante que expresa la declaración de fo- 
ja 147, y los trabajos mandados ejecutar por dependientes del 
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telégrafo, que importan no un delito del Código Penal, sino una 
infracción dalos reglamentos de la administración. 

E! artículo 86 de ]a loy 14 do Setiembre de 18ti3, sobre ios 
crímenes contra la nación, refiere «presamente su penalidad al 
empleado nacional que directa ó indirectamente se interese on 
cualquier clase de contrato úoperícion, en que deba intervenir 
por razón de su cargo. 

Pero el procesado no bu firmado contratos a nombre de la ad- 
ministración, ni desempeñado comisión alguna ouVialni pura la 
ejecución, ni para la recepción dé la obra. Falta, en consecuen- 
cia, ú su respecto la condición que la ley requiere como indúctil a 
dé la criminalidad. Por elle pienso que no habiéndose compro- 
bado los fundamentos de la acusación, el procesado debiera ser 
absuelto, y pido á V. E. la retocador» de la sentencia Tecurrida 
defojaKtG. 

Sabiniuno Kier. 



¥mUm de ■« «uprem C«rle 

Büenó» Airw, Setiembre 28 de 1HU5. 

Vistos y considerando; Que no esM probado que el procesa- 
do haya tenido participación en el contrato celebrado por los 
señores Emilio IT. Gonaalez y compañía con la Dirección gene- 
ral de correos para la leconstruccion de. la línea telegráfica de 
Catamarcaála Kioja. 

Que tampoco se ha probado que el mismo procesado hubiera 
tenido ingerencia en la celebración del mencionado contrato, 
desempeñando funciones de empleado de la nación, encargado 
al efecto . 
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Por estoy de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador Genera), se revoca la sentencia de foja ciento cin- 
cuenta y cinco vuelta, absolviéndose al procesado de toda culpa 
y cargo. Devuélvanse. 

i.KM AMIS PAZ. — A DEL BAIAK, 
— OCTAVIO DLÍICE. — JUAW 
E. TOKIIENT. 



lALttA ttXXIl 



Don José M. Segovia, contra la provincia de líuettos Aires, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre arreglo de mentas 



Sumario. — El acto por el cual, durante un juicio ejecutivo, 
las partes convienen en arreglar todas las cuentas pendientes, 
debiendo el autor desistir de la ejecución, no es una transacción, 
binó nn arreglo de cuentas, sin que altere su naturaleza el ha- 
ber renunciado el actor á la mitad de las costas procesales. Esc 
acto debe ser observado, aunque el documenta que lo contiene 
no buya sido presentado al Juez de )a causa. 
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Valí* ¿e I» MHprem €'•**# 

Bueno* Airei, Octubre 1' de 1895. 

Tistos en el acuerdo : Los del incidente promovido por el apo- 
derado de la provincia de Buenos Aires sobre cesación del jui- 
cio ejecutivo seguido contra ésta por do» José M. Sinovia para 
e! pago de dos letras de tesorería, de que resulta: 

Que después de dictada sentencia de remate en el juicio de la 
referencia, se celebró entre el ejecutante y el Gobierno déla 
provincia el acuerdo de que instruye el ducumento público de 
foja noventa y siete, por el cual ambas partes convinieron en 
liquidar todas la» cuentas pendientes, estipulándose que Sego- 
via devolvería al Gobierno eu Mras de terrería la suma do 
noventa y tres mil setecientos set.-nla y siete pesos ciuctienta 
y un centavos, moneda nacional, que reconocía adeudarle, car- 
gándose ¡i esta cantidad el interés de siete por ciento por el tiem- 
po que se expresa; que se liquidaría la deuda á favur de Segovia 
con el mismo interés por la suma de ciento cincuenta y nueve 
mil setecientos diez y siete pesos cincuenta y Uvs centavos mo- 
neda nacional, importe de doce letras que tenía recibidas; que 
el saldo que resultase de las dos cantidades se abonaría por el 
Gobierno, al contado, eu la siguiente forma: veiute mil pesos 
moneda nacional, un el día mismo M convenio, importe de dos 
letras que se expresan, y el resio en el acto que entregase Se- 
govia en tesorería las letras de los números que también se 
mencionan, debiendo con tal motivo desistir de la demanda que 
seguía ante esta Suprema Corte por las dos letras de valor de 
ochenta y cuatro mil setecientos quince pesos treinta y siete 
centavos moneda nacional, y sus intereses que cobraba á la pro- 
vincia y que debía entregar directamente a! representante de 
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ésta en juicio; y, ft linimento, quela mítnd de los honorarios que 
se regulasen al abogado ¡dé SégÓTíá serían abonados por la pro- 
vincia, así como jos honorarias del apoderado ile ésta y las cos- 
tas que tuina ocasionado. 

(Jue ejecutado en parte este convenio por la entrega á Sego- 
via, W el día, de la suma de los veinte mil peso* ja menciona- 
da y por haberse practicado por contaduría la liquidación de 
los créditos de ambas partes, de que resal lú un suido de treinta 
y siete mil cuatroeieotox sesenta y seis posos diez centavos mo- 
neda nacional, á favor de Segovin, este ocurrió á esta Suprema 
Corte manifestando que, por no haberse presentido todavía en 
el juicio esc convenio, que era una transacción, que había cele- 
brado con el Gobierno pura poner fin al litigio pendiente, y por- 
que el ministro doctor Balbirj con pretextos.se resistía ¿ suenm- 
plimieut», venía, en uso del derecho que le acordaba el artículo 
ochocientos treinta y ocho del Código Civil, á hacer presente 
que había desistido de dicho convenio y a pedir que continuase 
el juirio ojci'UÜvo por todos sus trámites. 

Que á su vez. el apoderado de la provincia, sosteniendo que 
el convenio de foja noventa y siete no era una transacción sinu 
un arreglo de cuentas por el cual se reconocían los créditos que 
tenían entre sí, con sus respectivos intereses, o sea, una estipu- 
lación para la chancelación de aquellos por compensación y pa- 
go, y que, por consiguiente, no estaba subordinado ¡i la dispo- 
sición del artículo ochocientos treinta y ocho del Código Civil, 
por cuanto no había renuncia alguna de derechos que tuviesen 
el carácter de litigiosos; y porque si no se había abonado el sal- 
do resultante de la liquidación, era porque no se hablan presen- 
tado un tesorería ¡as letras que tenía en su poder Segovia, y 
porque además ese saldo había sido embargado por orden de 
autoridad competente; en cuyo caso debía tenerse por extingui- 
do el crédito que se ejecutaba y ordenarse la cesación de los 
procedimientos del juicio, con expresa condenación en costas. 

Vi XI $G 
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Que sustanciado el incidente con un traslado al ejecutante, 
se hallan los autos en el acuerdo para su resolución. 

Y considerando: Que los procedimientos del juicio ejecutivo 
se han introducido en favor del acreedor y para conseguir por 
el ministerio de la justicia el más pronto pago del capital é in- 
ten ses del crédito que reclama. 

Que no li ay ley alguna que impida p:igar extrajudicialmente y 
"en la forma que lo tenga á bien oí acreedor, la deuda qu- persi- 
gne en dicho jttjeio, como no la hay tampoco que subordine la 
valides de ese pago á la condición de presentar cu el mismo 
juic io el convenio respectivo di las partes, toda vez qué lio pue- 
da contemplar*- en diclip eonv.niouua transacción por medio de 
la nial el acreedor renuncie en favor del deudor parte alguna 
del capital é intereses que demandaba, venando por otra parte, 
no reviste ya el crédito du aquel el carácter de litigio^,', du- 
doso por ál reconocimiento lisu y llmt» que haya lincho de él el 
deudor. 

Que siendo esto lo que lia sucedido en el caso mt(t~jttdicc > co- 
mo lo demuestra el documento publico de roja noivma y >iete, 
es de toda evidencia u,ue no puede serle aplicable la di -posición 
del articulo ochocientos treinta y ucho del Código Civil para 
admit ir la pretcnsión deSeguvia. laque no se justifica ni por la 
renuncia que ha hecho á favor de la provincia de la mitad do 
los honorarios que correspondan á su ul.ugado, desde que lus 
costas no puedeu considerarse un derecho litigioso ó dudoso de 
suparK después de la sentencia ejecutoriada de remite, ni por 
la circunstancia qué alega de haber becho, en el arreglo do 
cuenta* llevado á cabo con el Gobierno, concesiones sobre cré- 
ditos queche pretendía tener á su favor, pues que dicho arre- 
glo revela el reconocimiento de recíprocas obligaciones que no 
á e reputan dudosas y no aband no de derechos que creyeran 
tener»*, lo que caractiriaa el acto de un mero arreglo de cuen- 
tas, y no precisamente de transacción. 
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Que formando las convenciones para las partes, una regia á 
la cual deben someterse romo á la ley mi a mu, y habiéndose 
comprometido Segovia* en virtud de La relabrada a foja noventa 
y sieU-, que en parte tía tenido ya ejecución, á desistir del jui- 
cio ejecutivo seguido por m parte y á entregar al apoderado de 
la provincia las letras materia del presente juicio, es evidente 
que no puede sustraerá al cumplimiento de ese deber, sin per- 
jiiioió dü los durchos que h correspondan en virtud de la mis- 
ma eoiivencian y que poirá hacer valer euindo y cómo viera 
convenirle. 

l J ur e>tos fundamentos: se declara terminado el presente 
juicio ejecutivo, con ln salvedad Contenida en el última eonsi- t 
derandu. Huga*' sSbei con el original y, repuestos los sellos, 
archívese, 

RfcNJASIlN PAZ. — LL1S V. VARE- 
LA. — ABCLBAZAN. — OCTA- 
VIO MJStíE. - - JUAN K. TO- 
ItllENT. 



C AI MA C'CXXIII 



Ihm Federico Cobboht, contra don ÜinfO IWi»' MI; sobra 

interdicto de despojo 

Sumario. —La acción de restitución concedida al tenedor de 
una cosa de ta que ha sido despojado violentamente, tiene por 
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objeta suprimir los efectos de la vioh in -in t y restablecer las co- 
sas a) estado anterior, sin dar al despojado mayores derechos 
<le los que tenía entonces, y sin quitar los que tenía el despo- 
jante. 

Cuso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y él 



t»(t«» riel Juti Eflrtdu 

Autos y vistos: Iíesulta que el ¡mordido dé recobrar ó de 
dr^ joental.tado por don F< «leí ico Cobbold contra don 1 liego 
JIi.lt r líell, como renresentanté del doctor loan Alstou, lo funda 
C ] lu >tuT en que A titttto de sócio y administrador del establecí 
uto rural denominarlo «La Carleta» mantenía la posesión A 
tenencia de ese establecimiento, sin liaber decaído su derecho 
por íalta de liquidación de la -suciedad. 

Lo funda lambicn en que la posesión real así sostenida, le 
fué arrebatada por la fuerza, interviniendo en eso despojo la au- 
toridad administrativa de este territorio, representada en aquel 
acto por el jefe de Policía, comisarios y gendarmes, circuns- 
tancia que lo dificultó, por encontrarse cobibido bajo la inlluen- 
eía (Je! temor, para oponer resistencia legítima á la actitud 
violenta asumida por el poder público. 

y considerando: Que los hechos que relaciona el actor apa- 
recen comprobados por los medies que el derecho autoriza, que- 
dando de esa manera satisfechos los exiremos establecidos por 
las leyes de procedimientos, no solo respecto do la tenencia del 
establecimiento, cuya posesión se intenta restablecer, sino tam- 
bién sobre los acto* de violencia empleados para consumar el 
despojo, porque el dicho uniforme de tres testigos mayores do 
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toda excepción, el testimonio del acta de foja 19 reconocido 
formalmente y el informi- del gobernador de! territorio también 
corriente ú foja 23, determinan la existencia de esos hechos y 
comprueban que la posesión real del inmueble mencionado fué 
turbíida arbitrariamente. 

Considerando asimismo que ta* aligaciones formuladas por 
parte de Diego Mohr ílell á nombre del dorror Atston. si bien 
demuestran el derecho de poseer, no bastan para legitimar el 
atentado cometido ni para destruir la base de la acción que se 
intenta en interdicto de recobrar, porque la posesión supone la 
existencia de un hecho y de un derecho y de ella nacen la real 
6 corporal y la que da el derecho de poseer ¡tro domino sin quo 
este derecho tenga, con arreglo al precepto del artículo £472 
del Código Civil, nada de común con la posesión real que tenía 
el actor en el establecimiento «La Carlota» y de la que sólo ha 
podido ser privad» por la autoridad judicial. 

La prueba del derreho de poseer en las acciones posesorias 
se encuentra rechazada por ta ley. Eu ella se discute y se com- 
prueba el hecho real ó tenencia, y no el derecho a esa tenencia 
ni el dominio en que pudiera fundarse. 

Considerando, finalmente, que el acto del <¡ e-pojo es riolato- 
riode la disposición del artículo 2W0 del Código Civil ya citado, 
porque ni la autoridad administrativa ha procedido dentro de 
la órbita de sus facultades y atribuciones, ni el demandado ejer- 
citó debidamente sus acciones y derechos al turbar la posesión 
real del actor, fuese cual fuese la naturaleza de ella. 

Las responsabilidades legales son, en consecti íiicia, del que 
instó el acto irregular y de la autoridad que lo consumó. 

Por estos fundamentos, y atentas las disposiciones invocadas 
y las comprobaciones aducidas en el caso $ub-}udice, fallo: or- 
denando se restituya á Federico Cabbold la posesión reclamada 
con cargo de costa*, daños y perjuicios, imputables á los autores 
del despojo violento, debiendo ponerse la fuerza pública á dis- 
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posición delJuci de Paz del 3<r Departa mentó, al que se librará 
despacho para la ejecución de esta diligencia. 

A sus efecto*, líbrense les olicios necesarios, y, consentida y 
ejecutoriada, arelares*. 

Así lo mundo y íinno en General Aelui. á t&fe Setiembre 

del ano 1895. 

A. ('{Wtttsstf. 



» «llu 4* I» ******** 

llu^iori Aites, tirtubre ó uV IISU5. 

Vistos y considerando ; Quu según consta de autos el deman- 
dante CobboM ocupaba el terreno de la cuestión y pretende te- 
ner el derecho de continuar "cupándolo, así como el de mante- 
ner á su cargo la administración inmediata del estableci- 
miento. 

Que consta igualmente que el demandado con el auxilio de 
la Policía del lutfur, desapoderé por medio de mandatario al ex- 
presado OÓbboId, del establecimiento. 

Que el documentu de toja diez y mierc. cuya verdad no se 
halla contestada, demuestra que el aoto á que se refiere el con- 
sidnaudo anterior ha sido la obra de la violencia empleada por 
la Policía, iiUMcau i" órdenes que decía tener recibidas, con 
amenazas de hacer uso de la fuerza pública, y no obstante la 
asistencia de t'obbotd y su manif. -slacion de ceder tan sólo al 
iniperhi de la fuerza. 

Que en consecuencia de esos antecedentes la acción intenta- 
da no es precisamente la posesoria, solamente acordada al po- 
seedor, sín6 una aceion derivada de un hecho reprobado por la 
ley, qo. no permite que nadie se haga justicia por sí mismo sin 
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perjuicio de I03 derechos que correspondan al autor de ia vio- 
lencia en fe] posesorio ó por otra vía autorizad ti. 

Que sancionada esadoctrina, el artículo dos mil cuatrocientos 
noventa del Código Civil acuerda la acción de despojo al posee- 
dor atinóle su posesión sea viciosa, sin obligación dt: producir 
título alguno, y aunque el despojante sea el dueño del inmue- 
ble, acordándolo, de una manera expresa, no solo al poseedor 
sinu también al tenedor Los artículos quinientos ochenta .v uno, 
inciso primero, del Código de procedimientos déla Capital y el 
trescientos veintiocho, inciso primero, dula ley de Procedimien- 
tos nocionales, que se invoca por vía de doctrina. 

Que así lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varias fallos. 
Que teniendo la acción intentada en el juicio por único ob- 
jeto suprimir los efectos de la violencia, ella no puede ir en sus 
resultados sin6 al restablecimiento de tas cosas á *=u estado an- 
terior al acto de la violencia, lo que vale decir que 110 puede ha- 
cer más amplios los derechos del despojado ni afectar ó limitar 
los <;ue en ese estado correspondieran al despojante, 

4jue segnn lo confiesa el mismo demandante, el inmueble en 
cuestión pertenece al demandado, en quien radica la posesión 
legal ú título de dueño, ejerciendo también el mismo demanda- 
do la administración superior del establecimiento, que el actor 
pretende estar bajo su inmediata administración en calidad de 
sócio, calidad negada por el demandado. 

Que por tanto y partiendo de las bases que el mismo deman- 
dante da, el propietario y consóVío, como le titula, mantenía ta 
posesión legal y ejercía concurrentemente la administración 
del establecimiento á la fecha del acto de violencia, lo que im- 
plica que el restablecimiento de las cosas á su estado anterior 
no afecta ui afectar puede i los derechos en ejercicio, reconoci- 
dos a favor del demandado* 

Que la sentencia apelada al ordenar se restituya á Cobbold 
la posesión reclamada y o'ie éste demandó de una manera ili- 




mitada, altero el estado anterior de las cosas en cuanto implica 
una posesión exclusiva, que nunca existió, i estar á lo confesado 
por el mismo demandante, que so atribuye la tenencia, recono- 
ciendo sin embargo derechos ai propietario (foja diez y siete, 
respuesta a la sexta posición) que liauen obstáculos ú tuda pre- 
tencioná una tenencia ó posesión txcluyente. 

Por estos fundamentos: se ordena restituir las cosas al estado 
anterior al acto de violencia, manteniendo, en consecuencia, á 
Cobbold en la* tundiciones en que se hallaba en el estableci- 
miento materia de la cuestión, sin perjuicio de los derecho* del 
demandado, en la posesión y administración del mismo, tam- 
bién el las condiciones expresadas en los procedentes o ínsito? 
randos, que loliabilitan para ejercer aquellos interviniendo por 
sí 6 por medio de apoderado, en cu vos términos queda modifi- 
cada la sentencia apelada de foja treinta y una; las costas do 
ambas instancias se pagarán cu el úrdun causado. Xotifiquose 
coi; el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Bl >j kHÍX PAZ. -OCTAVIO DtSCB. 
— JUAfi E. TOIIWEST. 
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Contra la Oarnt ittfjkm *Vale nftiith*: sobre comiso 



Sumar tu t — L:i omiiiou en la traducción del manifiesto do 
carga y relación «luí rancho preaeníndo por él agente de una 
barca, hace pasibles de la pena de omiso tus artículos omi- 
tidos» 



Caso. — Resulta del 



Falle del Juca Fe4«r*l 

Dueños Aires, Junio 7 de 1&>5. 

Y vistos: Considerando: Que se encuentra debidamente es- 
tablecido en autos, y lia sido reconocido por el apelante» que en 
la traducción del raaniüestode carga y relación del rancho de la 
barca «Vale of Mitin se ha omitido la pacotilla que dicha 
barca conducía, de conformidad con el parte de foja I a . 

Que el artículo 905 de las Ordenanzas de Aduana castigan 
los errores cometidos lo mismo en el manifiesto general, como 
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en su traducción, con el comiso de to manifestado de meóos. 

Que siendo obligación del consignatario del buque presentar 
la traducción ñor triplieudodel inauilie-loorisiual de la carga y 
relación del rancho, según el artículo 46 de las Ordenanzas de- 
be ser responsable de los errores cometidos en esa traducción, 
y expresamente lo establece así el Código citado. 

Por estos fundamentos, fallo confirmando con costas la reso- 
lución apelada áv foja 8. Notifíquese con el original y en opor- 
tunidad devuélvanse los autos á la Aduana. Itt-pungase el papel. 

J. Vi Lalanne. 



VISTA DEL SESOR PROCUIIADOK GENERAL 

Km- no- Airi'.-, SHicmlin- l* oV Itíüb. 

Suftrvma Corte: 

Kada necesito agregar á los bien fundados considerandos de 
la sentencia recurrida di' foja 27. Invocándolos pido á V. E, 
uu confirmación. 

Hul/tniano Kier. 



F«ll« *« Im ftuprcMi» « orle 

Doenoa Aire^. rieuibre odc 1895. 

Vistas: De acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se confirma por sus fundamentos la sentencia apelada 
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DESJAWS — LUÍS v - VARELA. — 
ABEL RAZAN. — 0€TAVll> IJUNGE.— 
JUAN E. TORHENT. 



Contra Arizaif C\p»r comiso; sobra devolución del expediente 
á la administración de la Aduana 



Sumario . — Concedida la auelacino de una resolución del Mi- 
nisterio Au Hacienda en asunto de aduana sobre cornil, y ra- 
dicada la causa ante A Juez Federal, no procede la devolución 
dd espediente A la administración de aduana, antes que ul 
Juez se espida sobre el rvcurso pendiente. 



Caso. — Lo explica el 
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Fftll* «el Jue* Wm*m**t 

La Plata, Julio 5 dft 1895. 

Autos y vistos: Y co nsid erando : i n Que según consta de 
autos (véase foja 8)el señor Administrador de Rentas Nacionales 
de La Plata, sobreseyó en la presente sumaria por no encontrar 
mérito p¡ira el c miso y ta imposición de pi-iias* á las personas 
que aparecieron envuelta» en él. 

2" Que elevado el expediente » n consulta al señor Ministro 
de Hacienda de la Nación, en conformidad á l*» preceptuado en 
el artículo 22 del decreto reglamentario de la ley de Aduana, de 
feclia 30 de Diciembre 1893, y después de las tramitaciones ad- 
ministrativas del caso, el ministerio revo. ó la resolución con- 
sultada, declarando caídos en comiso las mercaderías dete- 
nidas. 

3" Que una vez notificados los señoría Arizay C n de t¡il reso- 
lución dedujeron el recurso de apelación para tinte la justicia 
federal, en conformidad á lo preceptuado en el artículo 1063 de 
tus ordenanzas de aduana. 

4" Que el señur administrador de Aduana (véase foja 55) so- 
licita la devoluciou del espediente, por ordenárselo así el señor 
administrador de rentas nacionales de la 2* sección, pur haber- 
se concedido erróneamente la apelación. 

5 U Que aun cuando esto fuera exacto,' no tendría tal derecho, 
la Administración de Aduana, por cuanto la apelación fué con- 
cedida en forma y el auto respectiv- fué consentido, radicán- 
dose pot consiguiente lo» autos en este Juzgado, el cual no pue- 
de desprenderse de él, sinó por instancias que deber, ejecutarse 
por otros. 

6" Que bay más, es de tenerse en cuenta qae el móvil que 
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seguí» el solicitante, es proceder ti cumplir ta resolución con- 
denatoria del ministerio de hacienda, con lo cual haría ilusoria 
Ja acción (je) Juzgado, privando al mismo tiempo á los señores 
Ariza y del derecho que les acuerdan tus leyt*s para promo- 
ver la vía contecio^-admiuistrativu en casos como el s«ft- 
jttdice, 

7" Que el artículo 20 de Ja ley de Aduana de 180 i, Itópoiie X 
los administradores de rentas la obligación de someter a la apro- 
lmcion del ministerio de hacienda las resoluciones absolutorias 
que produzcan, enando la importancia del asunto exceda de 
500 pesos, siendo esto ni más ni menos, lo que se lia hecho en 
el presente caso. 

8 o Que por lo tatito, ti expediente no ha ido al ministerio, 
por recurso elevado ante II. pues mal podía llevarle, quien 
había obtenido un fallo absolutorio. 

9' Que la opción entre la ría administrativa ó judicial, esta- 
tuida por el artículo 22 de la ley de u Juana del corriente ¡iño, 
no regía entÓnces y aunque así no fuera, no puede considerar- 
se optada la vía administrativa, por el escrito corriente en au- 
tos de su referencia (yéase Tojas 2 y siguientes), porque no opta 
por un recurso sino aquel que ha sido condenado, y está di-mas 
recordar que los señoras Ariza y O* no lo fueron por el adminis- 
trador déla Aduana de La Plata, 

10° Que la petición de la confirmación de la resolución con- 
sultada, no puede producir el efecto de enervar el derecho de 
ocurrir á la justicia nación al, porque rila no lia sido prohibida 
por ley alguna, y lo que no es prohibido es permitido. 

II" Que si alguna duda quedara al respecto, debe tenerse en 
cuenta ta salvedad que hicieron los señores Ariza j O en el 
mismo cuento (véase foja 2) citado, lo que evidencia á más no 
poder su voluntad de ocurrir á la justicia nacional, como lo hi- 
cieron en tiempo y forma. 

Por todo ello, y lo expresado por los señores Ariza y O, que 
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el J»«g»do reproduce, por ser ,irre S lo4.. a derecho y no obstante 
lo dictaminado por el Procurador Fi.cal, fallo: no hace? Inga* 
A lo solicitado á foja 55 por el administrad* de ta Aduana de 
La Plata, i quien se le liará saber esta resolución en la forma 
de estilo v corra el espediente según su estado. 

Notifiques* con *I ordinal, r.gí.treso .-tnl libro de >,nten- 
cias J repónganse las fojas. 

Mfótáann S. dt> .Utrrecfivrltea. 



VISTA DEL SESOIi PIUH.UUAimil GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre &do 1895. 

No creo deber adherir al recudo instaurado por el Procura- 
Fiscal á toja 08, contra el auto del aéüoí U« I cderal de loju 
fii vuelta. 

Pendiente la resolMon del recudo llevado por la parte ante 
diídio freí con suj,oiou á lo dispuesto en el arti. uk, 106;i o> las 
ordenanzas, se ha radiado ante ese juzgado el conocimiento 

para la resolución «p»rt una. 

AUenti almila no so dicte, alando pendiente la resolución 
de Wcuéitioncs, tanto sobre procedencia del recurso, .o no 
,ob.e H mírito de las resoluciones de fondo, rio es licito dar 
cmpiimiento á lo resuelto por el poder administran™. 

Por ello, y fundamentos del auto recurrido de toja 6a. pido a 
T¿ Ei su confirmación. 



Sabiniano Kier. 
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i'Mll» «Be l« Niiprem» C«rt« 

Buenos Aires, ticiubro 5 dé 1895. 

Yislosy considerando: Que radicado el conocimiento de ln 
causa ante el Juez Federal de la &éft»tofl de la provincia de liue- 
nos Aires, por apelación concedida por la Aduana, no es á ésta, 
sino á ngaeí n tiuieu corresponde juzgar sobro la procedencia 
de la citada ftpeJftflwn y decidir en su caso las cuestiones de 
fondo . 

Por ésto y tie acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y fnndann uto* eoiicorianles del auto «pe- 
lado de foja sesenta y cuatro vuelta, se confirma S>te. Devuél- 
vanse. 

UE3JAM1N i'AZ, —- LLTS V. VARELA. — 
AHEL I1AZA>. — OCTAVIO ULNGE. — 
JlUX E. TOHHEST. 
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CAUSA €« 



iil doctor don Eduardo .1. líos, por la provincia de Am ientes, 
contra dtm Evaristo Corrales: sobré rescisión de un contrato 
de renta </<? tierra publica y restitución de campo, 



Sumario. — La cláusula remisoria, que, por falta de pago do 
alguna de las cuotas cnrresponáiéntfcs; )a ley de tierras públi- 
cas de Corrientes imp«ii ( < á las ventas de turrónos fiscales debe 
t-nteiider.se subordinada al vencimiento de los niazos según los 
fija la misma ley, y no al de los que resalte** de las letras otor- 
gadas por el comprador: de manera que si el pago de la euota 
adeudada fué «incida fuatíis de vencer el plazo, contado según 
las disposiciones la ley, no procede )a resciciou de la venta 
y debe admitirse el pagp ofrecido. 



Caso. — Uesulta del 



t allo rfel* *upr*m C«rle 

Hacaos Aires, OeUil)r« 5 tic 1895. 

Vistos y cónsul erando: ¡'rimero: <¿ue el doctor Ed mudo J. 
\lo> La promovido el presente juicio en representación de la 
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provincia de Corrientes, dírijiendo la acción contra don Evaristo 
Corrale* y don Felipe Lanari, argentino y vecino de esta ciudad 
el primero y do nacionalidad italiano el segundo. 

Segundo: Que, en consecuencia, el conocimiento de la 
causa ea de la competencia originaria de esta Suprema Corte, 
con arreglo al artículo ciento uno de la Constitución y primero 
de la ley dt: jurisdicción y competencia y ley de diez y ocho de 
Setiembre de mil ochocientos ochenta y cuatro, 

Y resultando: ¡'rimero: Quesegau se expresa en Ja deman- 
da, el Gobierno de la provincia de Corrientes vendió ¿ favor de 
don Evaristo Corrales, en Junio de mil ochocientos setenta y 
seis, con sujeción á la ley provincial sobre venta de tierras pú- 
blicas, de fecha diez y siete de Noviembre de mil ochocientos 
sesenta y nueve, un campo existente en dicha provincia, cuya 
preci&a -situación, extensión y linderos se detallan. 

Segundo: Que esa ley, cuyas disposiciones se transcriben 
literalmente i u su parte pertinente, imponía al comprador la 
obligación de pagar el precio de compra en diez cuotas iguales, 
abouables la primera al recibir los títulos, y por anualidades 
las restantes, al vencimiento respectivamente de cada uno de 
los nueve años subsiguientes, a cuyo eíVcto debía otorgar, por 
el importe de cada plazo, pagarés hipotecarios en que se haga ta 
debida referencia á la escritura de venta (artículo tercero). 

Tercero: Que la misma ley en su articulo quinto dispone 
que «si el comprador no abonase la cantidad correspondiente i 
cada uno de loa plazos designados, será esperado bastaseis me- 
ses, pagando entre tant o el interés de uno por ciento mensual, 
y si eorrido este término no veriiicaseel pago de la parte de pre- 
cio que adeudase y de sus intereses, quedará rescindido el con- 
trato, devolviéndosele las cantidades obladas, con deducción del 
cinco por ciento anual, sobre el valor total de la tierra, por todo 
el término corrido desde el principio del contrato». 

Cuarto: Que por decreto de treinta de Noviembre de mil 
t. xi se 



FALLOS OE LA SUPREMA CORTE 

ochocientos sesenta y nueve, reglamentario do la le - v > 
se estableció que, c acedada la tasación del campo por el intere- 
sado, tendrá éste quince ola* para el abono de la décima parte del 
precio y otorgamiento de lo* p*g|t% ruando COtepre á plazo». 

Ottthlo; Que don Evaristo Corrales se conformo con la tasa- 
ción .leí campo en cuestión, el veinte y uno de Febrero de mi) 
ecbocieutos «tentu y seis y que con la ntlsm* fecha otorgo los 
pagare, hipotecario* por la paite aplazóla del precio, 

%cto: Que la ley pr,vineial de nueve de octubre de mil 
ochocientos setenta y nueve, prescribía eú su artículo pnm.ru 
que * para la rescisión de los contratos de compra-venta sobre 



tierra locales de ojie habla el artículo quinto -le la ley 
V siete de Noviembre de mil o-hoeieutos mM y nueve, sera 
necesario que preceda la declarucicn del Po-ler Ejecutivo. La 
rttóioU deberá mmm siempre que hubiese una nueva 
de nuncia, disponiendo en el artículo nueve de la ley de pri- 
meo de Hctubre de mil ochocientos ochenta y tres que los 
tómpos m vendidos cupS compra-lores no hubiesen abonado 
una ó «¿8 anualnlad-s en los plazos lijados por la ley, no po- 
drán ser denunciad sinó acompaímmioá la solicitud -I peno- 
dico en que se hubies. hecho la publicación, anumiandu que el 
campo pu-le ser denunciado, AIuseMosde lodi-pnostoen es e 
artículo, dirz dias después de transcurrido el plazo acordado 
ror ,1 articula ^i«to de la ley de Noviembre de mil ochocientos 
secuta v nn,v,, sobre venta de tierras fiscales, el leso, o liara 
Babor por nota al Ministerio de Hacienda el nombre del compra- 
dor que hitóse dejado de efectuar el pa,'0, expresando la ubi- 
cación del campo, su extensión y precio, para que se decrete la 
publi a< ion correspondiente» ¡ 

Rotuno: Que bajo el imperio de esta ley, don 1-var.sto f o- 
rra!, s que tenía pagadas en debido tiempo nueve motas sucesi- 
vas de las diez en que se dividió el precio total del campo, no 
había abonado la décima. 
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Octavo: Que yewcijpndo^l plazo para ose pago el veinte y uno 
de Febrero fie rail oehiHdeutos ochenta y cinco, vencía el de seis 
meses acordado por el articulo quiñi o d.> la ley de mil ocho- 
cientos sesenta y nueve, el veinte y uno de Agosto de aquel año. 

ytwcim; Qñe por tauto, • ra autorizada porosos precedentes, 
en hecho y derecho, la publicación efectuada el veinte y seis de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y ciñen, en el periódico 
t La Verda l *, encumpliml uto del decíctódfl Ministerio recaí- 
do en la comunicación del Tesoro O, neral, del veinte y cinco del 
tni'in". en (jue liaría constar que Corrales no había pagado 
la última cunta del precio de su compra, & pesar de la espera 
concedida por la ley; y arreglada la denuncia del campo que hi- 
zo • I hoy apoderado doctor líos, dos dias después, y legítimo el 
título de propiedad que en su virtud se le otorgó por el Gobierno 
'le la Provincia. 

Décimo: Que fundan rióse en esos antecedentes, su interpo- 
ne la demanda para que se declare decaído el derecho de Corra- 
les sobteel campo que compró al Gobierno, con efecto retroac- 
tivo y produciéndose así también en relación a su suci-sor singu- 
lar por haberse cumplido la condición prevista nn el coinrato 
para la resolución de esc derecho, y se condene tí los demanda- 
dos a la restitución fie la cosa con sus frutos. 

1'tnlirinn): Que contestando la demanda, los demandados ha- 
cen valer entre otros medios de defensa, que tan luego de tener 
Corrales conocimiento por la publicación hecha en « La Ver- 
dad > deque su apoderado en la ciudad de Corrientes no había 
pagado la décima cuota del precio del campo, se apresuró a ocu- 
rrir al Gobierno de la provincia, ofreciendo realizar ese pago y 
pidiéndose ordene al Tesoro lo reciba. 

Duodécimo : Que no obstante bis gestiones á ese efecto, ini- 
ciadas el treinta de Noviembre de mil ochocientos ochenta y 
cinco, ó sea, en el cuarto diado la mencionada publicación, 
fueron desestimadas, produciéndose así el estado de cosas que La 
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dado marfil A es$e pleito, sin embargo de que lu compra reali- 
zada por COrfateS y su «Bótela ti presento, se hallau bajo el am- 
paro de ia ley y de l il equidad. 

l)áuitnU rt(-ro: Que exponiendo haber Cprrajea sito siempre 
exacto en el cumplimiento de sus acciones, no liabersele iludo 
aviso de no e&tar pagada la última cuota, ijüe a sanerle, no es 
I^esuipible que bubiese dejado de satísfacetlB, contando con 
medios abundantes para ello, y aduciendo varias otras consider 
raciunes, en que tunda ta equidad que invoca* niega que, 
de conformidad á la U y sobre venta detietrta Bsotíes, el treinta 
de Noviembre dé mil ochocientu* ur lienta y cinto, en qüé se 
ofreció" el pago al amador y se pidió* 6rdenes para su recibo OU 
Tesorería, se hubiese prodneidO eJ venOimfeuto de plazo, que, 
pudiera iutoríaai la lescisiciou <iéj contrato uV eumpra-venu 
un cuestión. 

//et (»f*c»fíríu; Que según es* ley, los pipos píira él pago 
deben contarse desde la fecha en que se otorgueel título al com- 
prador, contándose I»k seis meses de prórroga que acmrdael 
artículo quiuiu delamisma, desde e! vencimiento de los |dazo¡, 
que ella establece, y que. es la ley, y no el decreto reglamenta 
no, lo que debe primar, una vez qu.* se trate de proceder ton 
unt-ylo á la estrictez del déteeÜo. 

thxww¡u¡hU>: Que el títuln se otorgó ¿Corrales en Julio do 
mil oeuOelentOS setótttü y ski*. %m per fonfco, el ptaió de mu-ve 
anos y shs meses no estaba aún vencido en la expresada h cha 
treinta de Noviembre de mil ocli»eientos ochenta y citieo, y 
esto sin contar los diez días que da. además, la ley de primero 
de Uctubr- dc uní '.eli<>enni-»s ochenta y tn--. 

Oída* las p;trle* sobre la pre^ripeiou liberatoria invocada 
por el actor en *Ü escrito de foja feítttc y cuatro, se vió nueva- 
mente la causa, 

Y considerando : Primero: Qpft seguo consta del expediento 
administrativo traido en virtud de la provid-ncla de foja Lrein. 
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ta y siete, don Kvarisfo rurraks denunció, un En'-ro de mil 
ochocientos setenta y cinco, cómo de propiedad pública el turre- 
no á que síi reüere cstft pleito. 

Segundo : Que medido y tasado el fceErettG denunciado, 
ron aprobadas esas operaciones pt* decreto de veinte y uno de 
Febrero de mil ochocientos setenta y seis, en el qu<' se dispuso 
que previa la conformidad del interesado con ]¡i tnsaoion, se pa- 
se á contaduría para la liquidación correspondiente y a la onlec- 
turía para éí pago de su valor (foja diez y siete vuelta). 

¡Tercero: Que e| interesado eípiWi conformidad con la tasa- 
ción en la misma fecha y la cantad aria practicóla liquidación 
el rehile vd.isij^l nitadume- v año, l.i qnt? iii«'i un total de cinco 
mil -eteciontos H t< uta p*-sos con setenta '■entavos fuertes. 

t'tutrtv: «¿ue mi relación al pago y otorgamiento de los docu- 
mentos respectivos, 1 1 constancia ••manada de la Tesorería y 
que lleva la f< r|ja nuevo di 1 Junio del expresado ano, según se 
vé a foja diez y odio vuelta, dice textualmente : * se recibid de 
don livarUto Corrales la suma de quinientos setenta y siete pe- 
sos diez y siete centavos fuertes, áque asciende la décima parto 
del v.ilíir total del campo relacionado en esta expediente, ha- 
biendo Díínado pítgát¿s p'»r las nueve restantes y numerados 
del ft*.- mil " iiareiita y tre> al tres mil cincuenta y uno, de con- 
formidad con la ley de venta de tierras públicas, fecha diéiE y 
siete de Noviembre de mil ochocientos sesenta y nuere». 

ijuiitfu: Que con fecha diez de Junio, vista la liquidación de 
la eunt iduría y cerMlicaciou de la colecturía general, por las 
qii- consta que (¿aírales había abonado el val ide una décima 
parte del importe total del campo y * otorgados los pagarés hi- 
potecarios correspondíanles, de conformidad al artículo tercero 
Je la ley de diex y siete ile Noviembre « I ■- mil ocho, ienios sesen- 
ta y nueve > el Poder Ejecutivo manda que se le expida el títu- 
lo ile propiedad con su jedon á lo qii" la citada ley prescribe en 
su articulo quinto (fo]p diez y nueve*). 
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Sexto: t¿ue agr< gado el periódico en que ae publicó ta de- 
nuncia y con arreglo á ¡o ordenado en decreto de cuatro de Ju- 
lio (foja veinte), el expediente se gosú el siete del inismo á la 
mesa topográfica, consignándose en la diligencia subsiguiente 
que cu seguida se expidió el título de propiedad (foja veinte y 
dnj.), lo «yie hace creer que ese título se extendió el mismo di a 
siete, siendo cierto, por lo menos, que no si otorgó con fecha 
anterior. 

Séptimo: Que esos antecedentes comprueban i|un los docu- 
nicnti.s por las nueve cuuiu* que debían pagarse á plazos, se firma- 
ron por Corrales en nueve de Junio de mil ochocientos si-teula y 
seis, según la certificación de la Tesorería, llevando la f.clman- 
tidatada de veinte y uno de Febrero del mismo año, ú estar á lo 
aseverado en este juicio, y que dichos documenta se otorgarou 
antea de haberse dado al comprador el titulo de propiedad. 

Octavo : Que] los plazos de la ley de la materia de diez y siete 
de Noviembre de mil ochocientos sesenta y nueve, para el pago 
de las expresadas nueve cuotas, se ciii-ntan desde que el com- 
prador recibe los títulos que formalizan su adquisici-n, siendo 
•sí cierta que, en las condiciones de c*a ley, el término pnrajd 
cumplimiento de las obligaciones de Corrales debió tener su 
punto de partida, no antes del siete de Julio de mil ochocientos 
setenta y seis, mi como que ios p»iíaré> hipotecarios que otor- 
gara debían contener la referencia di- la escritura de venta 
(artículo tercero de la ley). 

Noveno: Qne habiéndose utorgado los documentas con fecha 
anterior á la t trituración, los pUzos en aquellos consignados 
no proceden, en consecuencia, del mandato de la ley, resultando 
su fuerza obligatoria déla convención misma ó acto modificato- 
rio dt- la disposición legal . 

Décimo: Que nada hay en autos que sirva á demostrar acaba- 
damente que los interesados hayan arribado a una convención 
explícita tendente ¿ modificar también las prescripciones de ta 
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ley en lo tocante a la rescisión del contrata y íus causas. 

Undécimo: Que al contrario, la certificación de tesorería (fo- 
ja diez y orín vuelta, expediente administrativo) dice que los do- 
cumentits se firmaron de conformidad con la ley de venta de tie- 
rras públicas del diez y siete de Noviembre de mil ochocientas 
sesenta y nueve, lo repite así el Poder íljecutivo en el decreto 
de foja diez y nueve y manda a<1euiás que se expida á favor ilel 
adqui rente el correspondiente título de propiedad con sujeción 
á lo í/uc la nítida ley prescfitkGn fu articulo quinto, haeiéndo- 
se asi referencia expresa ¡í las disposieiunes legales, y no íl cláu- 
sula de una convención ó á decretos regíame litar iu-;. 

Duodécimo: Que la ley posterior de primero de Octubre de 
mil «cbocientos ochenta y tri s, al establecer las reglas ^ara la 
denuncia de terrenos ya vendidos, requiere que sus comprado- 
res nu bayan abonado una ó más anualidades en los plazos /í/a- 
t(us fiur lu ley, y que. esté vencido el acordado por el artíeülo 
quinto de la recordada de Noviembre de mil ochocientos sesenta 
y nueve sobre venta de tierras fiscales, de suerte que aplicán- 
dose aquella ley en su tenor literal, el contrato de compra-venta 
celebrado entre el Gobierno de I» Provincia de Corrientes y doo 
Kvaristo Corrales, no sería rescindible por falta de pago de la 
décima cuota, antes de haber transcurrido nueve anos y seis 
meses á contar desde la escrituración, ó sea, el siete de Juüode 
mil oehudentos setenta y seis, fechaonque puede darse por for- 
malizada la ese rilara. 

Décimo tercero: Que venciendo, en tal caso, los nueve años 
y seis meses el siete de i-juro de mil ochocientos ochenta y seis 
Corrales se hallaba dentro del plazo, cuando insto en treinta de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y cinco, para .pie se ie 
recibiese cu Tesorería la cuota adeudada, precediendo de he- 
cho del acreedor que el pago no se hubiese verificado. 

Decimocuarto: Que es de observar que la ley de diez y siete 
de Noviembre de mil ochocientos sesenta y nuev*, al estaülcer 
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en su artículo quinto la rescisión del contrato por falta de pago, 
daá esa iesoilióh como ante •■(Miento el lapso de seis meses pos- 
teriores al ven uniente de los pasque - lia misma designa, h<> 
debiendo tamli i en perderse de vista que el treinta de Noviem- 
bre de mil ochocientos ochenta y cinco, en que se ofreció el pa- 
go, uo se habían aún vencido ' u * oosto años y seis meses, á 
contar desde la fecha en qtr' se tifanó la |iriuiera cuota (Junio 
nueve de mil ocliooientos setenta y seis)* 

Dvctmot/ tunta: Que las consideraciones expuestas y los prin- 
cipio^ de dere 1m, que en la duda, amparan a! demandado, fa- 
vorecen la perpetuidad del dominio y pennit-n apreciar la- ra- 
zones de equidad, autorizan ú concluir que la cláusula remiso- 
ria del contrato entre el «¡nliierno de la Provincia de < ornen- 
tes y don K varillo Cotrales estaba subordinada al vencimiento 
de los plazos de la 1-y, siendo cierto qti- «sos plazos no se halla- 
ban wneidos euando >d deudor ^»stionú el pa^o de la única cuo- 
ta adeuda la, después de haber pagad n eon puntualidad lodas 
las anteriores., 

I/ivint'imwtu; QlIC en su mérito no hay u- ecsidad fie apreciar 
ni la pertinencia de la prescripción liberatoria invocada puf et 
demandante, ni el err.tr sobre las obli^a--ioue~ que aceptó <V 
rrales, y que los demandados harén valer. 

Por estos, fundamentos: se absuelve á los demandados de la 
demanda contra (dios interpuesta por ia provincia de G6trfotfe< 
tes, declarándose que debe admitirse el pago de lo que aún so 
adeuda, p >r razón de la última anu iljdad. Notifiques*- con el 
original y repuestos los sellos, archívese 

BENJAMIN — LUIS V. V AMELA. — 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO UUNÜE- — 
JUAN E. TOIÜtEN^ 
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4 ALNA MLIVII 



Don Federico )¡, Cumyti, contra tu pnmnda de Ituetum Aires, 
por éo$>ó ejecutivo de petos: mfoe rjccrpdon de incompe- 
tencia. 



Sumar t». — K* *It* derecho constitucional «leí país que las 
proviu'-ius son demanda bles, y debe ser rechazada la excepción 
do incompetencia opuesta ú uun i- ¡o^iiuiun que se funda sobre 
el principio contrarió. 



Caso. — Resulta -leí 



F»ll» dr Im Suprem» Carie 

Hutítio- Aires, Octubre J* d<j 1803. 

Tisto« y considerando: Que citado el deudor de tomate, ha 
opuesto ¡i la ejecución la excepción de iu [labilidad del título ba- 
sada en la ¡iicom[>eti*nda de esta Suprema Corte para conocer 
nela causa. 
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Que funda )a incompetencia en lu doctrina fyvÉ sustenta de no 
ser dcmaiidablcs las provincias. 

Que la misma eicepcien deducida por esta misma parte ¿fo- 
ja cuarenta y seis, ha sido ya juzgada y áéséatiiliatfa pur el auto 
de foja setenta, con lo que quedó cerrada toda discusión al res- 
pecto. 

Que por otra parte y coüm lo establece el auto citado, la ju- 
risprudencia de esta Suprema Corté, encargada de interpretar 
la Constitución en los casus judiciales ocurrentes, lia declarado 
invariablemente que siendo partes laB provincias, pueden estar 
enjuicio tüntn como demandantes como en calidad de deman- 
dadas. 

Que UQ es aceptable, después de tau larga serie de resolucio- 
nes, una interpretación distinta de la que ellas han consagrado 
como el derecho constitucional del país. 

Por estos fundamentos : no ha lugar á la eicepcioií opuesta, 
y llévese adelante la ejecución hasta hacerse pag* al acreedor 
del capital, intereses y costas. Notifícese con el original y re- 
póngale el papel. 

BENJAMIN l»AZ. — IXIS V. VARELA, — 
AIlfiL DAZAS. — OCTAVIO lll'M.E- — 
HAN E. TMUtEKT- 
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4 MU* A €4 XXVIII 



Contra Krapp, Zwancky C* t sobre cotnis** 



Sumario.— El error en el manifiesta de despacho que piulo 
pasar desaporcibiílo cod perjuicio de I» renta liscal, hace incurrir 
en la pena decomiso. 



Vn&n. — Lu explica el 



fraila del Juti Federal 

Ihiurirts Airví, Diciembre 12 d*' 1894. 

Vistas y considerando : Que está debidamente reconocida por 
el apelante en su declara - ion de foj 4 2, la diferencia existente 
entre lo expresado en A manifiesto de ilespaelio, y el conteni- 
da efectivo de los bultos cuta extracción se solicitaba de la 
Aduana. 

Que el hecho de haberse manifestado la misma mercadería 
en forma correcta, en la copia de factura de depósito, cuando 
se pidió su ingreso ú los almacenes fiscales, no puede bastar pa- 
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ra que la incorrecta manifestación In-clia posteriormente, al pe- 
dirse trl despacho, sea considerada romo error evidente, imposi- 
b!e de pasar desapercibido y por tatito exulto de pona. 

Que esa .falsa inattifefitacioia tampoco puede estimarse como 
tal é'rfar evidente, por la eírcutistam'ia de que los empicados de 
Aduana en la oiieina resp- ctiva están en el deber de confrontó! 
el maiiiliv,>to de despacho con la copia du factura ó depósito, 
pites ^-i estose admitiese omno lo pretende el apelante, se habría 
abierto á los defraudadoras on|i puerta porlacu.il escaparían 
siempre ¡i toda responsabilidad" manifestando bien á depúsi|0 la 
mercadería, podrían !n- i— liria á despache en cualquier for- 
ma: si la diferencia se encontraba, error afidenfe, exento de 
pena; st pasaba do-¡apercibido en el acto del despacho, ■ I fr.iu- 
de quedaba censüinádOj ^definítif amenté en <-asos comoel pre- 
sente, de diferencia de calidad, en vista de lo que .-obre el par- 
ticular dispon»' el articulo Allí de las ordenanzas. 

ijue en el caso mh-ju4>>'»\ para el emjpleade encargare de ha- 
c«>r la confrontación, lia podido fiicilmcnt" pasar desapercibida 
la ta l-a tnanif' -ración por tu naturaleza del artículo pedido á 
despacho y la forma de la manif-sta- iou, y aun jura el vista 
mismo: dé manera que sin el examen atento do é<to. la merca- 
dería ha podido ser extraída como de npaor valor que el qti" 
realmente fcjeii' , causándose ;i*í una di-miuucioft en la renta 
qu+' lt*"ítimaineiHt' drbia percibir el lí-eo. 

Peí estos fundamenta, y de acm rdocon diversas resoluciones 
de la Suprema Corte encausas anúlogaSj se eontirma con costas 
la re-oluui-.il apelada de foja -i. 

En opórtllttidad di vuelvan-- ¡OS aillos a la Aduana ¡í los efec- 
tos qm- c.'rr.-spondaa. y repóngale el papel, 



Vé Lalanne 
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VISTA LlhL !-eSOIt l'IIOCUUAUOIt «EflKllAL 

limpios Air»*, -St-tiiMiidru 13 du Í89S. 

SUj,r>i'tnrl furtt'z 

VA manifiesto de despacho que es fundamental ta el c.^o, 
contiene un error constatado por la re visación de la mer.-iderfn 
y reconocida por L misma partí'. 

Ese error piulo paRar desapercibido bou (hítjwicio do la reala 
Jiscal ya ojió en la copia de depósito pudiera do ubsi rrar^e lu* 
diferencias de calidad en la mercaderú manifestada á despa- 
-Jiu, copio en efecto sucedió seguí! lo declarado y reconocido pur 
la misma parte á foja 2 vuelta, 

PbT elio, y fu tul niuen t'is dvl auto recurrida da foja fl, pido á 
V. E, su confirmación. 

Sabiniano A'tcr. 



rail» dr la Mu|»rfiim 4 orar 

Buunos Aire> Oetii!>rf? B d* 1SD5. 

Vistos : De conformidad con lo expuetu y pedido por el señor 
Procurador (¡eiural, y por sus fundamentos, se continua cou 
costas la -entoncia apelada de foja catorce. Devuélvanse' de- 
biendo reponerse los sellos aute el iul.-rior. 

BENJAMIN l»AZ. — ABEL EJA z\S — 
OCTAVIO BtfflGE. — JIJAN E. TO- 
Hl!tNT, 



f ALLOS DE LA KUNlENA CÜftTE 



CAUSA ICTAI* 



C&níta don Jaime I idal y A . Kammcrath. por defraudación ni 

fisco; sobre eotíipéténma 



Sumario.— Correspondo ai Juez Moral de la Sección «le 
Santa Fe ol codo< imír iito de la defraudación que se dice perpe- 
trada i ii el Rosario, s¡ no disten Blementos para liae-r príStl* 
luir la eomi-i-m de un delito ímpt di- oar.icter federal en utra 
iseccion judicial. 



£ (tSlK _ Resulta de las atfúMfes p]eMS : 



Fallo del Jiifx Frtl*rHl 

Rosario, Ü'cíeittbrif 38 dfl 

Visto* ; Y tc:iL -mió en consideración qm- ta mayor parte del 
artículo que se dice introducido ilegalmont-, lo ha sido por la 
Aduana dé San Ni.olásde los Arroyos, provincia de Unenos Aires, 
T roT consiguiente fuera de la jurisdicción de este Tribunal, 
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siendo por tanto aplicable la <3 tsposii itiii contenida un los árti- 
ca lus i 031 de las Ordenanza* de Aduana, y 23 inciso 3 o del Có- 
digo de procedimientos en lo Criminal, declárase este Juzgado 
incompetente para entender en la presente causa, como se soli- 
cita por ambas parte* en sus exposiciones, foja ... y foja 
debiendo devolverse el pres'-nt" á la Administración de lientas 
de esta ciudad á lo* iiiies del caso. 



G, Escalera y Zunria. 



l.íi Plata, Noviembre 1<¡ de 1S84 

Autos y vistos : \" mis ¡demudo: 1" Que él señor Juez Sec- 
cional de la provincia de Santa Y*' considera que en la jurisdic- 
ción del infrascripto lia mnii tid « el delito mayor, fundado 
en que la importación por < I pnertu de Sun N icolás lia excedido 
14 l^ilos á la hecha p ir el del linsario. 

2' (¿ue en tal concepto lia er- ido deber inhibirse del conoci- 
miento de i-sta cau-a, con arreglo :í lo preceptuado por el artí- 
culo 37 de la l*y de Procedimientos en lo Criminal. 

3 a Que el éxeetfehte nítido no basta para reputar mayor ei 
delito cometido eu esta sección, pues él no cambia su natu- 
raleza. 

A" Que por lo tanto se trata de jurisdicción concurrente en 
que es competente para la tenn i nación de la causa, el Juez que 
ha [He Vi nido (véase artículo 3G). 

5* Que el artículo 71 de la misma ley manda que la sumaria 
debí- continuarse pot el Juez que lia proveído, mientras se re- 
suelva la competencia. 
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Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador Fiscal, el suscrito se declar a incompetente 
para conocer en esta causa. En su nitrito, remítanse los ante- 
cedentes al señor Juez de Sección de ta provincia de Santa Fé 
á liu de que siga instruyendo la sumaria y remita á la Suprema 
Corte nacional lo-, testimonios du que habla el artículo 72 de la 
ley cttadu. 

Mariano S. de AurrecQCchea. 



VISTA DEL SESOU PROCURADOR GENERAL 

Buenos A ¡rus, SeÜombre 1VI de I8í>5. 

Su ¡trema Corte: 

Este proceso ha sido iniciad» por ta administración do Adua- 
na del Rosario, y por defraudaciones perpetradas con ocasiou 
di los despachos de aquella Aduana, á que se refieren los docu- 
mentos agregados á tojas 2 y 8. 

Estos son los hechos constantes por ahora, sin que las sim- 
ples diligencias pedidas por la aduana del Hosario á la de San 
Nicolás, tendentes á la averiguación de otras defraudaciones 
que pudieran resultar cometidas en aquel punto, excluyan la 
jurisdicción del lugar en que so han demostrado los fraudes, 
en que se dirija la acción, se i jereita la jurisdicción, y se inicia 
el proceso. 

Ante tales hechos, son de estricta aplicación las disposicio- 
nes de Los articulo!? 34 y 35 del Código ríe Procedimientos en lo 
Criminal, y no el 37, por no estar demostrada la comisión de 
delitos de mayor gravedad, en otra jurisdicción que la reclama- 
da por la Aduana del Hosario. 
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Por ello, i)o conformidad con las consideraciones do la vista 
fiscal de foja 54 y resolución cotnordante de foja 56 vuelta, pi- 
do á V. E. se sirva declarar competente en él caso, la jurisdic- 
ción del señor Juez Federal de la provincia de Santa í'é. 

Sahiniáiiú Kier. 



FhIIk» de la Nupreom Vmrtm 

lint-nos Aire». Octubre 8 de 1805. 

Vistos : Tratándose en el presenta juicio de un Mito de de* 
fraudaoion <(iie se dice perpetrado en el Rosario, y no habiendo 
en autos elementos que, en el estado de la causa, sirvan A ha- 
eer presumir la comisión de un delito mayor de carácter federal 
en otro sección judicial, 

Por este., de acucrdit con lo pedido por el señor Procurador 
General y con arreglo al artículo treinta y cuatro del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, se declara que la prosecución 
del proceso corresponde al Juez de Sección de Santa Fé f á quien 
se remitirán los autos, avisándose por oficio al do la Sección de 
Buenos Aires. 

BENJAMIN PAZ, — 1X18 V. VA HELA. — 
ABEL KAZAN. — OCTAVIO BUNCE. — 
JUAN E. TOKttENT, 



T. XI 
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C U NA « 4 rx x 



Contra Détki&Qppá y G*¿ ¡ÍW tltfnvnnn en la manifestación de 

artículos inij^rUvlos 

Sumaria. — La difieren- i;i en la manifestación de nrtí<:u(o4, 
hnc- incurrir en U pena ilel artieulo9ÍíQ de las Ordenanza* de 
Aduana, 



Vaso. — Lo CXplleii --I 

rwllo del Jufi t>d*rul 

llui-ut^ Air. >. Juli» -21 iKi»:., 

Yv¡st03: í 'onsidrrando : 'Jii-- l;i itiíinifi dtaciuit, objeto del 
parir de Toja 1% ha sido Inedia en consonancia mn la partida 
número 721 de !u tariía de avahe*, si- nUo asi que debió hacer- 
se de conformidad con ¡a parí Ha número 722. por eorrusp-wk-r 
á la naturaleza $ &Ut» d- la nureaderfa pedida á despacho. 

ÉM estoy sus fundamentó!* se conlirma la resolución apelada 
de fuja 6, em -o^as. líepwugase el papel y en opoítttMdftád&. 
vuélraiise los auLOá á la Aduana. 

j. \\ Lalanne. 
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vista kel seSou procurador general 

I : i i" ri ■•- Aires, Setiembre t¡8 de lS:C 

Stfftwmn Corle ; 

Se habían manifestado ljarrenas^é taladro. -;ue tiene un de- 
recho menor, y no barrenas de rosen ó espiral, ají»* titeen un 
derecho atanor, según la ;iarti la numero 722 d<* la tarifa a que 
corresponden. 

Este errar habría p isado desapercibido, si ti la revisaeiuii 
oportuna del guarda, rjue nvtdú el parte, de foja l\ 

Siendo explícita al respecto la prescripción de bs artículos 
9¡Í0 y 1025 d<j las Ordenanzas, en que se apoya la resolución 
administrativa y la recurrida que curre i Tuja Iti, pido á V. E. 
su confirmación . 

Sabiniano Kier. 



•tollo o> la Supreatn Corle 

tJnerms Axi$$ t OCWbrC Súp 189:». 

Vistos: De conformidad con I" es puf sto y pedido por el se- 
ñor Procurador fi encial y por sus fundamentos so confirma, 
con costas, la sentencia apelada üe foja diez y s« U. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAÍ. — LUIS V. VARELA.— 
AREL DAÍAI*. — OCTAVIO ULNGE. — 
JUAN E. TÜRRSNT. 
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CAIMA «CXVY1 



Los señores doctores don Juan José Horne o y don José Marta 
liosa y don Enrique. Honi fació, contra don Marcos Nartiijena* 
l>vr cobro ejecutivo de aiuiutcres; sobre inhutnlidad del ti- 
tulo. 

Sumario. — Probado la calidad de locatario del e jecutado, no 
procede la excepción de inhabilidad del Ululo fundado en el 
desconocimiento del derecho de propiedad en los lucadores. 



t aso. — Lo explica el 



■-«114» del Juct redera» 

La Rila, llicit iiibrc 12 riu 189-1. 

} \Mos: í onsUlcrando: 1» Que el ¡irticub* 1578 deltúiligo 
Civil autoriza al locador á requerir mtinduniiento de embargo 
boureles 'tiem del locatario sujetos al privilegio que 61 mismo 
establece. 

2 o Que el Juzgado, aldepacbar el auto de soiveudo en la fot- 
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ma que tu bu hecho, no viola ninguno de los trámites &e\ juicio 
ejecutivo, por manto no ataca el derecho intergivei sable que 
tiene el foentartu, para "poner def.-usa en acto de la intima- 
ción, eñffó Las cuaK-s está especialmente la de no ser inquilino, 
6 haber pagado los arrendamientos que se le cubran, loque pue- 
den i omprobar con la exhibición del último recibo. 

3° Qu*- al despacharse la ejecución, en vi juicio de alquileres, 
se hace con la condición implícita de que el ejecutado sea in- 
quilino y al soto objeto de evitar un trámite más, cual sería la 
manifestación anticipada de ese carácter. 

4* Que al diligenciarse el oiieio de foja 23, el señor don Mar- 
cos Marttgena se limita á decir que los ejecutados no >on due- 
ños, pero no meya su carácter de inquilino, y exhibe recibos en 
descargo. 

5» Que la manifestación de Martigeuaestá contradicha por la 
escritura publica de foja 5 y siguientes en la cual con -'a que 
los ejecul antes son dueños del campo ocupado por aquel y dicha 
escritura hace plena fé, mientra-» no sea argüida de falsa (artí- 
culos 903 y Difó del Código Civil), y no hay para que decir que 
tal eos i no se ha alegado por el ejecutado. 

Que la excepción de inhabilidad del título solo se refiere 
á las formas externas de un documento con que se inicia una 
ejecución, \ auno el ejecutado no funda en ellos su excepción 
está do más entrar á considerar el fondo del documento, porque 
no está c i tela de juicio. 

7* Que en consecuencia de lo expuesto y de acuerdo con los 
fundamentos del escrito de fojas 34 y 38, que él Jutgado encuen- 
tra ajustados á derecho, resuelvo no hacer lugar á la excepción 
de inhabilidad del titulo opuesta por el ejecutado, con costas, 
y mando se lleve adelántela ejecución. Notifíquese con el ori- 
ginal regístrese en el libro de sentencias y repónganse lasfojas. 



Mariano S. de Aurrecoeihea. 



FALLOS UE LA SUMIERA COME 



rnll* «Ir I» Suprfma forte 

Bueno* Aires, nciubrrf Híiln l«*5. 

Vistnsy resultando; Del espediente traílo/n/ ejfrctnm rub-n- 
dihi calidad de locatario del ejecutado, - n la que. los ejecutantes 
fundan la acción intentada, procediendo, en consecuencia, la 
aplicación de lo dispuesto "u el artículo mil quinientos setenta 
y ocho del Código Civil. 

Que el ejecutado no lia presentado comprobante alguno que. 
acredite el (lago de los alquileres demandados, no habiendo ni 
siquiera alirmado haberlo hecho. 

Que las defensas que el ejecutado hace valor negando at loca- 
dor el deruho de propiedad -ubre la «osa pi>r aquel ocupada, no 
son ile tomara- en coiir-ideracien en el presente juicio, dada la 
naturaleza y linea legales del uiímuu. 

Por esto^ fundamentos, se cuniirma, con estas, ! a senten- 
cia apelada de luja cuarenta y cinco, no haciéndose lugar al re- 
curso de nulidad p«>r no haberse expresado causales que lo fun- 
den hi aparecer de autos. Repue^os lo-* sellos, devuélvanse, 
junto e n el expeliente traído aU effettnw viilmdi. 

|iRSJA3Hl> V\l, — LUS V. VA HELA. — 
A If 1.1. UA/.A>. — OCTAVIO IlL'NGE. — 
JUAKE. TOUilEM . 
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t: auna iiLixii 



Don Salvador l l ó$se t contra don Mr ico Lacróse, por indem- 
nización de dnñm y ¡H>rjnií:i>#: suhtr <t»M/W?ttc& 



Sumario, — Kl rteino de distinta niovine-U puede defliaridat 
vecino Üe otra atite los jueces locales de su domicilio. 



f (W „, _ Resulta de las Unientes piezas : 



SEMENCIA DEl. Ji;t¿ DE I' INSTANCIA 

■ 

lineaos Aires, Octubre £2 de 1H0 1. 

Vistos > considerando: Ku manto ¡i la iniompctencia de ju- 
risdicción, que ella *e furnia en la diferente vecindad dr lus li- 
tigautes, puesto que el aotot es vecino de la ojuviiieia de ltuenos 
Aires y el demandado lo es djt¡ e*tn t |ap|tul, diferente vecindad que 
surte el tueru fed.-ral; qu«' este fuero lia > ido ereado por la lev cu 
beneficio «leí litigante \t ino de distinto lugar del en qucelJuei 
ejerce su jurisdicción, une en el caso actual lo sería el del de- 
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mandil nte, y que por eonsiyutente le es facultativo usar de eso 
beneficio ú prescindir de él, ocurriendo á los tribunales de ju- 
risdiceion ordinaria, con lo que un se lesiona derecho alguno del 
demandado, desde que se le demanda auto sus jueces natu- 
rales. 

Por esto y de acuerdo con lo dictaminado por el Agente Fis- 
cal, no lia lugar á la declinatoria de jurisdic ción deducida por el 
demandado. 

Considerando, en cuanto á la excepción de falta de personería 
eu i'\ acoderado del demandante : que si bien esa excepción ha 
podick ser motivada [.or los términos anibi^ü>>s en que está re- 
dactada la demanda, ésta ha sido suficientemente aclarada ene! 
escrito de foja 13, en ei que espresa que al referirse» la muerte 
de la hermana del actor lia sido con el exclusivo objeto de re- 
construir la escena y dar una idea de los sufrimientos del de- 
mandante, eircunscribi<ndu Ui demanda dentro de los límites 
que determina el mandato de foja 5. 

Que mediante esta explicación d. saparece el fundamento de 
la oxct'pcñ'n de falla de personería del apoderado del actor. 

Por < sto. no lia lugar tampoco á esta eicepcie.ii y contéstese 
directamente la demanda di ntro del término de la ley, sin espe- 
cial condenación en costas, por no haber ¿ido desechadas las ex- 
cepciones sliiú mediante "xpticuciones post- riores á la demanda. 
Repóngase las fojas. 

A* S. Pizarra. 
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SENTENCIA l»E LA EXMA. CAMA HA DE APELACIONES EN LO CIVIL 

Buenos Aira, Pcbreto 13 do 1895. 

Vistos: Por sus fundamentos, se cmiliritia en todas sus partes 
el auto <lü fujaííü. Devuélvaos*-, reponiéndose los sellos. 

MOLINA AltBOTE A. — GONZALEZ. 
— DEL sol. A ll. — GIMENEZ. 

inte mí: 

Felipe Arana. 



VISTA UEL SEÑUli NlilCUUUOtt CENEIUL 

Hin;ijo> Air--. Julio :W do 1895. 

Suprema Corte: 

Loa funda mentó* del auto de foja 26 de tienden su justicia* 
Invocándolo* en cuantos la procedencia de U jurisdicción ele- 
gida poT el demandante, pido á V. J). se sirva desestimar cu esa 
parte, el reeursn instaurado cfuirru el de la Cámara de la Capi- 
tal >iue lo coliflímo á foja 39. 

Sabiniano Kwr. 
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Fallí» «ir la Huprcnm Corte 

BuGnqs Aires, Qcüihro 10 1*90. 

Yi-to-: !>c acuerdo cutí lo ¡ i-e<I i • i< > por <■! señor ['r-curador Ge- 
neral y con arreglo á lt> <li*pui-st" en el articulo doeo, inciso 
cuarto, de la ley de í«ris<licei«*n y competencia do «-aturct- deSe- 
tiembrc ÜV mil oclmeieutos sesenta y tres, se confluía, con cos- 
ta-, la sentencia de foja treinta yjipre» en ta parte ajelada, 
lieintestus los sell-s, devuélvanse )o¿ autos al Tribunal de su 
procedencia. 

UKNJAMCi PAZ. — ABEL nAÍAN. — 

octaviü m>r.E. — jdas e. to- 



CAIMA 4ÍI.WIII 



¡h,n lt*T(tir if thiU Criar Nogueras, COtitrQ don Antonia 
Gosentinú; po? desalojo 

Sumario. — VA contrata le loeaeto» que haga el paire en el 
ititerís y de la cesa de sus Mjos inenores, cesa al M- gar estos á 
la iu.iyor edad. 
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fííVO. — L't CXpIlCa el 



titilo drl Jur* l>dri"»l 



Ehieuoú Aires, IVbrero ¿á de ltjí*5. 

Y vistos: Estos antas seguidos pur don Héctor y don César 
Nogueras contra «tu 11 Antonio Cosenliuo, por tí e 9 alojo, M loa 
cuales re-mlta lo Húmente: 

A foja :H3 se presentó don Manuel J. Molina, *?ti representa- 
ción d* dichos don Eéctoi y don César Nogueras, maniíestan- 
tíoqje ú *us representados en su carácter de hereden»* como 
liijus legítimos que sou rtje doña Matilde Lezica de Nogueras, 
les había -tilo adjudicada la casa calle Moreno números (¡2:1 y 
025, y ácoimpañiba los títulos de ptófied^i déla misma y las 
diligencias judiciales de división y adjudicación que eómpTFÓ- 
nabnn lo enunciado. Agreda que «na refífésentadóa se ven i*ri- 
rados di disponer libreun-nte fie lá e*présa4a linea, no; que don 
Antonio GoseritinO, invocando un contrato do arrendamiento ce- 
lebrado con el pa-lr- de aquellos, don Kvansto Nogueras, en la 
época ¡le la menor edad de los mUiuos, había obtenido la pose- 
sión déla linca, cuyo desalojo pedían, fundándose en que ese 
contrato no era válido después de haber Hedido ¡o* hijus á la 
mayor "fiad, y titania porque tratándose de un contrato du loca- 
ción que debía durar más de un año, -ra necesaria su in-crip- 
cion para que fuera f ti<-;iz respecto de tercero-. 

foii su part- t el demandada, contestando la demando á foja 
lül , reí jonoce que efectivamente oe upó la casa de la calle More- 
no en virtud de contrato de arrendamiento celebrado enn don 
Kvari-to Nogueras, padre de los demandantes, en .daño de 1884; 
qite uprovecli indirs*' Nogueras déla falta de inscripción del con- 
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trato, arrendó de nuevo la misma linca ú don O írlos Guevara, 
por varios años, vencidos los cuales G osea ti no demandó al pa- 
dre do los Nogueras, y después de un juicio prolongado, éste 
fué condenado á entregarle la cas i, lo que so cumplió después de 
varios incidentes. 

Y considerando : Que tanto los demandantes como eí deman- 
dado han recon 'Cidu la existencia del ciutrat» de liicaeiun d- la 
casa calle de Moreno números *3ti3 y 025, celebrada entre don 
Evaristo Nogueras, padre délos demandantes, y Cosentino, 
quitía linee derivar de é| los fundamentos de su derecho ú ocu- 
par dicha casa, siendo por lo tanto la validez ú subsisi- miu del 
mismo en **l pi- senté caso el punto que el Juzgado está llama- 
do i t '-suivi r. 

<¿u.' habiendo *ído celebrado aquél contrato en la época de la 
menor edad do im faeiaailós Nogueras, á quienes la propiedad 
fué adjudicada 011 vir.ud u> resolución jndi.-ial lirme y válida, 
según resulta de ¡mto*, es i vidente que. cuino lo establece el ar- 
ticuUi 3W> del Código Civil; lleva implícita la condición de ce- 
sai ala mayor -dad d- bs mismos; mayor edad alcanzada ya 
por dichos -los hermanos. 

Que aún cuando, corno lo diCft é) demand-ulo don Antonio 
(Wntino. no s--a ni haya <id.. propiamente inquilino d«r los se- 
ñores Nogueras liij is, sinú del padre, qui.-n arrendó la casa cu- 
mostiya, esc arrendamiento debe reputarse como hecho ¡i nom- 
bre i' lus menores, ií quienes la linea les fué adjudicada poffgfc 
riorm- nt». siendo uomaeslfl adjudicación simplemente dcelura- 
turiay no atributiva d<> la propiedad, y debiendo el adjudicata- 
rio ser considerado cono propietario de la cosa desde el mo- 
mctit.. de la apertura de la sucesión (artículos 3503 y 350* del 
Gódigc f'ivil). 

tjue en el caso de que el padre y los hijos fueran considera- 
dos como condominos, al tiempo de celebrado el cuMraK en la 
linea que perteneció á la señora Uziea de Nogueras, para que 
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el arrendamiento pudiera subsistir, sería necesario que en ta 
adjudicad un hubiera ella tocado al firmante del cmivenio, lo 
t|ue nu ha ocurrido «ti el presente < aso (artículos 267H, 2082» 
2l>ftt, Código Ciril). 

Que, eu consecuencia, no subsistiendo el convenio sobre la 
finca adjudicada ¿ los demandante- César y Héctor Nogueras, 
despuex de llegados estus a la mayor edad, roseutino debe >er 
mirado como iuqjiilino sin término lijo, cuyo desalojamiento 
puede solicitarse en cualquier época por el propietario. 

l'or estos fundamentos fallí: condenando á Cosenthio á desa- 
ojar la ca>a objeto de la demanda dentro de 10 días, sin etpre- 
sft condenación en costas, por no encontrar mérito para impo- 
nerla. Nulifícese con el original y repóngase el papel. 

.1. r. Lalanne. 



tallo 4e I» fc«pr«m» Vmrtm 

líurtiü- Ain-s, Uelnhre JO de lttt-V 

Vistos: Por sus fundamento, se continua, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento cuarenta y tres. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAÍ. —LUIS V. VA BE LA. 
— ABEL BA2AN. — OCTAVIO 
BCNCE. — JUAN t. TOI1HENT, 
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Hon ilitdecintfa flocay don llamón \m>m "mim Artigas her- 
mano^, futr cobr*» do yiomf : sohre ntMfirtenciá 



Sitmarw, — No cotfi spoiufe íi la |ust|<íítt federal ta causa íe 
»n!;r{,'i'iitinoy«l«-niU'Str;mjtTii contra otro extranjero. ¡111114110 
los demandantes}' demandado sean vecinos do di-tinta* provin- 
cias* 



Cm<>. — Lo <-x plica el 



Fallo del Jups r*é>r»l 

Buenos Aires, í1¡ir/o sííídM li*>5. 

Resnltaud* del prudente .'ser ito que llamón Arana, uno de 
los demandante», es extranjero, sioadp también extranjeros los 
demandada, soi-un se ha arredilado á foja M, se d. 1 lara t\\u 
t:i presente causa no corresponde á la jurisdicción f-deral p»r 
x-Avm de la distinta vecindad ¡le la- partes, p«»r no ser éstos * iu- 
dádános argentinos, ni por razón |fi la nacionalidad, poi ser 
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uno Jo I us demandantes extranjero y fitranjeros igualmente 
iü¡s dem añilados. 

./ r. lalanne. 



vista ull srSoh i>i:iM.i:nAi>un censual 

It ii* j>-" Ain ;s, Julia tii 1NÍI3. 

Suprema forre; 

Nosicnd» todos losdf mandantes arj:- ntinos. la acción ¡nten- 
tada no corresponde ala jurUdiceion nacional, se^un se deduce 
de la prescripción del arhVu]., 10 «le la ley sobre su jtirUdic- 
cion y competencia. 

Sírvase V. i:, a*i dedararln. continuando p«r sus fuudamen- 
tns éí auto recurrido du foja 12 vuelta. 

Baúitijano tíieri 



Fallo ile Im f*ii|»rrm« l'ortt» 

UufinK Vire?. Hrhilin; lfde táSJS. 

Vistos: líe acuerdo coa lo expuesto y pedido por el seíior 
Procurador General y poi mi^ fundamentos, se nmlirma, con 
costas, el auto apelado ilu f->j¡i doce vuelta, [íopue&tos l«s s''lt*<s, 
devuélvanse* 

LUIS V. VARELA. — AHEL BAZAfl, — 
OCTAVIO BUKGE. — JUAN E. 10- 

iluent. 
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4 ALNA CCXX»' 



Criminal contra Francisca Ciuhirri, fiorfalsipmcion de billeltt 

de banco th> curso kgQÍ 



Sumario. — Es justa la pin* de chito años y medio de tra- 
bajos forzados v dos mil pesos de multa impuesta at reo de fal- 
sitícacion de billetes Av bapeo de tíáiso legal. 



Caso. — Lo explica el 



| riel Jmpí t>4#r«l 

Daenoa Aire-. Jiili-i 1 18*'- r '- 

Y vistos : estoa autos sey u ido* contra Francisco Citibuiri, ita- 
liano, dé i9año- f « asado, sombrerero, domiulli;.do Solis 885, de 
los qur resalta: que según el acta de foja!, la comisaría de la 
sec.-i.tn 8' de L'olicíü sí' ConeÜtuyÉ en el domicilio del procesa- 
do, por denuncias que había recibido, d* donde secuestró las 
plancbas y billete* de. banco fuhus á que la misma acta se re- 
íiere. 
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iluv Humado Ciaburrí ¡í declarar unte la comisaría, man ¡Ges- 
ta ¡í foja 3 no tener en su domicilio ningún billete falso, y des- 
nueü que. la policía hubo secuestrado los de la referencia, mani- 
festó que tanto estos como las planchas secuestradas se los ha- 
bía dejado una persona ú quien había efectuado unas compostu- 
ras y que era conocido con el nombre de Sicilianito ; declara- 
ción que ratifica ante este Juzgado á foja 7. Pasado en vista el 
priR-.-so al procurador fiscal, éste se expide á foja 10 vuelta so- 
lieitando seaplique ti Ciabnrri la primera parte del artículo 285 
del Culigo Prual. 

Corrido traslado de la acusación tíseal, el defensor del pro- 
cesado se expide á foja 12 solicitando la libertad de su defen- 
d ido, p'-r no resultar mérito suliciente de las constancias de autos 
p. ira su condenación. 

Abierta la causa á prueba á foja 1? vuelta, se pnduco la de 
testigos, eürriente de foja 15 á foja 22 vuelta, 

A toja ¡JO vuelta y para mejor proveer se remiten los billetes 
secuestrados á la Caja de Conversión, laque los devuelve con 
nota de foja 31 inutilizados con el sello de falsos. 

V considerando: Que consta de la diligencia de foja 1 á foja 
2 y de la propia confesión del procesado, que éste tenía ocultos 
en su domicilio un gran número de billetes de Uanco falsifica- 
dos de vnlor de 0,50 centavos moneda nacional, así como dos 
planchas de acero con el grabado de estos billetes y aptas por 
lo tanto para la falsificación ¿impresión délos mismo». 

Que la escusa alegada por el procesado de que las planchas/ 
billetes de la referencia fueron dejados en depósito en su casa 
por un individuo curo nombre dice ignorar, ha debido ser justi- 
ficada por aquel y no lo lia hecho; siendo ineücaces á tal objeto 
lasderlaraciunes de foja 19 á foja 22 vuelta, pues ellas se refie- 
ren a dichos del mismo procesado y se encuentran además en 
lo sustanciul (parte final de la pregunta 3" del interrogatorio de 
foja 18 en contradicción con lo expuesto por el prooesadoen su 

T. II 0$ 
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declaración de foja 7, donde ronüesa que sabía que los billetes 
que dice se le dejaron en depósito, eran falsos y que los aceitó 
por instancias del depositante. 

Que habiéndose así hallado en poder del procesado los ins- 
trumentos principales de la falsiucucion, como ser la* planchas 
con el grabado y el product-» de la falsificación, ósea, los bille- 
tes falsificados, y debiendo [insumirse la intención criminal en 
la ejecución de hechos considerados por la ley como delitos, el 
procesado Cíaburri debe reputara como falsificador de los bi- 
lletes d. 0,50 centavos secuestrados, éincurso, por tanto, en la 
responsabilidad establecida por el artíeulo 62 de la ley penal 
de i A de Setiembre de 1803. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á Francisco Ciaburri 
á 5 años y me lío de trabajos forzados y al pago de una multa de 
2000 pesos, mus las costas del juicio, debiendo dest entarse de la 
pena la tercer \ arte del tiempo de prisión preventiva que lleva 
sufrido. Nutiffquesecouel original y en oportunidad comuni- 
qúese al Director di la Penitenciaría. 

J. \ . LaUmne. 



VISTA l»EL StSott PIlOi.UKAllOR GENERAL 



lim-no* A i reí, SeliiMiibre 30 de Í«»o. 

Suprema Corte: 

La prueba ofrecida en la 2" instancia, no sería procedente se- 
gún el artículo 530del C ódigo de Procedimientos en lo Criminal, 
ya parque no se refiere aun hecho nuevo en la causa ó poste- 
rior al término de prueba de la primera instancia, ya porque es- 
tablecida no alcanzaría á eliminar la responsabilidad penal del 
procesado . 
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Klla está manifiesta en lu ocultación, no sólo de cerca de 2000 
billetes falsificad oa di-I Hunco de la Nación, no <<A> en la 
ocultación de las planchas metálicas y de todos los accesorios 
empleados en la consumación de esc hcclio delictuoso, si nú tam- 
bién Cn el hecho demitstrad*i y confesado por el procesado mismo 
dt haber entregado á Plegge 32 de esos billetes. 

No importa que el procesado cobrare <'iuu el interés de 20 % 
que aparece reconocido en la declaración de foja 5 y contradicho 
en la de foja 7 vuelta. Siempre resultando cierto el hecho do la 
entrega voluntaría de los billetes, aparece ejercitándose la cir- 
culación prohibida do billetes falsos. 

V ta i □tención dolosa se presumí» en todo delito y la responsa- 
bilidad del agéntese impone ante la legislación y la doctrina. 
En el caso, no se ha alegado ni demostrado alguna perturbación 
de los seutidos ú de la inteligencia, capaz de eximir de pena, 
según el artículo 81 del Código Penal. 

He alega que aún en el caso de existir prueba acabada del de- 
lito, la penadelCódigo IVnal le sería preferentemente aplicable. 

V. E. ha resuelto lo contrario en repetidos fallos. Tratándose 
de un banco con emisión de billetes garantidos por la Nación, es 
de aplicación preferente la ley especial sobre crímenes contra la 
Nación de Hd< Setiembre de 1**53. Así lo ha declarado el mismo 
Honorable Congreso en la Ley sobre penalidad, de los falsifica- 
dores contra los ham os garantidos, transcripta al dorso de los 
billetes y así lo ha reconocido la jurisprudencia nacional. 

La ley, en su articulo 62, pena lo misino á los que falsificaren 
los billetesquelosque los introdujeren ó expendieren, con pre<t~ 
cindencia del interés que pudieran tener en ello. Km neutro que 
es de rigurosa aplicación y pido por ello a V. K. lacoulirmacion 
por sus fundamentos, d La sentencia recurrida que corre i 
foja 32. 

Sabiniano Kier. 

■ 
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WmMtm ée la l>prcw» Carie 

Bueuo» Aircs.SOclubri! 13 de 1895. 

Vistos : De acuerdo eon lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja treinta y dos. UevuclTanse. 

LUIS V. VARELA. — ABEL BAZA». — 
OCTAVIO BL'NGE. — JUAH E. TO- 
RNEN!. 



CAUftA C4X XX* I 



DotiLüandro llübao, contra don Lorenzo Ánzetioiti , por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre recusación 

Sumario. — No es admisible la recusación deducida sin los 
requisitos establecidos eu los artículos 26 y 27 de la ley de 
Procedimientos. 
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Caso. — Lo explica ei fallo de la Suprema Corte y el 



r*t1* del Juri Federal 

Sao Juan, Marzo 20 de 1895. 

Vistos: Sin aceptar las causales en que se Tunda la recusa- 
ción, por ser completu mente falsas; y no siendo admisibles en el 
juicio ejecutivo otras excepciones, sino únicamente las que ex- 
presa el artículo 270, lej de procedimientos, entre las cuales 
no está la de recusación, no ha lugar* Ed cuanto á la de inha- 
bilidad del título o violencia, traslado por tres días, y autos. 

Echegaray. 



r»ll* 4* I» tapre» Carie 

Buenos Aires, Octubre 12 de 1895. 

Vistos y considerando: Que el escrito de recusación no con- 
tiene los requisitos establecidos en los artículos* veinte y seis y 
veinte y siete déla ley de procedimientos, en cuyo caso no pro- 
cedía recibir el incidente a prueba. 

Que, en consecuencia, ha podido rechazarse la recusación in- 
terpuesta (Fallos» série segunda, tomo doce, página cieato 
ochenta; série tercera, tomo séptimo, página doscientos seten- 
ta y dos). 

Por estos fundamentos: no se hace lugar á los recursos iuter- 
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puestos por el ejecutado, y se confirma, con costas, el auto de 
foja veinte y siete vuelta en la parte apelada. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAÍ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZA*. — OCTAVIO BUNGE» — 
JUAN K. TORRfcNT. 



El Ferrocarril Central Argentino, contra la sucesión de doña 
Eulalia fUaz de Miguew; sobre expropiación 



Sumario.— V En loa juicios de oipropíacion debe resolver- 
te no solamente sobre el precio do la cosa expropiada, sinó tam- 
bién sobre los perjuicios procedentes de la expropiación. 

2* Siendo equitativa la fijación del precio y de la indemniza- 
ción hecha por el juez, debe confirmarse. 

Caso. — Lo eiplican los siguientes fallos : 
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MI* del Juti Ff4»Ml 

La Plata, Junio 17 de 1893. 

Y vistos: Fstos autos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra la sucesión de D» Eulalia Díaz de Uigueus, sobre 
expropiación, resulta: 

1" Que a foja 6 se presenta don Marcelo T. LJoscb, en repre- 
sentación de la empresa Ferrocarril Central Argentino, deman- 
dando a la sucesión de D' Eulalia Díaz de Miguens por expro- 
piación de una superficie de veinte \j dos mil ciento quince metros 
cuadrados, más ó menos; y reconocida por el actor la repre- 
sentación de don Pedro Patino Espin, por la parte demandada, 
en el a«-ta de foja 8, en cuyo comparendo no pudteudo avenirse 
las partes, procedieron al nombramiento do peritos, los que 
aceptando el cargo, como se ve á foja 9, procedieron á llenar su 
cometido como resulta á fojas 10 y tí*. 

2" Que el de la parte del Ferrocarril, á foja 10, estima en 
400 pesos la hectárea de terreno, incluyendo en esta suma toda 
indemnización, haciendo un total de 884 pesos 60 centavos m/n. 
El perito de la parte demandada á su vez aprecia el valor del te- 
rreno á razón de 1500 pesos la hectárea, y en 6000 pesos la in- 
demnización que debe abonarse por la expropiación, 

3 a (¿ue reclamado este último informe por la parte expro- 
piante, á foja 17, se mandó tener presente, y llamado autos, el 
Juzgado para mejor proveer, mandó practicar una inspección ocu- 
lar por el secretario de la causa, por no serle posible al infrascrito 
hacerlo personalmente por las preferentes atenciones del despa- 
cho general. Esa vista ocular se verificó y de su resultado da 
cuenta la diligencia de foja 19. 
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Y considerando: 1° Que en cuanto a) valor venal del terreno, 
estudiados los dictámenes periciales, no dan punto de apoyo al 
Juzgado para poder lijar equitativamente el precio del terreno, 
pues lejos esos dictámenes de ilustrar al juez lo alejan del co- 
nocimiento eiacto del valor real. 

S* Que dada la enorme diferencia de apreciación* 3 con que 
se han producido los peritos, sería del caso nombrar otro* que 
procedieran á nuevo justiprecio; pero la poca importancia de 
la cosa expropiada, y la jurisprudencia que ya eiistc sobre el 
valor de terrenos contiguos y expropiados por la misma empre- 
sa, bacen innecesario tal nombramiento, y entonces se impone 
la obligación de adoptar los elementos que ofrecen esos juicios 
en igualdad de circunstancias. 

3* Que en autos existe reconocidas las buenas condiciones 
del terreno que se le expropia á a Eulalia Díaz du Uiguens, 
circunstancia que debe tenerse en cuanta para establecerse su 
valor venal; y teniéndose presente que los precios que ha deter- 
minado 6 continuado la Suprema Corte han variado entre 800 
pesos (la misma empresa contra Pedro Parra), 450 y 500 pesos 
hectárea (la misma contra Claudio Bourdet y Andrés Di-vauri), 
y por otra parte que el terreno que se trata en esle juicio se 
baila en la misma calidad y condiciones que el de Parra, este 
Juzgado equiparándolo, estima jusio y equitativo el precio de 
800 pesos ra, n la liectraea. 

4* Que en cuanto á los perjuicios que se niegan por el perito 
de la demanda y sostenidos por el de la demandada* resulta del 
acta de inspección ocular, que están muy lejos de tener la 
importancia que el último le atribuye. Empero, teniéndose en 
consideración que se pretende por la parte demandada que 
existe nna fracción menor, que tiene mayor extensión que la 
que aparece de autos y que queda inservible é inutilizada, de- 
hiendo precederse por lo tanto á una medición exacta en pre- 
sencia de los títulos de propiedad, lo que es materia de un jut- 
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ció aparte, el Juzgado estima que esos perjuicios deben acre- 
ditarse y apreciarse enjuicio por separado. 

Por todo ello, fallo : en definitiva, lijando en 800 pesos m/n la 
faéctarea de terreno á eipropiar en la presente causa, que de- 
berá pagar el Ferrocarril Central Argentino dentro de 10 días 
de ejecutoriada la sentencia prestante, con sus intereses á estilo 
de Banco sobre la diferencia entre la suma que resulte por li- 
quidación y la que se consignó y las costas establecidas en casos 
análogos* 

En cuanto á los perjuicios que se alegan, dedúzcase la acción 
correspondiente por separado. Notiffquese con el original, re- 
gístrese en el libro de sentencias y repónganse los sellos. 

Mariano & de lurrecoechea. 



Falto «« l* Suprean Csrte 

Buenos Aires, Febrero 2 i de 1894. 

Vistos j considerando: Que según ta ley de la materia el pro- 
cedimiento verbal y sumario que debe observarse en los casos 
de expropiación, comprende lo relativo al precio de la cosa á 
expropiarse como lo concerniente á Lis demás indemnizaciones 
á que hubiere lugar. 

Que, en consecuencia, el juez de la causa no ha podido dejar 
de pronunciarse sobre el capítulo «perjuicios», sometido ásu 
decisión, haciendo materia de dos juicios de lo que debe resol- 
verse en uno. 

Por esto, devuélvanse los autos al inferior para que se pro- 
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non*- je sobre el capítulo omitido, con arreglo A derecho. Repón- 
gase el papel. 

BENJAMIN PAJJ. — LUIS Y* VARELA. — 
ABEL BAZA».— OCTAVIO CUS GE 
— JUAN E. TOKREST. 



FillodeIJwi r«4ml 

La Plflta, Junio 13 de lí#4. 

T vistor nuevamente: Considerando: I o Que el reclamo por 
perjuicios Ju cho por la parte eipropiada en el acta de inspección 
ocular de foja 19 y repetido en el acta du comparendo verbal de 
foja 30, consistente en la destrucción de sementeras de maíz en 
el terreno ocupado por la vía, y en una fracción de terreno í(ue 
afectando la figura de un triangulo, quedaba como sobrante, el 
que según el representante del eipropiado es de 200 metros 
(vi ns>- foja 20). 

n 2* Que esos dos reclamo» han sido desestimados por la pane 
contraria en la misma inspección ocular y no resulta de autos 
comprobada ni la pretensión de una parte ni la negativa de 
la otra; por lo tanto, y respecto de dicho sobrante, sería el 
f aso de una mensura, con los títulos á la vista, lo que no corres- 
ponde á la naturaleza de este juicio, así como para justilioar, 
después de tanto tiempo, abrir la cansa á prueba para acredi- 
tarse perjuicios que son tangibles y que no se han hecho va- 
ler en el comparendo verbal de foja 8 t ocasión oportuna del 
juicio. 

3* Que no obstante las anteriores consideraciones, el perito 
de la empresa, á fojaiO, reconoce queeiíste el perjuicio por 
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causa del fraccionamiento del terreno por la vía férrea, lo qne 
demuestra que hay un sobwute, no obstante la negativa de la 
parte expropiante, puede y debe fijarse una indemnización. 

No existiendo base para su estimación, es de determinarse 
una suma equitativa, teniéndose en cuenta lo que eu casos aná- 
logos ha fijado este Juzgado. 

Por ello, resuelvo lijar toda indemnización en la suma de 400 
pesos moneda nacional, que deberá pagar la empresa expropian- 
te on la forma determinada en la sentencia de foja . . . Notifi- 
quen con el original, regístrese y repóng.ise las fojas. 

Mariatio S. de Aurrecoechea. 



r «tito 4« I* SaprcM» Certa 

Buenos Airi'9, Octubre lá "le 1R95, 

Vistos : Siendo equitativo el precio asignado al terreno y la 
indemnización por peTjuioios, se confirman las sentencias ape- 
ladas de fojas veinte y dos y cuarenta y una. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUISV. VARELA. 
ABEL BA2AN . — OCTAVIO BUK- 
GE. — JUAN E. TOBRENT. 
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CAUSA 44XXXVIII 



EtProrurador Fiscal contra don Adolfo Silva Carretón, y des- 
pulí don Pedro Coxta, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre 
nulidad y falta de personería. 



Sumario. — I o Iniciado el juicio ejecutivo contra el firman* 
te de una letra, i quien se intimó el pago, el que se presenta 
y es aceptado como deudor de la misma, no puede pretender que 
se vuelva á i ti timar el pago. 

2" Los procuradores fiscales nombrados por decreto del P. E. 
no necesitan acreditar su personería con poder 6 escritura pú- 
blica. 



Caso. -Don Adolfo Silva Garreton firmante de una letra poi 
impuestos inUr nos á favor del fisco, reconoció la firma, y fué 
intimado para su pago dentro de tercero día. 

A su instancia, don Pedro Costa, dneñode la destilería deudo- 
ra, declaró ser y fué aceptado como responsable de la letra, 
despachándose contra él el mandamiento de embargo. 

Citado de remate, opuso excepción de nulidad, por haberse des- 
pachado mandamiento sin dictarse antes el auto de solvendo, 
y excepción de falta de personería, por no haberse presentado 
por el procurador fiscal el poder en forma. 
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Felle del Juea Federal 

Bucuos Airos, Abril 30 de 18Ü5- 

Y vistos: For los fundamentos aducidos en el precedente 
escrito, que el Juzgado encuentra ajustados á derecho y á las 
constancias de autos, no ha lugar, con costas, á las excepciones 
opuestas de el escrito de foja... 

Juan del Campillo , 



Falle de le flupeem Certe 

l!ueno> Aires, Octubre 15 de 1895. 

Vistos y considerando: Que no existe la nulidad en el proce- 
dimiento que se alega por el ejecutado, como lo demuestra la 
diligencia de foja dieciocho. 

Que tampoco ha podido observar la personería del represen- 
tante del fisco, por hallarse ella suficientemente acreditada por 
los decretos da fojas tres y veinte y siete, que lo autorizaban 
para el cobro ejecutivo que persigue en los presentes autos, ex- 
pedidos de conformidad al artículo seis déla ley numero tres mil 
cincuenta y siete. 

Por estos fundamentos: se confirma, con costas, la sentencia 
•pelada de foja sesenta y siete vuelta. Repuesto* los sellos, 
devuélvanse. 

ABEL BAZAR . — OCTAVIO BGIIGE. — 
JUAN E. TOftftE.1T* 
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CAV8A i'iXXA I3E 



El escribano don Pedro Lanosa contra el escribano don Fran- 
cisco Speratli ; sobre restitución de rcyistro. 



Sumario. —Debe procederse en el día y por la fuerza pública 
ú restituirse ú su regente el arcbivo, protocolo y dependencia 
del registro, de que otro escribano se baya apoderado sin auto- 
rización. 

Caso. — Lo explican las siguientes piezas : 



PETICION 

Buenos Aires, Setiembre 17 de 1895. 

Suprema Corte : 

PidTüLarrosa, Escribano Nacional de Marina, constituyendo 
domicilio en la calle Tucuman 551 altos, ante V. E. respetuo- 
samente expongo: Que en primero de Setiembre prójimo pasa- 
do, formulé un convenio privado con don Paulino B. Speratti, 
por el cual cedía a éste una parte de los derechos que la eseti- 
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banía produce, en retribución de servicios que se comprometía 
cu prestar, Speratli no cumplió el compromiso contraído, y se 
apoderó de la oficina, usufructuándola escan<taloxQwente,hii- 
biendo pasadu muchos nieses sin que yo percibiera de lo que ella 
producía. Ture que pedir á la secretaría de la Suprema Corte 
que no se sellara ningún cuaderno de registro si no lo llevara yo. 
Do esta manera se cortó el abuso delictuoso. 

Poro ahora, Kxmo . señor, S pera Lti se niega á entregarme el 
archivo y demás útiles, y ha llevado su audacia hasta el extre- 
mo de ostentar recientemente al frente de la oficina el escudo y 
placas de mi escribanía. 

Pidu á V. B. que por medio del Ugier á» la Suprema Corte, se 
intime i don Paulino U. Speratti, baga entn-ga en el acto del 
archivo, escudos, placas, sellos y demás útiles de la escribanía 
de m.irina á mi cargo, y para el caso de resistencia, autorización 
para que Uuga uso de la fuerza pública, sin perjuicio de quedar 
á salvo mis derechos, para deducir ulteriormente las acciones 
que correspondan. 

Hago constar, Eimo. SLÍwr, que hasta la fecha soy el único 
habilitado para regentear esa oficina, y que no tengo más ads- 
crito, que el que acabo de nombrar, que lo es el escribano don 
Bernardo Folkenand, cuyo nombramiento tramita en estos mo- 
mentos ante V. £, 

Es justicia etc. 



Pedro IJ. Larrosa. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Abes; Octubre 16 de im. 

Suprema Corte: 

El escribano Larrosa es legente de la escribanía de marina, 
y único responsable por ello del servicio de ta oficina y custodia 
de sd archivo. Cualquier convenio privado que no se haya au- 
torizado por V, E. es ineficaz para legalizar la personería que, 
se asegura en el escrito precedente, pretende ejercer el escriba- 
no Speratti para servir el registro referido. 

Se ba de servir V, E. por ello, disponer de conformidad con 
lo pedido por el escribano titular en aquel escrito, sin perjuicio 
de las acciones que el escribano Speratti pueda reserv ase por 
contratos privados, las que sólo podrá ejercitar en f 1 ante 
quien baya lugar. 

Sabiniano a*i>/-. 



RESOLUCION 1>E LA SUPREMA CORTE 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1895* 

De conformidad cou lo ei puesto y pedido por el señor Procu- 
rador General, en bu precedente vista, proceda el TJgier de esta 
Corte 4 iutimar al escribano Speratti, caso de ser cierto el hecho 




relacionado en la solicitud de foja primera del recurrente, escri- 
bano don Pedro Q. Larrosa, baga entrega á éste, en el dia, del 
archivo, protocolos y dependencias del registro de marina, de 
que dice haberse apoderado aquel, solicitando para ello el uso 
de Ja fuerza pública, sí fuere necesario. 



LUIS V. VARELA» — ABEL BACAN. — 
OCTAVIO BINCE. — JUAN B. TO- 
1RHIT. 





APENDÍCE 



Habiendo aparecido con errores, algunos sustan- 
cíales, la disidencia del señor Ministro doctor don Luis 
V, Várela, en la causa tic don José V. Bcnitez con el 
Ferrocarril del Sud de la Provincia de Buenos Aires, 
sobre nulidad de un laudo, insería en la pagina 242, se 
ha considerado conveniente reproducirla en seguida : 

DISIDENCIA 

Vistos y considerando: Que en el convenio de foja ciento se- 
senta y cinco (expediente principal), el Ferrocarril del Sud re- 
currente y su contrario Benitez, acordaron expresamente en la 
clausula octava, que : « las partes renuncian en absoluto todos 
los recursos, incluso el de nulidad, j si alguno lo interpusiese, 
bajo cualquier pretexto , no será ofda » . 

La parte del Ferrocarril pretende qne esa cláusula del com- 
promiso no puede menoscabar su derecho para interponer los 
recursos que ha deducido « porque la nulidad, reducción y apela- 
ción tienen siempre lugar aunque las partes hicieaen renuncia 
del recurso, ti la sentencia arbitral contiene injusticia ma- 
nifiesta » . 

De estas palabra» textuales del escrito en que se deducen los 
recursos de reducción y nulidad, así como del contexto mismo 
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de osa presentación, parece deducirse que el fundamento capi- 
tal de ello* se apegase en la injmticia manifiesta pe el recu- 
rrente atribuye a! tundo arbitral de que reclama. 

Peni cualquiera que fuere esa injusticia, y por monstruosa que 
fue»e la conclusión a que Hila arribase, refiriéndose ella sólo al 
fondo del negocio puesto en arbitros y noá los procedimientos 
de éstos, la Suprema Coi te ha establecido como jurisprudencia 
invariable que lo* tribu nales federales son incompetentes para 
entender en recursos de nulidad que serelieraii al fondo y noá la 
forma de lns laudos arbitrales . 

Por otra parto, a) pretenderle que es nula la cláusula ociara 
de) compromiso, que consigna la renuncia absoluta á todo re- 
curso, incluso el de nulidad, contra el laudo arbitral, se impug- 
na o) compromiso en sí mismo y no el laudo, y lo que forma la 
materia del actual pleito no es la validez ó nulidad del compro- 
miso, SinÓ la validez ó nulidad del laudo, 

Ku cuanto ú las Tazones legales que bagan nula la renuncia 
expresa ú. todo* lo* recursos, hecha por las partes en el compro- 
miso, el recurrente no ha invocado ley alguna que la consigne. 

Los únicos textos legales que se han invocado, son sólo leyes 
de Partidas y Recopiladas, que se citan como ¡supletorias de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
con arreglo al artículo trescientos setenta y cuatro de la misma; 
pero esas leyes súlo>irren para reglar los procedimientos judi- 
ciales, en cuanto no lo estén por la Ley nacional. 

Los derechos de las partes que nacen de un compromiso, no 
forman parto de los procedimientos judiciales, porque, siendo 
aquel compromiso un acto jurídico, las obligaciones que de él 
nazcan están regidas por el derecho de fondo, por el derecho ci- 
vil, que os la ley del contrato (Código Civil, aitíc uto nuevocien- 
tos cuarenta y nueve). 

«Lo que no está dicho explícita ó implícitamente en ningún 
artículo del Código Civil, no puede tener fuerza de ley en 
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deret'Uu dril, aunque anteriormente una disposición semejante 
hubiera estado en vigor sea por una ley general, sea por una ley 
especial » (Código Civil, artículo veinte y Jos). 

Xo siendo, pues, en las leyes anteriores al Código Civil en las 
que debe buscarse el alcance de las estipulaciones del convenio 
de foja ciento sesenta y cinco, sino en el texto mismo de este 
cuerpo de legislación, debe ante todo averiguarse si las partes 
han podido renunciar por aito expontáueo, en absoluto, á todos 
los recursos, incluso el de nulidad, contra ta sentencia arbitral, ó 
si ellas han ultrapasado su dtreckoal hacerlo. El artículo diez 
y nueve del Código Civil dice que: * La renuncia general de las 
leyes, no produce efecto alguno, pero podrán renunciarse los de- 
rechos conferidos por ellas con tal t¡ue sólo miren al interés 
individual y que no mié prohibida xtt renuncia ». 

Dos son tas cuestiones que es menester plantear y resolver, 
al aplicar el artículo precedente al caso suh-judice: 

Primera. Los recursos renunciados eu el compromiso de 
foja ciento sesenta y cinco ¿afectan sólo al interés privado? 
Segunda. ¿Hay alguna ley que prohiba su renuncia? 
Fara resolver ambas cuestiones es menester tener presente 
que ningún acto voluntario tendrá el carácter de ilícitos! no fue- 
se expresamente prohibido por las leyes ordinarias, municipales 
ó reglamentos de policía, y que los jueces no pueden declarar 
otras nulidades de los actos jurídicos que las que en el Código 
Civil se establecen (Código Civil, artículos mil treinta y siete y 
mil sesenta y seis) . Kl recurrente no ha invocado el texto de la 
ley que invalida el acto jurídico, en cuanto se reliere á la renun- 
cia de los recursos que las leyes establecen para alzarse ódecir 
de nulidad de los laudos arbitrales. Ni menos ha demostrado que 
esa renuncia esté prohibida por las leyes. Es indudable que, 
siendo las cuestiones que reglan la jurisdiccionde los tribnnalcs, 
cuestiones de órden público, ninguno de aquellos procedimien- 
tos que afecten al órden público puede ser renunciado por con- 
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Tenciones entre partes, ni juzgado por resoluciones judiciales. 
Pero, ouando se ha constituido por las partes que litigan en un 
pleito, un tr'bunal voluntario declarando que esa jurisdicción 
arbitra! es la que eligen para que resuelva "el pleito en todo 
tiempo, y agregan que * renuncian en absoluto á todos los recur- 
sos, incluso e) de nulidad », esta renuncia no afecta en lo 
mínimo al orden público, pues no altera ni afecta d orden 
de las jurisdicciones, y súlo mira al interés de las partes por 
la gatantfa que esos recursos ofrecen y pneden renunciarlos 
como cualesquiera otros derechos que las leyes les acuerden, en m 
tanto que no exista prohibición expresa al respecto. 

En nuestra legislación de forma, incluida la supletoria de 
la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, no existe disposición alguna que vicie de nulidad el hecho 
de que el tercero en discordia no se haya reunido con los 
árbitros en disidencia, para formar tribunal aates de laudar; 
porque aunque la ley veinte y nueve, título cuarto, partida ter- 
cera, dice que en caso de discordia: «deben los jueces ordina- 
rios apremiar también á las partes como á los avenidores que 
tomen un home bueno que sea comunal en querer el derecho 
para ambas las partes, é mandarles que se acuerden en uno pa- 
ra librar aquel pleito*; esta ley no impone la nulidad del l uido 
si no se acordasen en uno los árbitros y el tercero, limitándose 
i decir que «si por aventura no se acordaran, lo que judgase la 
mayor parte, aquello deve valer». 

Es verdad que la ley treinta y dos del mismo titulo y par- 
tida dice : < que los avenidores deven y ser cuando ovieren á dar 
el juyzio, y lo que dixeren todos á aquella razón, ó la mayor 
partida de! los, es so deve valer. E si entonces todos non fuesen 
y presentes, el juyzio que diessen non sería valedero >; pero 
esta ley no sólo se refiere expresamente al caso de disidencia en 
que interviene un tercero en discordia, sino que expresamente 
se refiere al caso en que se constituya un tribunal colectivo de 
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arbitros que interviene desde el principio del juicio y no para 
dirimir contiendaalguna. Así, en su principio, esa misma ley 
dice: «Otorgan poder las partes á todos los avenidores cuando 
meten su pleyto en mano dellos que maguer non se acertacen 
todos en uno cuando quisiesen dar juyiio.los que y fuesen lo 
pudiese facer. Entonces decymos que en aquella manera que les 
fué otorgado de las partes el poder de librar el pleyto que assi 
deven ussar dello, e non en otra manera». Estos términos son 
perfectamente claros y pruehan qne la ley treinta y dos, título 
cuarto, partida tercera, sólo se ha referido á los tribunales colec- 
tivos de arbitros en qne deben estar todos presentes para laudar; 
pero si fuese otro el alcance, ella misma serviría para demostrar 
que las partes pueden eximir k los árbitros de la obligación de 
reunirse en tribunal, de conferenciar y aun de oírlos, porque los 
árbitros € deben librar el pleyto en aquella manera que les fué 
otorgado por las partes e non en otea manera i. 

Siendo esta ley una de las supletorias de procedimientos vigen- 
te, citada con reiteración por el apelante, ea oportuno recordarla 
para demostrar que la falta de reunión de los árbitros en el 
procedimiento arbitral, no afecta al órden público, puesto que 
e» renunciabte por las partes, y por tonto, cae dentro de lo qne 
puede renunciarse como nulidad posible de un laudo. 

No existe tampoco en nuestro Código Civil disposición algu- 
na que prohiba semejante renuncia, hecha por personas 
hábiles para contratar, y que no tienen, para sus actos, nece- 
sidad de ninguna de las protecciones peculiares y especiales 
qne la ley ha creado en favor de los menores ó incapaces, 6 
con que ella ha querido amparar, para evitar actos civiles que 
afectan al órden social. Los recursos que las leyes acuerdan con- 
tra la sentencia de los tribunales, tanto en el órden ordinario de 
los juicios como en los jnieios voluntarios, no son tinó garantías 
qne se ofrecen por la República á loa individuos para el mayor 
acierto dalos fallos. No se ataca al órden público por el hecho 
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de que una de las partes no apele una sentencia ó 110 diga de nu- 
lidad de un auto evidentemente nulo, y por tanto, tampoco se 
ataca al orden público sí se se renuncia anticipadamente á los 
recursos a que puede dar lugar el laudo arbitral . 

Lo único que la ley ha exigido es que ese fall<f?al que se llama 
laudo arbitral, revista los caracteres de tal, y para que tal se 
le considere y traiga en consecuencia aparejada ejecución, bas- 
ta que los arbitros hayan laudado dentro del término que se 
les acordó y sobre los puntos que se sometieron á su fallo. 

8011 las mismas leyes supletorias de la ley de Setiembre de 
mil ot nocientes sesenta y tres, las que han establecido termi- 
nantemente este procedimiento. La ley cuarta, título veinte 
y uno, libro cuarto, Recopilación Castellana (ley cuatro, tí- 
tulo diez y siete, libro once, Novísima Recopilación) ha con- 
signado que no debe atenderse recurso alguno contra el laudo 
arbitral que se dictase por los jueces arbitros y arbitradores 
usando de la facultad que les fué dada, dentro del término que 
les fué dado y sobre aquellas cosas sobre que fué comprometido, 
y esta Suprema Corte en el caso que se registra en el tomo nue- 
ve, serie primera, página doscientos setenta y dos, aplicando 
esa ley, revocando una sentencia del inferior en *iue s« limitaba 
á establecer que no se entendía renunciado el recurso de nulidad 
en la renuncia general de recursos, declaró que son laudos 
arbitrales con los requisitos de derecho, los que se han dictado 
con los enunciados en la ley cuarta* titulo veinte y uno, libro 
cuarto de la Recopilación Castellana; y que, por consiguiente, 
sólo la nulidad que se funda en la falta de alguna de esas condi- 
cionen esenciales, puede impedir la ejecución de las sentencia» 
pronunciadas por arbitros. En el cuso subíndice no se ha invo- 
cado como causal de la nulidad aducida ec el recurso, ni la falta 
de jurisdiceion de los arbitros, ni el que hayan laudado fuera 
del término acordado, ni sobre puntos no comprometidos. Kn 
cuanto & los arbitros, lo único que se les reprocha, es el haber 
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laudado sin reunirse en tribunal, pretendiendo «na de las partea 
que esto fué expresamente contenido y la otra reclamándolo 
como uti requisito esencial. Cualquiera que fuere la resolución 
que ¡i ese respecto hubiese de darse cu la oportunidad corres- 
pondiente, si ella se presentase, es indudable que no es éste el 
momento de discutirse esa cuestión, pues en el compromiso 
de foja ciento sesenta y cinco, las partes convienen que la nuli- 
dad, como recurso, no podrá interponerse, y que, csi alguna 
la interpusiese bajo cualquier pretexto, no será oida». 

Estando esta cláusula incluida entre las convenciones del con- 
trato, ella obliga á las partea á someterse a sus términos como á 
la ley misma (Código Civil, artículo mil ciento noventa y siete); 
y habiéndose deducido la nulidad del laudo como recurso, por el 
Ferrocarril, él no debe ser oído, porque cualquiera que sea 
el pretexto que invoque para introducir ese recurso, él ha- 
bía renunciado anticipadamente á usarlo. 

Si la nulidad invocada fuese de aquellas que por la ley vician 
el fallo y le hacen nulo, no es por la vía del recurso que ella ha 
podido deducirse. 

La nulidad, en tal oaso t puede ser otorgada, bien en la opor- 
tunidad que establece el artículo doscientos sesenta y ocho de 
la ley de Procedimientos, como razón que afecte la habilidad 
del título, ó bien sea como una acción principal, después de 
la ejecución, para repetir lo que se suponga indebidamente pa- 
gado (Palios, serie primera, tomo nueve, página doscientos se- 
tenta y cuatro). 

En los tribunales de la Capital de la República, donde la 
ley de procedimientos dice expresamente que: * si en el compro- 
miso no se hubiese acordado ta forma en que los árbitros han 
de conocer y fallar ti asunto, to harán siempre formando tribu- 
nal >, haciéndose extensiva á los amigables componedores esta 
disposición (Código de Procedimientos, artículo setecientos 
ochenta y tres y setecientos óchente y nneve), la Cámara de 
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Apelaciones ha resuelto en el único caso que se registra en sus 
fallos (série primera, tomo quinto, página doscientos diez y 
seis) que el haber fallado ios amigables componedores sin for- 
mar tribunal, no produce nulidad, y que esta causal no autori- 
ia semejante recurso, que sólo es admisible por el artículo 
ochocientos ocho, en los mismos casos de la ley cuarta, título 
coarto, libro once, Recopilación Castellana, 

En la jurisprudencia extranjera de países donde la nulidad 
de los laudos de amigables componedores que no se hubiesen 
reunido en tribunal es de ley expresa, se ha reoonocido como 
válida la renuncia de los recursos de alzada, nulidad y cualquie- 
ra otro. Esto no importa que allí se haya desconocido el derecho 
de las partes para alegar esas nulidades que nacen de vicios 
sustanciales del procedimiento 6 de falta de jurisdicción en los 
arbitros ó de exceso en el mandato conferido por el compro- 
miso. Es precisamente fundándose en el hecho de que eu esos 
casos no hay sentencia, que se reconoce, que la renuncia de los 
recursos que pueden promoverse contra una sentencia, no im- 
porta la renunciado las gestiones que puedan deducirse en la 
forma de acción principal, alegando la nulidad, ó en la forma 
de oposición á la ejecución del laúd", alegando la excepción de 
inhabilidad del título. 

En el caso subíndice, la nulidad alegada por Tía de recorso 
es contraria al testo del convenio de foja ciento sesenta y cinco, 
que obliga á las partes como ú la ley misma, y conforme i los 
términos empleados en ese acto jurídico, cualquiera que sea el 
pretexto que se invoque al interponer el recurso de nulidad, 
la parte que lo interponga no debe ?:er oída. 

Por estos fundamentos: se declara improcedente la interpo- 
sición de los recurso* promovidos por la parte del Ferrocarril 
del Sud; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VARELA. 



